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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Civil y otros cuerpos legales en materia de filiación.

_________________________________________________________





HONORABLE SENADO:



	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros, en segundo trámite constitucional, acerca del proyecto de ley de la referencia, que tuvo su origen en un Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.



	La Comisión deja constancia de su reconocimiento por la permanente colaboración que recibió, en representación del Servicio Nacional de la Mujer, de su señora Ministra Directora, doña Josefina Bilbao Mendezona, su Subdirectora doña Paulina Veloso Valenzuela, y los asesores de esta entidad señoras Andrea Muñoz Sánchez, Leonor Etcheverry Court, Claudia Iriarte Rivas y don Sebastián Hamel Rivas; así como, por otra parte, de la profesora de Derecho Civil de la Universidad Católica de Valparaíso, doña Inés Pardo de Carvallo.



	Agradece, asimismo, el valioso aporte que le efectuaron el señor Obispo de Valparaíso de la época, Monseñor Jorge Medina Estévez; los representantes del señor Presidente de la Conferencia Episcopal de entonces Monseñor Fernando Ariztía Ruiz, Padre don Tony Mifsud s.j.; del Ministerio de Justicia, abogado señora Amira Esquivel Utreras; de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, el Director del Departamento de Derecho Privado y Profesor de Derecho Civil don Francisco Merino Scheihing; de la Gran Logia de Chile, los Profesores de Derecho señores Enrique Testa Arueste y Sergio Dunlop Rudolffi; y del Servicio Médico Legal, el Jefe del Laboratorio de Biología Molecular, don Hugo Jorquera González.



	Expresa también su reconocimiento por sus ilustradas opiniones, a los distinguidos profesores de Derecho Civil de la Universidad de Chile, Pontificia Universidad Católica de Chile, Universidad Diego Portales y Universidad de Los Andes, señores Enrique Barros Bourie, Hernán Corral Talciani, José María Eyzaguirre García de la Huerta, Hernán Larraín Ríos, Carlos Peña González y José Joaquín Ugarte Godoy.



	Las minutas que hicieron llegar a la Comisión se tuvieron en vista durante toda la discusión de esta iniciativa de ley y se han agregado a sus antecedentes, donde se encuentran a disposición de los HH. señores Senadores que deseen consultarlos.



	Concurrió también a algunas sesiones de la Comisión el profesor de Derecho Constitucional y Derecho Administrativo señor Jorge Precht Pizarro.



	Cabe destacar que el texto que proponemos fue revisado, desde el punto de vista técnico, por los profesores de Derecho Civil de la Universidad de Chile, señora Paulina Veloso, y de la Universidad Diego Portales, señora Andrea Muñoz, Subdirectora y asesora del Servicio Nacional de la Mujer, como ya se ha indicado, y  de la Universidad de Los Andes, don Hernán Corral, teniendo en vista diversas sugerencias formuladas por este último profesor, el profesor señor Enrique Barros  y el Departamento de Derecho Privado de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de Concepción.



	El minucioso informe de la Universidad de Concepción fue elaborado por los profesores de Derecho Civil señores Hernán Troncoso Larronde, René Ramos Pazos, Daniel Peñailillo Arévalo, Ramón Domínguez Avila, Carmen Domínguez Hidalgo, Carlos Alvarez Cid, Eduardo Salas Carrasco, Francisco Segura Riveiro y José M. Flores Acuña.

- - -



	Dejamos constancia que actuará como informante de este proyecto de ley el H. Senador señor Anselmo Sule Candia.

- - - - -



DISCUSIÓN GENERAL



	 La señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, doña Josefina Bilbao Mendezona, señaló que la iniciativa está destinada a producir trascendentales reformas en nuestro ordenamiento jurídico, por cuanto tiene como objetivo fundamental sustituir el régimen de filiación vigente en Chile por otro, que termina con las diferencias de trato entre hijos legítimos e ilegítimos y establece un estatuto igualitario para todos ellos, cualquiera sea el origen de su filiación.



	Estimó que, a pesar de las reformas legales promovidas durante este siglo para mejorar el sistema filiativo, el régimen actual sigue siendo profundamente discriminatorio y restrictivo. Lo primero, por cuanto clasifica a los hijos en diferentes categorías, según si han nacido dentro o fuera del matrimonio de sus padres, estableciendo marcadas diferencias entre unos y otros. Lo segundo, ya que, si bien admite la investigación de la paternidad o maternidad, el sistema que consagra para hacerlo es limitado y difícil de aplicar en la práctica, razón por la cual las posibilidades reales quedan reducidas al reconocimiento voluntario y a la confesión de paternidad.



	Afirmó que el Gobierno que representa considera que este sistema atenta gravemente contra la dignidad de la persona humana, lo que resulta inaceptable tanto desde el punto ético o moral, como desde el punto de vista del ordenamiento jurídico chileno.



	En lo que atañe a este último, recordó que, en las bases de la institucionalidad consagradas en la Constitución Política del Estado, se establece que los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos, y se asegura a todas las personas la igualdad ante la ley. En este orden de ideas -manifestó-, la diferenciación existente entre hijos legítimos e ilegítimos no resulta aceptable, en la medida en  que las circunstancias en que éstos fueron concebidos no es justificación suficiente para establecer categorías y privilegios entre ellos.



	En efecto -sostuvo-, que un hijo haya sido concebido fuera del matrimonio no es una cuestión que le pueda ser imputable, ya que depende, simplemente, de la opción hecha por sus padres. No es posible, pues, atribuir consecuencias negativas a quien no es responsable de su condición.



	Continuó diciendo que la diferenciación entre los hijos tampoco es aceptable desde un punto de vista ético, porque el fundamento sobre el cual parece haberse establecido -proteger la familia legítima- implica subordinar la dignidad de la persona humana -reconocida, por lo demás, en la Constitución Política- al logro de ese fin.  Por valioso que pueda parecer un fin, no es posible utilizar a las personas como meros instrumentos que se pueden sacrificar en pos de ese ideal. Cuando hay un conflicto de valores, es necesario jerarquizar, y en este caso la dignidad de la persona humana es superior al valor de una institución, aunque ésta sea la familia.



	Hizo presente que la clave de la propuesta -sobre la cual se articulan prácticamente todas las reformas que contiene- es la idea de igualdad, de equiparar en derechos y oportunidades a todos los hijos, nacidos dentro o fuera del matrimonio, estén o no sus padres casados entre sí. Esto significa, como primera cosa, que se acaba con la distinción entre hijos legítimos e ilegítimos y se establece un estatuto igualitario para todos los hijos.



	El proyecto admite que la filiación por naturaleza puede ser matrimonial o extramatrimonial, lo cual se establece sin el menor afán de discriminar, sino sólo en función del régimen de determinación de la filiación, ya que no se puede desconocer que en algunos aspectos el ejercicio de las acciones de filiación -de reclamación y de impugnación de un estado filiativo-, presenta diferencias que están dadas, fundamentalmente, por el hecho del matrimonio, que constituye un elemento de certeza que permite presumir la paternidad del marido.



	Aparte de esta necesaria distinción -que, reiteró, se refiere únicamente al régimen de determinación de la filiación- no existe ninguna diferencia entre los hijos, correspondiéndole a todos ellos los mismos derechos y las mismas obligaciones, cualquiera sea el origen de su filiación.



	En seguida -añadió-, la propuesta del Ejecutivo consagra el principio de la libre investigación de la paternidad y de la maternidad. Con ello entierra, definitivamente, la prohibición de investigar que, consagrada por el Código de Napoleón, influyó no sólo en Bello, sino que en todos los derechos codificados de la época.



	Aun cuando la ley Nº10.271, del año 1952, modificó el sistema originariamente consagrado en el Código Civil chileno, introduciendo la posibilidad de investigar la paternidad, la verdad es que lo hizo de una manera restrictiva -sólo por determinadas causales- y de una forma que depende, al fin, de la propia voluntad del padre. En efecto, las hipótesis de reconocimiento forzado del artículo 271 del Código Civil se reducen, fundamentalmente, a la confesión de paternidad contenida en instrumento público o privado, o al reconocimiento tácito que significa el que el padre le dé el trato, nombre y fama de hijo al demandante.



	El actual sistema contempla, por otra parte, graves limitaciones al ejercicio de la acción de reclamación del estado filiativo, lo que hace muy difícil su aplicación práctica. Le pareció suficiente recordar que esta acción sólo puede ejercerla el hijo; que en determinados casos no cabe dirigirla en contra de personas casadas; que la demanda debe haber sido notificada en vida del supuesto padre y, desde luego, que no existe amplitud respecto de los medios probatorios.



	Aclaró que estudios recientes demuestran, de manera elocuente, lo que viene sosteniendo. En efecto, de acuerdo a una investigación empírica encargada por el Servicio Nacional de la Mujer y efectuada en los 30 juzgados civiles de Santiago, se pudo constatar que, entre 1980 y 1992, ingresaron sólo 22 causas de indagación de paternidad, de las cuales un número ínfimo alcanzó éxito. Lo anterior se encuentra corroborado por la información registrada en los anuarios judiciales, según la cual, entre 1980 y 1989, el volumen de causas de este tipo representó un 0,002% del ingreso total de causas civiles contenciosas.



	Es por eso que abrir la posibilidad de ejercer la acción de reclamación del estado filiativo en términos amplios en contra de quien corresponda y utilizando todos los medios de prueba, como lo propone el proyecto de ley, constituye un cambio significativo que abre las puertas a la búsqueda de la verdad real por sobre la verdad formal que prima actualmente.



	Observó que, en todo caso, el principio de la libre investigación de la paternidad supone tomar los resguardos necesarios para evitar acciones temerarias -falsas imputaciones de paternidad- que pudieren lesionar la paz o armonía familiar de otros hogares. Previendo este peligro y tratando de compatibilizar ambos intereses -búsqueda de la verdad y preservación de la armonía familiar- el proyecto de ley establece un mecanismo de control preliminar de viabilidad de la demanda, que consiste en que el juez podrá darle curso en la medida que se presente una prueba que haga plausible los hechos en que se funda. No es más que la exigencia de un fundamento razonable para echar a andar el procedimiento de reclamación de paternidad o maternidad.



	Consideró que el principio de la libre investigación de la paternidad se ve fortalecido por la incorporación de otro elemento fundamental, cual es la admisión de todo tipo de pruebas, incluidas las llamadas pruebas biológicas.



	Estas pruebas son, básicamente, la prueba de grupos y subgrupos sanguíneos, el análisis del ADN (ácido desoxirribonucleico) y otras pruebas de contenido científico, que permiten, por ahora, descartar la paternidad con una certeza de un 100%, sin que puedan sacarse aún conclusiones absolutas de afirmación de paternidad. En todo caso, el valor de inclusión, a través del estudio de ADN (que es el que da mayor certeza para la determinación de la paternidad  o  maternidad), oscila entre el 98,36% y el 99,9%.



	Por esta razón, parece prudente la forma amplia en que el proyecto de ley se refiere a este tipo de pruebas biológicas, ya que hace viables aquellas que en el futuro se puedan llegar a establecer.



	Concluyó explicando que, consecuente con la idea de igualdad que se ha reconocido como la clave de esta propuesta, el proyecto introduce otras importantes modificaciones, particularmente en cuanto a los efectos jurídicos de la filiación, esto es, en materia sucesoria, derecho de alimentos y patria potestad.



	La asesora del Ministerio de Justicia, doña Amira Esquivel Utreras, resaltó la necesidad de que se efectúe la reforma que se propone en esta iniciativa legal, ya que, a juicio de esa Secretaría de Estado, el actual sistema de filiación es profundamente injusto y discriminatorio, por cuanto establece tres categorías distintas de hijos, unos con mayores derechos que otros, fundadas pura y simplemente en su distinto origen. Es decir -añadió-, reprocha a las personas por las circunstancias especiales de su concepción y las castiga por la conducta moral sexual de sus padres.



	El sistema es, también, incoherente e inconsistente, porque transgrede abiertamente el principio de igualdad consagrado en nuestro texto constitucional y en diversos instrumentos internacionales -como el artículo 25, párrafo 2 de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre y el artículo 2º de la Convención sobre los Derechos del Niño-, que es una igualdad en el trato que el Estado y el ordenamiento jurídico están obligados a prestar a las personas cualquiera que sea su origen.



	Prosiguió señalando que el sistema es ineficiente, ya que, si lo que perseguía era evitar el nacimiento de hijos ilegítimos, es evidente que no lo ha conseguido, puesto que el porcentaje de nacimientos de hijos ilegítimos se ha duplicado en las últimas tres décadas. Si en el año 1960 el porcentaje de los niños nacidos fuera de matrimonio era del 15,9%, el año 1989 alcanzó a un 33,6%, según datos oficiales del Instituto Nacional de Estadísticas.



	Sostuvo que, además, es ineficaz, toda vez que no otorga al hijo extramatrimonial los medios y posibilidades reales para adquirir la calidad de hijo respecto de determinada persona, sino que mantiene un criterio restrictivo por la vía de impedir una genuina investigación de la paternidad. De esta manera fomenta la irresponsabilidad paterna, y conlleva una doble discriminación:  contra la mujer, en su condición de madre que debe afrontar sola la mantención y educación de sus hijos, y contra estos últimos, al dificultarles la posibilidad de hacer efectivos los deberes de sus padres.



	Adujo que el sistema, por último, es anacrónico, porque no corresponde al criterio que la gran mayoría de la población tiene con respecto a la igualdad de derechos de los hijos. Citó, al respecto, la encuesta realizada por la Comisión Nacional de la Familia en enero de 1993, conforme a la cual el 84,8% de los encuestados estimó que no debieran existir diferencias legales entre los hijos legítimos e ilegítimos.



	Resaltó que las bases fundamentales del proyecto descansan, por una parte, en la consagración legal del principio de igualdad ante la ley y el cumplimiento de las convenciones internacionales sobre derechos humanos, y, en segundo lugar, en el establecimiento del principio de admisibilidad de la libre investigación de la paternidad y maternidad.



	Terminó señalando que, esta forma, se resolverán las situaciones de discriminación, injusticia, incoherencia e inconsistencia descritas; se facilitará el aprendizaje de la responsabilidad por los actos personales y, lo más importante, se fortalecerán los principios de igualdad y de la dignidad humana, que deben guiar el ordenamiento jurídico en un sistema político democrático.





- - - - - -



	Después de escuchar a la señora Ministro Directora del Servicio Nacional de la Mujer y a la representante de la señora Ministro de Justicia, la Comisión destinó dos sesiones a oír los planteamientos de los distintos invitados.



	A continuación, tomó nota de los comentarios que algunas de dichas intervenciones le merecieron a la señora Ministro Directora del Servicio Nacional de la Mujer.



	La señora Ministro consideró equivocada la opinión de que la igualdad ante la ley ha de tener un tratamiento especial en materia de derecho de familia, ámbito en el cual se debiera considerar un cierto "favor legal" hacia el matrimonio y la familia legítima, que justificaría las desigualdades existentes entre hijos legítimos e ilegítimos.



	A su juicio, pretender que estamos en presencia de personas que no son iguales es un argumento falaz, porque una persona que nace dentro del matrimonio de sus padres nada tiene de diferente, en cuanto persona humana, a una que nace fuera del matrimonio. Ambos son ontológicamente iguales; las diferencias las hace la ley. Si los hijos ilegítimos son distintos a los legítimos, no es porque en la realidad lo sean, sino porque hubo una norma que los estigmatizó.



	Agregó que, desde un punto de vista ético o moral, nada justifica la diferencia de trato entre los hijos. La dignidad de toda persona humana está antes de cualquier institución, por valiosa que ésta sea. Lo que hace este proyecto no es más que aplicar un principio elemental de justicia para con sujetos que están siendo sancionados por conductas que no le son imputables. Las circunstancias en que una persona fue concebida está lejos de ser una elección de la que pueda hacérsele responsable.



	En un estado de derecho, moderno y democrático, se hace insostenible la mantención de normas que asignan efectos negativos a circunstancias adscritas o no voluntarias.



	Sostuvo que el proyecto no genera un debilitamiento de la familia legítima, porque la unidad de la familia no puede descansar en que se haga "vista gorda" con los "deslices" que haya tenido uno de sus miembros. Eso no es sino favorecer la impunidad y el ejercicio de conductas irresponsables que, a la postre, minan mucho más la unidad de la familia.



	Llamó la atención sobre el hecho de que este tema va mucho más allá de los hijos concebidos en adulterio, porque, como demuestran algunos estudios, en nuestro país existe otra gran gama de hijos nacidos fuera del matrimonio que se verían beneficiados con esta ley. Precisó que se refería, concretamente, a los hijos que provienen de uniones de hecho y a los hijos de madres adolecentes. Ambos son fenómenos bastante extendidos en la sociedad chilena actual y obedecen, por cierto, a causas diferentes. Su impresión es que el primero de ellos no es absolutamente voluntario, sino que tiene que ver con la inexistencia del divorcio vincular en nuestro país, en tanto que el segundo tiene, en parte, sus raíces en la ignorancia o desconocimiento de los jóvenes de su propia sexualidad, cuestión, por lo demás, que el Estado debe prevenir a través de la educación.



	En seguida, refiriéndose a algunos aspectos puntuales creyó que la sugerencia de mantener una categoría menor de hijos alimentistas -similar a lo que hoy son los hijos ilegítimos del artículo 280 del Código Civil-, para no cometer injusticias con aquellos que no obtengan declaración de filiación, sería una medida innecesaria y, por el contrario, riesgosa. Es innecesaria si se piensa que se está admitiendo la libre investigación de la paternidad y el ejercicio de todo tipo de pruebas, lo que obviamente hará disminuir en forma sustancial el número de casos en que no sea posible alcanzar la verdad. Y es riesgosa, por cuanto es fácil imaginar que nuestros tribunales tenderán a quedarse con relativa facilidad en este primer escalón o nivel, sin ahondar la investigación hasta obtener la declaración de la filiación.  Se crearía, en fin, otra nueva categoría igualmente discriminatoria que la que ahora se propone eliminar.



	Por otro lado, se alegró que las reformas a la porción conyugal hayan despertado reacciones tan favorables entre los profesores invitados, pero hizo saber su inquietud porque pueda sostenerse que bastaría con cambiar la denominación formal de los hijos ilegítimos, sin tener que entrar a tocar el tema de los derechos hereditarios de éstos. En su opinión, el argumento de la protección del patrimonio familiar es engañoso, puesto que el patrimonio al cual eventualmente accederían los hijos del causante es un acervo líquido, al cual ya se le han hecho las deducciones que correspondan por concepto de gananciales o crédito de participación. Si a eso se agregan las modificaciones introducidas para mejorar el estatuto del cónyuge sobreviviente, no habría razón válida para oponerse a esta reforma.



	Concordó, finalmente, en que es necesario producir un mayor equilibrio entre el origen biológico, como antecedente de una determinada filiación, y la posesión notoria de la calidad de hijo. Se declaró partidaria de reforzar el valor de la posesión notoria del estado civil, toda vez que los lazos afectivos y sociales, que pudieron llegar a establecer una determinada filiación, son, en ciertas circunstancias, tanto o más valiosos que el origen biológico.



	A la luz de todos los antecedentes recibidos, y luego de un intercambio de opiniones entre los señores integrantes de la Comisión, se sometió a votación en general el proyecto de ley.



	- Resultó aprobado por cuatro votos a favor y uno en contra. Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Sule, y en contra lo hizo el H. Senador señor Larraín.



	Los HH. señores Senadores fundamentaron sus votos de la siguiente forma:



	El H. Senador señor Fernández señaló que el proyecto de ley trata diversas materias, puesto que no sólo persigue establecer la igualdad entre los hijos, sino que también abre la posibilidad amplia de la investigación de la paternidad, introduce modificaciones en cuanto a la autoridad paterna y a la patria potestad, e innova en lo relativo a los derechos sucesorios, sustituyendo los órdenes de sucesión y eliminando la porción conyugal, institución que ha sido tan criticada por los tratadistas.



	Agregó que, en conjunto, se introduce un cambio fundamental a nuestra legislación civil en lo que dice relación con el derecho de familia; cambio que, sin embargo, no es ajeno a lo que ha sido nuestra historia legislativa, por cuanto desde la dictación del Código Civil se han introducido variaciones importantes, fundamentalmente en lo que respecta a la filiación, que han ido permitiendo que las primitivas normas que contemplaba nuestro Código registren avances de acuerdo al correr de los tiempos.



	Hizo presente que, no obstante, el proyecto contiene numerosas normas que no comparte, y otras que deben ser estudiadas con detención. Tampoco coincide con la fundamentación constitucional que se ha hecho por el Ejecutivo para esta iniciativa, con respecto a la interpretación que pretende establecer para el artículo 5º de la Constitución Política, en el sentido de que pueda modificar nuestra legislación cualquier norma contenida en los tratados internacionales, puesto que dicho precepto constitucional debe entenderse en relación con aquellos tratados a los que específicamente la propia Constitución se refiere.



	Hecha esta salvedad, indicó que votaba favorablemente en general el proyecto de ley -aunque se reservaba la facultad de plantear indicaciones durante el curso de su tramitación-, porque comparte su objetivo básico en cuanto a que las personas que demuestren su filiación de acuerdo a las normas que establezca la ley tengan iguales derechos. Apuntó que, con todo, no es exacto decir que este proyecto termina con las desigualdades entre los hijos, por cuanto siempre habrá diferencias respecto de aquellas personas que no han logrado determinar su filiación, es decir, siempre habrá quienes no tengan un padre o ambos padres, y, si bien podrá reducirse el número de personas que se encuentren en esa situación, no le es posible al legislador corregirla enteramente.



	El H. Senador señor Hamilton expresó que en algunas personas hay temor de que la aprobación de este proyecto de ley produzca el debilitamiento de la familia. Sin embargo -destacó-, para llegar a tal conclusión es indispensable considerar la realidad actual, y ésta, por el contrario, revela que las normas vigentes sobre filiación no están produciendo el efecto que se pudo tener en vista cuando fueron promulgadas.



	Aseveró que no deseaba insistir en la solidez de los fundamentos jurídicos de esta iniciativa, que se analiza en detalle y desde diversos aspectos en los numerosos informes recibidos, sino en el aspecto ético que la inspira. Desde este punto de vista moral, recordó que el sacerdote jesuita Padre Tony Mifsud manifestó ante la Comisión que el argumento de mantener la actual legislación para defender a la familia resulta éticamente contradictorio, porque el fin no puede justificar cualquier medio:  "no se defiende la familia por medio de la mentira (no reconociendo al hijo como hijo sin adjetivos) y la injusticia (no otorgar a este hijo sus derechos correspondientes) sino mediante la fidelidad (teniendo al hijo dentro del matrimonio). En el fondo, el fin de proteger la familia mediante la institución del matrimonio no puede lesionar los derechos y dañar el buen nombre del hijo inocente".  Terminaba preguntándose el Padre Mifsud:  "¿Cómo es posible proteger a la familia (fin) a costa de hijos inocentes (medio)? ".



	El H. Senador señor Otero dio a conocer que, hace algunos años, le correspondió presidir al interior del Partido que representa, una comisión que se abocó al estudio de diversos problemas relacionados con la familia, entre los cuales se encontraba la situación en que están los hijos ilegítimos frente a la legislación. En dicha ocasión se hicieron públicas las conclusiones a que se llegó, particularmente la de que es imprescindible solucionar ciertas diferencias que no tienen justificación. De modo que salvar discriminaciones que hoy día resultan arbitrarias y lesivas a la dignidad de personas inocentes, le parece absolutamente justo.



	Sin embargo, apuntó, este proyecto responde a varias ideas matrices, aunque a nivel de opinión pública se está conociendo sólo por la de igualación de derechos de los hijos. También trata aspectos como parentesco, determinación de la filiación, reglas sucesorias, patria potestad, y varios otros que están ligados con el primero pero son temas distintos, con los cuales está de acuerdo en algunos puntos, pero hay otros que no comparte, porque pueden provocar situaciones terriblemente graves para los propios hijos y para la familia constituida, como ocurre cuando se pone en entredicho la posesión notoria del estado civil. Es conflictivo asimismo el tema de la igualdad, porque a su juicio lo justo es lo igual para los iguales y lo desigual para los desiguales. La igualdad absoluta es imposible, porque hay una serie de elementos que no puede otorgar la ley: un hogar, una familia, sólo se se logran con cambios culturales, que consoliden la paternidad responsable.



	Citó la carta enviada por el señor Obispo de Valparaíso, Monseñor Jorge Medina, quien considera que el que ha engendrado un hijo tiene el deber moral de proveer a su sustento y educación, y también el deber de reconocerlo. Pero razona que "la igualdad de los derechos requiere distinciones. Es obvio que el hijo nacido fuera de legítimo matrimonio tiene todos los derechos y deberes inherentes a cualquier ser humano. Me parece pacífico que un hijo nacido de legítimo matrimonio y el que no lo es, tienen derechos equivalentes en materia de alimentos, en el sentido jurídico del término. Pero tengo serias dudas acerca de si un hijo nacido fuera de matrimonio debe ser equiparado con los que nacieron dentro del matrimonio en materia de herencia. Puede darse el caso de que el nacido fuera del matrimonio sea de tierna edad al momento de morir el padre. En este caso se plantearía una especie de derecho de alimentos post mortem. Pero fuera de este caso, no me parece aceptable que el hijo de una aventura adulterina tenga derechos iguales a los hijos legítimos en materia de herencia. El patrimonio de una familia resulta de la colaboración y cooperación de todos los que la componen, y no parece justo que el fruto de un acto delictual (el adulterio), venga a sustraer una parte igual a la de los hijos legítimos. En este punto (que tiene muchas variantes) dudo mucho que la total equiparación exprese la justicia. Pienso que una total equiparación sería un elemento debilitante del matrimonio y de la familia".



	Añade la carta -continuó diciendo el H. Senador señor Otero- que "el respeto a la dignidad de las personas no exige, necesariamente, eliminar diferencias reales ni menos hacer tabla rasa de los derechos de otras personas", y que se llevaría un poco lejos la igualdad ante la ley, si se pretendiera la total equiparación en los derechos hereditarios.



	De esta lectura concluyó que, si bien las opiniones son divergentes en ciertos temas, la mayoría de las personas que la Comisión ha escuchado coinciden en que hay situaciones de injusticia que deben ser rectificadas. Por ello, concurre con su voto a la aprobación general, con el objeto de abrir un amplio debate que permita buscar equilibrios entre los intereses en juego e introducir, durante la discusión particular, rectificaciones en algunas normas que, a su juicio, han sido llevadas al extremo.



	El H. Senador señor Sule sostuvo que el proyecto de ley es muy completo, y permitirá que nuestro ordenamiento jurídico supere una situación de manifiesta injusticia.  Se trata de la iniciativa más importante en la materia desde que en 1.952 se aprobara la Ley Nº 10.271, que fuera preparada durante más de un quinquenio por el Instituto Chileno de Estudios Legislativos, creado bajo los auspicios de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de Chile y del Consejo General del Colegio de Abogados, presidido a la sazón por el ilustre jurista que fuera don Arturo Alessandri Rodríguez.



	Sostuvo que el ordenamiento jurídico nacional presenta un notable retraso con respecto a otras legislaciones, que provoca serias repercusiones, todas muy negativas, en nuestra sociedad, como el alto índice de natalidad de hijos nacidos fuera del matrimonio, la odisea que implican las limitaciones a la investigación de la paternidad extramatrimonial, la discriminación jurídica y social entre los hijos, y el abandono material, moral o psicológico de los hijos por sus padres.



	Lo cierto es -continuó-, que no existe razón alguna para mantener el extremadamente diversificado estatuto jurídico de la filiación en nuestro Derecho de Familia, que ha permitido, en la categoría de hijos simplemente ilegítimos, que haya quienes carezcan de todo derecho, puesto que la ley no se preocupa de estos hijos cuyos padres no han sido determinados por los medios de prueba que ella establece.  En virtud del proyecto de ley, debería disminuir sensiblemente -ojalá desaparecer- el número de personas que se encuentran en esta desmedrada situación.



	Terminó señalando que le asistía la convicción de que el principal redactor de las últimas importantes modificaciones legales sobre este tema, don Arturo Alessandri Rodríguez, cuando señalaba en las conferencias que dio sobre las modificaciones introducidas por la Ley Nº 10.271, de 1.952, que en ellas no se había podido adelantar más, atendidas las circunstancias de la época, nunca imaginó que tendría que esperarse más de medio siglo para reemprender esta tarea.



	El H. Senador señor Larraín fundamentó su negativa manifestando que la iniciativa le merece al menos cuatro reparos de carácter general.



	En primer término, subrayó que el propósito de este proyecto de ley consiste en procurar la igualdad en la consideración, en el trato, de los hijos, sea que ellos nazcan dentro o fuera del matrimonio de sus padres.



	En este sentido, los conceptos que lo inspiran difieren de manera importante del núcleo de nuestra legislación en esta materia que, si bien es cierto, es de antigua data, aborda en forma armónica las instituciones del matrimonio y de la familia subsecuente, toda vez que constituyen la base de un orden social que permite la preservación de la sociedad. El concepto de familia que postula guarda relación con el orden natural, con lo que son las personas, con la naturaleza propia del hombre y de la mujer, y con la institucionalidad que se genera a partir de la unidad de ambos seres.



	Destacó que nuestra legislación no sostiene la desigualdad entre las personas, ya que los hijos que nacen dentro o fuera del matrimonio son iguales en su naturaleza, lo que se traducirá para muchos efectos en una igualdad absoluta y plena, como, por ejemplo, en lo que se refiere al ejercicio de los derechos políticos, laborales u otros. La diferencia se plantea en aquellos aspectos en que la naturaleza de su condición requiere un trato diferente en cuanto a derechos y obligaciones, lo que no altera la naturaleza de la persona.



	Subrayó que la igualdad natural entre las personas no es obstáculo para que, respecto de determinadas materias, tengan un trato diferenciado o distinto, como ocurre en las relaciones de familia. En su opinión, no responde a un criterio realista intentar que la ley iguale aspectos de la relación humana que la naturaleza ha hecho diferente.



	Hizo ver que la igualación de las filiaciones desalienta y hace aparecer como innecesaria la constitución legal de la familia.  Afirmó que distinguidos profesores de Derecho Civil han advertido que colocar a los hijos naturales en la misma categoría de los hijos legítimos sería arruinar la institución fundamental del matrimonio, puesto que las mismas ventajas familiares que éste ofrece se obtendrían sin él, por medio de uniones irregulares.  Y, entonces, no habría motivos para constreñirse a reglas y formalidades enojosas, si se puede obtener el mismo resultado prescindiendo de ellas.



	El matrimonio -afirmó- tiene una explicación sustancial en relación con los hijos, tiene sentido para darles un hogar en el cual la procreación, la educación y el desarrollo personal se desenvuelve dentro de aquello que la naturaleza humana persigue, y, en esa medida, es insustituible para la formación integral de los hijos.



	El importante número de nacimientos de hijos ilegítimos no desvirtúa, sino que refuerza esta conclusión. El porcentaje de nacimientos de hijos ilegítimos, del total de nacidos vivos, que existe en nuestro país, ha aumentado desde un 15,9% en 1960 a un 34,3% en 1990. O sea, con una legislación restrictiva uno de cada tres hijos nace hoy fuera del matrimonio. No es difícil suponer que esta proporción puede experimentar un aumento considerable si la actual legislación es reemplazada por una que no distinga entre una situación y la otra, y que haga irrelevante el matrimonio para estos efectos.



	Opinó que es evidente que existen otros aspectos, de valor social, que influyen notoriamente en el aumento de nacimientos de hijos ilegítimos, a saber, el inicio de la vida sexual, el concepto que se tenga del matrimonio, que dan cuenta de ciertas características de un proceso cultural. Pero la solución, recalcó, no radica en un cambio legislativo que se limite a consagrar este hecho, sino en la creación de una nueva conciencia cultural acerca del tema.



	En tercer lugar, por las razones ya expresadas, la iniciativa crea y fomenta instancias que no garantizan la mejor educación ni el mejor desarrollo de los hijos. Estos objetivos no se consiguen desnaturalizando la institución familiar, o dando facilidades para que aumenten las uniones de hecho, porque ello sólo provoca un desorden social difícil de manejar, como lo reflejan sociedades supuestamente más avanzadas.



	Por último, sostuvo que la iniciativa se prestaría para generar importantes divisiones al interior de la vida familiar, porque distorsionará las relaciones familiares estables. Si se sustenta la tesis de la igualdad, debería aceptarse que, puesto que los hijos tienen el derecho a vivir con sus padres, también les asiste a aquellos que han nacido fuera del matrimonio esta facultad para participar en la vida familiar que tenga uno de sus padres, aunque éste se encuentre casado con otra persona.



	Se declaró partidario de buscar una manera efectiva de que los hijos no asuman el peso de los errores o de la falta de responsabilidad de sus padres, pero, del mismo modo, deben solucionarse los inconvenientes que se producen cuando se efectúa una aplicación lineal de este concepto, como el que acaba de anotar.



	Estos fundamentos, concluyó, justifican la inconveniencia de eliminar la diferencia entre los hijos que nacen fuera del matrimonio de sus padres y aquellos que nacen en él, lo que no implica, sin embargo, abandonar el estudio de una regulación adecuada que mejore a estos últimos el ejercicio de sus derechos.



	Hizo hincapié en que la familia ha sido objeto de su preocupación, como lo demuestran varias iniciativas legales que ha elaborado, tales como la que aumenta la edad mínima para contraer matrimonio, la relativa al régimen de separación de hecho de los cónyuges, y otros anteproyectos, uno de los cuales se refiere precisamente al mejoramiento real de la situación de los hijos nacidos fuera del matrimonio -que no ha presentado porque está pendiente el proyecto en informe-, en el que plantea cinco medidas concretas encaminadas hacia esa finalidad.



	En razón de estas consideraciones, reiteró su opinión contraria a la aprobación en general de esta iniciativa de ley.



- - -



DISCUSIÓN PARTICULAR



Artículo 1º



	Ordena introducir diversas modificaciones al Código Civil, contenidas en ciento diez numerandos.



- - -





	En relación con los cuatro primeros números, que versan sobre el parentesco, y que modifican los artículos 28 a 32 del Código Civil, la señora Ministro Directora del Servicio Nacional de la Mujer hizo notar que el proyecto de ley no crea ningún tipo de parentesco que no se encuentre ya reconocido.



	En efecto, aseveró, el Código Civil distingue entre el parentesco consanguíneo en los artículos 28 y 29 -diferenciando entre legítimo e ilegítimo-, y el parentesco por afinidad en los artículos 31 y 32, también diferenciando entre el legítimo e ilegítimo.



	El proyecto suprime las diferencias entre los hijos legítimos e ilegítimos y, por lo tanto, para ser coherente, reconoce el parentesco por consanguinidad y por afinidad sin calificación alguna, lo que lleva a proponer que se refundan los artículos 28 y 29 en uno solo, el actual 28, y se modifiquen los artículos 31 y 32.  Pareciera, debido a lo anterior, que en el proyecto el parentesco fuera más amplio, es decir, que una persona tuviera más parientes que los que tiene actualmente, pero ello no es efectivo.





	Puso de relieve que el parentesco por afinidad ilegítima en nuestra actual legislación es sumamente amplio, ya que de su solo tenor puede inferirse que bastaría, por ejemplo, que una persona casada mantenga relaciones sexuales al margen del matrimonio para que pase a ser pariente de todos los consanguíneos legítimos o ilegítimos de la persona con quien tiene dichas relaciones, esto es, sería pariente tanto del padre de ella como de su hijo natural.



	Por tal motivo, creyó equivocado pretender que sea un problema de parentesco los derechos que se le otorguen a esas personas. Será materia de derecho de alimentos, de derechos sucesorios, pero no de parentesco, toda vez que el que una persona sea pariente de otra no significa, en nuestra legislación actual ni en el proyecto, que por ese solo hecho tenga derechos hereditarios ni derechos alimenticios.



	Aseguró que, aunque no es materia de parentesco, es recurrente la pregunta sobre la razón de que, conforme al proyecto, sea heredero un nieto proveniente de una relación no matrimonial -la que siempre se formula bajo el supuesto implícito de no aprobarse dicha relación-, en circunstancias que la respuesta es muy sencilla:  por el mismo hecho de que es heredero un nieto proveniente de una relación matrimonial. El hijo o la hija no piden la aprobación a su padre o madre para transformarlos en abuelos. Aunque éstos no aprueben al marido o a la mujer de sus hijos, no pueden hoy en día, bajo nuestra legislación, dejarlos sin herencia si no concurren causales de desheredamiento. Puso énfasis en que, por lo tanto, no es válido oponerse a que hereden los nietos provenientes de relaciones no matrimoniales, simplemente porque el abuelo no apruebe esa relación.



	La Comisión debatió intensamente la supresión que se propone de la actual diferencia, de acuerdo a su legitimidad o ilegitimidad -esto es, al hecho de mediar o no vínculo matrimonial- que existe en los parentescos por consanguinidad y por afinidad.



	Es útil recordar que el parentesco de consanguinidad es legítimo si todas las generaciones de que resulta han sido autorizadas por la ley, y es ilegítimo si una o más de las generaciones de que resulta no han sido autorizadas por la ley.  A su vez, existe afinidad legítima entre una persona que está o ha estado casada y los consanguíneos legítimos de su marido o mujer, e ilegítima entre una de dos personas que no han contraído matrimonio y se han conocido carnalmente, y los consanguíneos legítimos o ilegítimos de la otra, o entre una de dos personas que están o han estado casadas y los consanguíneos ilegítimos de la otra.



	Se estimó por algunos HH. señores Senadores que el parentesco por afinidad ilegítima, en los términos en que lo concibe el Código Civil, es demasiado extenso, particularmente en cuanto vincula a una persona que conoce carnalmente a otra sin contraer matrimonio, con los consanguíneos de esta última.



	Al respecto, la señora Subdirectora del Servicio Nacional de la Mujer insistió en que no se quiere innovar en cuanto al parentesco por afinidad, sino que solamente eliminar las diferencias entre afinidad legítima e ilegítima.  Agregó que, con todo, si se estima que la afinidad ilegítima puede crear situaciones absurdas -aunque parece claro que el legislador pensó en la convivencia y no en relaciones sexuales ocasionales- sería posible incluso suprimir el parentesco por afinidad, que es de escasa relevancia, y considerar parientes solamente a los consanguíneos.  Para los efectos civiles, la afinidad debería mantenerse únicamente como impedimento para contraer matrimonio entre ascendientes y descendientes, conforme lo establece el artículo 5º, Nº 1º, de la Ley de Matrimonio Civil.  En los otros casos, como los artículos 42, 412, 1061 y demás, las disposiciones podrían referirse exclusivamente a los consanguíneos, e incluso, algunas de ellas comprenden sólo a los afines legítimos y no a los ilegítimos.



	Consideraron algunos señores integrantes de la Comisión que no era conveniente la supresión del parentesco por afinidad, ni la eliminación pura  y simple de las categorías de legítimo e ilegítimo de ambos tipos de parentesco, por la complejidad que involucran tales cambios, que obligaría a revisar todas las disposiciones del Código Civil que pudieran verse afectadas.  Sin ir más lejos, en los mismos artículos 412 y 1061 que se han invocado parece de conveniencia, para cautelar en mejor medida los intereses del pupilo o del testador, mantener las restricciones o prohibiciones que pesan sobre el tutor o curador, o escribano en su caso, respecto de sus parientes por afinidad.



	Agregaron que el problema tiene importancia más allá del Código Civil, en la medida que se afectaría también a todos los otros cuerpos legales en los que el parentesco genera consecuencias jurídicas, sea a título de beneficios, como en la legislación de seguridad social; de incompatibilidades, como en el Estatuto Administrativo y el Código Orgánico de Tribunales; de elemento de tipos penales o de circunstancia modificatoria de responsabilidad penal, como en el Código Penal, y de diversa otra naturaleza, que deberían estudiarse en forma particular.



	Estas dificultades son una consecuencia del cambio de fondo que supone eliminar la diferencia entre parientes legítimos e ilegítimos.  Sin perjuicio de ello, se declararon de acuerdo en cambiar la denominación, que aparece como peyorativa al usar el concepto de "legitimidad", por otra que no tenga una carga valorativa, sino que refleje con exactitud el origen del parentesco, y propusieron al efecto hablar de parentesco "matrimonial" y "no matrimonial". Señalaron también que es importante destacar que el parentesco por afinidad ilegítima -que pasaría a llamarse afinidad no matrimonial-, se genera solamente como producto de una unión duradera y estable, con apariencia de matrimonio.



	Otro grupo de señores Senadores, por su parte, fue de parecer de que es irrelevante la denominación que se dé al parentesco, frente al aspecto sustantivo que es la discriminación actual entre los hijos.  En todo caso, se manifestaron a favor del criterio aprobado en el primer trámite constitucional, en cuanto a suprimir lisa y llanamente la diferencia entre el parentesco legítimo y el ilegítimo.



	- Sometida a votación la supresión de ambas clases de parentesco propuesta en el proyecto de ley, resultó rechazada por tres votos contra dos. Votaron en contra los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, y a favor los HH. Senadores señores Hamilton y Sule. 



	- Puesta en votación la proposición de cambiar la denominación de legítimo e ilegítimo a matrimonial y no matrimonial, quedó aprobada al recibir, en forma inversa, los mismos votos.



	Los señores miembros de la Comisión fundamentaron su voto de la siguiente forma:



	El H. Senador señor Fernández creyó apropiado, en esta materia, el esquema seguido por el Código Civil, con el reemplazo de la noción de parentesco legítimo por la de parentesco matrimonial.



	El H. Senador señor Hamilton estimó que el cambio semántico tiene una virtud relativa, pero no apunta hacia el objetivo de fondo que persigue el proyecto.  Cuando se votó favorablemente en general esta iniciativa se aprobó su idea central, que es buscar la igualdad, y no hacer meras adecuaciones a la legislación actual.  A su juicio, se debe efectuar un cambio sustantivo, que permita igualar a todos los hijos.



	El H. Senador señor Larraín señaló que votaba por la propuesta alternativa, en el entendido de que juzgaba razonable rectificar una situación que aparece como discriminatoria, pero advirtió que las discriminaciones no se solucionan con un cambio estructural, sino que mediante el análisis de los distintos aspectos puntuales en que la ley efectivamente pueda mejorar los derechos de los hijos.



	El H. Senador señor Otero apoyó el cambio de nomenclatura y la mantención en lo demás de la estructura actual en materia de parentesco, destacando que ello no significa que no aceptará consagrar la igualdad en otras disposiciones que contempla el proyecto, sino que únicamente pretende mejorar el sistema sin cambiarlo en forma drástica, por las múltiples e insospechadas consecuencias que ello produciría.



	Finalmente, el H. Senador señor Sule sostuvo que lo importante no es el uso de expresiones que sean más o menos oprobiosas,  porque,  pese  a  que  sean  sustituidas,  los   efectos          -especialmente los derechos- seguirán siendo desiguales, y continuarán produciendo daños irreparables en muchas personas que no son responsables de su situación.



- - -



Nº 1



	Sustituye el artículo 28, a fin de definir el parentesco por consanguinidad sin hacer referencia a la legitimidad.



	- La mayoría de la Comisión, integrada por los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, acordó reemplazar este número por otro, que conserva el texto vigente con el solo cambio de los conceptos de "legítimo" y "legítimos" por los de "matrimonial" y "matrimoniales".  Votaron en contra los HH. Senadores señores Hamilton y Sule.





Nº2



	Deroga los artículos 29 y 30, que versan sobre el parentesco por consanguinidad ilegítima y la legitimación, respectivamente.



	La supresión de ambos artículos fue debatida en forma separada por la Comisión.



	- La derogación del artículo 29 fue sustituida por la modificación de ese precepto, con el reemplazo de los términos "ilegítima", "legítimos" e "ilegítimo" por los vocablos "no matrimonial", "matrimoniales" y "no matrimonial", respectivamente, con la misma votación anterior.



	En cuanto a la derogación propuesta para el artículo 30, tuvo presente la Comisión que la supresión de la legitimación que implica obedece a la falta de distingo que hace el proyecto de ley entre los hijos.  Sin embargo, el mismo proyecto diferencia entre la filiación matrimonial y la no matrimonial, lo que suscita dudas acerca de aquella que corresponde cuando el hijo nace fuera del matrimonio, pero sus padres posteriormente se casan.



	Por ello, en un principio, la Comisión fue partidaria de establecer que el matrimonio de los padres, celebrado después del nacimiento de los hijos, produce los mismos efectos civiles respecto de la filiación que el efectuado con anterioridad.



	- Con posterioridad, a la luz de los acuerdos adoptados por la Comisión sobre el artículo 35, que define los hijos matrimoniales, incluyendo el caso de los nacidos antes del matrimonio de los padres, y el artículo 180, que repite la misma idea, a propósito de la filiación matrimonial, se estimó innecesaria una norma en el sentido indicado y se acogió la derogación en forma unánime.



	Los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero fundaron su parecer favorable en que el carácter de matrimoniales de los hijos nacidos antes del matrimonio de sus padres ya estaba contenido en los artículos 35 y 180, en tanto que los HH. Senadores señores Hamilton y Sule justificaron su voto, también positivo, en la procedencia de eliminar el instituto de la legitimación.



Nº3





	Modifica el artículo 31, relativo al parentesco por afinidad legítima, suprimiendo las diversas referencias que hace a la legitimidad.



	- Se rechazó, por mayoría de tres votos contra dos, la eliminación de tales menciones. Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Hamilton y Sule y en contra los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.  En su lugar, con la votación inversa, se acordó cambiarlas por otras referidas al carácter "matrimonial" del parentesco o de los parientes, en su caso.





Nº4



	Introduce dos modificaciones al artículo 32, que define la afinidad ilegítima.



	La letra a) declara que es también afinidad la que existe entre una de dos personas que no han contraido matrimonio y que se han conocido carnalmente, y los consanguíneos de la otra.



	La letra b) dispone que, en estos casos, se califican las líneas y grados de la misma manera que en el artículo anterior.



	En relación con la letra a), la Comisión estimó absurda la eventual conclusión a que podría llevar de considerar parentesco el que derive de una relación sexual ocasional entre dos personas de distinto sexo, y coincidió en que a lo menos, debe existir una convivencia estable entre ellas, esto es, que hagan vida marital con apariencia de matrimonio, lo que corresponde al "concubinato", expresión que tiene un significado jurídico ya decantado y ha sido utilizada en Chile después de la ley Nº 10.271.



	No es necesario, a juicio de la Comisión, que el concubinato sea notorio, ya que pudiera no estar en conocimiento del círculo social de los interesados, pero no ser por ello menos duradero.



	Este hecho, sin embargo, podría prestarse para innumerables contiendas judiciales acerca de si hubo o no concubinato que generó parentesco, por lo que se prefirió no incorporarlo en el concepto de que se trata, sino que mantener la noción vigente de conocimiento carnal.



	Al efecto, se propuso por algunos señores Senadores reemplazar el artículo 32, para cambiar la definición de la afinidad ilegítima por la de afinidad no matrimonial, sustituyendo las alusiones a la ilegitimidad por otras al carácter no matrimonial de la afinidad.



	- Esa indicación resultó aprobada por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule, salvo en lo que dice relación con la expresión "no matrimonial", la que fue aprobada por tres votos contra dos. Favorablemente votaron los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, y en contra lo hicieron los HH. Senadores señores Hamilton y Sule.



	La letra b) del artículo se limita a reproducir el artículo 33 vigente, con las solas adecuaciones derivadas de eliminar la referencia a la afinidad ilegítima y a la afinidad legitíma.  Consecuentemente, el Nº 5 de este mismo artículo 1º del proyecto deroga el referido artículo 33.



	- Sobre el particular, la mayoría de la Comisión por tres votos contra dos, rechazó la letra b).  Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Hamilton y Sule y en contra los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.











Nº5



	Deroga el artículo 33 y agrega otro con la misma numeración, el cual expresa que tienen el estado civil de hijos de una persona quienes hubieren acreditado su filiación en conformidad a las reglas que el mismo proyecto propone para el Título VII del Libro I, y declara la igualdad de todos los hijos ante la ley, hayan o no acreditado su filiación.



	Algunos señores Senadores plantearon sus dudas acerca de la procedencia de exigir prueba de la filiación a quienes tienen una calidad determinada por el solo ministerio de la ley, cumplidos que sean los presupuestos de hecho respectivos, como ocurre en el caso de la filiación matrimonial.  Como, normalmente, la forma de acreditarla es mediante el correspondiente certificado del Registro Civil sobre la partida de nacimiento, podría entenderse que, mientras no se inscriba el nacimiento, el hijo matrimonial no tendría calidad de tal, lo que importa confundir la filiación con la prueba de la misma.



	Después de evaluar detenidamente el artículo propuesto, la Comisión estimó que no es necesario, y que, por el contrario, produciría confusiones que entorpecerían la inteligencia de la ley.



	Juzgó que, por ejemplo, un hijo nacido dentro del matrimonio de sus padres tiene la calidad de hijo matrimonial aunque todavía no se haya inscrito su nacimiento, y similar cosa ocurre con un hijo no matrimonial, reconocido por sus padres mediante acto entre vivos o testamento que aún no se subinscribe al margen de la inscripción de nacimiento.



	Por otro lado, en lo que respecta a la segunda parte de esta disposición, tuvo en cuenta que la igualdad de todas las personas ante la ley ya está establecida en la Constitución Política, por lo que es innecesario reiterarla.  Además, señalar que la ley considera iguales a todos los hijos pese a que no esté acreditada su filiación equivale a decir que todas las personas son hijos de alguien, lo cual es redundante, porque todo ser humano tiene padres biológicos, aunque sean desconocidos.



	- Sometido a votación, la mayoría de la Comisión, integrada por los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, acordó reemplazar las expresiones "ilegítima" y "legítima" consignadas en el artículo 33 por "no matrimonial" y "matrimonial", respectivamente.  Votaron en contra los HH. Senadores señores Hamilton y Sule.





Nº6



	Deroga los artículos 35 y 36, que contienen las definiciones de hijos legítimos e ilegítimos, y clasifican estos últimos en naturales y simplemente ilegítimos.



	La mayoría de la Comisión tuvo presente que el nuevo artículo 180 del Código Civil que se propone en el proyecto define la filiación matrimonial y no matrimonial, y comprende dentro de la primera a quienes son concebidos fuera del matrimonio pero nacen una vez casados sus padres, esto es, los legitimados ipso iure a que se refiere el artículo 206 vigente.  Sin embargo, no incluye a aquellos hijos legitimados por el matrimonio de los padres posterior a su nacimiento, y que por lo tanto eran hijos naturales de ambos a la fecha del matrimonio, los cuales también son legitimados ipso iure por el artículo 207 vigente.



	De acuerdo al proyecto, ello carece de importancia práctica, porque todos los hijos son iguales una vez establecida su filiación, pero adquiere relevancia en el contexto de lo ya aprobado por la Comisión en el sentido de mantener la distinción del parentesco según se funde o no en el matrimonio.  Lo anterior, en el entendido que esto no constituye un pronunciamiento anticipado sobre los derechos y obligaciones que se generen.



	Esa consideración del vínculo matrimonial a propósito del parentesco es plenamente aplicable en el caso de los hijos.  Por tales motivos, la mayoría de la Comisión estuvo por mantener los citados artículos, a fin de definir en el artículo 35 los hijos matrimoniales. Entendió por tales no sólo los concebidos durante el matrimonio verdadero de sus padres o el putativo en el caso del artículo 122, sino que también los hijos concebidos antes pero nacidos durante el matrimonio y a aquellos concebidos y nacidos antes del matrimonio de sus padres, siempre que hayan estado reconocidos por éstos o lo reconozcan en el acto del matrimonio o durante su vigencia.



	Para mantener la armonía del Código, se prefirió hacer remisión en este precepto al artículo 180, donde se contemplan estas distintas hipótesis de adquisición de la filiación matrimonial por el matrimonio posterior de los padres o, en forma aún más tardía, una vez casados, por el reconocimiento del hijo que haga el último de ellos.



	A la vez, la aludida mayoría de Comisión se declaró partidaria de indicar, en el artículo 36, que las personas que no se encuentren en alguno de los casos anteriores pero han determinado su filiación, son hijos no matrimoniales.



	Habrá, por último, hijos que no hayan determinado su filiación respecto de su padre, de su madre o de ambos, que corresponden a los denominados hoy día simplemente ilegítimos.  Luego de evaluar la conveniencia de reconocer en forma expresa esta situación, se optó por incorporarla en el nuevo artículo 37.



	Apuntaron, por último, los señores Senadores que conformaron la mayoría de la Comisión, que la consideración del matrimonio de los padres y, en general, de la determinación legal de la filiación de los hijos, da cuenta de la ocurrencia o ausencia de hechos objetivos, lo que descarta completamente la posibilidad de sostener que la diferente nomenclatura que se establece para los hijos sea arbitraria.



	Los señores Senadores integrantes de la minoría hicieron saber su plena coincidencia con la importancia que debe reconocerse al matrimonio, pero estimaron que es mejor evitar definiciones que pueden crear una discriminación, aunque sea de carácter semántico, la cual no se justificaría si se acepta que los efectos, vale decir, los derechos y obligaciones a que de lugar la filiación, fuesen los mismos, como propone la iniciativa.



	- Sometida a votación la sustitución de este número por otro que, en vez de la derogación propuesta para los artículos 35 y 36, los reemplace en la forma indicada, y la incorporación de un nuevo número que agregue un artículo 37 al Código Civil, resultaron aprobadas por tres votos contra dos.  Votaron a favor los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, y en contra lo hicieron los HH. Senadores señores Hamilton y Sule.





Nº7



	Deroga el artículo 40, que hace aplicable a los padres la denominación de legítimos, ilegítimos y naturales que se dan a los hijos de acuerdo a las definiciones precedentes.



	- Teniendo presentes las mismas consideraciones que en el número precedente, y para guardar la necesaria concordancia, en lugar de derogar esta norma la Comisión reemplazó las denominaciones de "legítimos, ilegítimos y naturales" que en ella se contienen por "matrimoniales y no matrimoniales", con la misma votación anterior.





Nº8



	Suprime el inciso final del artículo 41, que describe a los hermanos naturales.



	La Comisión aceptó la derogación, tanto porque se suprime el concepto de hijo natural, como por creer suficiente la distinción que se hace en el primer inciso de este artículo entre hermanos que lo son por parte de padre y de madre, o sólo por parte de padre, o sólo por parte de madre.



	- Resultó aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.





Nº9



	Reemplaza el inciso primero del artículo 42, con el objeto de no distinguir el carácter de legítimo o natural de los parientes consanguíneos y afines para los efectos de llamarlos cuando la ley dispone que se oiga a los parientes, eliminando en consecuencia la mención de los padres y hermanos naturales.



	De esta forma, se oiría -además del cónyuge-, a los consanguíneos mayores de edad y, a falta de éstos en suficiente número, a los afines.



	Cabe hacer presente que, pese a que no es pariente, el cónyuge se incluye en este artículo para el efecto de ser considerado en la audiencia.



	La mayoría de la Comisión estimó que la distinción entre la calidad de los parientes que hace el precepto vigente obedece a una lógica que es conveniente mantener, si bien, habida consideración de los acuerdos adoptados previamente, adecuándola a la distinción entre parientes matrimoniales y no matrimoniales.  En el caso de  los primeros -que, cabe suponer, mantienen un contacto más estrecho entre sí-, se justifica llamar en general a los consanguíneos, y sólo a falta de éstos en suficiente número, a los  afines, siempre matrimoniales. En cambio, cuando el interesado sea un hijo no matrimonial, deberán ser escuchados, además, el padre y la madre que le hayan reconocido, y sus hermanos no matrimoniales.



	La minoría de la Comisión sostuvo que la preferencia que establece el Código Civil no obedece a la legitimidad del parentesco, sino al criterio de seguir la línea recta antes que la colateral, y a la consanguinidad antes que la afinidad, idea que respeta el proyecto de ley.  Añadieron que, aún cuando se presenta una gran diversidad de situaciones, no puede sostenerse como regla general que los hijos no matrimoniales no participen en la vida familiar.



	Se tuvo en vista en el seno de la Comisión que, a vía ejemplar, los artículos 352, 372 y 380 del Código Civil obligan a oir los parientes del pupilo cuando se trate de repudiar una donación, herencia o legado condicionada a que los bienes respectivos sean administrados por una determinada persona; de nombrar judicialmente el tutor o curador, o de remitir la obligación de inventario solemne.

	Respecto de ellos, se arguyó por la mayoría de la Comisión  que no resulta apropiado escuchar a todos los consanguíneos, sin distinguir entre los matrimoniales y los no matrimoniales, por cuanto, aunque los pupilos serán generalmente menores de edad, es posible que sean mayores a quienes se ha declarado interdictos  por demencia o disipación.



	- Sometido a votación el texto propuesto en el proyecto, resultó rechazado por tres votos en contra y uno a favor. Votaron por el rechazo los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero y a favor lo hizo el H. Senador señor Hamilton.



	- Seguidamente se sometió a votación la propuesta de adecuar el artículo 42 a los acuerdos ya adoptados por la Comisión, la que fue acogida por tres votos a favor y uno en contra.  Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, mientras que en contra lo hizo el H. Senador señor Hamilton, con lo cual quedó sustituido este número por el que proponemos en su oportunidad.





Nº 10



	Elimina la palabra legítimos en el artículo 43, que entrega la representación legal de una persona al padre o madre legítimos, al adoptante o a su tutor o curador.





	La modificación permite que asuman la representación legal de los hijos sus padres naturales. Con todo, ello sólo podrá ocurrir cuando ha mediado reconocimiento -voluntario-, porque el artículo 211 del proyecto -que pasa a ser 197 en el texto que proponemos-, a fin de cautelar los intereses del hijo, excluye al padre o madre de todos los derechos que la ley les confiere sobre sus hijos cuando la filiación ha sido declarada contra su voluntad.



	Ahora bien, como la representación legal, en el caso de los padres, se relaciona directamente con el ejercicio de la patria potestad, son las reglas que se dan a propósito de ésta las que determinan en definitiva la persona de aquél a quien corresponderá la representación legal del hijo.



	- Sometido a votación, resultó aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero.





Nº 11



	Sustituye el actual artículo 107, que fija la edad mínima para contraer matrimonio a los dieciocho años, en lo que respecta al consentimiento que deben obtener los que desearen contraerlo antes de esa edad, que será el de sus padres o, a falta de éstos, el de los ascendientes de grado más próximo.  Añade que, en el caso de los ascendientes, si hubiere igualdad de votos contrarios, preferirá el favorable al matrimonio.



	Tuvo presente la Comisión que, en la actualidad, este artículo sólo se refiere al asenso para el matrimonio de hijos legítimos, y que en el artículo siguiente se regula la situación de los hijos naturales reconocidos voluntariamente.  En este sentido, compartió la idea del proyecto en orden a establecer una sola disposición sobre consentimiento para el matrimonio de menores de edad, sin entrar a distinguir si se trata de un hijo matrimonial o no matrimonial, salvo el caso en que haya habido oposición judicial a la determinación de la filiación, en el cual, como se anticipó, se priva a los padres de todo derecho sobre la persona y los bienes de sus hijos, entre ellos, desde luego, el de otorgar el asenso para su matrimonio.



	En lo que respecta al inciso primero, la Comisión  sustituyó la expresión "contraer matrimonio" por "casarse", debido a que creyó innecesario modificar los términos del Código en este punto.



	Consideró además que la redacción que sigue induce a error, en cuanto expresa que se requiere "el consentimiento expreso de sus padres, o a falta de éstos, el del ascendiente o ascendientes de grado más próximo", porque podría interpretarse que siempre deben otorgarlo ambos padres, de modo que, si faltase uno de ellos, habría de recurrirse a los ascendientes. No es éste el espíritu de la norma, por lo que se resolvió aclarar que, en caso de que falte uno de los padres -falta que se entiende en los términos del artículo 109-, basta que concurra sólo el asenso del otro, y, únicamente a falta de ambos, será necesario el del ascendiente o de los ascendientes de grado más próximo.



	Por otro lado, advirtió que el inciso segundo no soluciona la disconformidad de pareceres entre el padre y la madre, ya que, distinguiendo el inciso primero entre éstos y otros ascendientes, resuelve sólo la igualdad de votos entre los ascendientes.  Por ello, decidió suprimir la alusión que hace dicho inciso a los ascendientes, haciéndolo aplicable también a la divergencia que pudiera producirse entre los padres del menor.  De esta manera, el inciso se mantendrá en los mismos términos en que hoy lo está.



	- Puesto en votación con las adecuaciones señaladas, resultó aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Hamilton, Larraín y Otero.





Nº 12



	Deroga el artículo 108, relativo al consentimiento que deben obtener los hijos naturales reconocidos voluntariamente, para contraer matrimonio.





	- Se aprobó en forma unánime, con la misma votación anterior, habida consideración del acuerdo de establecer una regla única para el consentimiento del matrimonio de los menores de edad, sin atender al carácter matrimonial o no matrimonial de su filiación.





- - -





	En seguida, teniendo en vista el problema de la autorización para el matrimonio de los hijos cuya filiación se ha determinado contra la voluntad de su padre o madre, la Comisión decidió modificar el artículo 109, con el solo objeto de incorporarle un nuevo inciso segundo, en el cual se señala que también se entenderá faltar el padre o madre, y sus respectivos ascendientes, cuando la paternidad o maternidad se haya determinado judicialmente contra su oposición.



	Con ello se da una aplicación específica a la sanción que se establece con carácter general más adelante -artículo 211, que pasa a ser 197- para el padre o madre que se haya opuesto a la determinación judicial de la filiación de su hijo, en orden a que queda privado de la patria potestad y de todos los derechos que por el ministerio de la ley se le confieren respecto de la persona y bienes del hijo o de sus descendientes.



	Si bien, por la amplitud de esta última disposición, pudiera considerarse innecesaria la modificación al artículo 109 que se comenta, la Comisión prefirió reafirmar tal sanción en los casos más significativos, como éste, tanto para obviar cualquier eventual duda acerca de su aplicabilidad, como para insertarla armónicamente en la normativa de que se trate.



	- El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



- - -





Nº 13



	Deroga el inciso final del artículo 111, en cuya virtud el consentimiento para el matrimonio de los hijos simplemente ilegítimos lo otorga su curador general y, a falta de éste, el oficial del Registro Civil que deba intervenir en su celebración.



	La Comisión estimó que, en efecto, sin este inciso, sino de la sola aplicación de los preceptos anteriores se llega a la misma conclusión.  Esto es, de acuerdo al inciso primero, a falta de padres o ascendientes, como sería el caso de un menor cuya filiación no ha sido determinada, se precisará el consentimiento de su curador general o del oficial del Registro Civil que deba intervenir en la celebración.



	Sin embargo, considerando que en el artículo 37 del texto que proponemos se menciona expresamente a los hijos que no hayan determinado su filiación, en lugar de suprimir el inciso se prefirió mantenerlo, cambiando la referencia al "menor simplemente ilegítimo" por la del "hijo cuya filiación no ha sido determinada respecto de ninguno de sus padres".



	Además, se perfeccionó la redacción del comienzo del inciso primero, que habla de padres en plural y de madre en singular, dejando ambos conceptos en singular.



	- Resultó aprobado por unanimidad, al recibir los votos favorables de los HH. Senadores señores Hamilton, Larraín y Otero.





Nº 14



	Cambia la referencia que hace la causal 5ª del artículo 113 al artículo 267 Nº 7º, como consecuencia de los cambios de numeración que se producen en el Código Civil.



	En virtud de esa remisión, una de las razones que justifican el disenso es la de que la persona con quien el menor desea casarse haya sido condenada por un delito, a una pena de cuatro años de reclusión o presidio u otra de igual o mayor gravedad.



	La Comisión estimó preferible, en lugar de remitirse al artículo 267, Nº 7º, establecer, en la causal de disenso de que se trata, que la persona con quien el menor desea casarse haya sido condenada por delito que merezca pena aflictiva, que es la fórmula habitual que emplea nuestra legislación cuando persigue limitar los derechos de las personas condenadas.



	Tiene, asimismo, la ventaja de que es más exigente que la actual, con lo que se protege de mejor forma al menor, tanto porque -de acuerdo a los artículos 37 y 56 Código Penal- la pena es aflictiva desde los tres años y un día, como porque no requiere que se haya aplicado efectivamente, sino que basta que la ley se la  atribuya al delito.



	-  Con la modificación señalada se aprobó este número por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero.







Nº 15



	Modifica el inciso segundo del artículo 122, referido al matrimonio putativo, con el objeto de sustituir la alusión que se hace en orden a que no afecta la legitimidad de los hijos concebidos en él, por la de que no afecta la filiación de los hijos concebidos o nacidos durante el mismo.



	La disposición vigente -y el actual inciso segundo  del artículo 179- sólo protegen la legitimidad de los hijos concebidos durante el matrimonio nulo, con lo que quedan excluidos los hijos nacidos antes del matrimonio de sus padres pero legitimados por el posterior matrimonio de ellos.  La situación de éstos la recoge el actual artículo 203, que declara específicamente la eficacia del matrimonio nulo para legitimar a los hijos nacidos con anterioridad.



	Ambos casos se encuentran cubiertos por la definición de hijos matrimoniales que da el artículo 35 aprobado por la Comisión, por lo que se prefirió, en lugar de agregar solamente en este inciso a los hijos nacidos dentro del matrimonio de los padres, expresar en general que el matrimonio nulo por las causales que allí se señala no afectará la filiación matrimonial de los hijos, en los términos del artículo 35.



	- Redactado en la forma antedicha, resultó aprobado por mayoría, con los votos favorables de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, y el voto en contra del H. Senador señor Hamilton.



	El H. Senador señor Hamilton se manifestó en desacuerdo con hacer referencia a la definición de hijos matrimoniales contemplada en el artículo 35, reiterando que la distinción entre matrimoniales y no matrimoniales sólo se justificaría si se quisiera más adelante atribuirle efectos distintos, esto es, discriminar en cuanto a los derechos que les corresponderían a unos y otros.





Nº 16



	Introduce un nuevo artículo 130 que establece que, si por haber pasado la madre a otras nupcias se dudare a cuál de los dos matrimonios pertenece un hijo y se invocare una decisión judicial, el juez decidirá tomando en consideración las circunstancias y oyendo el dictamen de los facultativos si lo creyere conveniente.



	Añade que serán obligados a la indemnización de los perjuicios y costas ocasionados a terceros por la incertidumbre de la paternidad la mujer que contrae nuevas nupcias antes del tiempo debido y su nuevo marido.



	El inciso primero corresponde con exactitud al actual artículo 200 y el segundo, a su vez, al actual artículo 201 del Código, que conforman el párrafo 4 del Título VII del libro I, "Reglas relativas al caso de pasar la mujer a otras nupcias".



	Tal materia está íntimamente ligada a la impugnación de la paternidad, puesto que el proyecto de ley considera matrimoniales a los hijos nacidos en cualquier tiempo después del matrimonio.  En cambio, el artículo 180 vigente sólo ampara con la presunción legal de concepción durante el matrimonio y de paternidad a quienes nazcan después de los 180 días subsiguientes al matrimonio, y el artículo 185 permite declarar la ilegitimidad del hijo nacido después de expirados los 300 días subsiguientes a la disolución del matrimonio.  Todo ello, en concordancia con la presunción de derecho -consagrada en el artículo 76- de que la concepción ha precedido al nacimiento no menos que 180 días cabales y no más de 300.



	Así, pues, de acuerdo al proyecto, el matrimonio efectuado antes del tiempo que la ley exige para las segundas nupcias de la  mujer -los 270 días subsiguientes a la disolución o declaración de nulidad del primero si no hay señales de preñez, conforme al artículo 128- invierte la actual presunción de paternidad,  toda vez que hoy día se entendería que es hijo del primer matrimonio, y sería el respectivo marido o sus herederos los llamados a impugnar la paternidad, sin que el segundo marido tuviese acción para ello en virtud del actual artículo 182.  Por el contrario, en el proyecto este hijo se presume hijo del segundo marido por haber nacido dentro del nuevo matrimonio, lo que de hecho es mucho más probable, y se otorgan a este marido las acciones para impugnar su paternidad si ello no fuere efectivo.





	La Comisión estuvo de acuerdo con mantener las disposiciones hoy contenidas en los artículos 200 y 201, con la nueva ubicación que se propone, en el contexto de ser una sanción por la transgresión de un impedimento impediente para el matrimonio.  Le preocupó, no  obstante, su correlación con las acciones de filiación que contempla el proyecto de ley, de las que  aparecen a primera vista desvinculadas, en términos tales que podría entenderse que este artículo consagra una especie de acción pública, que permite a cualquier persona impugnar la paternidad del hijo aunque no tenga interés, y sin sujeción a plazo alguno.





	Para guardar la debida armonía, se acordó precisar que la forma de invocar tal decisión judicial es ejerciendo la acción de filiación que corresponda con arreglo al Título VIII del proyecto.





	- Se aprobó con la enmienda indicada, al recibir los votos favorables de los HH. Senadores señores Hamilton, Larraín, Otero y Sule.





Nº 17



	Sustituye el  artículo 174, estableciendo que, entre los cónyuges divorciados a perpetuidad, subsiste la obligación de  alimentos, pero, si los reclama el que ha dado causa al divorcio por su culpa, el juez reglará la contribución teniendo en cuenta su conducta antes del divorcio.



	El precepto en comentario reúne el contenido de los actuales artículos 174 y 175 -este último se deroga en el número siguiente-, con la salvedad de que no distingue entre alimentos congruos y necesarios, y de que el juez determinará la contribución observando solamente la conducta del alimentario anterior al divorcio, y no la posterior.



	En el inciso primero, la Comisión estimó conveniente no especificar que se trata sólo de los divorciados a perpetuidad, por cuanto, si bien el sentido  de la norma no varía -toda vez que está ubicada en el párrafo que trata las excepciones relativas al divorcio perpetuo y es claro que en el caso del divorcio temporal siempre se deben alimentos-, esa precisión podría interpretarse como el propósito de introducir un cambio.  Se consideró preferible establecer al efecto una norma general, sin distinguir entre el divorcio temporal y el perpetuo.



	En lo concerniente al inciso segundo -basado en el actual artículo 175- fue de parecer que, sin perjuicio de lo que se acuerde en su momento en relación con la clasificación de los alimentos en congruos y necesarios, es una norma que escapa a esa clasificación, ya que su finalidad es  establecer un límite a los alimentos que se deban al cónyuge culpable, reduciéndolos a aquellos que le permitan una modesta sustentación, como una forma de sancionarlo.



	La referencia a la modesta sustentación, razonó la Comisión, es la que identifica la naturaleza punitiva de la regla, y su eliminación privaría al juez de un elemento indispensable para determinar el monto de los alimentos, lo que podría importar, en términos prácticos, la atenuación de la pena o su reducción a un castigo sólo nominal.



	La Comisión, por otro lado, creyó adecuado conservar bajo la apreciación del tribunal no sólo los hechos del alimentario anteriores al divorcio, sino que también los posteriores.



	Por las razones expuestas, decidió aprobar el inciso primero, pero suprimir el inciso segundo a fin de que continúe vigente el actual artículo 175.



	- Sometido a votación el artículo 174, resultó, por unanimidad, aprobado su inciso primero, con la supresión de la expresión "a perpetuidad", y rechazado el segundo, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



Nº 18



	Deroga el artículo 175.



	- La Comisión, atendido el acuerdo anterior, decidió por unanimidad desecharlo, con la misma votación recién expresada.



Nº 19



	Reemplaza el artículo 177 por otro que establece que, si la culpabilidad del cónyuge contra quien se ha obtenido el divorcio fuere atenuada por circunstancias graves en la conducta del cónyuge que lo solicitó, podrá el juez moderar el rigor de las disposiciones precedentes.



	El propósito del reemplazo de esta norma es cambiar el término "criminalidad" por "culpabilidad", que es más adecuado, y evitar la mención al otorgamiento de alimentos congruos que se contempla actualmente, cuando se alude a que las facultades del juez consisten en denegar las acciones revocatorias o conceder alimentos congruos.



	-  Sometido a votación, fue aprobado por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.





Nº 20



	Sustituye los Títulos VII al XV del Libro I, ambos inclusive.



	Los referidos Títulos son reemplazados en este número por sendos Títulos VII, VIII, IX y X, quedando implícitamente suprimidos los restantes, vale decir, desde el XI hasta el XV.  Una cosa similar ocurre con los artículos que se agrupan en dichos Títulos, puesto que el Título XV termina actualmente en el artículo 296 y, en el proyecto, el último artículo del Título X es el 251.



	En atención a lo anterior, por razones de sistematización -toda vez que el proyecto reordena las materias contenidas en estos Títulos-, la Comisión juzgó conveniente insertar previamente un número que derogue los Títulos VII al XV , y luego, en el número siguiente, introducir los nuevos Títulos VII al X del Libro I.



	- El  acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.







Título VII

DE LA FILIACIÓN



§ 1. Reglas generales

Artículo 179



	Señala que la filiación puede tener lugar por naturaleza y por adopción, y la primera puede ser matrimonial y no matrimonial. Agrega que, tanto la filiación matrimonial como la no matrimonial, y la adopción plena, surten los mismos efectos.



	Esta norma distingue primeramente el hecho constitutivo de la filiación, que puede ser de  la naturaleza, correspondiente a la realidad biológica, o la adopción; y, en el primer caso, diferencia entre la filiación matrimonial y la no matrimonial.



	La señora Subdirectora del Servicio Nacional de la Mujer destacó, respecto de la última disposición de este artículo, que las diferencias que señala el proyecto entre los hijos son sólo para determinar la filiación pero, una vez establecida, los efectos que generaría son los mismos.



	La Comisión juzgó impropio consignar en todo caso como fuente de filiación a la adopción, considerando que de acuerdo a las disposiciones legales vigentes -ley Nº 7.613 y ley Nº 18.703-, la adopción común o la adopción simple no generan estado civil ni extinguen los vínculos de filiación biológicos, lo que produce en cambio, la adopción plena.  Debido a lo anterior, y en la medida que la adopción no está regulada en el propio Código Civil, se resolvió señalar solamente que ella, así como los derechos entre adoptante y adoptado, se rigen por las leyes respectivas.



	La mayoría de la Comisión, por otra parte, estuvo de acuerdo con cambiar la conjunción copulativa "y" por la disyuntiva "o", por cuanto los dos tipos de filiación por naturaleza -matrimonial o no matrimonial- se excluyen recíprocamente.



	- Sometido a votación el inciso primero, resultó aprobado en la forma expresada por tres votos contra uno. Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Hamilton, Sule y Otero.  En contra lo hizo el H. Senador señor Larraín, quien manifestó su discrepancia con crear dos categorías de filiación por naturaleza y ponerlas en un pie de igualdad. 



	En cuanto al inciso segundo, la mayoría de la Comisión sostuvo que es una norma declarativa que no guarda estricta correlación con diversas disposiciones del proyecto, respecto de las cuales, en varios aspectos, es necesario distinguir entre los hijos de filiación matrimonial y los que tienen filiación no matrimonial, lo cual indica que los efectos de ambas clases de filiación pueden igualarse en muchas materias, pero no en todas.



	- Puesto en votación el inciso segundo, resultó rechazado por tres votos contra dos.  Votaron por la negativa los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, en tanto que a favor lo hicieron los HH. Senadores señores Hamilton y Sule.









Artículo 180



	Manifiesta que la filiación es matrimonial cuando los padres están unidos entre sí en matrimonio al tiempo del nacimiento o de la concepción del hijo, y es no matrimonial cuando la concepción y el nacimiento se han producido fuera del matrimonio.



	Este precepto está relacionado con los artículos 35 y 36 que proponemos, los que definen los hijos matrimoniales -entre los cuales se incluyen los actuales hijos legitimados por matrimonio posterior de los padres- y los hijos no matrimoniales.



	En la especie, el artículo no diferencia entre los hijos, sino entre la naturaleza -matrimonial o no matrimonial- de la filiación. Si bien ello explicaría que no se contemple el caso de los hijos legitimados, toda vez que su filiación ya está determinada -con carácter de no matrimonial- antes de que sus padres contraigan nupcias, la Comisión compartió la necesidad de incluirlos, para darle una mayor coherencia a este artículo en relación con el artículo 35 ya aprobado, en la medida que su filiación pasará a ser matrimonial.



	Al efecto, reguló especialmente la conversión de la filiación no matrimonial en matrimonial por matrimonio posterior de los padres, en un nuevo inciso segundo.



	En esa norma se distinguen dos situaciones:  la primera consiste en que la filiación no matrimonial haya estado determinada previamente al matrimonio, y la otra es que sin haber estado determinada, pase a estarlo porque los padres reconozcan al hijo en el acto del matrimonio o durante su vigencia, sea en un acta que levantará el oficial del Registro  Civil, en escritura pública o en testamento.  Se estimó conveniente precisar que esta filiación matrimonial aprovechará a los descendientes del hijo fallecido.



	Por último, se consideró preferible definir la filiación no matrimonial por exclusión, refiriéndola a los casos no comprendidos  en la filiación matrimonial.



	- En los términos expuestos, resultó aprobado por la unanimidad de los miembros HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.





Artículo 181



	Dispone que la filiación tiene lugar y produce sus efectos desde que se determine; su determinación legal tiene efectos retroactivos, siempre que la retroactividad sea compatible con la naturaleza de aquéllos y la ley no dispusiere lo contrario, y, en todo caso, conservarán su validez los actos otorgados, en nombre del hijo menor o incapaz, por su representante legal, antes de que su filiación hubiere sido determinada.



	Razonó la Comisión que la filiación, entendida como la constatación jurídica de ciertos hechos, no tiene lugar cuando se determina, sino desde que ocurrieron tales circunstancias, y de allí que el artículo 179 del mismo proyecto establecía que puede generarse por naturaleza o por adopción.  Otra cosa es que sus efectos civiles se produzcan desde que quede legamente determinada.



	Ahora bien, como tuvo lugar con anterioridad - por regla muy general, desde la concepción del hijo-, la ley puede atribuirle a su constatación efectos retroactivos.  Si sólo produjese efectos desde la determinación, no podría -en el caso que contempla el texto que proponemos- reclamarse la paternidad o maternidad después de la muerte del respectivo padre o madre; en cambio, podría argüirse que el hijo no es legitimario porque la sucesión se abrió antes de haberse determinado su filiación por sentencia judicial.  Tampoco cabría contemplar como excepción el respeto de los derechos adquiridos y los actos celebrados con anterioridad.



	Debido a estas consideraciones, la Comisión estuvo por consignar que, si bien los efectos de la filiación se producen con la determinación legal de ésta, se retrotraen a la fecha de la concepción del hijo.



	Por otro lado, creyó de toda lógica, desde el punto de vista de la certeza jurídica, particularmente considerando los efectos patrimoniales de la filiación del hijo frente a terceros, hacer salvedad de la validez de los derechos adquiridos y las obligaciones contraidas en el tiempo intermedio. Ello permite evitar dudas, por ejemplo, respecto de  los actos celebrados por un curador del hijo, antes de que se determine la filiación de éste, hecho que, de acuerdo al solo inciso primero, produciría efectos retroactivos.



	Pero la aplicación estricta de esta excepción a la retroactividad permitiría a los herederos del pariente fallecido en ese lapso alegar que se vulnerarían sus derechos adquiridos, que quedaron fijados a la época de apertura de la sucesión y delación  de la herencia, esto es, a la muerte del causante, si participase en la sucesión el hijo cuya filiación se ha determinado con posterioridad.  Para evitar esta interpretación, se dijo expresamente que el hijo concurrirá en las sucesiones abiertas antes de la determinación de su filiación, cuando sea llamado en su calidad de tal.  O sea, cuando habría estado incluido en la delación de la herencia si su filiación se hubiese determinado en forma previa a la muerte del causante.



	De esta manera, el hijo podrá ejercer las acciones propias de heredero, en especial la de petición de herencia, mientras no transcurran los plazos de prescripción.



	En términos generales, pareció conveniente precisar  que la retroactividad se entiende sin perjuicio de la prescripción de los derechos y de las acciones, y que, una vez determinada, la filiación debe acreditarse conforme a las normas que al efecto establece el Título XVII del Libro I del Código, relativo a las pruebas del estado civil.



	- Con las modificaciones antedichas resultó aprobado por unanimidad, al registrarse la misma votación anterior.





Artículo 182



	Consulta, como medios de acreditar la filiación, la inscripción en el Registro Civil, el reconocimiento voluntario del padre o madre en conformidad con la ley, y la  sentencia judicial firme.



	La Comisión discrepó de este artículo, porque estimó que los medios probatorios deben regularse en las normas sobre prueba del estado civíl.  De otra forma, se confundirán dos aspectos distintos, cuales son la forma de determinar la filiación y la manera en que ésta se acredita.



	En los términos en que se plantea este artículo, se alteraría el sistema probatorio del estado civil, que considera como prueba fundamental las partidas del Registro Civil, y las demás son sólo supletorias.  Por otra parte, la sentencia no es propiamente un medio de prueba.



		- Fue rechazado por unanimidad, por los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.





Artículo 183



	Indica que la maternidad quedará establecida, aún sin mediar reconocimiento expreso, por la prueba del nacimiento y la identidad del nacido.



	Este artículo pretende consagrar los elementos constitutivos de la maternidad, que la doctrina ha extraído de los actuales artículos 271 Nº 4 y 293, en el sentido de que ella es un hecho cierto, observable físicamente, que está constituido por el parto y la identidad del nacido.



	La Comisión juzgó más propio señalar que la maternidad queda "determinada" por las circunstancias aludidas.  Ello, siempre y cuando el nacimiento y la identidad del nacido consten en las inscripciones del Registro Civil.



	Si no hay tales constancias, la maternidad deberá determinarse por reconocimiento o sentencia firme en juicio de filiación.



	De esta forma, a las dos vías actuales  de determinación de la maternidad, cuales son el reconocimiento y la sentencia judicial, se agrega una modalidad que opera por el solo ministerio de la ley, cual es la que contempla la primera de las reglas señaladas.



	Para dar aplicación práctica a esta disposición, en virtud de la cual la inscripción jugará el doble papel de determinar y acreditar la filiación, se decidió estudiar, al considerar el artículo 2º del proyecto, que modifica la Ley sobre Registro Civil, una modificación al artículo 31, Nº4º, de ese cuerpo legal, a fin de que en la inscripción de nacimiento se deje constancia de los nombres y apellidos de la madre, aunque no haya reconocimiento, cuando la declaración del requirente coincida con el comprobante del médico que haya asistido al parto.



	- Resultó aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.





§ 2. De la determinación de la filiación matrimonial.



Artículo 184



	Expresa a que la filiación matrimonial materna y paterna queda determinada legalmente por la inscripción del nacimiento en el Registro Civil y por la prueba del matrimonio de los padres, o por sentencia firme en juicio de filiación.



	La Comisión advirtió que no puede considerarse  como requisito de la filiación matrimonial a la inscripción del  nacimiento en el Registro Civil.  La omisión de la inscripción no afecta la calidad de hijo matrimonial, porque la filiación, en este caso, queda determinada por el nacimiento del hijo, siempre que lo estén  la maternidad y la paternidad.



	Lo anterior, por cierto, en el entendido de que el nacimiento se produzca durante el matrimonio de los padres.  Si el hijo nace antes de que se casen, la filiación matrimonial quedará determinada por la celebración de ese matrimonio, si la maternidad y la paternidad están determinadas a su vez o,  si no lo están, por el último reconocimiento como hijo de que sea objeto.



	Se optó por sustituir este artículo, a fin de consignar estos criterios, manteniendo la referencia en el sentido de que la filiación matrimonial también puede determinarse por sentencia dictada en juicio de filiación.



	En este último punto, se juzgó conveniente aclarar que el fallo se subinscribirá al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.



	- Fue aprobado en la forma antedicha, por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Hamilton y Sule.







§ 3. De la determinación de la paternidad matrimonial.



Artículo 185



	Contempla la presunción, simplemente legal, de que son hijos del marido los nacidos después de la celebración del matrimonio y dentro de los trescientos días siguientes a su disolución o divorcio, y permite impugnar la paternidad así establecida conforme a las reglas generales que establece el mismo proyecto.



	Por razones de redacción, la Comisión agregó al final del inciso primero que, en la especie, se trata del divorcio de los cónyuges.



	En los términos expresados, se recogen las prescripciones de los actuales artículos 180 y 185, con la variación de que se elimina la exigencia de que el nacimiento se produzca después de los ciento ochenta días subsiguientes al matrimonio -que guarda armonía con la presunción de la época en que se produjo la concepción, contemplada en el artículo 76-, bastando con que el hijo nazca dentro del matrimonio.



	En otras palabras, se amplía el período que comprende la presunción legal de paternidad, la que se inicia ahora desde que se contraen nupcias, lo que resulta acorde con la definición  de hijo matrimonial como aquel que es concebido, o nace, durante el matrimonio de sus padres.



	Sin embargo, ello a la vez abre mayores posibilidades de que el marido ignore el hecho de haberse producido la concepción, en circunstancias de que la criatura eventualmente puede haber sido gestada por un progenitor distinto.



	La Comisión creyó conveniente hacerse cargo de esta situación, y  señalar que no se aplica la presunción de paternidad respecto del  que nace antes de expirar los 180 días subsiguientes al matrimonio, si el marido lo desconoce como hijo suyo y comprueba que no tuvo conocimiento de la preñez al tiempo de casarse, o que por actos positivos no ha manifestado reconocerlo como tal después de nacido.



	Estas dos circunstancias son las que, de acuerdo al actual artículo 206, inciso tercero, habilitan al marido para reclamar contra la legitimidad del hijo que nace antes de expirar los 180 días subsiguientes al matrimonio.



	Se concluyó que el desconocimiento de la paternidad debe manifestarse accionando judicialmente, de forma que la efectiva concurrencia de las causales invocadas se acredite en el respectivo proceso.  Para este efecto, se hace aplicable a la acción de desconocimiento el plazo y forma que se establecen más adelante para la acción de impugnación de la paternidad.



	Como la naturaleza de ambas acciones  es distinta, nada impide que, desconocida de esta manera la paternidad, pueda luego el hijo -o algunos de los otros titulares de la acción-  reclamar la filiación matrimonial.



	Respecto del inciso segundo, cabe señalar que abre mayores posibilidades de impugnar la paternidad, al remitirse a las disposiciones que más adelante se consagran, que no se restrigen a causales específicas, como ocurre  con el actual inciso segundo del artículo 180, que exige al marido probar "la absoluta imposibilidad física de tener acceso a la mujer" durante todo el tiempo en que se presume la concepción.



	Esta norma se adicionó con la referencia a la posibilidad de reclamar la filiación matrimonial en caso de desconocimiento de la paternidad, todo ello de acuerdo con las reglas establecidas en el Título sobre las acciones de filiación.



	- Se sometió a votación resultando aprobado por unanimidad, con la misma votación anterior.







Artículo 186



	Ordena inscribir al nacido como hijo de los cónyuges si concurre el consentimiento de ambos, aunque falte la presunción de paternidad del marido.



	La norma se pone en el caso de una posible reconciliación privada de cónyuges  que se han separado legalmente; no de hecho, porque en este caso continúa aplicándose la presunción de paternidad del marido.  Para ese evento, opta por extender la presunción legal de paternidad al hijo que nazca.



	Al respecto, la Comisión tuvo presente que se trataría de una especie de filiación convencional, que puede prestarse para fraudes -como "pasar por la libreta" a hijos de terceros-, lo que no se condice con la búsqueda de la verdad que propugna el proyecto.



	Pesó  en su ánimo, no obstante, la circunstancia de que la norma tiende a favorecer al hijo y que existirán acciones para impugnar la filiación en caso de producirse fraude, en cuyo ejercicio se podrá solicitar la realización de pericias biológicas.



	Convino por ello en aprobar la idea de la disposición, pero precisando que se restringe al caso del hijo concebido durante el divorcio de sus padres, puesto que, si se ha disuelto el matrimonio, carecería de justificación, y se apartaría  palmariamente de la propia definición de hijo matrimonial que se ha establecido en el proyecto.



	En este sentido, se consignó que la presunción de paternidad rige respecto del nacido después de los 300 días de decretado el divorcio, si, a petición de ambos cónyuges, se consigna como padre el nombre del marido, en la inscripción del nacimiento del hijo.

	Desde el punto de vista formal, la Comisión prefirió agregar  esta norma como inciso tercero del artículo anterior, por su  directa relación con la presunción de paternidad.



	En virtud del inciso final, también del artículo anterior, la paternidad así determinada puede ser objeto de la acción de impugnación de la filiación que se contempla más adelante.



	También por consideraciones de forma, resolvió ínvertir el orden de los párrafos 2 y 3, de manera que el primero de ellos trate de la determinación de la paternidad matrimonial, y el segundo de la determinación de la filiación matrimonial.



	- Los acuerdos  precedentes se aprobaron  por unanimidad, en la forma antedicha, con los votos de los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.







§ 4. De la determinación de la paternidad y maternidad no matrimonial.



Artículo 187



	Indica que la paternidad o maternidad no matrimonial queda legalmente determinada por el reconocimiento del padre o madre, o por sentencia firme en juicio de filiación.



	De esta forma, el reconocimiento pasa a ser una modalidad voluntaria de determinar la filiación, opuesta a la determinación judicial de la misma, que hoy se denomina "reconocimiento forzado".





	- Fue aprobado por unanimidad, sin modificaciones, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.







Artículo 188



	Establece que el reconocimiento del hijo se realizará mediante una declaración formulada con este determinado objeto, ante el oficial del Registro Civil al momento de verificarse la inscripción de nacimiento del hijo o del matrimonio de los padres, o con posterioridad; en una escritura pública, o en acto testamentario,  y hace aplicable esta norma a la madre cuando no se haya  establecido legalmente la maternidad.



	Los modos de efectuar el reconocimiento corresponden a los vigentes, regulados en el artículo 271, Nº1, del Código, 32 y 37 de la Ley sobre Registro Civil y en la ley Nº 17.999, que se deroga en el artículo 4º de este proyecto de ley.



	La Comisión decidió señalar en el encabezamiento que pueden realizar la mencionada declaración el padre, la madre o ambos, según los casos.  Precisó, en el número 1º, que se puede realizar "en el acto del matrimonio" de los padres.  Destinó un número nuevo, en seguida, a la hipótesis de que se efectúe "con posterioridad". aclarando que puede llevarse a cabo en cualquier tiempo, mediante un acta que extenderá  cualquier oficial del Registro Civil.



	También, a propósito del reconocimiento en acto testamentario, prefirió consagrar en forma expresa el carácter irrevocable del reconocimiento, de forma tal que no sigue la suerte del testamento, que puede ser revocado.  La separación jurídica de ambos actos se traduce en que, en este caso, el reconocimiento está llamado a producir efectos inmediatos, y no, como la disposición de bienes contenida en el testamento, después de los días del testador.



	Por último, en virtud de la modificación introducida en el encabezamiento, acordó eliminar la mención que hacía el inciso final al reconocimiento por la madre.  En reemplazo de tal inciso, se consignó otro que establece que los actos de reconocimiento serán subinscritos al margen de la inscripción del nacimiento del hijo.



	Cabe hacer presente que, si el reconocimiento se efectúa en el acto del matrimonio de los padres o con posterioridad a éste, y se cumplen las condiciones previstas en el inciso segundo del artículo anterior que proponemos, la celebración de ese matrimonio determinará la filiación del hijo como matrimonial -en lugar de que sea no matrimonial-, por mandato de los artículos 35, 180 inciso segundo y 184 inciso segundo.



	- Modificado en la forma aludida, resultó aprobado por unanimidad, con la misma votación anterior.





Artículo 189



	Señala que el hecho de consignarse el nombre del padre o madre, a petición de ellos, al momento de inscribir el nacimiento, es suficiente reconocimiento de filiación. Agrega que lo mismo ocurre si el supuesto padre o madre, citado por el hijo  a la presencia judicial, confesare bajo juramento la paternidad o maternidad. Concluye expresando que esta citación a confesar paternidad o maternidad sólo podrá ejercerse una vez con relación a la misma persona.



	Tales disposiciones recogen lo establecido actualmente en el artículo 271, Nº 1 , inciso segundo, del Código -en lo que respecta a consignar el nombre del padre o de la madre al inscribir el nacimiento- y en el Nº5 del mismo artículo, en lo relativo a la citación a confesar paternidad.



	Respecto de esta última situación, el proyecto innova al incluir la posibilidad de que también  sea citada a confesar maternidad la supuesta madre.



	El Senador señor Fernández manifestó sus dudas sobre la conveniencia de esta modificación, por pensar que son muy pocos los casos en que la mujer no reconoce a su hijo, y la aplicación práctica de esta norma puede prestarse para abusos.



	El resto de los señores integrantes presentes de la Comisión estimó apropiado hacer extensivo a la mujer este mecanismo, teniendo en cuenta que -de acuerdo a la información que proporcionaron verbalmente los señores representantes del Ejecutivo-, en 1993 hubo 760 casos en que el hijo sólo fue reconocido por su padre.  Dentro de la línea orientadora de este proyecto consideraron pertinente darle al hijo el derecho de citar a la presencia judicial a su supuesta madre, tal como lo puede hacer con su supuesto padre, a fin de que éstos se pronuncien, si bien en forma provocada, pero siempre voluntaria, sobre si lo reconocen o no, sin necesidad de interponer una acción de reclamación de estado.



	La mayoría de la Comisión estuvo de acuerdo también en complementar el  precepto, exigiendo que en la citación se precise el objeto de ella y que la comparecencia sea personal.



	La exigencia de que el supuesto padre o madre comparezca personalmente constituye una justificada excepción al principio general  de que los actos jurídicos pueden realizarse personalmente o representado.  No procederá, pues, el mandato.



	Se decidió agregar también la posibilidad de que, que en caso de que el hijo sea incapaz, su representante legal, o incluso la persona que tiene a su cuidado, aunque no sea el representante legal, pueda citar judicialmente al padre o madre a confesar la paternidad o maternidad, en su caso. Finalmente, se consignó que el acta en que conste la confesión de paternidad o maternidad deberá subinscribirse al margen de la inscripción de nacimiento del hijo, para lo cual el juez deberá remitir al Registro Civil copia auténtica de ella.



	- Sometido a votación, este artículo resultó aprobado por tres votos a favor y una abstención. Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Hamilton, Larraín y Sule, en tanto que el H. Senador señor Fernández se abstuvo.









Artículo 190



	Dispone que el reconocimiento es irrevocable, no puede sujetarse a modalidades que alteren sus consecuencias legales, ni requiere aceptación del hijo; y permite que, cuando se efectúe por acto entre vivos, se realice por medio de mandatario constituido por escritura pública y especialmente facultado con este objeto.



	La Comisión manifestó su preocupación por la eventualidad de que el reconocimiento sea interesado -para reclamar posteriormente alimentos o eventuales derechos sucesorios-, que el hijo no lo desee o que incluso perjudique al hijo, sobre todo considerado que el Código no establece requisitos  destinados a cautelar su verosimilitud -como la diferencia de edades entre quien ejecute este acto y la persona a la que reconoce como hijo-, ni fija una época para efectuarlo, por lo que puede reconocerse a un hijo mayor de edad.



	En este sentido, si bien el reconocimiento no necesita aceptación del hijo en su calidad de acto unilateral que es -como apunta el inciso primero- , la Comisión opinó que el proyecto desmejora relativamente la posición del hijo, al eliminar la posibilidad de que éste repudie el reconocimiento, obligándolo a interponer una acción judicial, cual es la de impugnación de la filiación que quedaría así determinada.  La impugnación, sin embargo, de nada servirá si el reconocimiento corresponde a la verdad biológica, porque así quedará acreditado en el proceso.



	Esta circunstancia es perfectamente lógica siguiendo el criterio que inspira al proyecto de ley de hacer prevalecer la verdad biológica, pero a la Comisión no le pareció equitativo imponerla a un hijo que no la desee.  En esta medida, consideró pertinente mantener el actual instituto de la repudiación, incorporando al proyecto de ley, con algunos cambios, los artículos respectivos del Código Civil.



	De esa forma, frente al reconocimiento, subsistirá la repudiación, como un acto unilateral del hijo, que puede ejercer incluso siendo efectiva la filiación que se le pretende imponer.



	Se juzgó suficiente decir, en el inciso primero de este artículo, que el reconocimiento es irrevocable y no susceptible de modalidades.



	El inciso segundo, por su parte, que habilita  para realizarlo por medio de mandatario -y que se basa en el artículo 271, Nº 1, inciso tercero, vigente- fue objeto de cambios formales, y ubicado como artículo separado. 



	Por otro lado, velando por la protección de terceros de buena fe frente a un reconocimiento que no se ha subinscrito, se agregó que no se perjudicarán los derechos que hayan adquirido con anterioridad a la subinscripción del reconocimiento al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.



	Es dable señalar que  esta regla, en lo que concierne a los derechos hereditarios, cede pie frente al efecto retroactivo de la filiación determinada después de la apertura de la sucesión, salvo que haya transcurrido el plazo de prescripción correspondiente; todo ello, de conformidad a lo resuelto al tratar el artículo 181.



	- Los acuerdos anteriores fueron aprobados por unanimidad, con los votos favorables de los HH. Senadores señores Diez, Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.





- - -





Artículo 191



	Establece que no se inscribirán reconocimientos que contradigan una filiación anterior, y quien pretenda reconocer al hijo deberá previamente impugnar la filiación existente.



	La Comisión estuvo de acuerdo con el mérito de estas disposiciones, pero estimó que, desde el punto de vista sistemático, responden a dos aspectos distintos.  La primera frase, que evita la posibilidad de una doble inscripción, debería estar incluida en el artículo 2º de este proyecto de ley, que modifica la Ley de Registro Civil, lo que así se acordó estudiar en su oportunidad.



	La segunda, que sí es propia del Código, se juzgó preferible redactar en términos de decir que no surte efectos el reconocimiento de un hijo que tenga  legalmente determinada una filiación distinta, sin perjuicio del derecho a ejercer las acciones de impugnación de la filiación existente y de reclamación de la nueva filiación en forma simultánea, como se establece en el artículo 202 que proponemos.



	De esta manera, queda en claro que, para que en este caso quede determinada la verdadera filiación del hijo no matrimonial, no es idóneo el reconocimiento que pueda hacer el padre o la madre interesado, sino que es necesario impugnar y reclamar judicialmente la filiación .



	Atendido el hecho de que la materia a que se refiere este precepto, cual es los efectos del reconocimiento, se trata también en el artículo anterior, la Comisión optó por incorporarlo como inciso primero de tal artículo.



	- Los acuerdos aludidos se aprobaron en forma unánime por los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.



- - -





	En seguida, de conformidad a lo acordado al tratar  el artículo 190, la Comisión introdujo tres nuevos artículos, que recogen, con adecuaciones, la actual normativa sobre la repudiación, contenida en los artículos 209, 210, 213 y 273 del Código Civil.  Cabe recordar que los artículos 209, 210 y 213 desarrollan esta institución a propósito del repudio de la legitimación, y el artículo 273 la hace aplicable respecto del reconocimiento del hijo natural.



	El primero de los artículos que se agregan al proyecto de ley -basado en el actual 209- otorga al hijo la facultad de repudiar el reconocimiento en el plazo de un año, contado desde que lo conoció, si fuere mayor de edad, o si fuere menor, desde que, llegado a la mayoría de edad, supo del reconocimiento. Advierte que el disipador no necesita autorización para repudiar, la que requiere, en cambio, el curador del interdicto por demencia o sordomudez. Señala, como formalidades de la repudiación, el otorgamiento de escritura pública dentro de plazo y la subinscripción al margen de la inscripción de nacimiento.



	Continúa expresando que la repudiación privará retroactivamente el reconocimiento de todos los efectos que beneficien exclusivamente al hijo o sus descendientes, pero no alterará los derechos ya adquiridos sea por los padres o por terceros, ni tampoco afectará  a los actos y contratos válidamente ejecutados o celebrados con anterioridad a su subinscripción.  De esta manera se salvan en forma más adecuada, en particular, las consecuencias que derivarían del texto vigente -que dispone categóricamente que la repudiación no altera los derechos ya adquiridos- tratándose de actos propios de quien repudia, por ejemplo, la aceptación de la herencia del padre o madre que lo reconoció.  No parece aceptable que el hijo deba entenderse heredero legitimario a pesar de la repudiación.  Esta, como se consagra en la norma que se comenta, debe tener efectos retroactivos completos en lo que se refiere al hijo y sus descendientes, en términos que se repute que nunca ha existido vínculo  de filiación con quien efectuó el reconocimiento.



	Ahora bien, como el reconocimiento determina la paternidad o maternidad no matrimonial, la Comisión discutió la conveniencia de señalar expresamente que el hijo puede repudiar el reconocimiento si sus padres contraen matrimonio, y, en consecuencia, su filiación pasa a ser matrimonial, a fin de evitar que se pueda sostener que, por esta circunstancia ajena a la voluntad del hijo, queda privado del derecho a repudiar.



	Coincidió, sin embargo, la Comisión en que no era necesario incorporar una norma en tal sentido para entender que el solo matrimonio de los padres que lo reconocieron no extingue este derecho del hijo.



	Por último, el artículo que se comenta consagra la irrevocabilidad del repudio.



	El segundo artículo que se incorpora a esta iniciativa reproduce, con meras adecuaciones, el actual artículo 210.  En él se indica que no podrá repudiar el hijo que, durante su mayor edad, haya aceptado el reconocimiento, sea en forma expresa o tácita, las cuales se definen.



	El tercer artículo que se introduce sigue lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 213 vigente, en el sentido de conceder la posibilidad de repudiar el reconocimiento a los herederos si el hijo reconocido es muerto o fallece.



	- Los artículos reseñados se aprobaron por unanimidad, con los votos favorables de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Sule.



- - -





Título VIII

DE LAS ACCIONES DE FILIACIÓN



§ 1. Reglas generales



Artículo 192



	Declara que el derecho de reclamar la filiación o de impugnarla es imprescriptible e irrenunciable, salvo las excepciones legales, pero los efectos patrimoniales quedan sometidos a las reglas generales de prescripción.



	El artículo persigue de esta manera guardar consonancia con el carácter de atributo de la personalidad que tiene el estado civil, con la limitante del transcurso de los plazos de prescripción en cuanto a las consecuencias patrimoniales de los distintos derechos  a que da lugar la filiación. 



	La Comisión precisó que los efectos patrimoniales de la filiación también quedan sometidos a las reglas generales sobre renuncia de los derechos.



	Observó, por otro lado, que existe una discrepancia entre esta norma, que indica que la acción de impugnación es imprescriptible, y los artículos 204 y siguientes del proyecto, en los que se establece el plazo de un año para su interposición, por lo que eliminó la mención que se  hace a ella.



	Por último, estimó adecuado contemplar un inciso inicial, en el que se refleje el principio de libre investigación de la paternidad y maternidad que consagra el proyecto de ley.



	- Votaron favorablemente, dando su aprobación a este artículo en los términos expresados, los HH. Senadores señores Bitar, Fernández, Larraín y Otero.







Artículo 193



	Dispone que, en los juicios sobre filiación, será admisible la investigación de la maternidad y paternidad mediante toda clase de pruebas, incluidas las biológicas, las que podrán ser decretadas de oficio o a petición de parte.



	En relación con las pruebas biológicas, expresa que serán practicadas por el Servicio Médico Legal o por instituciones médicas autorizadas para este efecto por el Ministerio de Salud, y la negativa a someterse a ellas configura una presunción grave que el juez apreciará de acuerdo al artículo 426 del Código de Procedimiento Civil.

	Concluye señalando que la prueba de testigos nunca constituirá, por sí sola, plena prueba de filiación.



	Respecto de las que este artículo denomina "pruebas biológicas", la Comisión conoció diversos antecedentes que proporcionó el bioquímico don Hugo Jorquera González, jefe del Laboratorio de Biología Molecular del Servicio Médico Legal. El señor Jorquera detalló los tres métodos biológicos de investigación de la paternidad o maternidad actualmente disponibles en nuestro país.



	El primero de ellos es el análisis de grupos y subgrupos sanguíneos.  Mediante él se examinan proteínas de membrana de los glóbulos rojos, las cuales pueden ser detectadas y clasificadas en  diversos grupos y subgrupos.  Este método constituye la primera etapa de la investigación de paternidad, y, si hay dudas, se recurre a otros más precisos. La probabilidad de exclusión de paternidad que ofrece es de un 100%, y de inclusión entre el 60% y el 70%.



	El segundo método es el análisis de antígenos de histocompatibilidad. De forma similar a los grupos sanguíneos, estos antígenos corresponden a proteínas presentes en todas las células, que están encargadas de regular las interacciones celulares de la respuesta inmune, participando en el reconocimiento de tejidos propios y ajenos. La probabilidad de exclusión en este caso es del 100% y el valor de inclusión entre el 90% y el 99%.



	También se aplica el examen por medio del estudio del ADN, ácido desoxirribonucleico.  Consiste en el análisis de ciertos caracteres denominados "alelos" que son heredados por los hijos de sus progenitores, de manera que el "genotipo", o constitución de alelos de un individuo, debe corresponder exactamente con alguno de los alelos presentes en el padre y en la madre de quienes los heredó. El porcentaje de certeza de la exclusión de la paternidad o maternidad en este examen es también del 100%, y el de inclusión oscila entre el 98,36% y el 99,99999999982%.



	Apuntó finalmente el señor Jorquera que, en síntesis, cualquiera de estos métodos permite descartar la paternidad o maternidad con absoluta certeza, y que, si bien ninguno permite en estos momentos asegurar la paternidad o maternidad en un 100%, se prevé el incremento del porcentaje de probabilidad en un futuro cercano.



	La Comisión concordó en la necesidad de permitir expresamente el uso de los métodos biológicos en los juicios sobre determinación de la filiación, pero teniendo en cuenta que, jurídicamente, corresponden al medio de prueba que el propio Código y los Códigos de Procedimiento denominan informe de peritos, juzgó más apropiadas las expresiones "pruebas periciales de carácter biológico" y "peritaje biológico".



	No obstante esta coincidencia, la Comisión declaró su inquietud por la prevalencia absoluta que el proyecto le asigna en relación con otro tipo de pruebas, debido a que hay ciertos casos en que la verdad biológica debe dejar paso a valores socialmente más importantes, como ocurre con la posesión notoria del estado civil. En casos como ciertas modalidades de la reproducción humana asistida, o incluso de adulterio cuando el hijo ha sido aceptado por el otro cónyuge, no le pareció lógico que, si la familia ha acogido al hijo en su seno, pueda cuestionársele su filiación, pese al daño que se le cause a él y a la unidad de la familia.



	El proyecto contempla la posesión notoria como medio de prueba de la filiación en el artículo 203, y la deja precisamente subordinada a que no exista prueba en contrario sobre el nexo biológico.  Al respecto, decidió la Comisión incluir en este artículo, como medio probatorio de la filiación, la posesión notoria de la calidad del hijo, siempre que haya durado a lo menos cinco años continuos y se demuestre de modo irrefragable por un conjunto de testimonios fidedignos como expresan los actuales artículos 312 y 313.  La definición de posesión notoria, que se agregó a la vez, corresponde a la del artículo 311 del Código vigente, disposición que por consiguiente debería ser suprimida en su momento.



	A fin de mantener la coherencia del proyecto, se resolvió tratar el valor probatorio de las pericias biológicas y de la  posesión notoria en el artículo 203 -que pasa a ser 205 en el texto que proponemos-, dándole preferencia a esta última en caso de que sean contradictorias.



	La Comisión se hizo cargo, no obstante, de que en determinadas circunstancias la aplicación de esta regla sería inconveniente para el hijo, lo que es evidente, por ejemplo, en el caso de que la posesión notoria derive de la perpetración de un delito, como el de sustracción de menores o de sustitución de un niño por otro, contemplados en los artículos 142 y 353 del Código Penal.



	En atención a que la conveniencia del hijo debe ser la primera consideración en esta materia, si obran graves razones en favor del resultado de las pericias biológicas, lo que ponderará el tribunal sobre la base del mérito del proceso, éstas prevalecerán en cambio por sobre la posesión notoria.



	Del modo señalado, la ley entra a resolver el conflicto que se produce entre dos o más pruebas contradictorias, ciñéndose al criterio que establece al efecto el artículo 428 del Código de Procedimiento Civil.



	En cuanto a los organismos encargados de practicar los exámenes además del Servicio Médico Legal, se consideró inadecuada la referencia a "instituciones médicas autorizadas para tales efectos por el Ministerio de Salud", a la luz de la legislación sanitaria.  En efecto, la norma quiere hablar más propiamente de laboratorios, y, en virtud del Código Sanitario, éstos son fiscalizados por la autoridad de salud, la cual les da una autorización general para su funcionamiento.



	Discutió la Comisión la conveniencia de requerir, además, una autorización expresa para la realización de determinados exámenes biológicos, como parece desprenderse del precepto a que se alude.  Algunos HH. señores Senadores sostuvieron que es suficiente la autorización general del Código Sanitario, afirmando que de otra forma se podría abrir campo a la discrecionalidad de la autoridad  de salud , y otros, en cambio, creyeron necesaria una autorización adicional específica, a fin de que se compruebe la disponibilidad de todos los recursos necesarios para practicar los análisis determinados de que se trate.  Al término del debate, se convino en que los exámenes biológicos que no efectúe el Servicio Médico Legal deberán ser realizados por laboratorios idóneos para ello, designados por el juez.



	Ello da al tribunal un papel activo en la determinación del laboratorio que efectuará la pericia, y permite que las partes puedan impugnar la idoneidad, demostrando que -por ejemplo, por causas sobrevinientes a la autorización sanitaria o a los actos de fiscalización realizados por la autoridad- ella no concurre en el caso de que se trate, con lo que se establecen suficientes garantías de seriedad.



	En este mismo sentido, a fin de precaver cualquier fraude o error, la Comisión estimó conveniente establecer el derecho de cualquiera de las partes a solicitar un nuevo informe pericial biológico. 



	Por otra parte, se consideró adecuado sancionar la negativa a someterse a las pruebas mencionadas, como establece el proyecto.



	Desde un punto de vista de técnica jurídica, no obstante, hubo consenso en que, para que pueda elaborarse una presunción acerca de la veracidad de la filiación afirmada en la demanda, debe tratarse de una negativa injustificada, dado que puede haber razones que la expliquen.



	Juzgó inconveniente, además atribuir legalmente a la negativa el carácter de presunción grave y ordenar al juez que la aprecie de acuerdo al artículo 426 del Código de Procedimiento Civil.  Estimó más preciso consignar que la negativa injustificada del demandado a someterse a peritaje biológico servirá como base de presunción judicial en su contra.  En virtud de esta disposición, la negativa injustificada podrá, asimismo, constituir plena prueba por mandato de la citada norma legal, pero como consecuencia de la convicción a que llegue el tribunal, a la luz del mérito del proceso, sobre la gravedad y la precisión de este medio probatorio.



	Respecto del inciso final, se tuvo presente que lo que pretende es que, ni siquiera dándose los requisitos que permiten dar fuerza de plena prueba a las declaraciones de testigos  conforme al artículo 384 del Código de Procedimiento Civil, pueda otorgarse tal peso a la prueba testimonial, y, sobre esa sola base, dar por acreditada la filiación.



	La Comisión prefirió incorporar esta idea al final del inciso primero, por la estrecha vinculación que tienen ambas disposiciones.



	- Sometido a votación con las variaciones señaladas, resultó aprobado por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señores Bitar, Fernández, Hamilton, Larraín y Otero.





Artículo 194



	Señala que el juez no dará curso a la demanda si no se acompaña de un principio de prueba o antecedentes suficientes que hagan plausibles los hechos en que se funda.



	Se consagra de esta manera un examen de admisibilidad de la demanda, que debe hacer el tribunal, como una garantía de seriedad.



	Mereció reparos a la Comisión la exigencia de que se acompañe "un principio de prueba", expresión que en nuestra legislación -artículo 1711 del Código Civil- está referida a prueba "por escrito".  Después de analizar diversas posibilidades, como la de obligar a que haga verosímiles los hechos  en que se funde, constituya antecedentes graves, sea útil o eficaz, estimó la Comisión que tales requisitos sólo conseguirían restringir demasiado la acción y se transformarían en una especie de pre-juicio, al obligar al tribunal a pronunciarse anticipadamente sobre el mérito de la prueba.  Coincidió en que se quiere evitar el abuso pidiendo fundamentos para litigar, pero no hacer imposible la demanda.



	Por lo expuesto, se estimó preferible exigir sólo que se acompañen antecedentes suficientes que hagan plausibles los hechos en que se funda la demanda.



	- Resultó aprobado por tres votos a favor y una abstención. Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Bitar, Fernández y Otero, en tanto que el H. Senador señor Larraín se abstuvo.



	Antes de despacharse el artículo, propuso el señor Presidente de la Comisión, H. Senador señor Otero, que se agregase un inciso segundo en el cual se establezca que estos procesos tendrán siempre carácter de reservados, de forma que sólo tengan acceso a ellos las partes.  Sostuvo que, al discutirse la filiación de un hijo, hay razones poderosas para tomar esta medida, que el artículo 756 del Código de Procedimiento Civil permite en los juicios de nulidad de matrimonio y de divorcio, y que es la regla general, asimismo, en la tramitación de la adopción plena, de acuerdo al artículo 35 de la ley Nº 18.703.



	Respecto de esta proposición, los Senadores Bitar y Fernández declararon que eran partidarios de la publicidad e hicieron notar que puede haber terceros interesados en conocer el proceso, por lo que creyeron preferible la aplicación de las reglas generales, esto es, que los juicios sean públicos, sin perjuicio de que las partes soliciten al juez la custodia del proceso, si hubiese temor  de que se extravíe.



	- Sometida a votación la propuesta, se produjo un doble empate. Votaron a favor los HH. Senadores señores Larraín y Otero y en contra los HH. Senadores señores Bitar y Fernández, produciéndose el mismo resultado al repetirse la votación.  En la sesión siguiente, al someterse nuevamente a votación para dirimir la paridad, resultó rechazada por tres votos contra uno. Votaron por la negativa los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Sule y a favor lo hizo el H. Senador señor Otero.





Artículo 195



	Permite impugnar el acto de reconocimiento voluntario por vicios del consentimiento, conforme a las reglas generales, otorgando esta acción al autor del reconocimiento o a sus herederos por un año desde la cesación del vicio.



	El reconocimiento es un acto jurídico, y como tal puede incurrir en causales de nulidad.  De acuerdo al artículo 1691 del Código, la prescripción de la acción de nulidad es de cuatro años, contados desde la celebración del acto o desde que éste cesa, lo que ocurre en caso de que haya mediado fuerza.  La norma, pues, introduce fundamentalmente una sola regla excepcional, cual es la prescripción de corto tiempo.



	Se resolvió darle una redacción más precisa, a fin de regular simplemente el plazo en que prescribe la acción de nulidad del reconocimiento, evitando el uso de la expresión "impugnación", que  podría inducir a errores de interpretación.



	También se eliminó el calificativo de "voluntario" por cuanto el reconocimiento siempre tendrá ese carácter en lo sucesivo; al ser un acto unilateral se prefirió hablar de vicios de la voluntad en lugar de vicios del consentimiento, y, finalmente se precisó el inicio del cómputo del plazo de prescripción, según se trate de la fuerza o de los vicios.



	- Con las modificaciones antedichas, resultó aprobado por unanimidad, al recibir los votos de los HH. Senadores señores Bitar, Fernández, Larraín y Otero.





Artículo 196



	Prescribe que, durante la tramitación del juicio en que se impugne la filiación, el juez podrá adoptar las medidas de protección oportunas sobre la persona y bienes del sometido a la potestad del supuesto padre o madre. Añade que, reclamada judicialmente la filiación, el juez podrá acordar alimentos provisionales de cargo del demandado, y en su caso, adoptar las medidas de protección referidas anteriormente.



	El inciso primero trata de hijos que tienen una filiación determinada, la cual es objeto de impugnación judicial.  Frente a ello, se faculta al juez para decretar las medidas que estime convenientes a fin de proteger la persona y los bienes del pupilo.



	Sin embargo, la Comisión concordó con que las disposiciones actuales bastan para la protección de estos menores, haciendo suyo el parecer de su Presidente en orden a que la jurisdicción conlleva la potestad cautelar y da al juez atribuciones para decretar las medidas que estime conveniente para asegurar el resultado de la acción, lo que se aprecia en el hecho de que las medidas precautorias del Código de Procedimiento Civil no son taxativas, y se contemplan además otras en la Ley de Menores.  Fue de idea de que, al mencionar en este caso en forma expresa esta atribución judicial, puede entenderse que no procede la potestad cautelar sino cuando la ley la señala en forma determinada.



	En cuanto al inciso segundo, que se pone en el caso de que se haya interpuesto reclamación de filiación, se estimó preferible remitir la obtención de alimentos a las reglas generales sobre alimentos provisorios contempladas en el artículo 327 del Código, que permite concederlos si se ofrece fundamento plausible, pero que, además, obliga a la restitución si el demandado obtiene sentencia absolutoria, salvo que que el demandante haya actuado de buena fe, y con fundamento plausible.



	Redactada la norma en esos términos, por razones de sistematización fue ubicada en el párrafo 2, que trata sobre las acciones de reclamación, y figura como artículo 203 en el texto que se propone.



	- Consecuentemente, en forma unánime, se suprimió el inciso primero y el segundo se aprobó con las modificaciones  y el cambio de ubicación ya señalado.Votaron los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Sule.







§ 2. De las acciones de reclamación.



Artículo 197



	Señala que la acción de reclamación de la filiación matrimonial corresponde al hijo, o al padre y a la madre conjuntamente, si ella no resultare de las inscripciones en el Registro Civil.  Agrega que, en el caso de los hijos, la acción deberá entablarse conjuntamente contra el padre y la madre.



	El proyecto recoge el sentido del actual artículo 320 del Código Civil, en orden a que para el padre, la madre y el hijo, la acción de reclamación de la filiación matrimonial es imprescriptible, por lo que no se señala limitación de tiempo para ejercerla.



	La Comisión tuvo en vista que el ejercicio conjunto de la acción por el padre y la madre no considera el caso de viudez, por lo que prefirió contemplar como titulares de la acción al hijo, al padre o la madre indistintamente. 



	No obstante, para cuando el actor sea el hijo, se compartió la idea del proyecto de que debe demandar conjuntamente a ambos progenitores, a fin de evitar posibles colusiones entre uno de los padres y el hijo, en perjuicio del otro cónyuge.



	Ahora bien, si la acción de reclamación matrimonial es ejercida por el padre o la madre, deberá intervenir el otro progenitor en el juicio, toda vez que la Comisión decidió seguir el criterio del actual artículo 317, inciso segundo.



	- Resultó aprobado con las adecuaciones señaladas por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Sule.





Artículo 198



	Establece que la acción de reclamación de la filiación no matrimonial corresponde al hijo en contra de quien considere su padre o madre.  Continúa señalando que el ejercicio de la acción en interés del hijo que sea menor o incapaz, corresponde al padre o a la madre que ejerza la patria potestad o al representante legal del menor o incapaz.



	Siguiendo la lógica del artículo anterior, se consagra de esta forma, asimismo, la imprescriptibilidad de la acción de reclamación de la filiación no matrimonial.



	La Comisión prefirió no señalar que el hijo ejercerá la acción contra "quien considere su padre o su madre", porque semejante atribución la hace todo demandante y es el juez, en su sentencia, quien dilucidará finalmente si existe o no el vínculo que se invoca.



	A diferencia de la filiación matrimonial, se le niega la acción de reclamación a los padres no matrimoniales.  Ello se explica porque pueden reconocer al hijo en cualquier momento, en tanto no se halle inscrita una filiación distinta.



	Este último caso, sin embargo, preocupó a la Comisión, porque, de acuerdo a los artículos 188 y 202 que proponemos, tendrían en efecto la posibilidad de impugnar la filiación existente y reclamar la nueva filiación.



	Pero la acción de impugnación prescribe en un año, salvo cuando se interpone conjuntamente con la de reclamación, y, en la especie, no se reconoce a los padres la calidad de titulares de la acción de reclamación.  De esta forma, si se les vence el plazo de un año que tienen para impugnar, se consolidaría la filiación ya determinada que tiene el hijo.



	Dado que el transcurso del plazo para impugnar no siempre será atribuible al desinterés o desidia de los padres no matrimoniales, ya que puede deberse a acciones delictuales de terceros, catástrofes naturales o diversas otras causas que hayan provocado la separación del  hijo de sus padres, la Comisión estimó apropiado contemplar la posibilidad de que los padres también sean titulares de la acción de reclamación, cuando el hijo tenga determinada una filiación diferente.



	Por otro lado, se simplificó la redacción del inciso segundo, toda vez que se estimó suficiente expresar que el representante legal del hijo incapaz puede ejercer la acción en interés de éste.



	- En la forma antedicha resultó aprobado por unanimidad, con la misma votación anterior.











Artículo 199



	Permite accionar contra los herederos del padre o madre que ha fallecido, dentro del plazo de dos años contados desde el fallecimiento, o desde el conocimiento de las pruebas en que se haya de fundar la demanda.



	Este artículo representa una innovación con respecto al artículo 272 vigente, que exige que la demanda presentada por el hijo natural sea notificada en vida del supuesto padre o madre y los herederos de éstos -por remisión al artículo 318- sólo actúan representándolos cuando fallecen antes de la sentencia.  El proyecto, en cambio, permite que la acción reclamando la filiación matrimonial se dirija contra los herederos del padre o madre fallecido.



	Las señoras representantes del Ejecutivo explicaron que ello se debe a que, a diferencia de lo que ocurre hoy día, en que el reconocimiento, en mayor o menor medida, depende de la voluntad de los padres, el proyecto acepta todas las pruebas legales, entre ellas las pericias biológicas, para acreditar la filiación.  Añadieron que autores como don Manuel Somarriva afirman incluso que, actualmente, podría  entablarse una acción contra los herederos, siempre que persiga patrimoniales y no puramente filiativos.



	La Comisión no compartió las ideas contenidas en este precepto, en orden a admitir en general las demandas contra los herederos del padre o de la madre fallecida, a la duración del plazo ni a la modalidad de cómputo del mismo que se contempla.



	Tuvo presente que el mismo artículo 272, en su inciso final -agregado en 1991 por la ley Nº19.089- permite  que la demanda se notifique a cualquiera de los parientes de la madre, en caso de que el hijo sea póstumo o la madre haya fallecido dentro de los 30 días siguientes al parto sin haberlo reconocido.



	Sobre esa base, decidió conceder la acción de reclamación contra los herederos del padre o madre que haya fallecido antes del nacimiento del hijo o dentro de un determinado término siguiente al parto, que se  amplió a los 180 días posteriores.



	Como plazo para la interposición de la acción se acogió el criterio general que contempla esta iniciativa de establecer un año, contado desde la muerte del padre o madre o desde que el hijo, una vez alcanzada plena capacidad, tome conocimiento de la paternidad o maternidad.



	Desechó la Comisión la referencia de la parte final del artículo al conocimiento de las pruebas en que se haya de fundar la demanda, porque, en virtud de lo ya acordado, a la demanda deberán acompañarse antecedentes suficientes que hagan plausibles los hechos en que se funda, lo que es una situación diferente.



	- Se aprobó por unanimidad en la forma indicada, por los HH. Senadores señores  Hamilton, Larraín y Otero.





Artículo 200



	Regula el inicio, o prosecusión, de la acción correspondiente al hijo fallecido por sus herederos, distinguiendo si murió en la menor edad o siendo incapaz, o habiendo alcanzado la mayoría de edad o plena capacidad.



	La Comisión simplificó la redacción y resolvió aludir sólo a la capacidad o incapacidad, lo que comprende a la mayoría o minoría de edad, que es una de sus causas; redujo de dos años a un año el plazo para accionar, en concordancia con la uniformidad de términos que se ha querido implantar, y sustituyó la referencia al descubrimiento de pruebas por la de tomar conocimiento de la paternidad o maternidad.



	- Con dichas adecuaciones, se aprobó por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Sule.









Artículo 201



	Declara que el ejercicio de la acción de reclamación conforme a los artículos anteriores por el hijo o los padres, supone ejercer las acciones de impugnación de la filiación contradictoria.



	La Comisión coincidió en la necesidad de introducir en esta norma diversas precisiones.



	Ellas están encaminadas a señalar que su ámbito de aplicación se refiere a aquellos casos en que está determinada la filiación de una persona y quiere reclamarse otra distinta; aclarar que la alusión en cuanto a que, en tal evento, el ejercicio de la acción de  reclamación "supone ejercer" la acción de impugnación de la filiación existente implica que ambas deben ejercerse en  forma simultánea, y, por último, concordar esta norma con la circunstancia de que el plazo para impugnar prescribe en un año.



	En cuanto a esta última materia, cabe recordar que, si bien la acción de reclamación es imprescriptible, el hecho de que la de impugnación prescriba en un año haría imposible dar cumplimiento al mandato contenido en esta disposición de interponer ambas simultáneamente, una vez que haya transcurrido ese lapso.  Por ese motivo, se agregó un inciso segundo que, para el caso de que se trata, deja sin aplicación los plazos de prescripción de la acción de impugnación, la que seguirá, en consecuencia, la suerte de la acción de reclamación.



	- Con la nueva redacción, este artículo se aprobó por unanimidad, al recibir con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.





Artículo 202



	Da carácter de base de presunción de paternidad a la convivencia de la madre con el supuesto padre, durante la época de la concepción.



	La Comisión discutió el cambio de la expresión "convivencia"  por "concubinato", que tiene un significado jurídico decantado en la doctrina y la jurisprudencia, en orden a reflejar precisamente una convivencia duradera y estable de dos personas de diferente sexo que hacen vida marital, con todas las apariencias de matrimonio, o sea, lo que se ha llamado una cohabitación o comunidad "de mesa y hogar".



	El H. Senador señor Fernández apuntó que incluso se han reconocido a la concubina ciertos derechos por vía jurisprudencial, principalmente sobre los bienes adquiridos durante esa unión y, por el contrario, la convivencia denota una cohabitación  sin esas características.



	El H. Senador señor Hamilton dejó constancia que, a su juicio, el concubinato es un concepto peyorativo y preferiría hablar de "convivencia", pero dado que es un término adoptado por nuestra legislación, prestó su acuerdo a utilizarlo en reemplazo de este último.



	Se analizó también si el concubinato debía ser notorio o no era necesario exigir este  requisito, y se resolvió no pedirlo, ya que pudiera no estar en conocimiento del círculo social de los interesados, pero no ser por ello menos permanente y entendió que de esta manera se alcanza en mejor medida el propósito de la disposición.

	En relación con las dos referencias a presunciones, teniendo en vista que ellas constituyen un medio de prueba, y que pueden ser legales o judiciales, de acuerdo a los artículo 47 y 1712 del Código Civil, optó por hablar de "supuesto padre" -nomenclatura que el Código emplea en otras disposiciones- y no de "presunto padre".  Al mismo tiempo, también por estas razones de técnica jurídica, se sustituyó la mención de que el concubinato aludido constituirá una base de presunción de paternidad por la de que servirá de base para una presunción judicial de paternidad.

	También juzgó más preciso, para evitar dudas de que se tuviera que examinar la época en que, de hecho, ocurrió la concepción, hacer mención en cambio a la época en ésta "ha podido producirse legalmente", vale decir, a aquella en que se presume de derecho haber  ocurrido, en virtud del artículo 76.



	Por último, teniendo en vista lo dispuesto en el actual artículo 272, inciso cuarto, se complementó esta norma con la advertencia de que no basta, para desechar la demanda, la sola circunstancia de que el supuesto padre probare que la madre cohabitó con otro durante el período legal de la concepción.



	- En la forma antedicha fue aprobado por unanimidad, con la misma votación anterior.

Artículo 203



	Faculta para declarar la filiación que resulte de la posesión notoria de la calidad de hijo respecto de determinada persona, siempre que hubiere sido acreditada debidamente en juicio y no se hubiere desvirtuado por prueba en contrario sobre el nexo biológico.



	La Comisión sustituyó este artículo en concordancia con los criterios adoptados luego de la discusión que se planteó a raíz de la aprobación del artículo 193 -194 del proyecto que proponemos-, en cuanto a realzar el papel que debe jugar en materia de filiación la posesión de estado, que para el hijo puede ser más importante que el vínculo biológico.



	Al respecto, invirtió el orden de prioridad, dando preferencia a la posesión notoria del estado civil de hijo, debidamente acreditada, por sobre la verdad biológica que resulte de las pericias correspondientes, en caso de que sean contradictorias, con la excepción de que medien graves razones que demuestren la inconveniencia para el hijo de aplicar esta regla.  En tal evento, que deberá fluir de hechos probados en la causa, prevalecerán las pericias biológicas.



	De esta forma, velando por el interés del hijo, se consagra el principio general de que la verdad biológica, desprovista de todo lazo psicológico de paternidad o de maternidad, no puede considerarse como fuente última de la filiación e imponerse necesariamente a un hecho afectivo, validado socialmente, como es la posesión de estado consolidada durante cinco años.



	- Fue aprobado en la forma señalada por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.





§ 3. De las acciones de impugnación.



- - -



	La Comisión estimó conveniente introducir un artículo inicial en este párrafo a fin de dar una regla general, indicando que la filiación queda sin efecto por impugnación de la paternidad o maternidad conforme a los preceptos que siguen.



	- Este artículo fue aprobado por unanimidad, por los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



- - -



Artículo 204



	Concede al marido el plazo de un año para ejercitar la acción de impugnación de la paternidad. Este plazo se cuenta desde la inscripción del nacimiento en el Registro Civil, salvo que pruebe que no tuvo conocimiento del parto, en cuyo caso se contará desde el día en que lo supo.  Si el marido falleciere antes de transcurrir el plazo, la acción corresponderá a los herederos, y en general a toda persona a quien la pretendida paternidad del hijo irrogare perjuicio actual, por el tiempo que faltare para completarlo.  En caso de que fallezca el marido sin conocer el parto, el año se contará desde que éste sea conocido.



	Añade que cesará este derecho si el padre hubiera reconocido al hijo como suyo en su testamento o en otro instrumento público.



	La Comisión estimó conveniente, como en otros artículos, mantenerse lo más cerca posible del actual Código Civil, cuyos términos ya tienen un sentido definido en nuestra doctrina y jurisprudencia.



	Por este motivo, se basó en los actuales artículos 183 y 184, que regulan la reclamación del marido contra la legitimidad del hijo concebido por su mujer durante el matrimonio.



	En consecuencia, en lo que concierne al primer inciso, se sigue el artículo 183 vigente, con la ampliación del plazo para accionar de 60 días a un año.  La nueva disposición fija como inicio del cómputo del plazo para impugnar el día en que el marido tuvo conocimiento del parto, presumiendo el conocimiento inmediato si reside en el lugar de nacimiento o, si estaba ausente, tan pronto  se produjo su regreso.  Todo lo anterior, luego de precisar  que la impugnación de la paternidad se refiere tanto al hijo concebido como al nacido durante el matrimonio.  Ello porque, tratándose del hijo que es matrimonial a consecuencia de que sus padres contrajeron matrimonio con posterioridad a su nacimiento, se  aplicarán las reglas de la impugnación de la filiación no matrimonial, que se consultan en el artículo 210 del proyecto que proponemos.



	En lo que atañe a los demás incisos, se sigue el artículo 184 vigente, consultándolos como artículo separado.  De acuerdo a esta norma, si el marido no ha reconocido al hijo y muere antes de conocer el parto o antes de vencido el término para impugnar, la acción corresponderá a sus herederos y en general a toda persona a quien la pretendida paternidad irrogare perjuicio actual, por el mismo plazo o por el tiempo que faltare para completarlo.



	-  Los acuerdos expuestos se tomaron por unanimidad, por los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.



Artículo 205



	Permite al hijo impugnar la paternidad durante el año siguiente a la inscripción del nacimiento, o, si fuere menor o incapaz, desde que alcance la mayoría de edad o la plena capacidad.  En el caso del menor o incapaz, también podrá intentar la acción, en interés del hijo, la madre que ejerza la patria potestad o el representante legal del hijo.





	Este artículo innova en relación a la legislación vigente, pues otorga al hijo la acción de impugnación de la paternidad por sí mismo o a través de su representante legal.





	La Comisión creyó conveniente puntualizar que la disposición se refiere también al hijo matrimonial concebido o nacido durante el matrimonio -de que habla el artículo 207 del texto que proponemos-, por cuanto más adelante se trata del hijo matrimonial nacido antes del matrimonio de sus padres.





	En concordancia con el criterio adoptado respecto del artículo anterior, se fijó también, como día inicial del cómputo del plazo, el del nacimiento del hijo y no el de la inscripción, y, por razones de claridad, se prefirió no hacer referencia a disposiciones contempladas en otro artículo, sino que consignar expresamente las dos reglas aplicables:  durante el año siguiente al reconocimiento, puede impugnar el representante legal del hijo incapaz, en interés de éste, y, además, puede impugnar el hijo, por sí, dentro del año en que haya alcanzado su plena capacidad.



	- Fue aprobado en los términos expuestos, por la misma unanimidad anterior.





Artículo 206



	Otorga acción a los hijos, y a quien tenga interés, para impugnar el reconocimiento que hagan los padres, señalando al efecto el plazo de un año, contado desde que conocieron el acto de reconocimiento.



	En virtud de la mención del reconocimiento, es evidente que la norma regula la impugnación de la filiación no matrimonial.  No obstante ello, se prefirió señalarlo expresamente, lo que, por otra parte, resulta más propio, toda vez que no se impugna el reconocimiento, sino la filiación.



	Asimismo, se amplió el plazo para impugnar de uno a dos años, pese a que el ánimo de la Comisión era uniformar lo más posible los distintos plazos, en consideración a que se mantiene la repudiación, y el hijo dispone de un año para repudiar el reconocimiento.  En esa medida, coexistirían dos institutos de naturaleza diversa, pero destinados a producir similares efectos:  la repudiación, como acto unilateral y extrajudicial del hijo, y la impugnación, como acción judicial que se le confiere, que tendrían un mismo plazo para ser ejercidos.



	Por tal circunstancia, se resolvió conservar el plazo de un año para la repudiación, y señalar, en cambio, para la impugnación  -donde entrarán a jugar los diversos medios de prueba tendientes a acreditar la filiación real- un término más amplio.



	Para el caso de que el hijo fuere incapaz, se contempla una remisión a las reglas del artículo anterior sobre el ejercicio de la acción.



	Por otro lado, se estableció que la acción pasa a los herederos del hijo si éste muere desconociendo el reconocimiento o antes de vencer el plazo para impugnar.  En tales circunstancias, el año o su residuo se contará desde la muerte del hijo.



	La Comisión prefirió distinguir la fecha inicial de cómputo de los plazos según si se trata del hijo, en cuyo caso se considera desde que supo del reconocimiento, o de los terceros.  Respecto de ellos, juzgó equitativo mantener el criterio del Código vigente -artículo 275, inciso segundo, en relación con el artículo 217-, de que se cuente desde que tuvieron interés actual y pudieron hacer valer su derecho.  Se cautela de esta manera la posibilidad de que el reconocimiento se preste para fraudes contra terceros.



	Finalmente, la Comisión resolvió hacer aplicable este artículo para impugnar la filiación matrimonial de los hijos nacidos antes del matrimonio de sus padres, pero, en tal caso, el término de dos años se contará desde que el hijo supo del matrimonio o del reconocimiento que la producen.



	- Se aprobó en forma unánime por los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.





Artículo 207



	Confiere la titularidad de la acción de impugnación de la maternidad a la madre, al marido, o al hijo, la que podrán ejercer dentro del año siguiente a la fecha del nacimiento, y a toda otra persona a quien la aparente maternidad perjudique actualmente en sus derechos, debiendo en este caso accionarse dentro de un año, contado desde el fallecimiento de los supuestos padre o madre.



	En este aspecto la Comisión también prefirió ceñirse en mayor medida a los artículos 293 a 295 del Código Civil, por lo que sustituyó el artículo por otros dos.



	En el primero se permite impugnar la maternidad, dentro del año siguiente al nacimiento -reduciéndose de esta forma el plazo actual de cinco años-, al marido de la supuesta madre y a la misma madre supuesta.  En cambio, pueden impugnarla en cualquier tiempo los verdaderos padre y madre del hijo, o el que pasa por tal, si se reclama conjuntamente la determinación de la auténtica filiación del hijo.  Si sólo se impugna la maternidad, se vuelve a la regla de un año de plazo, pero contado desde que el hijo alcance su plena capacidad. Se recoge de esta última forma el contenido del actual artículo 320 y del artículo 202 que proponemos, en orden a establecer la imprescriptibilidad de la acción de impugnación, siempre que se reclame conjuntamente la determinación de la auténtica filiación del hijo verdadero o supuesto.



	Atendido que puede resultar exiguo  un año, puesto que las suplantaciones y fraudes de partos no siempre serán descubiertos en breve, se incorporó la posibilidad de reabrir ese plazo si aparecen hechos incompatibles con la maternidad putativa, en los términos que contempla el actual artículo 294, inciso final.



	El segundo artículo, basado en el actual artículo 295, otorga la acción de impugnación a toda persona a quien la maternidad aparente perjudique actualmente en sus derechos hereditarios sobre la herencia abintestato o testada de los supuestos padre o madre, siempre que no exista posesión de estado. Agrega que esta acción expirará dentro de un año, contado desde el fallecimiento de dichos padre o madre.



	Se ha estimado necesario precisar que, en esta hipótesis, el demandado podrá excepcionarse probando la posesión de estado, debido al lapso de vigencia de la acción, que puede ser prolongado, si se considera que el año se cuenta desde el fallecimiento del padre o madre, lo que puede suceder con mucha posterioridad al nacimiento del supuesto hijo.  Cabe apuntar que, si bien se amplió el plazo actual, que es de 60 días, hoy se cuenta desde que el actor sabe el fallecimiento, y no desde que ocurre.



	- Con los cambios antedichos resultó aprobado por unanimidad, con la misma votación anterior.



- - -





Artículo 208



	Prescribe que, en el caso de los artículos anteriores, si el hijo fuere menor de edad o incapaz, el plazo se contará desde que alcance la mayoría de edad o la plena capacidad. Agrega que la acción en interés del hijo que sea menor o incapaz, corresponde al padre o a la madre que ejerza la patria potestad o al representante legal del menor incapaz, en el plazo de un año contado desde que conozca el acto de reconocimiento.



	La Comisión resolvió suprimir este artículo por cuanto se halla subsumido en los anteriores, que tratan cada una de las acciones en particular.



	- El acuerdo se adoptó por unanimidad, con votación idéntica a la ya expresada.



- - - 





	La Comisión estimó conveniente incluir dos artículos nuevos al final de este párrafo.



	Con el primero se asegura el respeto de la cosa juzgada, disponiendo la imposibilidad de impugnar la filiación determinada por sentencia firme, sin perjuicio de la posibilidad de recurrir de revisión -en general, interponer los recursos legales extraordinarios que puedan proceder en su contra-, y del derecho de los padres o del hijo a pedir que se determine la filiación, no obstante haberse dictado fallos entre otras personas, que establece el  artículo 320.



	Con el segundo se dispone de un modo general el acceso a las sentencias que establezcan la filiación o que den lugar a su impugnación, ordenando subinscribirlas al margen de la inscripción de nacimiento del hijo, de forma tal que no se cause perjuicio a los derechos de terceros de buena fe adquiridos antes de la subinscripción.



	- Ambos artículos se aprobaron en forma unánime, por los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



- - -







Título IX

DE LA PATRIA POTESTAD



§ 1. Reglas generales.



Artículo 209



	Define la patria potestad como el conjunto de derechos y deberes que corresponden al padre y a la madre en relación con la persona y sobre los bienes del hijo mientras sea menor de edad y no se haya emancipado. Añade que la patria potestad se ejercerá también sobre los derechos eventuales del hijo que está en el vientre materno, si naciere vivo.



	La disposición vigente -artículo 240 del Código Civil- concibe la patria potestad como el conjunto de derechos que la ley da al padre o madre legítimos sobre los bienes de sus hijos no emancipados y declara que se ejerce también respecto de los derechos eventuales del hijo que está en el vientre y que, si naciere vivo, se presumiría legítimo.  Entre otras disposiciones, establece que estos derechos pertenecerán a la madre sólo en defecto del padre.



- - -



	Al respecto, hizo presente la señora Ministro Directora del Servicio Nacional de la Mujer que las principales modificaciones que se plantean en el proyecto de ley recaen sobre tres

aspectos:

	a)  La patria potestad, ahora reservada a los hijos legítimos, se extiende a todos los hijos, sin atender al origen de su filiación.  Con ello se cumple una vieja aspiración de la doctrina nacional que, sin siquiera pensar en reclamar una total igualdad para los hijos, consideraba conveniente extender el ámbito de aplicación de esta institución a los hijos naturales, especialmente por lo engorroso y artificial que resulta gestionar la designación del padre o madre natural como tutor o curador del hijo.



	b)  Se amplía, además, el concepto de patria potestad en el sentido de entender comprendida en ella también la autoridad paterna y los demás aspectos personales propios de la relación filial, como son el deber de velar por la crianza y educación de los hijos.  De esta manera se acoge la tendencia mayoritaria en el derecho comparado.



	c)  Siguiendo también la inclinación del derecho comparado, la madre deja de tener un rol subsidiario y pasa a ejercer la patria potestad conjuntamente con el padre.  En términos generales, el mecanismo utilizado es que se presume que los actos realizados por uno de ellos cuentan con el consentimiento del otro, salvo aquellos en que se necesita autorización judicial, pues en tal caso es necesario el acuerdo expreso del otro, o en caso de mediar expresa oposición de parte de uno de los padres.



	La Comisión estuvo de acuerdo con el primero de esos planteamientos, que no viene a ser sino una aplicación del criterio igualitario entre los hijos, cualquiera sea su filiación.



	Los dos puntos siguientes, en cambio, generaron un amplio debate en su seno.



	La fusión de los actuales conceptos de autoridad paterna, concerniente a la relación personal entre los padres y el hijo, y de patria potestad, que denota la relación de orden patrimonial entre ellos, en este último, no fue compartida en definitiva por la mayoría de la Comisión, integrada por los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.



	Sostuvieron estos HH. señores Senadores que la distinción entre ambas instituciones que establece el Código Civil responde a la conveniencia de utilizar criterios y normas particulares para los aspectos pecuniarios y los de orden personal.  Este sistema tiene en nuestro país  un cúmulo de doctrina y jurisprudencia que ha funcionado satisfactoriamente y se verá afectada al unir la autoridad paterna y la patria potestad, sin que existan motivos poderosos para hacerlo, puesto que lo medular consiste en los derechos y obligaciones que median entre padres e hijos.  En tal sentido, conservar separadas las dos instituciones en nada afecta a la esencia de este proyecto de ley, más aún cuando, en lo que respecta a la patria potestad tal como se encuentra concebida hoy día, debe tenerse  presente que sus reglas en la práctica son de aplicación excepcional, puesto que lo normal es que los hijos no emancipados carezcan de bienes.



	Agregaron que no divisaban razones suficientes para fusionar regímenes normativos que se complementan en forma adecuada, sobre todo porque consideraron que la unión de ambas instituciones no se encuentra técnicamente bien lograda en el proyecto de ley.  De hecho, como se plantea en éste, los efectos personales trascienden la patria potestad, puesto que se extinguen por causales distintas y pueden subsistir a pesar de la emancipación del hijo, lo que deja en evidencia que no son simples consecuencias de la patria potestad.



	La minoría de la Comisión, compuesta por los HH. Senadores señora Carrera y señor Hamilton, respaldaron la unificación de la patria potestad y de la autoridad paterna, afirmando que responde a una opinión extendida en la doctrina y recogida en diversos instrumentos internacionales, sin perjuicio de aceptar la necesidad de que la ley se haga cargo de casos como la separación  de los padres.  Estimaron que esta homologación de nuestra legislación al criterio que prevalece en el mundo occidental, además, fortalecería el vínculo entre ambos padres, al asignarles una misma responsabilidad en los aspectos personales y patrimoniales de los hijos, disminuyendo la brecha real que existe entre ambos, como demuestra el hecho de que más de la tercera parte de los chilenos nace fuera del matrimonio, y que la mujer es la jefe de hogar en la cuarta parte de las familias chilenas. 



	- Puesta en  votación la idea de refundir en la patria potestad los derechos y deberes de los padres respecto de sus hijos, tanto en el ámbito personal como patrimonial, fue rechazada por tres votos contra dos.  Votaron en contra los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, y a favor los HH. Senadores señora Carrera y señor Hamilton.



	- Con la votación inversa, se aprobó la idea de mantener la regulación separada de ambas instituciones, adecuando la nomenclatura a fin de dividir el Título IX que el proyecto  propone para el Código en dos Títulos.  En tal virtud, manteniendo la estructura vigente, el Título IX del proyecto que sugerimos trata de los derechos y obligaciones entre los padres y los hijos y el Título X de la patria potestad, respectivamente.



	A continuación, la Comisión estudió la conveniencia de que la patria potestad sea ejercida conjuntamente por los padres.



	Respecto de esta materia, coincidieron los HH. señores integrantes de la Comisión en estimar preferible que quede radicada en uno solo de ellos.



	Consideraron, al efecto, que obraban en favor de esta fórmula razones de eficiencia -ya que la administración conjunta genera mayores trabas-, y de seguridad jurídica para los terceros, lo que la hace más apropiada desde el punto de vista de la protección de los intereses del hijo.



	Fueron de parecer de que la presunción de consentimiento de uno de los padres frente a los actos del otro, salvo, entre otros motivos, cuando medie oposición manifestada antes del perfeccionamiento del acto, pone a los terceros en una situación de inseguridad que los llevaría a exigir en todos los casos el consentimiento expreso de ambos padres.  Por otra parte, el ejercicio conjunto de la administración de los bienes del hijo no es congruente con el régimen económico matrimonial común en nuestro Derecho, que es el de sociedad conyugal, en el cual no se contempla una cogestión, sino una administración por parte de uno solo de los cónyuges, que corresponde en forma ordinaria al marido y extraordinaria a la mujer.



	Añadieron algunos de los HH. señores integrantes de la Comisión que, aunque no tenían inconvenientes en estudiar más a fondo el mecanismo de ejercicio conjunto de la patria potestad y de autorizaciones presuntas recíprocas, el principal reparo que les merecía consiste en que cada desacuerdo tenga que llevarse ante los tribunales para que lo dirima el juez.  Ello importaría  permanentes litigios en caso de discrepancias frencuentes, lo que juzgaron a todas luces inapropiado, tanto para la convivencia familiar como para el funcionamiento de los tribunales.  Si bien podría salvarse dando carácter de presunción de derecho, y no simplemente legal, al consentimiento del padre o de la madre que no ejecuta o celebra el acto, las consecuencias de esa presunción podrían generar otra serie de problemas, quizás aún mayores.



	- La Comisión, integrada por los HH. Senadores señora Carrera y señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero, acogió la idea de que el ejercicio de la patria potestad no sea conjunto, sino que recaiga en uno de los padres .



	Simultáneamente, se declaró partidaria de estudiar una fórmula para que, en lo posible, la patria potestad y la autoridad paterna sean ejercidas por una misma persona, dando un papel predominante en estas materias al acuerdo que se logre entre el padre y la madre.



- - - 





	De acuerdo a los criterios adoptados, se  dio una nueva redacción al artículo 209 -que pasa a ser 236-, definiendo la patria potestad como el conjunto de derechos y deberes del padre o de la madre sobre los bienes de sus hijos no emancipados.



	En ese concepto, la agregación de la referencia a los deberes que involucra la patria potestad a la sola mención de los derechos que contempla el texto vigente, pone énfasis en que el ejercicio de la patria potestad cede en beneficio del hijo.  La disyuntiva entre el padre y la madre como sus titulares da cuenta del criterio adoptado por la Comisión  en orden a desechar el ejercicio conjunto  de la patria potestad, y las reglas que más adelante  se consignan determinarán, de entre  ellos, la persona a quien le corresponderá.  Se mantuvo la mención del Código vigente a los "hijos no emancipados", por ser redundante la adición que proponía  el proyecto en relación con la minoría de edad, toda vez que la mayor edad produce la emancipación del hijo.



	En el inciso segundo, a similitud de la norma existente, se extiende la patria potestad a los derechos eventuales del hijo que está por nacer.  Se eliminó la condición que aparecía en el proyecto de que nazca vivo, que era consecuencia de una traslación errónea del texto vigente  -puesto que la patria potestad de todas formas debe ejercerse, y son válidas las actuaciones del padre o madre, aunque no naciere vivo el hijo- que incluye esta frase para condicionar la patria potestad a la legitimidad del hijo, indispensable para ejercerla en el contexto actual, pero que carece de sentido en el proyecto de ley, al extenderse a los hijos no matrimoniales.



	La Comisión prefirió, eso sí, emplear la expresión "del hijo que está por nacer" en lugar "del hijo que está en el vientre", para hacerla más amplia y comprensiva, incluso, de situaciones en las que la concepción no se haya producido en el vientre materno.



	- Sometido a votación en la forma indicada, resultó aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.





Artículo 210



	Establece que la patria potestad se ejercerá siempre en beneficio de los hijos y comprende los siguientes deberes y facultades: cuidarlos, alimentarlos y educarlos; administrar sus bienes; el derecho legal de goce sobre sus bienes y su representación judicial y extrajudicial.  Advierte que el padre o la madre, aunque no ejerzan la patria potestad, conservan los deberes y facultades de cuidar, alimentar y educar a los hijos. Señala finalmente que, si los hijos tuvieren suficiente juicio y discernimiento, deberán ser oídos siempre antes de adoptar decisiones que los afecten.



	La Comisión consideró que no se justificaba la enumeración de deberes y facultades, porque más adelante se tratan en forma separada, y, en lo que concierne a los mencionados en primer lugar, se regulan  en el Título especial relativo a los deberes y derechos entre los padres y los hijos.



	Por otro lado, si bien coincidió con el propósito que inspira el mandato de oir a los hijos antes de adoptar decisiones que los afecten, estimó que, en los términos en que se plantea, cuales son de oírlos siempre, y sin prever la forma en que constará ese hecho, la norma generaría incertidumbre en los terceros contratantes, ya que no podrían tener certeza sobre la existencia de suficiente juicio y discernimiento en el hijo, ni sabrían si fue escuchado, única forma de evitar cualquier duda sobre los efectos que esa omisión acarrearía sobre la validez del contrato.



	- Por las consideraciones antedichas la Comisión resolvió, por unanimidad, suprimir el artículo. Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero.





Artículo 211



	Sanciona al padre o madre con la exclusión de la patria potestad y de todos los derechos que por el ministerio de la ley se le confieren respecto del hijo o de sus descendientes o en sus derechos hereditarios, cuando la filiación haya sido judicialmente determinada contra su oposición.  Consulta el término de estas restricciones por determinación del representante legal del hijo aprobada judicialmente, o por voluntad del propio hijo, una vez alcanzada la plena capacidad.



	Por último, deja siempre a salvo las obligaciones de cuidar de los hijos y de prestarles alimentos.



	La Comisión estimó que la ubicación más adecuada para este artículo es en el  párrafo 1º del nuevo Título VIII, que contiene las reglas generales aplicables a las acciones de filiación, por cuanto la sanción que contempla es una consecuencia directa de la reacción procesal del padre  o madre demandado frente al ejercicio de estas acciones.



	Junto con adoptar este acuerdo de forma -en virtud del cual se ha consultado la norma como artículo 197-, le introdujo diversas modificaciones.



	Estuvo de acuerdo la Comisión con privar de todo derecho al padre o a la madre que tuvo que ser forzado a asumir sus responsabilidades, no sólo por el hecho de haber sido llevado ante los tribunales, sino que por excepcionarse frente a la demanda y obligar al hijo a accionar hasta la dictación de la sentencia de término que declaró la efectividad de la filiación invocada.  Para evitar la incertidumbre sobre la procedencia de los efectos previstos en esta norma y cautelar la necesaria seguridad jurídica de los terceros, se convino en que el juez deberá consignar esta circunstancia en la sentencia que determine la filiación, y de ello se dejará constancia en la  subinscripción del fallo que deberá practicarse al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.



	La sanción se precisó, estableciendo que la privación de derechos comprende a todos aquellos que, por el ministerio de la ley, se le confieren tanto sobre la persona como sobre los bienes del hijo o de los descendientes que éste tenga.  Pese a estos amplios términos, se prefirió señalar expresamente que queda incluida la patria potestad para evitar posibles dudas, toda vez que queda definida en el proyecto que proponemos como un conjunto de derechos  "y deberes", y el hecho de que, de acuerdo a algunos autores, no es un derecho, sino una carga o potestad.



	La salvedad que hace el artículo en cuanto a que quedan a salvo las obligaciones de cuidar a los hijos y prestarles alimentos se complementó, diciéndose en general que el padre o madre privado de derechos conserva, en cambio, todas sus obligaciones legales, cuyo cumplimiento vaya en beneficio del hijo o de sus descendientes.



	Finalmente, se restringió únicamente al hijo, una vez alcanzada su plena capacidad, la posibilidad de restablecer a su padre o madre  los derechos de los que está privado.  El restablecimiento necesariamente debe ser total, entendiendo por tal a todos los derechos que subsistan, porque, al ser el hijo mayor de edad, habrá algunos que ya no se pueden ejercer.



	Siguiendo el sistema de publicidad establecido para la protección de los terceros, esta restitución de derechos producirá efectos desde la subinscripción del acto que la contiene al margen de la inscripción de nacimiento del hijo, y, por razones de seguridad jurídica, se prohibe la revocación de ese acto de restablecimiento.  Por los mismos criterios, se descartó la posibilidad de aceptar expresiones tácitas de voluntad del hijo en este sentido, exigiendo que conste en escritura pública o testamento.



	- Los acuerdos fueron adoptados por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Sule.





Artículo 212



	Consagra el ejercicio conjunto de la patria potestad por el padre y la madre, estableciendo como regla general la presunción de consentimiento de uno para los actos realizados por el otro, y la resolución judicial de los desacuerdos.



	Admite además el ejercicio excepcional de la patria potestad por uno solo de los padres en virtud de resolución judicial, muerte de uno de ellos o suspensión de la patria potestad respecto de quien la ejerza. 



	Como se expresó al comenzar el estudio de este Título, la Comisión no estuvo de acuerdo con el ejercicio conjunto de la patria potestad por parte de ambos padres y las presunciones de consentimiento, ni con la intervención del juez para resolver los desacuerdos.



	Por ello, si bien convino en que podría mejorarse la fórmula para el segundo informe, decidió entregar a los padres la facultad de decidir quién de ellos ejercerá la patria potestad, mediante escritura pública o instrumento privado autorizado ante Notario, que se subinscribirá al margen de la inscripción de nacimiento del hijo dentro de los treinta días siguientes a su expedición.



	En caso de que no haya acuerdo entre los padres, o si varían las circunstancias que se tuvieron en vista para alcanzar el acuerdo, el juez -a petición de uno de los padres o de cualquier tercero interesado- resolverá sobre aquél de los padres que ejercerá la patria potestad, debiéndose subinscribir asimismo la resolución una vez ejecutoriada.  Por último, en defecto del padre o madre que tiene la patria potestad, le corresponderá ejercerla al otro.



	- El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.





Artículo 213



	Señala que, si los padres viven separados, la patria potestad corresponderá a aquel que ejerza legalmente la tuición.  Permite, sin embargo, que el juez, a solicitud fundada del otro y en interés del hijo, atribuya al solicitante la patria potestad para que la ejerza conjuntamente con quien la tenga, o distribuya entre el padre y la madre las funciones inherentes a su ejercicio.



	La Comisión coincidió con la regla general de que, en caso de separación de los padres, sea uno solo el que tenga a su cargo el cuidado personal del hijo -expresión que prefirió usar en lugar de tuición, por corresponder al lenguaje utilizado por el Código- y la patria potestad.  Para efectos de claridad, hizo referencia expresa al artículo en que se da normas para determinar aquel de los padres que tendrá el cuidado personal del hijo.



	Aceptó también la posibilidad de alterar esa radicación del ejercicio de la patria potestad, pero no sólo por resolución judicial  -que debe estar fundada en el interés del hijo-, sino por el propio acuerdo de los padres.  Aunque le mereció dudas la conveniencia de que ese acuerdo sea parcial, esto es, se refiera sólo a alguno de los derechos y deberes de la patria potestad y no a todos, no estimó apropiado restringir en la ley el alcance del acuerdo o la sentencia judicial, toda vez que los padres o el tribunal estarán en mejores condiciones para apreciar las circunstancias de hecho concurrentes.  Tanto el acuerdo entre los padres como la resolución judicial, en su caso, deberán subinscribirse al margen de la inscripción de nacimiento del hijo, en la forma que se contempla en el artículo anterior.



	- Se aprobó con la misma unanimidad  recién señalada.



- - -



	Resolvió la Comisión, acto seguido, agregar un artículo nuevo -239 del texto que proponemos-, que  se pone en el caso de que exista una subinscripción relativa al ejercicio de la patria potestad que no haya sido cancelada.



	Al respecto, se dispone que, mientras ella no se cancele, todo nuevo acuerdo o resolución será inoponible a terceros, lo que impide fraudes y permite a los terceros estarse al mérito de la certificación del Registro Civil.



	Incorporó también otro artículo -que lleva el número 240 en el proyecto que adjuntamos-, en virtud del cual las normas anteriores sobre determinación de quien ejercerá la patria potestad se aplican con independencia del régimen de bienes que pueda existir entre los padres. Esto, para precaver los problemas de interpretación que podría causar el hecho de que corresponda ejercerla a una mujer casada bajo régimen de sociedad conyugal.



	- Ambos artículos resultaron aprobados por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín, Hamilton y Sule.



- - -





Artículo 214



	Contempla la designación de un tutor o curador para el hijo cuando la filiación ha sido judicialmente establecida contra la oposición de ambos padres.



	La Comisión estimó necesaria esta regla, que hace referencia a la situación normada en el artículo 197 del texto que proponemos, y aclaró su redacción.  Agregó, por otra parte, los casos del hijo cuyos padres no tengan derecho a ejercer la patria potestad y del que no tenga filiación determinada respecto del padre ni de la madre.



	- Se aprobó en forma unánime por los HH. señores Senadores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



- - -



	La Comisión  insertó en seguida un nuevo artículo -que lleva el número 242 en el texto que ha preparado-, con el fin de adaptar la norma que el actual artículo 241 da para la legitimación, a la determinación posterior de la filiación.



	El precepto en cuestión indica que la determinación legal de la paternidad o maternidad pone fin a la guarda en que se hallare el hijo menor de edad, y da al padre o a la madre -según corresponda- la patria potestad sobre sus bienes.



	- Fue aprobado con la misma votación anterior.



- - -





Artículo 215



	Manifiesta que el padre y la madre, aunque no ejerzan la patria potestad, tienen derecho a relacionarse con sus hijos menores, a tener con ellos una adecuada comunicación y a  supervisar su educación. En caso de desacuerdo, el juez decidirá lo más conveniente para el interés del hijo.



	Se distinguen en este artículo dos temas diferentes, a saber, por una parte, el derecho de los padres a a relacionarse con sus hijos y tener con ellos una adecuada comunicación, y por otra parte, el derecho a supervisar su educación.



	Ambos se relacionan con materias de naturaleza distinta, que el Código trata hoy en el artículo 227, concerniente al denominado "derecho de visitas" del padre o madre que no tiene el cuidado personal del hijo, y en el artículo 235, inciso primero, relativo a la dirección de la educación del hijo.  Consideraron apropiado los HH. señores Senadores integrantes de la Comisión mantener ese  tratamiento separado, que, además, ubica a ambos preceptos en el Título destinado a los derechos y obligaciones entre los padres y los hijos, sin perjuicio de revisar el fondo de las disposiciones vigentes.



	En primer lugar, en lo que respecta al vínculo personal entre padres e hijos, la Comisión coincidió en establecer, no sólo como un derecho, sino como un deber de los padres, el de mantener con sus hijos una relación directa y regular, aunque no tengan el cuidado personal de ellos.  Se eliminó el concepto actual de "visitas", que se ha prestado para limitar en algunos casos esta comunicación, tanto en cuanto a su sustancia como a la forma en que puede ejercerse.  La entrega al tribunal de la determinación de la frecuencia y libertad que ha de mantenerse esta relación -siempre dentro del marco de que ella sea "directa" con el hijo y efectuada con periodicidad "regular"- se mantuvo, pero sólo en defecto de acuerdo con quien tiene a su cargo el cuidado personal del hijo.  Se acotaron, además, en relación con la norma vigente, las ahora extensas atribuciones del tribunal, en el sentido de que esa frecuencia y libertad será la que el juez estime conveniente "para el hijo", y que la comunicación entre el padre o la madre y el hijo sólo se suspenderá o restringirá cuando perjudique el bienestar de este último en forma manifiesta, declaración que el tribunal deberá hacer en resolución fundada.



	En lo que dice relación con la educación, estuvo de acuerdo la Comisión en que no puede entenderse que a los padres sólo les corresponde "supervisarla", como expresa el proyecto, que parece entenderla en el restrigido concepto de la educación formal que imparten los establecimientos de enseñanza.  Por el contrario, tienen el deber y el derecho de educar a su hijo.  Este compromiso con la educación está consagrado categóricamente en el artículo 19, Nº 10, inciso tercero, de la Constitución Política, el cual manifiesta que "los padres tienen el derecho preferente y el deber de educar a sus hijos".



	A la luz del inciso segundo del mismo texto contitucional, se decidió puntualizar que la finalidad de este derecho y deber es orientar a los hijos hacia su pleno desarrollo en las distintas etapas de su vida, concepto que, además, se ciñe en mejor medida a las disposiciones de la Convención sobre Derechos del Niño.



	- De acuerdo a las consideraciones anteriores, la Comisión, por unanimidad, separó las materias contenidas en el artículo 215, en dos artículos distintos, que aprobó en los términos descritos, con los números 222 y 229 del texto que se propone en este informe. Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.





§ 2. De los derechos y obligaciones entre los padres y los hijos





- - -



	Este párrafo 2º pasó a ser Título IX en el proyecto que proponemos, a raíz del acuerdo adoptado en orden a mantener separadas la patria potestad y la autoridad paterna.



- - -





Artículo 216



	Establece que los hijos deben respeto y obediencia a sus padres.



	Este precepto elimina la parte final del artículo 219 vigente, que deja a los hijos especialmente sometidos a su padre.



	- Fue aprobado con la misma votación anterior.





Artículo 217



	Obliga al hijo, aún emancipado, a cuidar de sus padres y demás ascendientes en la ancianidad, en el estado de demencia o en cualquier otra circunstancia en que necesiten auxilio.



	El artículo, sobre la base de los actuales artículos 220 y 221, hace extensivo este deber del hijo a los ascendientes no matrimoniales, y elimina la subsidiaridad respecto de los ascendientes que establece la legislación vigente sólo para el caso de inexistencia o insuficiencia de los inmediatos descendientes.



	La Comisión decidió seguir las disposiciones en vigor, aceptando sólo extenderlas a todos los ascendientes, sin distinguir entre matrimoniales y no matrimoniales.

	- Se resolvió su aprobación por unanimidad, al recibirse una votación idéntica a la anterior.





Artículo 218



	Confía a ambos padres, o al padre o madre sobreviviente, el cuidado personal y la crianza y educación de sus hijos.



	Este artículo es igual al actual artículo 222, con dos salvedades: que no habla del "cuidado personal de la crianza" del hijo, sino que distingue entre el cuidado personal y la crianza, y que elimina el calificativo de hijos "legítimos".



	La Comisión acogió el último de estos cambios, pero no el primero, por considerar que no estamos en presencia de dos nociones diferentes, sino que de un mismo concepto, por cuanto el cuidado dice relación con la crianza.



	- La Comisión lo aprobó por unanimidad, en la forma expresada, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.







Artículo 219



	Señala que, si los padres viven separados, a falta de acuerdo, corresponde a la madre el cuidado personal de los hijos menores, salvo que el juez decida otra cosa por motivos convenientes para los hijos.



	La Comisión fue de parecer que debe privilegiarse el acuerdo, el que debe constar por escrito y reunir las mismas formalidades que el acuerdo sobre la patria potestad.  O sea, escritura pública o instrumento privado autorizado por un notario público, subinscrito al margen de la inscripción de nacimiento del menor, dentro del plazo de treinta días desde su expedición.



	A falta de acuerdo, sea porque no existe o porque no consta en la forma señalada, la madre tendrá el cuidado personal de los hijos menores.  La radicación legal del cuidado de los hijos, si no hay acuerdo, evita numerosas dificultades y responde a la práctica, que demuestra que lo más frecuente es que sea la madre la que lo asuma cuando los padres no viven juntos. Con todo, se radica el cuidado en el padre no matrimonial que ha reconocido al hijo como suyo, cuando no lo ha hecho la madre.  Parece de toda justicia que, si solamente él ha reconocido al hijo, no se le exija recurrir al juez para este efecto.



	Como última regla en esta materia, la Comisión decidió contemplar la posibilidad de revisión judicial del acuerdo de los padres o de la radicación en la madre del cuidado personal.  Discrepó, sin embargo, de la facultad que le concede el proyecto de decidir de otro modo por motivos convenientes para los hijos, teniendo especialmente en vista lo dispuesto en el artículo 9º de la Convención de los Derechos del Niño, que establece el derecho del niño a no ser separado de sus padres.  La facultad del tribunal para alterar el cuidado personal del hijo quedó circunscrita, por consiguiente, a que el interés del hijo lo haga indispensable, sea por maltrato descuido u otra causa grave, y simplemente habilita al juez para entregar su cuidado personal al otro de los padres.



	Las situaciones más extremas, en que ambos padres debieran ser privados del cuidado de sus hijos, quedan regladas en el artículo siguiente.



	-Sometido a votación en la forma antedicha, resultó aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.





Artículo 220



	Faculta al juez para que, en caso de inhabilidad física o moral de ambos padres, entregue el cuidado personal del hijo a otras personas competentes, prefiriendo a los consanguíneos más próximos.



	Este artículo corresponde al actual artículo 225, del cual reproduce su inciso primero; en el inciso segundo mantiene la preferencia a los parientes consanguíneos más próximos pero elimina la prioridad que se daba a los ascendientes legítimos, y no considera el inciso tercero, que hace referencia a la aplicación de este artículo y el anterior a los casos de nulidad de matrimonio, por cuanto el artículo precedente del proyecto soluciona cualquier situación de separación de los padres.



	La Comisión aceptó esta disposición, pero restableciendo la prioridad de los ascendientes de los padres para asumir el cuidado personal de los hijos de éstos.



	- Resultó aprobado por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Larraín.





Artículo 221



	Dispone que el juez procederá en los asuntos relativos al cuidado personal de los hijos breve y sumariamente, oyendo a los hijos y demás parientes.





	La Comisión, además de cambios de redacción, estimó conveniente especificar que estas sentencias deben subinscribirse al margen de la inscripción de nacimiento del hijo, dentro del plazo de 30 días desde que se encuentren ejecutoriadas.



	- En la forma señalada fue aprobado por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.



- - -





	La Comisión intercaló a continuación un artículo nuevo, que recoge la idea contenida en el actual artículo 278 inciso segundo, en el sentido de que la persona casada a quien corresponda el cuidado personal de un hijo no matrimonial, no podrá tenerlo en el hogar común, sin el consentimiento de su cónyuge.





	- Se aprobó por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.





- - -







Artículo 222



	Hace recaer los gastos de crianza y educación de los hijos en la sociedad conyugal, y si no la hubiere, en ambos padres, en proporción a las fuerzas de sus patrimonios.  Muerto uno de los padres, estos gastos tocarán al sobreviviente.



	La disposición suprime, en forma injustificada a juicio de la Comisión, la mención a los gastos de establecimiento del hijo, que el artículo 228 vigente también hace recaer sobre la sociedad conyugal.  Ello, además, se contradice con el artículo 1.740 Nº5, que obliga a la sociedad conyugal al pago de los gastos de establecimiento de los descendientes comunes, y de toda otra carga de familia, mirándose por carga de familia los alimentos que uno de los cónyuges esté por ley obligado a dar a sus descendientes o ascendientes, aunque no lo sean de ambos cónyuges.



	La Comisión decidió reincorporar esta idea de que los gastos de establecimiento son de cargo de la sociedad conyugal, e introdujo, además, algunos cambios de redacción.



	- En los términos expresados fue aprobado por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Sule.







Artículo 223



	Permite sacar los gastos mencionados en el artículo anterior de los bienes propios del hijo, conservándose íntegros los capitales en cuanto sea posible.



	La Comisión prefirió mantener la redacción del inciso tercero del artículo 228 vigente, que diferencia entre los gastos de establecimiento, y los de crianza y educación.



	- En la forma antedicha resultó aprobado por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.





Artículo 224



	Manifiesta que la obligación de alimentar y educar al hijo que carece de bienes, pasa, por la falta o insuficiencia de los padres, a los abuelos por una y otra línea, conjuntamente.



	El texto actual -artículo 231, inciso primero- restringe esta obligación a los abuelos legítimos, por lo que la innovación se vincula con la idea de igualdad de los hijos en cuanto a  sus relaciones de familia.



	- Resultó aprobado por unanimidad, con un cambio formal, y la misma votación anterior.









Artículo 225



	Encomienda al juez regular la contribución a los gastos mencionados en los artículos anteriores, si no hubiera acuerdo entre los obligados.



	- Se aprobó en forma unánime con cambios de redacción, al registrarse idéntica votación a la ya aludida.







Artículo 226



	Establece la facultad de los padres para corregir a sus hijos, excluyendo de ella los malos tratos, castigos o actos que los lesionen o menoscaben física o síquicamente, y obliga a los jueces a resguardar a los menores de correcciones excesivas.  Permite a los padres recurrir al juez de menores para que determine sobre la vida futura del menor por el tiempo que estimare conveniente, hasta que éste alcance la mayoría de edad. Finalmente, señala que estas resoluciones no se podrán modificar por la sola voluntad de los padres.



	La Comisión hizo suya la supresión de la actual atribución de los padres consistente en "castigar moderadamente a los hijos", de forma que subsista sólo, en esta materia, la de corregirlos, lo que se conforma a la Convención de los Derechos del Niño.



	No obstante, atendida la diversa naturaleza jurídica de ambas atribuciones, consideró necesario introducir ajustes en la redacción, que no diferencia suficientemente las conductas constitutivas de la corrección con las ahora excluídas del castigo.



	Por otro lado, las facultades del tribunal en esta materia se concordaron con las que tiene en virtud de la Ley de Menores, de acuerdo con las modificaciones introducidas en virtud de las leyes Nºs. 19.324 y 19.327, y de la Ley Nº 19.325, sobre actos de violencia intrafamiliar.



	En tal virtud, se expresa que los padres deben ejercer su facultad de corrección cuidando de no menoscabar la salud física o psíquica del hijo, y, si se produjese tal menoscabo o se temiese fundadamente que ocurra, el juez decretará medidas en resguardo del hijo, sin perjuicio de las sanciones que procediere aplicar.



	En los dos incisos finales, que corresponden a los incisos segundo y tercero del artículo 233 vigente, relativos a que el juez, a petición de los padres, puede determinar sobre la vida futura del hijo por el tiempo que estime conveniente, y a que las resoluciones judiciales no pueden ser dejadas sin efecto por la sola voluntad de los padres, se introdujeron solamente modificaciones formales.



	- En los términos descritos, el artículo fue aprobado por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.



- - -





	Acto seguido, la Comisión acordó la inclusión de dos artículos nuevos, destinados a mantener disposiciones contempladas hoy en el Código Civil.



	El primero de ellos -artículo 228 del texto que proponemos- recoge el actual artículo 234, entregando la atribución de corregir a los menores también a las personas a quienes corresponda su cuidado personal, sea por ausencia, inhabilidad o muerte de los padres.



	La Comisión entendió que la crianza y educación de un menor implica necesariamente corregir su conducta, por lo que estimó conveniente entregársela también a las demás personas que tengan sobre sí la obligación de su cuidado personal, con las limitaciones introducidas para prevenir posibles excesos.



	El segundo artículo que se incorpora, como 230, reproduce con ligeros cambios el artículo 236 vigente, en virtud del cual cesa para los padres el derecho de educar a los hijos cuando éstos han sido confiados al cuidado de otra persona, la cual lo ejercerá con anuencia del tutor o curador si ella misma no lo fuera.



	- Los artículos señalados fueron aprobados por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.



- - -





Artículo 227



	Impide a los padres reclamar los derechos que se conceden en los artículos anteriores cuando el hijo haya sido abandonado.



	La Comisión estuvo de acuerdo con este precepto que adapta el actual artículo 237, precisando solamente que se trata del hijo que los mismos padres hayan abandonado.



	- Efectuada la corrección antedicha, resultó aprobado por unanimidad, con la misma votación anterior.









Artículo 228



	Priva, asimismo, de los derechos concedidos en los artículos anteriores, al padre o madre que se encuentre inhabilitado moralmente.



	La Comisión, si bien coincidió con el fondo de la norma, prefirió referirse -al igual que el artículo 238 vigente-, al caso de que esa inhabilidad moral haya motivado una resolución judicial que ordenó separar a los hijos de su lado, lo que le da la necesaria certeza.



	- En la forma señalada, resultó aprobado con la misma unanimidad ya mencionada.





Artículo 229



	Contempla la autorización judicial, y el pago previo de los gastos de crianza y educación, para que el hijo abandonado por sus padres que haya sido alimentado y criado por otra persona, pueda ser sacado del poder de ellos por los padres.



	- La Comisión, considerando que la norma reproduce el artículo 239 vigente, la aprobó unánimemente, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.



- - -





	A continuación, la Comisión estudió la mantención del actual artículo 232, que se refiere a las suministraciones que se hagan, en razón de alimentos, al hijo menor de edad ausente de su casa.



	Después de evaluar la aplicación a esta materia de las reglas generales sobre eficacia de los actos celebrados por el menor adulto, como persona relativamente incapaz, decidió incorporar al proyecto esa norma, con las adecuaciones del caso, por estimarla de protección al menor y, a la vez, de garantía de reembolso al tercero.



	Con el propósito de reforzar esas finalidades, prefirió excluir el actual inciso segundo, que sólo permite hacer valer tales suministraciones en cuanto fueren absolutamente necesarias para la subsistencia del hijo, si éste es de mala conducta o anda ausente sin el consentimiento paterno.  Tal regla, si bien tiene explicación, debilita la protección jurídica al tercero que puede prestar alimentos y consecuentemente perjudica al hijo.





	Por otro lado, la Comisión decidió conservar el actual artículo 230, pero ubicado al final del nuevo Título IX, porque es una regla general, que engloba a todas las resoluciones judiciales sobre estas materias, la de que pueden revocarse por la cesación de la causa, y también modificarse o revocarse en todo caso y tiempo, si sobreviene motivo justo.





	Le añadió, eso sí, la exigencia de que se cumplan los requisitos que la ley prevé en cada oportunidad.





	- Ambos artículos, numerados 234 y 235 en el texto que proponemos, fueron aprobados por unanimidad por los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.





§3. Del derecho legal de goce sobre los bienes de los hijos y de su administración.







Artículo 230



	Declara que la patria potestad confiere el derecho legal de goce sobre todos los bienes del hijo, con las excepciones que señala.



	Estas excepciones son los bienes adquiridos por el hijo en el ejercicio de todo empleo, oficio, profesión, industria o comercio, que corresponde al actual peculio profesional; los bienes adquiridos por el hijo a título gratuito, cuando el donante o testador ha impuesto como condición que quien ejerza la patria potestad no tenga el goce, o bajo la condición de que obtenga la emancipación o que este goce quede radicado en el hijo, y las herencias o legados que pasen al hijo por incapacidad o indignidad del padre o madre o por haber sido desheredados; casos estos dos últimos que forman el peculio adventicio extraordinario.



	La Comisión estuvo de acuerdo con la idea de denominar "derecho legal de goce" a lo que el Código llama "usufructo legal" del padre sobre los bienes del hijo de familia, ya que responde al criterio de la doctrina.



	En lo que respecta al número 1º, prefirió señalar expresamente que se trata del peculio profesional o industrial del menor adulto, dadas las referencias que se hacen a él en artículos posteriores. 



	En cuanto al número 2, se agregó la hipótesis de la liberalidad hecha al hijo con la condición de que el padre o la madre, en su caso, no administre esos bienes, contemplada en el actual artículo 248.



	El número 3 fue objeto de cambios de redacción, al igual que los dos anteriores.



	Se incorporaron también dos nuevos incisos.  En el primero se explicita el destino del derecho legal de goce de que es privado el titular de la patria potestad, indicando que, en estos casos, el goce corresponderá al hijo o al otro padre, conforme a las reglas que se dan más adelante.  Con el segundo, se reproduce en lo sustancial el inciso tercero del artículo 243 vigente, señalando que el goce de las minas del hijo se limitará a la mitad de los productos y el padre que ejerza la patria potestad responderá de la otra mitad.



	- Con esas modificaciones se aprobó por unanimidad, por los HH. Senadores señores Fernández, Larraín, Hamilton y Sule.



Artículo 231



	Señala que el hijo se mirará como mayor de edad para la administración y goce de su peculio profesional, sin perjuicio de las limitaciones legales.



	La Comisión prefirió ajustarse más al actual artículo 246 en que se basa esta norma, haciendo referencia determinada al peculio profesional o industrial y al artículo a que se alude -que requiere autorización judicial para la enajenación e hipoteca de los bienes raíces del hijo-, consultado como 247 en el texto que proponemos.



	- En la forma antedicha resultó aprobado por unanimidad, con la misma votación que había recibido el artículo anterior.



- - -



	La Comisión estimó pertinente incluir un artículo nuevo, que establezca la radicación patrimonial de los frutos de los bienes del hijo sujeto a patria potestad.



	Los frutos, como consecuencia del concepto mismo del derecho legal de goce, deberían incorporarse por regla general al patrimonio del padre o de la madre que ejerza este derecho.  Sin embargo, en el caso de la mujer casada en sociedad conyugal, lo anterior significaría que los frutos ingresarían a esta sociedad y pasarían a ser administrados por el marido, por lo que la Comisión resolvió establecer que ella se considerará separada parcialmente de bienes respecto de su ejercicio, lo que le permitirá administrarlos separadamente, en los mismos términos que si fueran producto de un empleo, profesión u oficio separado del marido, aplicándose al efecto lo dispuesto en el artículo 150.



	A la vez, como se incorpora el concepto de "derecho legal de goce", prefirió la Comisión definirlo, sobre la base de la noción del usufructo, para evitar las dificultades que implicaría dejarlo entregado solamente a la doctrina, precisando a la vez que se trata de un derecho personalísimo.  De esta manera, se le concibe como la facultad de usar los bienes del hijo y percibir sus frutos, con cargo de conservar la forma y sustancia de dichos bienes y de restituirlos si no son fungibles; o con cargo de volver igual cantidad y calidad del mismo género, o de pagar su valor, si son fungibles.



	Sin perjuicio de ello, a la Comisión le pareció adecuado mantener como denominación subsidiaria la de "usufructo legal", que tiene considerable arraigo en nuestra tradición jurídica, y hacer aplicables supletoriamente las normas que regulan el usufructo.  En este contexto, se incorporaron las exenciones de la obligación de rendir caución y de la de confeccionar inventario solemne, actualmente contempladas en los artículos 245 y 249.



	- Sometido a votación, se aprobó por unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



- - -





Artículo 232



	Expresa que el que ejerza el derecho legal de goce sobre los bienes del hijo tendrá también su administración, y el que se encuentre privado de ésta quedará también privado de aquél.  Agrega que, en caso de que el padre o madre se encuentre privado del derecho legal de goce, éste corresponderá al otro, y, si ambos se encuentran privados de ese derecho, la propiedad plena pertenecerá al hijo y se le nombrará un curador para la administración.



	La Comisión estuvo de acuerdo con el primer inciso de esta disposición, si bien efectuó cambios de redacción, siguiendo el giro que emplea el actual artículo 247.  En cuanto al inciso segundo, en lugar de referirse a que el padre o madre se encuentre privado del derecho legal de goce, para aclarar que pueda tratarse de uno o más bienes prefirió señalar que, si no puede ejercerlo sobre uno o más bienes del hijo, este derecho pasará al otro, y, si ambos estuviesen impedidos, se produce el efecto -previsto en la parte final del actual artículo 252- de que la propiedad plena pertenecerá al hijo, quien deberá tener un curador para la administración.



	- Con esas enmiendas se aprobó por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.





Artículo 233



	Dispone que, cuando ambos padres ejerzan la patria potestad, podrán designar de común acuerdo administrador de los bienes del hijo a uno de ellos, quien necesitará el consentimiento expreso del otro para todos los actos que requieren también autorización judicial.



	- Como consecuencia del acuerdo adoptado por la Comisión en orden a que la patria potestad debe recaer en uno u otro pero no en ambos padres en forma conjunta, se rechazó este artículo, por unanimidad, con la misma votación anterior.





Artículo 234



	Impide enajenar y gravar, en caso alguno, los bienes raíces del hijo, ni aun aquéllos que administre libremente, sin autorización del juez, con conocimiento de causa.



	La Comisión prefirió ajustar más la redacción al actual artículo 255, haciendo referencia a los bienes raíces pertenecientes al peculio profesional del menor, en lugar de bienes raíces que éste administre libremente.  Convino, eso sí, en la sustitución que se propone del concepto de "hipotecar" por el de "gravar"."



	Por otro lado, decidió hacer extensiva la prohibición de enajenar y gravar a los derechos hereditarios del hijo, a fin de guardar concordancia con la necesidad de autorización que el artículo 1749, inciso tercero, establece para celebrar tales actos respecto de los derechos hereditarios de la mujer casada en sociedad conyugal.



	- En la forma expresada, el artículo resultó aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.





Artículo  235



	Ordena que no se podrá hacer donación de ninguna parte de los bienes del hijo, ni darlos en arriendo por largo tiempo, ni aceptar o repudiar una herencia deferida al hijo, sino en la forma y con las limitaciones impuestas a los tutores y curadores.



	Este artículo repite el actual artículo 256, con la única diferencia que éste impone tales requisitos al padre, por lo que no mereció observaciones de la Comisión.



	- Fue aprobado unánimemente, con la misma votación que se acaba de indicar.





Artículo  236



	Hace responsable al padre o madre, en la administración de los bienes del hijo, hasta de la culpa leve, y limita la responsabilidad a la propiedad de los bienes del hijo.



	En lo que respecta a la extensión de la responsabilidad, la Comisión estimó necesario distinguir, tal como hace el inciso segundo del artículo 250 vigente, si el padre o madre que ejerce la patria potestad tiene la administración de los bienes del hijo pero no el goce, o ejerce ambas facultades, de forma que en el primer caso la responsabilidad comprende la propiedad y los frutos, y en el restante se limita a la propiedad.



	- Con esta precisión, el artículo fue aprobado por unanimidad, con la misma votación de los anteriores.





Artículo  237



	Permite quitar al padre o madre, o a ambos, la administración de los bienes del hijo, cuando se hayan hecho culpables de dolo, o de grave negligencia habitual y en todos los casos en que se suspenda la patria potestad.



	La Comisión decidió separar ambas situaciones tratándolas en incisos distintos, tal como las regula el actual artículo 251.



	En el inciso primero se precisó que el dolo o la grave negligencia habitual deben establecerse por sentencia judicial, y se añadió la exigencia de que ésta se subinscriba al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.



	En el inciso segundo, que consulta la pérdida de la administración como un efecto de la suspensión de la patria potestad, se estimó preferible hacer referencia al artículo que trata esta última materia.  En todo caso, se coincidió en que resulta pertinente eliminar la actual alusión al decreto judicial, ya que, cuando se trata de la menor edad, la suspensión opera por el solo ministerio de la ley.



	- En la forma antedicha fue aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.





Artículo 238



	Establece que, si es removido uno de los padres de la administración de los bienes, ésta corresponderá al otro; si ambos fueren removidos, la propiedad plena de dichos bienes pertenecerá al hijo y se le dará un curador para su administración.



	La Comisión estimó más apropiado hablar de que los padres pueden ser "privados" de la administración de los bienes del hijo o que no la tengan, en lugar de que sean "removidos", que supone una decisión judicial sobre la materia, y efectuó otros ajustes de redacción.



	- Se aprobó de esa manera por unanimidad, con la misma votación anterior.





Artículo  239



	Faculta a los hijos para que, al término de la patria potestad, exijan a los padres rendición de cuentas de la administración que ejercieron sobre sus bienes hasta entonces.



	La forma en que se consagra este derecho de los hijos se consideró inconveniente para la convivencia familiar, en especial porque parte del supuesto de que el padre o la madre que ejerció la patria potestad no informaría adecuada y oportunamente a sus hijos.



	Por tales motivos se prefirió consignar el deber del padre o madre que ejerza la patria potestad, de poner en conocimiento de los hijos la administración que hayan ejercido sobre sus bienes, al término de la patria potestad.



	- Con las modificaciones señaladas, se aprobó por unanimidad, al recibirse una votación idéntica a la antes señalada.





§ 4. De la representación legal de los hijos.



Artículo 240



	Establece la responsabilidad principal del padre o madre por los actos y contratos que celebre en representación del hijo, o los que éste celebre y que el padre o madre autorice o ratifique por escrito, y la subsidiaria del hijo, hasta la concurrencia del beneficio que éste hubiere reportado.  Agrega que, si entre los padres no hubiere sociedad conyugal y no pudiere presumirse la autorización conjunta, la responsabilidad sólo recaerá sobre el patrimonio de aquél que hubiere autorizado al hijo, y, en los demás casos, será solidaria.



	La Comisión, en esta materia de responsabilidad contractual de los padres y el hijo, concluyó en la conveniencia de seguir la prelación de normas que consulta actualmente el Código, en cuanto a establecer primero la responsabilidad del hijo con cargo a su peculio profesional o industrial, y luego la responsabilidad que surge por los actos o contratos celebrados fuera de su peculio, que corresponden a los artículos 253 y 254.



	En tal virtud, antepuso al precepto en informe el artículo 242 del proyecto, sustituyéndolo por otro que se apega en mayor medida al actual 253.



	Señala esa norma que los actos y contratos que el hijo celebre sin la autorización del padre o madre que lo tenga bajo su patria potestad, o por el curador adjunto en su caso, le obligarán exclusivamente en su peculio profesional o industrial, y limita la posibilidad de que se obligue por empréstitos.



	En relación con el artículo 240 del proyecto, la Comisión le dio una nueva redacción, en la que se diferencia claramente la existencia o no de sociedad conyugal entre los padres y, de acuerdo a eso, se determinan las responsabilidades por los actos o contratos del hijo, cuando éste  actúa más allá de su peculio profesional o industrial.



	De esta forma, si entre los padres hubiere sociedad conyugal, los actos y contratos celebrados por el hijo fuera de su peculio profesional o industrial pero autorizados o ratificados por el padre o madre, o los que uno de éstos efectúe en representación del hijo, lo obligan directamente y, subsidiariamente, al hijo, hasta concurrencia del beneficio que éste hubiere reportado de dichos actos o contratos.



	Por otra parte, si no hubiere sociedad conyugal, esos actos y contratos sólo obligarán los bienes propios del padre o madre que haya intervenido en la misma forma anterior, o sea, autorizándolos o ratificándolos por escrito, o por haberlos realizado en representación del hijo. Lo anterior no obsta a que pueda repetir contra el otro padre, en la parte en que de derecho haya debido proveer a las necesidades del hijo.  Con esto último se aplica el mismo criterio de equidad en cuanto a la distribución de las cargas que inspira el artículo 161, inciso tercero, del Código, que hace responsable al marido de los actos o contratos celebrados por la mujer separada de bienes a prorrata del beneficio que de ellos hubiere reportado, comprendiendo en este beneficio el de la familia común, en la parte en que de derecho haya él debido proveer a las necesidades de ésta.



	- Resultó aprobado por unanimidad, con la misma votación anterior.





Artículo  241



	Señala que el menor adulto no necesita autorización de sus padres para testar, ni para reconocer hijos.



	No mereció observaciones, sin perjuicio de que se conformó más la redacción de su primera parte a lo que dispone el actual artículo 261, que versa sobre esa materia.



	- Resultó aprobado por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.







Artículo  242



	Establece que los actos y contratos del hijo no autorizados por el padre, la madre o el curador, sólo obligan los bienes que éste administra libremente.



	- Como se expresó al tratar el artículo 240, fue objeto de modificaciones y quedó ubicado antes de ese artículo, por cuanto es la regla general en aquellos actos en que el menor actúa sin la autorización correspondiente.  La votación fue la mencionada en aquella oportunidad..





Artículo  243



	Requiere autorización judicial para que el hijo demande a su padre o madre, precisando que el juez, al otorgarla, le dará un curador para la litis.



	Este artículo repite la idea contenida en el actual artículo 257, y, aunque altera su redacción, sólo contiene dos cambios sustantivos: la referencia al padre o madre en lugar de la sola indicación del padre, lo que es consecuencia de la posibilidad de que la patria potestad sea ejercida por cualquiera de ellos, y la supresión de la alusión al hijo de familia, efecto a su vez de la eliminación de este concepto para denominar a los hijos no emancipados que emplea el actual artículo 240, inciso tercero.



	Se agregó un inciso segundo nuevo, que contempla la obligación del padre o madre que litigue con el hijo de proveerle de expensas para el juicio, de acuerdo, entre otros aspectos, a la capacidad económica de las partes, con lo que se respeta el criterio que el Código aplica en el artículo 136, en cuanto a considerar la falta o insuficiencia de bienes de la mujer para determinar las expensas que el marido debe proporcionarle cuando ésta litiga en su contra.



	- Con esos cambios se aprobó por unanimidad, al recibir la votación favorable de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



- - -



	La Comisión fue de opinión de mantener, a continuación del artículo precedente, los actuales artículos 258 y 259, que no están contemplados en el proyecto, y que se refieren a la forma en que el hijo sujeto a patria potestad debe parecer en juicio contra terceros, y a aquella en que éstos deben actuar contra el hijo, por estimar que contemplan situaciones que es útil que la ley resuelva.



	Por tales motivos, se les introdujeron las adecuaciones congruentes con los cambios que establece el proyecto, haciendo referencia al padre o madre que ejerza la patria potestad y se agregaron con los números 257 y 258 al texto que proponemos más adelante.



	- Este acuerdo fue adoptado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Sule.



- - -



Artículo  244



	Dispone que el hijo no precisará la autorización de sus padres para parecer en juicio cuando se proceda criminalmente en su contra. Agrega que cuando, necesitando autorización, el padre o madre no pudieren o no quisieren prestarla, podrá el juez suplirla y, al hacerlo, dará al hijo un curador para la litis.





	En virtud del acuerdo recién señalado de incorporar al proyecto de ley los actuales artículos 258 y 259, que contemplan la autorización judicial como supletoria de la del padre o madre, se resolvió continuar tratando en este artículo -como lo hace el actual 260- sólo el caso de los juicios criminales contra el hijo.





	- En esos términos, resultó aprobado por unanimidad, con la misma votación anterior.



§ 5. De la suspensión de la patria potestad.

Artículo  245



	Enuncia las causas de suspensión del ejercicio de la patria potestad; manifiesta que, si afectan sólo a uno de los padres, la patria potestad corresponderá exclusivamente al otro, y, en caso que afecten a ambos, los hijos quedarán sujetos a guarda; y finalmente, permite que, cuando cese la causa, el juez acuerde la recuperación de la patria potestad.



	Como en otros artículos del proyecto, en que los cambios que se introducen no son sustanciales, la Comisión prefirió mantener la redacción del Código Civil -en este caso, el artículo 262-, que ya tiene años de aplicación y ha dado origen a abundante jurisprudencia y doctrina.



	Por consiguiente, en lo que respecta a las causales de suspensión, la Comisión adaptó el referido artículo 262, añadiendo, por parecerle conveniente, el caso de que el padre o madre que tenga la patria potestad adolezca de algún impedimento físico que le impida administrar los bienes del hijo.



	Aprobó, por otro lado, con cambios formales, la radicación de la patria potestad en el otro padre si es suspendido el que la ejerce, o en un guardador si ambos se encuentran afectados por alguna causal.



	En cuanto a la posibilidad de recuperar la patria potestad por haber cesado la causa de la suspensión, la Comisión optó por trasladarla al artículo siguiente, a fin de contemplar en forma conjunta la intervención judicial para decretar tanto la suspensión en los casos que proceda, como la recuperación de la patria potestad.



	- El artículo, con los cambios señalados, se aprobó por unanimidad, al registrarse los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero.





Artículo  246



	Consulta la atribución del juez de suspender la patria potestad, con conocimiento de causa, y después de oídos sobre ello los parientes del hijo y el defensor de menores.



	La Comisión decidió mantener para esta disposición, con un ligero cambio formal, la redacción del actual artículo 263, agregando de esta forma, la circunstancia de que, si la causa de la suspensión de la patria potestad es la menor edad del padre o madre, dicha suspensión se produce de pleno derecho.



	Como inciso segundo, se incorporó la eventual recuperación de la patria potestad, que el proyecto contemplaba en el artículo precedente.



	Se añadió un inciso final, para ordenar subinscribir la resolución que decrete o deje sin efecto la suspensión, al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.



	- Se aprobó en la forma antedicha, con la misma votación unánime del artículo anterior.





§ 6. De la emancipación.



Artículo 247



	Dispone que la emancipación es un hecho que pone fin a la patria potestad del padre, madre, o de ambos, según sea el caso, y acota que puede ser legal o judicial. 



	Se suprime de esta forma la emancipación voluntaria, de escasa aplicación práctica.



	- Salvo algunas adecuaciones menores de redacción, el artículo no mereció reparos y fue aprobado por unanimidad, con la misma votación anterior.







Artículo  248



	Contempla tres causas de emancipación legal: la muerte real o presunta de los padres, el matrimonio del hijo y haber cumplido el hijo 18 años.



	La Comisión estimó pertinente aclarar que se produce la emancipación por la muerte del padre o madre siempre que no le corresponda al otro ejercer la patria potestad.



	También prefirió establecer en preceptos separados la muerte real y la muerte presunta como causales de emancipación, para precisar el momento en que ésta se produce.  Por este motivo, incluyó un nuevo número 2º, que establece como causal de emancipación el decreto que otorga la posesión provisoria, o definitiva en su caso, de los bienes del desaparecido, quedando en el Nº1 solamente el supuesto de la muerte real.



	- Con esos cambios, se aprobó unánimemente, con los mismos votos que recibieron los artículos anteriores.







Artículo  249



	Indica las causales de emancipación judicial, que concurren cuando los padres maltratan habitualmente al hijo; lo han abandonado; han sido declarados culpables de un delito a que se aplique una pena igual o superior a cuatro años de presidio o reclusión, a menos que, atendida la naturaleza del delito, el juez estime que no existe riesgo para el interés del hijo; o adolecen de inhabilidad física o moral.



	La Comisión aclaró en todos los casos que los hechos deben afectar al padre o a la madre que ejerza la patria potestad y también que la emancipación se produce siempre que no corresponda al otro ejercerla.  A la vez, cambió la referencia a la sanción aplicada en juicio criminal por la de condena por delito que merezca pena aflictiva.



	Se estimó pertinente también, al igual que en otros artículos de este título, incluir un inciso final que obliga a subinscribir la resolución judicial que decrete la emancipación al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.



	- Con las modificaciones señaladas, se aprobó con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero.





Artículo 250



	Dispone que toda emancipación, una vez efectuada, es irrevocable.



	La Comisión aceptó este mandato, pero como regla general, ya que creyó conveniente incorporar, como excepción, la posibilidad de revocar, por una sola vez, la emancipación que se haya producido por muerte presunta o inhabilidad física del padre o madre, cuando cese la causa que motivó la emancipación. La revocación, que deberá también decretarse judicialmente, procederá a petición del respectivo padre o madre, cuando se acredite su existencia -tratándose de emancipación por muerte presunta- o el cese de la inhabilidad -en la situación restante-, y la revocación convenga a los intereses del hijo. Esta resolución también deberá subinscribirse al margen de la inscripción de nacimiento del hijo, fecha desde la cual producirá efectos.



	- Este artículo fue aprobado con la misma unanimidad de los artículos anteriores.





Artículo  251



	Establece que, cuando la emancipación se produzca respecto de un hijo menor, éste quedará sujeto a la guarda que corresponda, con excepción de la situación prevista en el N° 2 del artículo 248, que se refiere al caso de matrimonio del hijo.



	Consideró la Comisión que la mención al caso de matrimonio del hijo que se emancipa, como excepción a la regla de sujeción a guarda, induciría a pensar en que se desea alterar la distinción entre la capacidad negocial y la capacidad nupcial que consagra el Código, que en la actualidad sigue considerando menor de edad para los efectos patrimoniales al menor que se casa, puesto que debe nombrársele curador, de acuerdo al artículo 349 del Código.  Esto es, por el solo hecho de contraer matrimonio no adquiere habilidad para comprometer su patrimonio y crear, por sí solo, créditos a favor de terceros.



	Para dar mayor claridad, decidió señalar únicamente que el hijo menor que se emancipa queda sujeto a guarda.



	- En esa forma se aprobó por unanimidad, con la votación ya señalada.



Nº 21



	Sustituye el artículo 305 por otro, que señala que el estado civil de casado o viudo, y de padre o hijo, podrá probarse por las respectivas partidas de matrimonio, de muerte, y de nacimiento o bautismo.  Añade que la edad y la muerte podrán probarse por las respectivas partidas de nacimiento o bautismo, y de muerte.



	En la Comisión se observó que, al adaptarse el artículo 305, que trata separadamente la prueba del estado civil de padre e hijo legítimo y de padre e hijo natural, se dejó fuera la prueba de este último estado civil -correspondiente, en el lenguaje del proyecto que proponemos, al hijo no matrimonial-, la cual se regula en el Título XII del Libro I.  Por ello, y en concordancia con la obligación de inscribir o subinscribir todos los actos que determinen la filiación, que sugerimos establecer, se agregó como medios de prueba del estado civil de padre, madre o hijo, la inscripción o subinscripción, en su caso, del acto de reconocimiento o del fallo judicial que determina la filiación.



	A propósito de estas materias, la Comisión advirtió la necesidad de que las modificaciones al Título XVII, "De las pruebas del estado civil", en que se ubica este artículo, guarden la necesaria concordancia con la regulación previa de las acciones de filiación, en el sentido de no considerar como pruebas de ella documentos que en realidad son medios de determinarla, como son la escritura pública y la sentencia, lo que habría ocurrido de recogerse simplemente las disposiciones del aludido Título XII y, por otra parte, dejar de manifiesto que el medio de prueba de la filiación es la partida o las subinscripciones en ella, distinguiéndose así la determinación (presunción de la paternidad, reconocimiento o sentencia) y el medio de acreditación o prueba.



	En esa medida, la prueba supletoria de la filiación se regulará por las reglas de las acciones de filiación, y sólo se aplicarán los preceptos vigentes -que admiten las declaraciones de testigos presenciales y la posesión notoria- para acreditar el estado de matrimonio.



	En consecuencia, en lo que respecta a probar el estado civil de padre, madre o hijo, el inciso primero de este artículo se remite a las respectivas partidas, y el inciso segundo contempla como medios de prueba, también, la inscripción del acto de reconocimiento o del fallo judicial que determina la filiación.  En el inciso final se agrega que la edad y la muerte pueden acreditarse o probarse por las respectivas partidas.



	Por otro lado, en atención a las razones expuestas, la Comisión vió la necesidad de sustituir el artículo 309, refiriéndolo, en primer lugar, sólo al estado de matrimonio, en cuanto a que la falta de la partida de matrimonio podrá suplirse por otros documentos auténticos, por declaraciones de testigos que hayan presenciado la celebración del matrimonio o por la notoria posesión de ese estado civil.



	En segundo término, agrega el nuevo artículo 309 que la filiación -sea matrimonial o no matrimonial-, a falta de partida o inscripción, sólo podrá acreditarse o probarse por los instrumentos auténticos mediante los cuales se haya determinado legalmente, y, a falta de éstos, deberá probarse en el correspondiente juicio de filiación.



	- Los acuerdos precedentes se adoptaron por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.





Nº 22



	Plantea la eliminación en el artículo 311 de la palabra “legítimo” las dos veces que aparece en el texto.



	El artículo 311 ofrece el concepto de posesión notoria del estado de hijo legítimo, que, como posesión notoria del estado de hijo, ha sido consultado en el artículo 194 del texto que proponemos.  Debido a ello, la Comisión acordó derogar este artículo.



	- El acuerdo fue adoptado por la misma unanimidad que se acaba de señalar.





Nº 23



	Reemplaza en el artículo 312 la palabra “diez” por “cinco”, reduciendo con ello el plazo exigido para configurar la posesión notoria del estado civil.



	Cabe señalar que, en el artículo 194, se aceptó la propuesta de esta iniciativa de disminuir de diez a cinco años el período que debe haber durado la posesión notoria del estado civil de hijo.



	Al haber quedado la posesión notoria, en el Título de que se trata, referida sólo a la del estado de matrimonio, la Comisión fue de parecer de mantener el plazo de extensión actual de diez años, por considerarlo prudente tratándose de probar el matrimonio en forma supletoria, a falta de partida, de otros documentos auténticos y declaraciones de testigos.



	Por las razones antedichas, cambió la norma propuesta en el proyecto, reemplazando la mención genérica al estado civil por la del estado de matrimonio, las dos veces que aparece en el texto.



	Asimismo, y por los mismos motivos, se acordó modificar en el mismo sentido el actual artículo 313, dejándolo referido sólo a la prueba del estado de matrimonio.



	- Los acuerdos referidos se adoptaron en forma unánime por los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.







Nº 24



	Cambia, en el inciso primero del artículo 315, la mención de legitimidad por la de paternidad, en cuanto a los efectos "erga omnes" del fallo judicial que se pronuncia sobre la legitimidad del hijo y sobre la impugnación de la maternidad.



	Para observar la congruencia necesaria, la Comisión estimó preferible hacer referencia a los efectos absolutos de los fallos sobre paternidad o maternidad que se hayan pronunciado en conformidad al Título VIII, esto es, en virtud de las acciones de filiación que establece el mismo Código, lo que es indispensable para que tales sentencias produzcan los efectos de que se trata.



	- Fue aprobado unánimemente por los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.



Nº 25



	Sustituye el inciso segundo del artículo 317 por otro que da carácter, también, de legítimos contradictores, a los herederos del padre o madre fallecidos en contra de quienes el hijo podrá dirigir o continuar la acción, y a los herederos del hijo fallecido, cuando éstos se hagan cargo de la acción iniciada por aquel o decidan entablarla.



	El nuevo precepto innova respecto de la situación vigente, que permite a los herederos solamente continuar la acción iniciada en vida del causante, cuando éste fallece antes de la sentencia, de acuerdo a la primera parte del artículo 318.



	El punto fue ampliamente debatido por la Comisión al tratar los titulares de las acciones de filiación, consultados en el nuevo Título VIII del Libro I del Código Civil.  Como se manifestó al exponer los acuerdos alcanzados en aquella oportunidad, si bien la mayoría de la Comisión fue en principio partidaria de que las acciones sólo puedan entablarse en vida de los supuestos padre, madre o hijo, hubo situaciones excepcionales que se creyó de justicia incorporar, en las cuales los herederos pueden interponer acciones.



	Para mantener la debida armonía de las disposiciones, la Comisión estuvo por prestar aprobación a este artículo, que se remite a las reglas contenidas en el aludido Título VIII, introduciéndole solamente ajustes formales.



	- Se aprobó por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.



Nº 26



	Deroga el artículo 318, en virtud del cual los herederos representan al contradictor legítimo que ha fallecido antes de la sentencia; y el fallo pronunciado a favor o en contra de cualquiera de ellos aprovecha o perjudica a los coherederos que, citados, no comparecieron.



	La Comisión no fue partidaria de suprimir el artículo 318, porque si bien la primera parte, relativa al ejercicio de las acciones de filiación por los herederos, se encuentra comprendida en el nuevo artículo 317, es conveniente mantener la segunda parte, que hace oponible el fallo pronunciado a favor o en contra de cualquier heredero, a los que no comparecieron.



	Con este objeto, decidió reemplazar el artículo 318 por otro que conserva solamente la parte final de la actual disposición.



	- Fue aprobado en forma unánime, con los votos de los HH. Senadores señores Hamilton, Larraín y Otero.





Nº 27



	Elimina el artículo 320, que establece que ni prescripción ni fallo alguno, entre cualesquiera otras personas que se haya pronunciado, podrá oponerse a quien se presente como verdadero padre o madre del que pasa por hijo de otros, o como verdadero hijo del padre o madre que le desconoce.



	Añade, por referencia a los artículos 284 y 288, que lo anterior se entiende sin perjuicio que sólo pueda indagarse o presumirse la paternidad por los medios indicados en los artículos 271 y 280, y que el hijo ilegítimo no puede pedir alimentos contra su madre si está casada y no divorciada perpetuamente.



	Si bien el proyecto consagra la imprescriptibilidad de la acción de reclamación, la Comisión creyó necesario mantener la regla sobre el efecto relativo de las sentencias en materia de filiación, que se consagra en el inciso primero del artículo 320.  No ocurre igual cosa con el inciso segundo, toda vez que la iniciativa en informe consulta normas diferentes.



	Decidió, además, agregar un inciso segundo que somete el ejercicio de estas acciones a las reglas del Título VIII, y ordena notificar a las personas que hayan sido partes en el anterior proceso de determinación de la filiación, si lo hubiese habido.



	- Fue aprobado por la unanimidad de los HH. Senadores señores Hamilton, Larraín y Otero.



Nº 28



	Reemplaza el inciso primero del artículo 321, que otorga calidad de alimentarios al cónyuge, a los descendientes, a los ascendientes, a los hermanos y al que hizo una donación cuantiosa, si no hubiere sido rescindida o revocada.



	Estimó la mayoría de la Comisión, integrada por los HH. Senadores señores Hamilton y Larraín, que, una vez determinada la filiación y los lazos de consanguinidad que unen a dos personas, si una de ellos necesita de la otra que contribuya, parcial o totalmente, a su subsistencia, median razones de equidad para franquear la posibilidad legal de que impetre esa colaboración.



	La minoría de la Comisión, conformada por el H. Senador señor Otero, manifestó sus dudas en cuanto a la justificación de establecer como alimentarios a los descendientes, ascendientes y hermanos, sin distinguir la calidad de matrimoniales o no matrimoniales que tengan ni efectuar ninguna otra consideración, como su incorporación al hogar familiar.



	- Finalmente, la Comisión acordó aprobarlo en la forma propuesta, por mayoría, con los votos de los HH. Senadores señores Hamilton y Larraín y la abstención del H. Senador señor Otero.







Nº 29



	Sustituye el artículo 323, señalando que la obligación de alimentos comprende todo lo que es indispensable para el sustento, educación y esparcimiento, vestimenta, habitación y asistencia médica del alimentario, de un modo correspondiente a su posición social.



	La Comisión estuvo de acuerdo con suprimir la distinción entre alimentos congruos y necesarios, que contempla hoy este artículo, pero no fue partidaria de enumerar las necesidades que deben satisfacer los alimentos, por estimar que corresponde determinarlas a los tribunales, a la luz del mandato legal.  Por ello, resolvió mantener, como definición de alimentos, la que tienen los alimentos congruos.



	Esta fórmula recoge la idea que el mismo proyecto contempla a propósito del artículo 330 del Código, que se remite a la subsistencia del alimentario de un modo correspondiente a su posición social, para determinar el alcance del derecho de alimentos.



	Con todo, la circunstancia de que el inciso segundo del artículo 323 vigente comprenda, dentro de los alimentos que deben proporcionarse al menor de veintiún años, la enseñanza primaria y la de alguna profesión u oficio, la inclinó a respetar ese criterio.  Consiguientemente, agregó un nuevo inciso segundo, que señala que, tratándose de alimentarios menores de veintiún años, los alimentos comprenden la enseñanza básica y media y la de alguna profesión u oficio, y, cuando los alimentos se extienden más allá de esa calidad a descendientes y hermanos, comprenden también la obligación de proporcionar la enseñanza de alguna profesión u oficio.



	- Con las modificaciones señaladas se aprobó por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Hamilton, Larraín y Otero.





Nº 30



	Reemplaza el artículo 324, con el objeto de establecer que en el caso de injuria atroz cesa enteramente la obligación de prestar alimentos, regla hoy contenida en el inciso final de este mismo artículo.



	La Comisión advirtió que, con la supresión de la distinción entre alimentos congruos y necesarios, resulta superfluo el adverbio "enteramente", explicable en el contexto actual ya que, en caso de injuria grave, se deben alimentos necesarios y no congruos, por mandato del mismo artículo.



	Tuvo en cuenta, por otro lado, que la ley no ha definido lo que debe entenderse por injuria atroz, por lo que la doctrina y la jurisprudencia han coincidido en remitirse a las causales de indignidad para suceder a un difunto previstas en el artículo 968.  A fin de consagrar en la ley ese criterio, se decidió incluir como inciso segundo un precepto en tal sentido.



	Por último, dando aplicación a las sanciones consultadas para el padre o madre que se opone judicialmente a la determinación de la filiación del hijo, se incluyó esta idea en un nuevo inciso tercero, que lo priva del derecho a pedir alimentos del hijo si lo ha abandonado en la infancia.



	- En la forma antedicha se aprobó por unanimidad, con la misma votación anterior.



Nº 31



	Plantea sustituir los incisos primero al quinto del artículo 326, que contemplan la prelación de los títulos que pueden invocarse para pedir alimentos, cuando el alimentario reúna varios títulos.



	Las adecuaciones que se contemplan son congruentes con los cambios introducidos en el artículo 321.



	Empero, el análisis de los dos incisos restantes del artículo 326, que no se consulta modificar, llevaron a la Comisión a pensar que era conveniente complementarlos.  El inciso penúltimo, a fin de entregar al juez la distribución de la contribución, si hubiere varios obligados de un mismo grado de parentesco o por el mismo título, en proporción a sus facultades, y de los alimentos, si hubiere varios alimentarios respecto de un mismo deudor, en proporción a las necesidades de aquéllos.  El inciso final, para precisar que es la insuficiencia de todos los obligados por el título preferente, la que permite recurrir a otro de ellos.



	En esa virtud, la Comisión sustituyó íntegramente el artículo 326.



	- Se aprobó por unanimidad, en la forma indicada, por los HH. Senadores señores Hamilton, Larraín y Otero.



Nº32



	Reemplaza el artículo 330, disponiendo que los alimentos no se deben sino en la parte en que los medios de subsistencia del alimentario no le alcancen para subsistir de un modo correspondiente a su posición social.



	Esta norma corresponde al artículo 330 vigente, con la supresión de la diferencia entre alimentos congruos y necesarios, y coincide con la finalidad que tienen los alimentos en virtud del artículo 323, inciso primero, del texto que proponemos.



	- Se aprobó por unanimidad, con la misma votación que recibió el número anterior.



Nº33



	Elimina el inciso segundo del artículo 332.



	Es dable señalar que el inciso primero establece la permanencia de los alimentos mientras viva el alimentario y subsistan las causas de su otorgamiento.



	El inciso segundo, como excepción, manifiesta que ningún varón, de aquellos a quienes sólo se deben alimentos necesarios, podrá pedirlos después de cumplir veintiún años, salvo que tenga un impedimento que le impida subsistir de su trabajo.



	La Comisión no fue partidaria de suprimir este inciso sino de adaptarlo, porque creyó necesario establecer un límite en el tiempo a la extensión de los alimentos, específicamente cuando los alimentarios son los descendientes o hermanos, partiendo de la base de que la regla general debe ser que se procuren ellos mismos su subsistencia.



	Por ello, fijó como límite, para estos alimentarios, la edad de veintiún años, salvo que se encuentren cursando estudios profesionales o encaminados a la obtención de un oficio, en cuyo caso se extiende hasta los veinticinco años, o que se encuentren inhabilitados para subsistir por sí mismos, o que, por circunstancias muy calificadas, el juez los considere indispensables para su subsistencia.



	- Fue aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Hamilton, Larraín y Otero.





Nº 34



	Efectúa meros cambios de referencia en el artículo 348 -relativo a los casos en que se debe darse tutor o curador al hijo-, como consecuencia de la alteración en la numeración de los preceptos del Código Civil que se producen en virtud de esta iniciativa.





	La Comisión sustituyó la mención del artículo 262 por el 260, y fue innecesario reemplazar la referencia al artículo 251 porque conserva su número en el texto que proponemos.





	Acordó además suprimir la frase "por decreto del juez" en el inciso primero del artículo 348, ya que si bien la suspensión de la patria potestad -materia a que alude- debe ser decretada judicialmente por regla general, la suspensión se produce de pleno derecho en el caso de la menor edad.



	- Con estas adaptaciones se aprobó por unanimidad, con la misma votación anterior.





Nº 35



	Reemplaza en el artículo 354, -que permite al padre legítimo nombrar tutor por testamento- la palabra “legítimo” por la expresión “o madre”, y la palabra “puede” por “pueden”.



	La primera parte se acogió pero no así la segunda, porque gramaticalmente el verbo debe ir en singular luego de la conjunción disyuntiva "o".



	- En esa forma se aprobó por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Hamilton, Larraín y Otero.





Nº36



	Cambia en el artículo 355, sobre nombramiento de curador por testamento, la palabra “puede” por “pueden”, aludiendo al padre o a la madre a que se refiere el artículo 354.



	- Por la misma razón señalada para el número anterior, se rechazó con igual votación, por unanimidad.

Nº 37



	Sustituye, en el artículo 356, la palabra “puede” por “pueden”, siempre en alusión al artículo 354.



	- Se rechazó por unanimidad, por la razón expresada en los dos números anteriores, con la misma votación.



Nº38



	En el artículo 357, intercala la mención de la madre y reemplaza la referencia al artículo 267, con lo que se hace extensiva a ambos padres la pérdida de los derechos contenidos por los artículos precedentes si han sido privados de la patria potestad o reconocidos de la guarda del hijo por mala administración.



	Se acogió en la forma propuesta, con el cambio de la alusión al artículo 267 por la del 264, que corresponde al texto que proponemos, y la incorporación de un nuevo inciso segundo, que extiende el castigo al padre o madre cuando la filiación ha sido determinada judicialmente contra su oposición.



	- Se acogió por la misma unanimidad registrada respecto de los números anteriores.



Nº 39



	Suprime el artículo 358, que otorga a la madre, a falta del padre, las facultades de nombrar tutor o curador por testamento.



	La eliminación de esta disposición es consecuencia de haberse incluido a la madre en las normas respectivas.



	Sin embargo, la Comisión prefirió sustituir el artículo, para regular el caso de que tanto el padre como la madre hayan nombrado guardador por testamento y se defiera la guarda testamentaria.  Al efecto, se estableció que debe atenderse, en primer lugar, al nombramiento realizado por aquél de ellos que ejercía la patria potestad del hijo.



	- En esos términos, se acogió por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Hamilton, Larraín y Otero.





Nº 40



	Deroga el artículo 359, que hace aplicables las facultades de nombrar tutor o curador por testamento al padre o madre natural que ha reconocido voluntariamente al hijo.



	Esta derogación es una consecuencia de la extensión de los preceptos anteriores a todos los hijos, tanto matrimoniales como no matrimoniales.



	Al igual que con el número anterior, la Comisión estimó conveniente introducir en este artículo una norma supletoria para el caso de nombramiento de guardador, por testamento, por parte de ambos padres.  Si no fuere posible aplicar el artículo 358 precedente, se aplicará a estos guardadores las reglas que se contemplan en los artículos 361 y 363, vale decir, de división de funciones entre ellos, o de determinación judicial sobre si se radica la guarda en uno solo o se dividen las funciones.



	- Se acogió unánimemente, con la misma votación recién apuntada.





Nº 41



	Sustituye el inciso primero del artículo 360, para efectuar sólo ajustes de concordancia en esta disposición, que permite que el padre o madre -aún cuando no puedan nombrar tutor o curador por testamento- y cualquier otra persona, designen un curador, por testamento o por acto entre vivos, con tal que donen o dejen al pupilo alguna parte de sus bienes, que no se les deba a título de legítima.



	La Comisión lo acogió con algunos cambios menores de redacción, y, para mayor claridad, prefirió sustituir íntegramente el artículo, reproduciendo al efecto el inciso restante, que señala el ámbito de la curaduría.



	- Se aprobó en la forma antedicha, con la misma unanimidad que recibieron los números precedentes.



Nº 42



	Deroga el inciso final del artículo 367, que entiende legítimos los parentescos de quienes, en virtud del mismo artículo, son llamados a la tutela o curaduría legítima.



	La mayoría de la Comisión prefirió sustituir en este inciso la mención de los parentescos legítimos por la de los matrimoniales.



	- En consecuencia, se aprobó el número por mayoría, con los votos a favor de los HH. Senadores señores Larraín y Otero y el voto en contra del H. Senador señor Hamilton.



Nº 43



	Elimina el artículo 368, en el que se indican los llamados a ejercer la guarda legítima de los hijos naturales.



	La supresión era congruente con la aplicación del artículo 367 a todos los hijos, sean matrimoniales o no matrimoniales, que se perseguía en el número anterior.



	En virtud del acuerdo de la Comisión de regular en el artículo 367 sólo el caso de los hijos matrimoniales, se adecuó el artículo 368, refiriéndolo a los hijos no matrimoniales que hayan sido reconocidos.



	El inciso final de este artículo, que establece que la guarda será dativa si el hijo natural no fue reconocido voluntariamente, quedó referido al caso de que la filiación no ha sido determinada o lo ha sido judicialmente contra la oposición del padre o madre.



	- Se aprobó, reemplazado en la forma antedicha, por mayoría, con los votos favorables de los HH. Senadores señores Larraín y Otero, y el voto negativo del H. Senador señor Hamilton.



Nº 44



	Suprime, en el número 1º del artículo 375, la mención de la calidad de legítimos de los ascendientes y descendientes que están exceptuados de prestar fianza para servir el cargo de tutor o curador.



	- Se acogió sin observaciones por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero.



Nº 45



	Elimina, en el artículo 404, las palabras “legítimo o natural”, referidas a los ascendientes o descendientes a favor de los cuales el pupilo puede obligarse como fiador, previo decreto judicial.



	- No mereció observaciones, por lo que fue aprobado por unanimidad, con la misma votación anterior.



Nº 46



	Contienen dos letras que modifican el artículo 412, que regula la autorización que precisa el tutor o curador, o las personas relacionadas con él que se mencionan, para celebrar actos o contratos en que directa o indirectamente tenga interés.



	El propósito de las modificaciones es solamente el de suprimir las referencias que se hacen al carácter de legítimos de los parientes y a los padres o hijos naturales.



	La mayoría de la Comisión estuvo de acuerdo con excluir tales menciones, salvo en lo que respecta a los consanguíneos o afines hasta el cuarto grado inclusive, porque estimó que, para los terceros, será muy difícil conocer el parentesco que pueda tener el tutor o curador con sus consanguíneos y afines no matrimoniales, que no sean ascendientes, descendientes o hermanos, a los que se ha hecho alusión precedentemente en la norma.



	Por tal motivo, se acordó restringir estos casos a los parientes matrimoniales.



	- Con esa enmienda y otras menores de redacción, fue aprobado, con los votos a favor de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, y el voto en contra del H. Senador señor Hamilton, sólo en lo que respecta a la distinción entre los parientes matrimoniales y no matrimoniales.







Nº 47



	Deroga el inciso final del artículo 428, que señala que el padre o madre que ejercen la tutela no están obligados a consultar a persona alguna en lo tocante a la crianza y educación del pupilo.



	La Comisión prefirió no innovar en la materia, para evitar dudas de interpretación.  En su lugar, adecuó la referencia que se hace en el inciso primero del artículo a los Títulos IX y XIII por la del Título IX solamente, ya que el último queda derogado por el proyecto.



	- Fue aprobado, en los términos expuestos, por unanimidad, con la misma votación del número anterior.



Nº 48



	Modifica el inciso segundo del artículo 430, para dejar referida la disposición -que versa sobre la habitación y el cuidado personal del pupilo- a todos los ascendientes, y no sólo a los legítimos y los padres naturales.



	- No mereció observaciones y resultó aprobado por unanimidad, con la misma votación antes señalada.



Nº 49



	Elimina en el artículo 434 el calificativo de “congrua”, aplicado a la sustentación del pupilo.



	- Por ser una consecuencia de la supresión de la diferencia entre alimentos congruos y necesarios, se aprobó por unanimidad, con la misma votación anterior.



Nº50



	Sustituye el artículo 439, con el objeto principal de eliminar el uso de la expresión "hijo de familia".



	La norma entrega al menor que está bajo curaduría las mismas facultades administrativas que el hijo sujeto a patria potestad, respecto de los bienes adquiridos por él en el ejercicio de una profesión, oficio, comercio o industria, y lo hace responsable en su peculio profesional o industrial por los actos y contratos que celebre sin autorización.



	Este artículo, si bien repite las ideas consagradas hoy día, cuando se refiere a las fuentes de los bienes del menor añade al ejercicio de una profesión o industria los conceptos de oficio o comercio.  Para evitar cualquier duda sobre un eventual cambio de sentido, se prefirió usar las expresiones empleo, oficio, profesión o industria, que son las que se emplean en el artículo 243, Nº 1, del texto que proponemos, al definir el peculio profesional o industrial del hijo, en el entendido de que, cualquiera sea la expresión que se utilice, se comprenden todos los bienes que adquiera el menor en ejercicio de cualquier actividad lucrativa que pueda desarrollar.



	Por otra parte, la referencia al artículo que se contempla en el inciso segundo seguirá hecha, como en la actualidad, al artículo 253, como consecuencia de las alteraciones que ha experimentado el proyecto.



	- Con los cambios señalados, se aprobó por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero.







Nº 51



	En el artículo 443, que trata de las personas que pueden pedir la declaración de interdición por disipación, elimina las palabras “legítimos” y “naturales”, con lo que quedan como titulares todos los consanguíneos hasta en el cuarto grado y los padres, hijos y hermanos del supuesto disipador.



	La mayoría de la Comisión estuvo por no eliminar las palabras señaladas, sino sustituirlas por las expresiones "matrimoniales" y "no matrimoniales", respectivamente, considerando que de otra forma se abriría en exceso el número de titulares de la acción, que podrían incluso no tener mayor vinculación con el supuesto disipador.  Ello es sin perjuicio de que también pueda pedir la declaración judicial el defensor público, en cumplimiento de su cometido funcionario.



	- En esa forma, se aprobó por mayoría, con los votos a favor de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero y el voto en contra del H. Senador señor Hamilton.







Nº 52



	Modifica los incisos primero y segundo del artículo 448, en relación con las personas a quienes debe deferirse la curaduría del disipador.  Se contempla, en primer lugar, a los ascendientes y, en segundo, a los hermanos y otros colaterales hasta el cuarto grado.



	La Comisión fue partidaria de mantener la actual prohibición de ejercer este cargo que pesa sobre los padres naturales casados -contemplada en el artículo 448, Nº 2º-, dadas las dificultades que podrían suscitarse si se alzara, y asimismo, hacerla extensiva al padre o madre no matrimonial cuya paternidad o maternidad haya sido determinada contra su oposición.



	Por otra parte, acordó consignar en números separados a los hermanos, sean matrimoniales o no matrimoniales, y a los otros colaterales.  Respecto de estos últimos, se decidió restringir la curaduría legítima a los colaterales matrimoniales, porque se consideró excesivo incluir a los colaterales no matrimoniales hasta el cuarto grado, como plantea el proyecto -lo que se justifica, en cambio, en el texto vigente, que se refiere a los colaterales legítimos-, considerando que, en principio, esta guarda está establecida por el interés de proteger el patrimonio familiar.



	- Con las adecuaciones antedichas, resultó aprobado con los votos a favor de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, y el voto en contra del H. Senador señor Hamilton, únicamente en lo relativo a la exclusión a los colaterales no matrimoniales.





Nº53



	Consta de dos letras que modifican el artículo 449, con el objeto de que el curador del marido disipador ejerza la guarda de los hijos en caso de que la madre, por cualquier razón, no ejerza la patria potestad; y el de la mujer disipadora ejerza la tutela o curatela de los hijos que se encuentren bajo la patria potestad de ella, cuando ésta no le correspondiera al padre.



	Este artículo da aplicación al principio que se ha establecido precedentemente en este proyecto de que, cuando el padre o la madre que tiene la patria potestad no puede ejercerla, le corresponde al otro, y sólo en defecto de ambos procede confiar la guarda del menor a un tercero.



	La Comisión acogió estas adecuaciones, pero prefirió la fórmula vigente, en orden a que el ejercicio de esta guarda por el curador operará de pleno derecho.



	- El artículo, en la forma indicada, fue aprobado por unanimidad, con la misma votación anterior.





Nº 54



	Sustituye el artículo 450, a fin de declarar que ningún cónyuge podrá ser curador del otro declarado disipador.



	El texto que se propone ya fue introducido por la ley Nº 19.335, -que estableció el régimen de participación en los gananciales- cuya publicación fue posterior al inicio de la tramitación legislativa de este proyecto.  No obstante, la Comisión resolvió incorporar un nuevo inciso segundo al artículo 450, que permite pedir separación de bienes a la mujer mayor de edad, casada en sociedad conyugal, cuyo marido disipador sea sujeto a curaduría.  De esta forma queda coordinada la norma con el artículo 1762.



	- En los términos expresados, se aprobó por la misma unanimidad anterior.



Nº 55



	Elimina en el artículo 451 -que faculta al padre o madre legítimos o naturales, que ejercen la curaduría del hijo disipador, para nombrarle guardador por testamento-, las palabras “legítimos o naturales”.



	La Comisión aceptó la supresión y aprovechó la oportunidad para modificar la redacción del artículo, que descansa en el supuesto de que hubiese fallecido el padre o madre.



	- Se aprobó en forma unánime por los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero.



Nº 56



	Plantea la sustitución de los incisos primero y segundo del artículo 462, en los que se contempla la prelación de las personas llamadas a ejercer la curaduría legítima del demente.  Ellas son, en primer lugar, su cónyuge no divorciado, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 503; en segundo lugar, sus descendientes; en tercer lugar, sus ascendientes y, finalmente, sus colaterales hasta en el cuarto grado.



	La Comisión, siguiendo la lógica ya aprobada para la curaduría del disipador en el artículo 449, agregó la inhabilidad para ejercer el cargo de los padres no matrimoniales que se hayan opuesto a la determinación judicial de la filiación o estén casados con un tercero, y ubicó a los hermanos, sean matrimoniales o no matrimoniales, con preferencia de los demás colaterales matrimoniales hasta el cuarto grado.



	- Con las modificaciones señaladas se aprobó por los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, y el voto negativo del H. Senador señor Hamilton en cuanto a la distinción que se hace entre colaterales matrimoniales y no matrimoniales.



Nº 57



	Suprime, en el inciso primero del artículo 463, la atribución de la mujer curadora de su marido demente de ejercer de pleno derecho la guarda de sus hijos menores.



	La Comisión consideró apropiado eliminarla, puesto que correspondería a la madre en tal caso ejercer la patria potestad y, si por alguna razón ha sido privada de ésta, no parece lógico entregarle de pleno derecho la guarda de sus hijos.



	- Fue aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.



Nº 58



	Remplaza el artículo 485, indicando que los bienes que han de corresponder al hijo póstumo, si nace vivo, y en el tiempo debido, estarán a cargo del curador que haya sido designado a este efecto por el testamento del padre, siempre que no corresponda a la madre el ejercicio de la patria potestad.



	La norma introduce varios cambios en relación con la disposición vigente, que considera, además del curador designado por testamento, a aquel que designe el juez, a petición de la madre o de otras personas que hayan de suceder, si no lo hace el póstumo, y la posibilidad de nombrar dos o más curadores.



	El propósito central de la modificación, no obstante, según explicó la señora Subdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, es de simple concordancia con la regla de que, a falta del padre o madre que ejerce la patria potestad, se le entrega su ejercicio al otro, por lo que se deja subsistente la facultad del padre de nombrar curador por testamento que contempla este artículo, añadiendo que ello se aplicará siempre que no corresponda a la madre ejercer la patria potestad.



	Advirtió la Comisión, no obstante, que este evento se encuentra contemplado en forma expresa en el inciso segundo del artículo 486, que dispone que las reglas de ese artículo y las del 485 que se comenta no tendrán lugar cuando corresponda a la madre la patria potestad.



	Por este motivo, se acordó mantener el artículo 485 en los términos actuales.



	- Consiguientemente, se rechazó este número por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.





Nº 59



	Modifica el artículo 486, agregando en su inciso primero -que entrega al curador designado por el testamento del padre la curaduría de los derechos eventuales del hijo que está en el vientre materno si fallece el padre- la salvedad de que corresponda a la madre el ejercicio de la patria potestad, y deroga el inciso segundo del mismo artículo.



	La Comisión decidió no derogar el inciso segundo, que contempla precisamente la excepción, a este artículo y el anterior, de que le corresponda a la madre la patria potestad, lo que hace innecesario alterar para este efecto el inciso primero.



	En cambio, decidió sustituir en el inciso primero la expresión "si está en el vientre materno" por "si antes de su nacimiento", a fin de comprender en ella a todos los hijos desde el momento de su concepción.



	- Con este cambio se aprobó por unanimidad, con la misma votación anterior.





Nº 60



	Cambia dos referencias, y suprime otra, a disposiciones del mismo Código, contenidas en el artículo 497, que enumera las personas incapaces de toda tutela o curaduría.



	En lugar de la primera, que reemplaza en el Nº 9 la alusión a las penas mencionadas en el artículo 267, Nº 7, la Comisión decidió señalar derechamente como incapaces a los condenados por delito que merezca pena aflictiva, aunque se les haya indultado de ella, a fin de que la norma se baste a sí misma.



	No le mereció objeciones la supresión, en el Nº 10, de la referencia a los artículos 223 y 224, porque el contenido del artículo 223 -la determinación de aquel de los padres al que corresponde el cuidado personal del hijo- está consultado en otros preceptos, y el artículo 224 se encuentra derogado.



	También acogió la sustitución de la mención al artículo 267 en el Nº 11 de este artículo, relativo a la privación del ejercicio de la patria potestad, colocando en su lugar la cita del artículo 264 del texto que proponemos.



	- Con las enmiendas antedichas se aprobó por unanimidad, al registrarse la misma votación anterior.



Nº 61



	Elimina, en el inciso segundo del artículo 500, los adjetivos de “legítimo o natural” que recibe el ascendiente o descendiente menor de veintiún años al que se defiere una guarda.



	Por razones gramaticales, la Comisión incluyó en la supresión la coma que antecede y la que sigue a las palabras indicadas.



	- Fue aprobado por unanimidad, con la adición señalada, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.





Nº 62



	Modifica el artículo 514 mediante dos letras, que sustituyen el número 5º, para incluir entre quienes pueden excusarse de ejercer la tutela o curaduría al padre o madre que tenga a su cargo el cuidado cotidiano del hogar, y eliminan en sus números 8º y 9º la exigencia de que los hijos de que se trata sean “legítimos”.



	El primero de tales cambios ya fue introducido por la Ley Nº19.335, que fue publicada después de la presentación de este proyecto al Congreso Nacional, y el segundo es de concordancia con disposiciones aprobadas precedentemente por la Comisión.



	- En consecuencia, la Comisión, por la misma unanimidad recién expresada, rechazó la letra a) propuesta y aprobó la letra b) de este número.



Nº 63



	Suprime en el artículo 515 las expresiones “legítimos o naturales,” y “legítimo o natural”, referidas a los hijos.



	- Por tratarse de meras adecuaciones a lo ya aprobado por la Comisión, fue aprobado sin observaciones, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.





Nº 64



	Elimina en el artículo 516 la expresión “legítimo o natural”, relativa al hijo.



	- Fue aprobado por unanimidad, por la misma razón que el anterior y con igual votación.



Nº 65



	Siempre en relación con las excusas para servir las guardas, este número suprime, en el artículo 518, la calidad de legítimo que debe tener el ascendiente o descendiente, y la mención del padre o hijo natural.



	- Al igual que los anteriores, fue aprobado en forma unánime y la misma votación.



Nº 66



	Suprime la mención del usufructo del padre de familia sobre ciertos bienes del hijo, que se contiene en el número 1º del artículo 766, como ejemplo de usufructo que se constituye por ley.



	La Comisión decidió acoger la eliminación porque no configura estrictamente un caso de usufructo, aun cuando, conforme a lo aprobado en su momento, subsistirá la denominación de usufructo legal del padre o madre de familia para este derecho legal de goce que se tiene sobre los bienes del hijo sujeto a patria potestad.



	- Se aprobó por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero, con un ajuste de redacción.



Nº 67



	Reemplaza en el artículo 810 la referencia al usufructo legal del padre o madre de familia por la del derecho legal de goce de los padres.



	La Comisión estimó superflua esta sustitución, en la medida que se establece en el artículo 245 del texto que proponemos que el derecho legal de goce recibe también la denominación de usufructo legal del padre o madre sobre los bienes del hijo.



	- Fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.



Nº68



	Suprime en el inciso tercero del artículo 815 la expresión “legítimos y naturales”, referida a los hijos.



	- Se aprobó por unanimidad, con la misma votación anterior.



Nº 69



	Elimina el número 5° del inciso primero del artículo 959, con lo que se suprime la mención de la porción conyugal como baja general de la herencia en todos los órdenes de sucesión, menos en el de los descendientes legítimos.



	Sobre el particular, la señora Ministro Directora del Servicio Nacional de la Mujer hizo presente a la Comisión que esta disposición se inserta en un conjunto de modificaciones que alteran sustancialmente la situación  del cónyuge sobreviviente en Chile                                                                     -recogiendo, de algún modo, la tendencia en estas materias del derecho comparado-, en virtud de las cuales se le considera heredero forzoso y en propiedad, con la salvedad de que se introduce el usufructo frente a circunstancias especiales.



	Producto de tales modificaciones, se termina con la institución de la porción conyugal y se le otorga al cónyuge sobreviviente la calidad de legitimario, con las siguientes características:

	- la cuota legitimaria del cónyuge sobreviviente no depende del régimen de bienes que haya existido entre el cónyuge sobreviviente y el causante, por lo que aquél podría llevar gananciales y legítima.

	- la porción que corresponde al cónyuge pierde el carácter alimenticio que, en los hechos, había mantenido hasta ahora.  Esto es, la cuota es independiente de la situación económica que tenga el cónyuge.

	- el cónyuge sobreviviente sigue siendo potencial asignatario de cuarta de mejoras.

	- se le otorga un derecho preferente para enterar su cuota hereditaria o la de gananciales o una y otra, atribuyéndosele la propiedad u otro derecho real sobre el inmueble que constituye la residencia principal de la familia y sobre los bienes que lo guarnecen.  En caso de que su porción hereditaria sea menor, se le atribuye un usufructo vitalicio y gratuito por el saldo, y

	- por último, se modifica el mecanismo con que opera el segundo orden de sucesión intestada, de manera que si el causante no deja posteridad, le sucederán el cónyuge sobreviviente y sus ascendientes de grado más próximo.  Sólo a falta de ambos, son llamados a suceder los hermanos del causante.



	La Comisión estuvo de acuerdo con suprimir la institución de la porción conyugal, por lo que dio su aprobación a este número.



	Por razones gramaticales, reemplazó además el punto y coma del Nº 4 por punto aparte.



	- Quedó aprobado con los votos unánimes de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Sule.





Nº 70



	Suprime, en la segunda de las causales de indignidad para suceder al difunto, que contempla el artículo 968, la calidad de legítimos que deben tener los ascendientes o descendientes en contra de los cuales se ha cometido atentado grave.



	- Por estar en concordancia con lo ya acordado, se aprobó por unanimidad con la misma votación anterior, eliminando solamente la alusión al inciso primero del artículo 968, ya que este artículo no se divide en incisos.



Nº 71



	Reemplaza el inciso primero del artículo 983, indicando que son llamados a la sucesión intestada los descendientes del difunto, sus ascendientes, el cónyuge sobreviviente, sus colaterales, el adoptado, en su caso, y el Fisco.



	- Fue aprobado sin modificaciones por tres votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Sule, y se abstuvo el H. Senador señor Otero.



Nº 72



	Sustituye el artículo 986, declarando que siempre hay lugar a la representación en la descendencia del difunto y en la descendencia de sus hermanos.



	Actualmente existe derecho de representación sólo respecto de la descendencia legítima, ya sea del difunto, de sus hermanos legítimos o la de sus hijos o hermanos naturales.



	El H. Senador señor Larraín se declaró partidario de estudiar con cautela esta disposición, porque hay materias en las que es conveniente avanzar en eliminar las diferencias y la Comisión lo ha hecho, como en cuanto a alimentos o a la incorporación de normas que facilitan la determinación judicial de la paternidad o maternidad, pero hay ciertos aspectos que se deben privilegiar porque representan el valor esencial de fortalecimiento de la familia.  Discrepó de quienes piensan que la concurrencia por igual de todos los hijos puede compensarse con el mejoramiento de los derechos del cónyuge, porque ello sólo reduce la masa de bienes que recibirán los hijos.  Consideró que, en el afán de paliar las diferencias entre los hijos, se da un tratamiento igualitario tan absoluto que termina afectando a la sociedad.



	Por su parte, el H. Senador señor Fernández sostuvo que no cree que la mejor manera de defender la familia sea mediante normas sucesorias, porque son de contenido pecuniario y las herencias cuantiosas son excepcionales, ya que normalmente habrá un solo inmueble.  Por lo demás,  las personas que lo deseen tienen la posibilidad de alterar tales reglas por testamento, y de ahí que piense que la solución no es restringir los derechos de algunos de los hijos, sino fortalecer los del cónyuge sobreviviente, que, en la mayoría de los casos, se verá enfrentado al problema de tener que vender la casa en que vive para que pueda partirse la herencia y procederse a la liquidación.



	El H. Senador señor Sule señaló que países de menor tradición jurídica que la nuestra están dando ejemplos en el sentido de que las relaciones de familia no quedan subordinadas a los aspectos puramente patrimoniales.  Añadió que los cambios que está experimentando el derecho comparado en esta materia tienen plena justificación, toda vez que una parte considerable de los hijos que nacen fuera del matrimonio no son producto de relaciones adúlteras, sino de uniones estables, que conforman verdaderas familias aunque los padres no hayan contraído nupcias.



	El H. Senador señor Hamilton descartó las críticas que se han hecho a esta iniciativa de ley en cuanto a que debilitaría la familia.  Ella sólo obligará a los adultos a responsabilizarse de sus actos, porque evita que las consecuencias recaigan en los hijos.  Afirmó que, hasta hoy, los hijos nacidos fuera del matrimonio han ido mejorando su situación, pero subsisten desigualdades profundas, como ocurre en materia del derecho de representación, y el proyecto de ley pretende ampliar la protección que se les brinda.  No creyó que exista ninguna vinculación entre desincentivar el matrimonio y mejorar los derechos sucesorios de los hijos, porque nadie se casa pensando en la distribución que se hará de sus bienes cuando fallezca.



	El H. Senador señor Otero hizo saber sus dudas de que se defienda la familia favoreciendo al cónyuge sobreviviente, porque pueden darse varias situaciones que demuestran lo contrario, como la existencia de una separación de hecho, y a veces por tiempo considerable, entre los cónyuges, o el hecho de que el viudo o viuda contraiga nuevas nupcias, a consecuencia de lo cual es probable que un tercero pase a administrar el patrimonio familiar y, en todo caso, tal opción disminuye el monto que correspondería a los hijos.  Opinó que la única forma real de igualar a los hijos es dándoles una familia, lo que excede las posibilidades del legislador.



	Añadió el H. Senador señor Otero que coincidía con el H. Senador señor Larraín en la necesidad de incentivar el matrimonio, y, con vistas a ese propósito, formuló una indicación en el sentido que se produzca representación respecto de los descendientes no matrimoniales sólo cuando no exista descendencia matrimonial.



	- Sometida a votación la indicación, resultó rechazada por tres votos contra dos. Votaron por el rechazo los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Sule y a favor lo hicieron los HH. Senadores señores Larraín y Otero.



	- Con la votación inversa fue aprobado el número en debate, con la agregación de un inciso que reproduce el inciso segundo vigente, en el sentido de establecer que, fuera de estas descendencias, no hay lugar a la representación.





Nº 73



	Sustituye el artículo 988, que consagra el primer orden de sucesión, estableciendo que los hijos excluyen a todos los otros herederos, a menos que hubiere cónyuge sobreviviente, caso en el cual éste concurrirá con aquéllos, distribuyéndose la herencia por partes iguales entre todos ellos.



	Actualmente los hijos naturales son legitimarios y asignatarios de cuarta de mejoras, pero perciben una cuantía menor que los legítimos y, como son éstos los que encabezan el primer orden de sucesión, a falta de hijos legítimos deben concurrir con los ascendientes legítimos y los hermanos legítimos en los siguientes órdenes de sucesión.



	Este artículo, por el contrario, no establece diferencias entre los hijos matrimoniales y los no matrimoniales, en cuanto a cuotas hereditarias ni al orden de sucesión en que concurren.



	La Comisión analizó en primer término la igualdad entre los hijos matrimoniales y los no matrimoniales respecto de la porción hereditaria a que tienen derecho.



	La idea de establecer dicha igualdad fue acogida por cuatro votos contra uno. Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Sule, y en contra lo hizo el H. Senador señor Larraín.



	Fundamentando su voto, el H. Senador señor Fernández indicó que, si se ha comprobado por los medios legales que los interesados son hijos del causante, no se justifica establecer diferencias basadas en el solo carácter matrimonial o no matrimonial de la filiación.  Si hubiese que hacerla, tanto en uno como en otro caso, sería atendiendo a la contribución que hayan hecho a formar el patrimonio familiar.  Tuvo en cuenta, además, la necesidad de ser consecuente con los avances que se han registrado a partir de la ley Nº 10.271.



	Los HH. Senadores señores Hamilton y Sule reiteraron que la igualdad proviene de tener una misma calidad, la de hijos de determinada persona, y que a ninguno de ellos le es imputable el vínculo que pueda haber mediado entre sus padres.



	Por su parte, el H. Senador señor Otero manifestó que, no obstante su preocupación por fortalecer a la familia, no cree que la fórmula sea reducir la cuota hereditaria del hijo no matrimonial, porque, si bien a veces será efectivo el argumento de que no habría contribuido a formar el patrimonio familiar, en otras ocasiones ocurrirá al revés, lo que produce una situación insalvable.  Frente a ello, prefiere inclinarse por eliminar la desigualdad existente, especialmente porque lleva implícita un grado de injusticia hacia algunos hijos, y esa equiparación de derechos, en alguna medida, constituye una manifestación de advertencia del legislador hacia los padres de que su libertad no queda desvinculada de responsabilidad.



	Finalmente, el H. Senador señor Larraín se mostró partidario de mejorar la situación actual de los hijos no matrimoniales, pero no llevarla a la igualdad absoluta. Citó el ejemplo del Código Civil francés, que igualó a los hijos, pero mantuvo ciertas diferencias sucesorias que pueden, si el causante lo desea, corregirse por vía testamentaria.  Esta solución le pareció la más adecuada, porque, al entregarse la decisión al padre, o a la madre en su caso, se adapta a las circunstancias de cada caso y permite recoger el argumento, que consideró válido, en cuanto a que normalmente el patrimonio familiar se habrá conformado con el aporte de los hijos matrimoniales.



	Seguidamente, la Comisión se pronunció sobre el cambio que se introduce en los órdenes de sucesión, en lo tocante a que los hijos, sean matrimoniales o no matrimoniales, encabecen el primer orden concurriendo con el cónyuge, y excluyendo por consiguiente a todos los demás herederos.



	Los señores miembros de la Comisión dieron su aprobación, por unanimidad, a esta idea. Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero.



	Tuvo presente la Comisión que, en aquellos casos en que concurran hijos matrimoniales y no matrimoniales, el incremento de la cuota de estos últimos importaría un menoscabo en la porción que correspondería al cónyuge sobreviviente, la cual, de acuerdo al artículo que propone el proyecto, sería la misma que la de un hijo.



	Al respecto, el H. Senador Fernández señaló que, como una forma de proteger a la familia sin perjudicar a los hijos no matrimoniales es mejorando la situación del cónyuge sobreviviente, podría establecerse que la porción del cónyuge sea el doble de la de cada uno de los hijos.



	Se acogió esa proposición por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule, sin perjuicio de revisarla en el segundo informe, a la luz de las otras mejorías de derechos del cónyuge sobreviviente y los casos en que pudiesen producirse situaciones de inequidad.



	- Sometido a votación el artículo con las modificaciones señaladas, se acogió unánimemente con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule, salvo la expresada votación contraria del H. Senador señor Larraín respecto de la igualdad de la cuota hereditaria entre los hijos matrimoniales y no matrimoniales.



Nº 74



	Reemplaza el artículo 989, concerniente al segundo orden de sucesión, señalando que, si el difunto no ha dejado posteridad, le sucederán el cónyuge sobreviviente y sus ascendientes de grado más próximo. La porción de los ascendientes será la mitad de lo que corresponde al cónyuge sobreviviente. A falta de aquél o de éstos, pertenecerá toda la herencia al cónyuge o a los ascendientes.



	Este artículo mejora también la situación del cónyuge sobreviviente si no hay ascendientes, porque en tal caso lleva toda la herencia, y no concurre, como ahora, con los hermanos, en el siguiente orden de sucesión.



	La Comisión estimó conveniente mantener el estilo del actual Código y darle una redacción más simple a este artículo, señalando que, en este caso, la herencia se dividirá en tres partes, dos para el cónyuge y una para los ascendientes.  A falta de éstos, llevará todos los bienes el cónyuge, y a falta de cónyuge, los ascendientes.



	Además, incluyó la regla del actual inciso final, que se refiere a la posible existencia de un solo ascendiente en el grado más próximo, caso en el cual sucederá éste en todos los bienes, o en toda la porción hereditaria de los ascendientes.



	- Resultó aprobado por unanimidad, con la misma votación anterior.





Nº 75



	Sustituye el artículo 990, que consagra el tercer orden de sucesión, indicando que, si el difunto no hubiere dejado descendientes, ni ascendientes, ni cónyuge, le sucederán sus hermanos. Añade que entre los hermanos se comprenderán aun los que solamente lo sean por parte de padre o de madre; pero la porción del hermano paterno o materno será la mitad de la porción del hermano carnal.



	- Este artículo no mereció observaciones, y resultó aprobado por la misma unanimidad antes señalada.





Nº 76



	Deroga el artículo 991, que contemplaba el cuarto orden de sucesión, y el caso que no hubieran descendientes ni ascendientes legítimos, en que concurría el cónyuge con los hermanos legítimos.



	- Habida consideración de los acuerdos anteriores, fue aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.





Nº 77



	Sustituye el artículo 992, indicando el nuevo cuarto orden de sucesión: a falta de descendientes, ascendientes, cónyuge y hermanos, sucederán al difunto los otros colaterales de grado más próximo, sean de simple o doble conjunción, hasta el sexto grado inclusive.



	Agrega que los colaterales de simple conjunción, esto es, los que sólo son parientes del difunto por parte de padre o por parte de madre, gozan de los mismos derechos que los colaterales de doble conjunción, vale decir, los que a la vez son parientes del difunto por parte de padre y por parte de madre.



	Consideró la Comisión que los derechos para los colaterales de simple y de doble conjunción debieran guardar concordancia con los establecidos en el artículo 990 para los hermanos, en virtud del cual los hermanos de doble conjunción llevan una cuota equivalente al doble de los hermanos de simple conjunción.  Por tal motivo, modificó el artículo que se comenta, para aplicar la misma regla a los demás colaterales.



	Asimismo, incorporó como inciso final la norma actualmente contenida en la regla primera del artículo 992, en el sentido de que el colateral o los colaterales del grado más próximo excluirán siempre a los otros.



	- Se aprobó por unanimidad con las adecuaciones reseñadas, al recibir la misma votación de los artículos precedentes.





Nº 78



	Deroga el artículo 993, que se refiere a los órdenes de sucesión de un hijo natural.



	- Por ser consecuencia de los acuerdos anteriores se aprobó la derogación por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Sule.



- - -



	Acordó la Comisión, por la misma unanimidad anterior, sustituir el artículo 994, el cual niega todo derecho al cónyuge divorciado en la herencia abintestato de su mujer o marido, si hubiere dado motivo al divorcio, con el objeto de precisar que se refiere tanto al caso de divorcio temporal como al de divorcio perpetuo, zanjando de esta forma la antigua disputa doctrinal sobre el tema.



- - -



Nº 79



	Elimina del inciso primero del artículo 998 la mención a la porción conyugal.



	- Por tratarse de una mera adecuación fue aprobada por unanimidad, al registrarse la misma votación anterior, añadiendo la supresión de la coma (,) que antecede a esas expresiones.









Nº 80



	Suprime en el inciso primero del artículo 1.016 la referencia a los hijos legitimados.



	- Fue aprobado por los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Sule en forma unánime.





Nº 81



	Elimina en el artículo 1.107 el adjetivo “legítimo” que califica al descendiente o ascendiente a quien se lega una cosa ajena.



	- Se aprobó por unanimidad sin observaciones, con igual votación a la precedente.











Nº 82



	Suprime en el artículo 1.162 las referencias a la legitimidad del descendiente y de los descendientes. en su caso, del testador y del asignatario.



	- Se acogió por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.





Nº 83



	Modifica el artículo 1.167, concerniente a las asignaciones forzosas, para suprimir la mención de la porción conyugal.



	La Comisión advirtió que el proyecto, al consultar la cuarta de mejoras, no especifica el orden de sucesión en que procede, por lo que precisó que trata de la sucesión de los descendientes y el cónyuge.



	- Resultó aprobado por unanimidad, con la idéntica votación al número precedente.





Nº 84



	Suprime el párrafo 2 “De la porción conyugal” del título V del Libro III, y dispone que los párrafos 3 y 4 pasen a ser 2 y 3, respectivamente.



	La Comisión estimó inconveniente como técnica legislativa  cambiar la numeración de los párrafos 3 y 4 a consecuencia de la supresión del párrafo 2.  Prefirió limitarse a derogar el párrafo sobre la porción conyugal y, a mayor abundamiento, los artículos que hoy lo componen.



	- Se aprobó con los ajustes señalados, por unanimidad y la misma votación de los números anteriores.





Nº 85



	Sustituye el artículo 1.182, para dar la calidad de legitimarios a los hijos, personalmente o representados por su descendencia; los ascendientes, y el cónyuge sobreviviente.



	A este respecto, los HH. Senadores señores Larraín  y Otero reiteraron su punto de vista -expuesto al tratar el Nº 72-, en el sentido de que solamente debería operar la representación, tratándose de hijos no matrimoniales, a falta de hijos matrimoniales.



	Por otra parte, la Comisión estimó conveniente ubicar en este artículo una norma que niegue los derechos de legitimario al cónyuge divorciado por su culpa, y a los ascendientes del causante cuando la filiación se haya determinado judicialmente contra la oposición del respectivo padre o madre,  salvo que hayan sido posteriormente restablecidos en sus derechos por el hijo.



	- Sometido a votación este número en la forma expresada, resultó aprobado por unanimidad, salvo en lo que respecta a la representación de los hijos, que lo fue por tres votos contra dos.  En cuanto a esta última materia, votaron favorablemente los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Sule y en contra lo hicieron los HH. Senadores señores Larraín y Otero.







Nº 86



	Reemplaza los incisos segundo y tercero del artículo 1.184, que versan sobre la formación de la mitad de libre disposición cuando no hay descendientes con derecho a suceder ni cónyuge sobreviviente, y, si los hay, de las cuartas partes que constituirán, dos de ellas, o sea la mitad del acervo, las legítimas rigorosas; otra cuarta, las mejoras, y la restante, aquella de que el difunto ha podido disponer a su arbitrio.



	En virtud del inciso tercero, la cuarta de mejoras podrá formarse aún cuando no hayan descendientes sino que únicamente cónyuge sobreviviente, quien sería su único beneficiario.



	- Sometido a votación, fue aprobado por unanimidad con la sola supresión, por razones gramaticales, de la coma que aparece después de la palabra "suceder". Votaron los señores Senadores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



Nº 87



	Sustituye el inciso primero del artículo 1.185, sobre formación del acervo imaginario, que dispone la acumulación al acervo líquido de todas las donaciones revocables e irrevocables, hechas en razón de legítimas o de mejoras, según el valor que hayan tenido las cosas donadas a la época de la muerte del causante.



	Este artículo persigue dos propósitos: suprimir la referencia a la porción conyugal, y considerar para estos efectos el valor que las cosas tienen a la época de la muerte del causante y no a la época de su entrega, como señala hoy el Código.



	Lo primero es consecuencia de la derogación de la porción conyugal, ya aprobada, y lo segundo obedece a señalar un criterio de reajustabilidad en sustitución del mero valor nominal de los bienes, en lo que coincidió la Comisión en principio.



	Sin embargo, consideró que fijar el valor a la fecha de la muerte del causante puede también generar injusticias, sobre todo si ha transcurrido mucho tiempo desde la entrega, ya que en ese lapso la cosa donada puede haber alterado notablemente su valor por muy diversas causas , algunas imputables al heredero y otras no, e incluso, es posible que ni siquiera se encuentren en poder de éste.



	Después de analizar criterios de reajustabilidad como los contemplados en el artículo 1734 del Código, que atiende a la mantención, en lo posible, del mismo valor adquisitivo, y en el artículo 13 de la ley Nº 19.335, sobre participación en los gananciales, que consulta la prudente actualización del valor, la Comisión estimó preferible que el partidor, en definitiva, considere el estado que hayan tenido las cosas donadas al tiempo de la entrega, y actualice prudencialmente su valor a la época de la apertura de la sucesión.  De esta forma, se incorpora un elemento de equidad para cada caso concreto, descartando la aplicación mecánica de indicadores sobre el valor de los bienes, que podrían conducir a un notable perjuicio o a un injustificado beneficio para el heredero.



	- Con los cambios señalados se aprobó por unanimidad, con la misma votación del artículo precedente.





Nº 88



	Sustituye el artículo 1.190, con la única finalidad de eliminar la mención de la porción conyugal.



	Discutió la Comisión la conveniencia de hacer la salvedad de que, si el legitimario fuese el cónyuge sobreviviente -quien pasa a tener aquella calidad-, no le asiste a su descendencia el derecho de representación, pero concluyó que era innecesaria, porque no podría llegarse a tal interpretación en virtud de las normas que regulan ese derecho.



	- Sometido a votación, con ajustes menores destinados a mantener la redacción del Código en lo no atinente a porción conyugal, resultó aprobado por unanimidad. Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



- - -





	En seguida, se agregó un número nuevo, que elimina en el artículo 1193 la frase "y el cónyuge sobreviviente", que se estimó superflua, en la medida que el cónyuge pasa a ser legitimario, y la disposición se refiere también a ellos.



	- Fue aprobado por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



- - -





Nº 89



	Sustituye el artículo 1.195, relativo a la distribución de la cuarta de mejoras por el donante o testador entre sus descendientes y su cónyuge.



	En el inciso primero, se mantuvo la posibilidad de que se asigne a uno "o más" de ellos, adicionándose el precepto en ese sentido.  Al mismo tiempo, por razones de redacción, se precisó en la frase final del inciso segundo que se trata de los descendientes del testador.



	- Se acogió por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



- - -



	A continuación, se intercaló un número nuevo, que suprime en el artículo 1199 la frase "pero sí al cónyuge sobreviviente en el caso del artículo 1178, inciso segundo" y la coma que la precede, a fin de guardar concordancia con la eliminación de la porción conyugal.



	- Fue aprobado por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



- - -



Nº 90



	Reemplaza el inciso tercero del artículo 1.200, que indica que, a falta de donatario, las donaciones imputables a su legítima se imputarán a la de sus descendientes, para eliminar las referencias a la legitimidad de los descendientes y a la eventual calidad de hijo natural del donatario.



	- Fue aprobado sin observaciones, con la misma votación anterior.



Nº 91



	Sustituye los incisos primero y segundo del artículo 1.201, que versa sobre la revocación de donaciones, con el único objeto de referirse en general a los descendientes del donante o personas que se creían descendientes y no lo eran, suprimiendo la distinción entre las calidades de legítimo o natural.



	La Comisión solamente rectificó un error de referencia en el inciso segundo, que alude a los descendientes del donatario en vez de hacerlo a la calidad de que éste tenga de descendiente del donante.



	- Resultó aprobado con la misma votación habida para el artículo anterior.



Nº 92



	Reemplaza, en el inciso primero del artículo 1.203, las menciones del hijo legítimo o natural o descendiente legítimo de alguno de ellos por la denominación genérica de "descendiente".



	- Por tratarse de una simple adecuación, se acogió unánimemente con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



Nº 93



	Reemplaza el inciso primero del artículo 1.204, para eliminar la cita de una disposición contenida en el párrafo sobre porción conyugal que se suprime, y emplear la voz común de descendiente en relación con los parientes de que se trata.



	La única diferencia de forma es que habla de "uno de los descendientes" en vez de "alguno" de ellos, y la Comisión la estimó injustificada, por lo que mantuvo este último adverbio.



	- Fue aprobado con esa sola observación, y la misma votación del número precedente.



Nº 94



	Modifica el inciso primero del artículo 1.208, concerniente a las causas de desheredamiento, para suprimir la calidad de legítimos de los ascendientes o descendientes a que se refiere su causal 1ª y cambiar en su causal 5ª la referencia a las penas del artículo 267, número 7º.



	La Comisión compartió la supresión de la palabra "legítimos"; reemplazó en su causal 5ª la remisión al artículo 267, número 7º, por la mención de haber cometido un delito que merezca pena aflictiva; y, por último, acordó sustituir el inciso final, para incluir al cónyuge junto a los descendientes, que pueden ser desheredados por las tres primeras causas que contempla este artículo.  Esto último obedece a que el cónyuge, al pasar a ser legitimario, puede incurrir en causales de indignidad que justifiquen su desheredamiento, y pareció equitativo ponerlo en la misma situación de los ascendientes, y no asimilarlo a los descendientes, que pueden desheredados por los cinco motivos enunciados en esta norma.



	- Por tratarse de concordancias con acuerdos anteriores se aprobaron por la misma unanimidad ya señalada.



- - -



	Intercaló luego la Comisión un número nuevo, que elimina en el inciso segundo del artículo 1.210 la palabra "necesarios", para guardar congruencia con la supresión de la diferencia entre alimentos congruos y necesarios.



	- Fue aprobado por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



- - -



Nº 95



	Reemplaza en el artículo 1.220, atinente a la acción de reforma de testamento, la frase “hijos legítimos o naturales o descendientes legítimos de aquellos o de éstos” por la palabra “descendientes”.



	La Comisión concordó en agregar a los descendientes el cónyuge, por ser también asignatario de la cuarta de mejoras.



	- Con la agregación mencionada, se aprobó por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



Nº 96



	Deroga el artículo 1.221, que se refiere a la acción de reforma del testamento que puede interponer el cónyuge por su porción conyugal y la cuarta de mejoras, en su caso.



 	- Habida consideración de la modificación incorporada en el número precedente, se acogió la derogación, con la misma votación anterior.



- - -



	Revisó después la Comisión los artículos 1240 y 1255, que contienen sendas alusiones al cónyuge sobreviviente, para determinar la conveniencia de eliminarlas por innecesarias, en la medida que éste pasa a ser legitimario.



	En relación con el artículo 1240, se razonó que la mención del cónyuge sobreviviente entre las personas que pueden pedir la declaración de herencia yacente se justificaba en la medida que el cónyuge no era heredero, pero, como el proyecto le da calidad de heredero, en lo sucesivo actuará como tal, aceptando la herencia, con lo que no procederá la declaración de herencia yacente, y, si la repudia, tampoco tendría interés en tal declaración.



	No obstante, aún cuando pueda ser de difícil ocurrencia, se pensó la posibilidad de que el cónyuge repudiare la herencia, y, pese a ello, tuviese interés en la declaración de herencia yacente, por lo que se prefirió no innovar en este punto.



	El artículo 1255, por su parte, enuncia al cónyuge sobreviviente entre las personas que tienen derecho a asistir a la confección de inventario.  Al respecto, coincidió la Comisión en que, por ser heredero, el cónyuge podrá asistir por derecho propio, y, si no lo es, carecerá de la calidad de interesado que justifique habilitarlo legalmente para que concurra.

	- En consecuencia, se acordó por unanimidad suprimir la mención del cónyuge solamente en el artículo 1255, con la misma votación de los números anteriores.



- - -



Nº 97



	Agrega una nueva regla, que llevará el Nº 11, en el artículo 1337, en el cual se contemplan las reglas a que debe ceñirse el partidor en la distribución de la herencia.



	La nueva regla confiere derecho al cónyuge sobreviviente para que su cuota hereditaria o la de gananciales, o la una y la otra, se enteren o solucionen, con preferencia, atribuyéndole la propiedad u otro derecho real sobre el inmueble que es o fue residencia principal de la familia y sobre los bienes que lo guarnecen.  Agrega que, si el valor de dichos bienes excede el valor de los derechos a los que se imputa, el cónyuge sobreviviente dispondrá de un usufructo gratuito y vitalicio por el saldo, mientras permanezca en estado de viudez.



	La Comisión estuvo de acuerdo con la idea que se tiene en vista, pero la disposición le mereció diversas observaciones.  Entre ellas, reparó el trato conjunto de la partición de la herencia y la partición de los gananciales de la sociedad conyugal o la liquidación y pago de los gananciales del régimen de participación en los gananciales, ya que se trata de juicios diversos; la desarmonía entre el carácter de vitalicio que se asigna al usufructo y su limitación al tiempo que el cónyuge permanezca en estado de viudez; el perjuicio que podrían recibir las legítimas de los descendientes al otorgarse gratuitamente el usufructo; la ausencia del requisito de que el cónyuge sobreviviente viva en ese inmueble, y la falta de claridad que puede presentarse para los terceros.



	Al respecto, la Comisión resolvió suprimir la referencia a los gananciales -toda vez que los derechos del cónyuge derivados de su régimen matrimonial habrán sido determinados en su momento-, y precisar que esta preferencia consiste en la adjudicación de la propiedad del inmueble en que vive el cónyuge y que sea o haya sido vivienda principal de la familia, así como del mobiliario que lo guarnece, siempre que ellos formen parte del patrimonio del difunto.



	También eliminó el carácter de vitalicio del beneficio, y le pareció inapropiado conceder usufructo si se prohibe al cónyuge dejar de habitar el inmueble y obtener rentas y frutos civiles por él, por lo que prefirió otorgar un derecho de habitación para el inmueble y de uso para los muebles, que por sus características de ser derechos gratuitos, personalísimos e inembargables, se ajustan mejor a la finalidad que se persigue.



	Por otro lado, se permitió que las adjudicaciones preferentes, sean en propiedad o en uso y habitación, excedan el valor de la cuota hereditaria, pero siempre que el cónyuge pague la diferencia en dinero a los demás partícipes de la sucesión.



	Además, se dispuso que el derecho de habitación deberá inscribirse en el Conservador de Bienes Raíces y mientras esto no ocurra, no será oponible a terceros, y se hicieron aplicables, supletoriamente, las reglas sobre los derechos de uso y habitación que contempla el Título X del Libro Segundo del Código.



	Pareció conveniente, por último, establecer en forma expresa una limitación, en orden a que este derecho de adjudicación preferente no puede transferirse ni transmitirse.



	Desde el punto de vista de ubicación de este precepto en el artículo 1337, convino la Comisión que es una regla que hace excepción a varias disposiciones precedentes, que consagran, entre otros aspectos, el principio de igualdad de los herederos ante la partición, lo que explica que se inicie con la conjunción adversativa "con todo".



	Fue de opinión, sin embargo, que debería preceder a la regla 10ª, porque ésta contiene una norma común a todas las demás, cual es que no se precisa autorización judicial para llevarlas a efecto, cumpliéndose las circunstancias a que alude.



	Debido a lo anterior, decidió la Comisión consultar esta regla como 10ª nueva, manteniéndose la regla final en su lugar, si bien cambia su numeración a 11ª.



	En relación con este acuerdo, la Comisión decidió incluir un número nuevo, modificatorio del artículo 1.318, que ordena estarse a la partición realizada por el propio difunto en cuanto no fuere contraria a derecho ajeno, a fin de considerar expresamente que la partición es contraria a derecho ajeno si no respeta los derechos que esta regla 10ª nueva otorga al cónyuge sobreviviente.



	De igual manera, por razones de concordancia, convino en la necesidad de adaptar el artículo 147, que permite al juez constituir derechos de usufructo, uso o habitación sobre los bienes familiares durante el matrimonio "o disuelto éste".  En virtud de la nueva regla 10ª del artículo 1337, ya no se justificaría esa petición si la causa de disolución del matrimonio ha sido la muerte del cónyuge propietario, sino que únicamente si se declaró su nulidad.



	Consecuentemente, es pertinente sustituir la alusión genérica que el artículo 147 hace a la disolución del matrimonio por la declaración de nulidad del mismo.



	- Los acuerdos precedentes se aprobaron por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



- - -



	Se insertó un número nuevo, que elimina en el inciso segundo del artículo 1411 la palabra "legítimo", referida a un ascendiente o descendiente, en concordancia con los acuerdos anteriores.



	- Fue aprobado por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



- - -





Nº 98



	Suprime en el artículo 1424, la calidad de legítimos que se atribuye a los hijos.



	- Fue aprobado sin observaciones, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



Nº 99



	Elimina en el artículo 1431, la mención a la legitimidad de los descendientes o ascendientes que pueden interponer la acción revocatoria de una donación.



	- Por tratarse de una mera adecuación, se aprobó en forma unánime, con la misma votación del número precedente.



Nº 100



	Reemplaza en el artículo 1437, sobre las fuentes de las obligaciones, en el ejemplo de aquellas que nacen por disposición de la ley, la alusión a los hijos de familia por la de hijos sujetos a patria potestad.



	- Sometido a votación, se acogió por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.





Nº 101



	Cambia la referencia que el artículo 1579 -relativo a las personas que reciben válidamente el pago-, hace a los padres o madres de familia por la de padres o madres que ejerzan la patria potestad.



	Esta norma declara que reciben legítimamente los padres por sus hijos, en iguales términos a como lo hacen los maridos por sus mujeres en cuanto tienen la administración de los bienes de éstas.  Consideró la Comisión, al respecto, que es suficiente indicar que se trata de los padres o madres que ejercen la patria potestad, porque ella confiere precisamente la administración de los bienes del hijo, de manera que sería innecesaria la asimilación al caso de marido y mujer.  En esa medida, optó por suprimir esa remisión.

	- Fue aprobado con la misma votación anterior.



Nº 102



	Sustituye la mención que hace el artículo 1796 del hijo de familia por la del hijo sujeto a patria potestad.



	En los términos propuestos por el proyecto, el artículo prohibiría la compraventa entre el padre o madre y el hijo sujeto a "su" patria protestad, lo que se juzgó impropio, ya que no podría reconocerse validez al contrato por el hecho de que el hijo no esté sujeto a la patria potestad de aquel padre o madre que celebra con él la compraventa, sino del otro.  Por ello, se eliminó ese pronombre posesivo.



	- Se aprobó por unanimidad y la misma votación ya expresada.





Nº 103



	Elimina en el artículo 1969, sobre arrendamiento, el apelativo “de familia”, que se aplica al padre o madre.





	- Fue aprobado por unanimidad, al registrarse los mismos votos que recibieron los números precedentes.



Nº 104



	Suprime el carácter de legítima de la descendencia que exije el artículo 2045, a propósito de la sucesión del censo.



	- Se acogió con ligeros cambios de forma, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.









Nº 105



	Deroga el artículo 2049, que establece la fecha desde la que se cuenta la edad de los hijos legitimados para los efectos de ser llamados en la sucesión del censo.



	Si bien se suprime la institución de la legitimación, la Comisión no fue partidaria de derogar este artículo, porque es distinta la oportunidad en que surte efectos jurídicos la filiación matrimonial cuando el hijo se concibe o nace en matrimonio y cuando ha nacido antes del matrimonio de los padres.  Como en el censo rigen, en primer lugar, las reglas que el constituyente haya previsto en el acto constitutivo, y en él podría haber hecho diferencias entre descendientes matrimoniales y no matrimoniales, se prefirió prever las distintas situaciones, en este artículo, en carácter de norma supletoria e interpretativa de su voluntad.



	- El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.









Nº 106



	Deroga el artículo 2050, en relación con el llamado al censo tratándose de los hijos naturales y los simplemente ilegítimos.



	- En concordancia a los acuerdos adoptados anteriormente por la Comisión, se aprobó por unanimidad, con la misma votación anterior.





Nº 107



	Reemplaza el inciso final del artículo 2466 por otro, que indica que no será embargable el derecho legal de goce del marido sobre los bienes de la mujer, ni el derecho legal de goce de los padres sobre los bienes del hijo sujeto a patria potestad, ni los derechos reales de uso o de habitación.



	Se cambia, de tal manera, la referencia al usufructo por la de derecho legal de goce en los dos primeros casos, y, en el último, además, en vez de hablar de padre o madre de familia, se habla de padres e hijo sujeto a patria potestad.



	La Comisión juzgó innecesario cambiar la denominación de usufructo del padre de familia, por la de derecho legal de goce, en atención al acuerdo ya adoptado de usar ambas expresiones indistintamente, por lo que sólo aceptó referirse al hijo sujeto a patria potestad.



	- Se acogió con la misma unanimidad de los números precedentes.



Nº 108



	Reemplaza en el número 4º del artículo 2481, que enuncia la cuarta clase de créditos, la mención de hijos de familia por la de hijos sujetos a patria potestad.



	- Por las mismas razones indicadas en los números precedentes, se acogió con igual votación a la señalada en ellos.



Nº 109



	Modifica los dos incisos del artículo 2483, para sustituir la alusión a los hijos de familia por la de hijos sujetos a patria potestad.



	Para simplificar la redacción la Comisión prefirió referirse en ambos casos a los hijos bajo patria potestad.



	- Con esa adecuación fue aprobado unánimemente por los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.



Nº 110



	Reemplazar en el artículo 2485 la mención del padre o madre de familia por la de padres que ejerzan la patria potestad.



	A raíz del acuerdo adoptado en orden a desechar el ejercicio conjunto de la patria potestad, la Comisión estimó conveniente referirse al padre o madre que ejerza la patria potestad.



	- Se aprobó por unanimidad y con la misma votación.







Artículo 2º



	Contempla trece números que introducen diversas modificaciones a la ley Nº 4.808, sobre Registro Civil.



Nº 1



	Sustituye el artículo 6º por otro, que señala que los instrumentos en que se declare o conste la filiación de un hijo, se inscribirán en el Registro de Nacimientos de la comuna en que se hubiere inscrito el nacimiento. A su vez, al margen de la inscripción de nacimiento, se subinscribirán aquellos que declaren la emancipación.



	La Comisión acordó sustituir este artículo, a fin de consultar la subinscripción, al margen de la inscripción de nacimiento, de todos los actos y resoluciones que dicen relación con la filiación, el cuidado personal y la patria potestad del hijo, y en general aquellos respecto de los cuales la ley ordene esa subinscripción.



	No pareció necesario mantener la exigencia actual de que la subinscripción se practique en el registro de la comuna en que se hubiere inscrito el nacimiento, porque es suficiente señalar que se subinscriba al margen de la inscripción de nacimiento, ya que éste, a su vez, en virtud del artículo 3º, Nº 1, de la misma ley, debe practicarse en el territorio de la comuna en que ocurra el nacimiento.



	El artículo quedó conformado por dos incisos. En el primero se señala que se subinscribirán al margen de la inscripción de nacimiento del hijo los actos que enumera: los instrumentos por los cuales se le reconoce o por los cuales se repudia el reconocimiento; las sentencias sobre desconocimiento de la paternidad, en el caso de los hijos nacidos antes de los ciento ochenta días del matrimonio; las sentencias que determinan la filiación o que dan lugar a la impugnación de la filiación determinada; los acuerdos de los padres relativos al cuidado personal del hijo o al ejercicio de la patria potestad; las sentencias que resuelven sobre el cuidado personal del hijo, decretan la suspensión de la patria potestad o dan lugar a la emancipación judicial; y, por último, en general, los demás documentos que las leyes ordenen subinscribir al margen de la inscripción de nacimiento.



	El segundo inciso -que recoge el acuerdo alcanzado durante el debate del artículo 191 del proyecto, que pasa a ser 188 del texto que proponemos- señala que no se inscribirán ni subinscribirán reconocimientos que contradigan una filiación que conste en las inscripciones vigentes.



	- Con las modificaciones antedichas se aprobó por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.



- - -



	Se incluyó, a continuación, un número nuevo, que reemplaza el inciso primero del artículo 8º, con el único objeto de agregar a la inscripción, la subinscripción de los documentos, cuando corresponda, como requisito previo para poderlos hacer valer en juicio.



	- El acuerdo fue adoptado por la misma unanimidad precedente.



- - -



Nº 2



	Reemplaza el inciso tercero del artículo 17, en que se contempla la facultad del Director del Servicio de ordenar de oficio la rectificación de una inscripción en que aparezca el reconocimiento de un hijo, con el solo objeto de asignar al inscrito el o los apellidos que le correspondan y los nombres y apellidos de sus padres, o el del padre o madre que le haya reconocido.



	Dicha atribución, en la actualidad, se refiere a los casos de subinscripción de una legitimación o de un reconocimiento de hijo natural, por lo que el precepto sólo es objeto de adecuaciones a los cambios que se introducen mediante esta iniciativa.



	La Comisión agregó al caso de subinscripción del reconocimiento, por responder a similar circunstancia, el hecho de que se haya subinscrito la sentencia que determina la filiación del hijo, y efectuó los pertinentes cambios de redacción.



	- Se aprobó en forma unánime por los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.





Nº 3



	Elimina, en el inciso final del artículo 18, la referencia a las legitimaciones.



	-  Por ser consecuencia de la supresión de la legitimación, se aprobó por unanimidad, con la misma votación que recibieron los números anteriores.





Nº 4



	Deroga el inciso final del artículo 20, que establece que en los certificados del Registro Civil relativos a partidas de nacimiento de hijos legitimados o reconocidos como naturales no se dejará constancia de esas subinscripciones, salvo que se solicite expresamente.



	La Comisión no coincidió con la derogación, porque significa que en los certificados deberían consignarse todas las subinscripciones, en virtud del inciso primero del mismo artículo, lo que desatiende el propósito que tuvo el legislador al consagrar esta excepción.



	Por ello, prefirió mantener el inciso, suprimiendo la referencia a los hijos legitimados y el calificativo de naturales de los hijos reconocidos.



	- El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.





Nº 5



	Agrega en el artículo 29 un inciso final, que señala que la inscripción del nacimiento deberá ser comunicada a la madre, salvo su reconocimiento expreso o si quien hubiese denunciado el nacimiento fuese el marido.



	La Comisión estimó que el trámite de la comunicación a la madre es innecesario, y, además, no se indica la forma en que debe efectuarse dicha comunicación, el funcionario encargado de ello, ni los efectos o la sanción que tendría en caso de incumplimiento, todo lo cual podría generar innumerables problemas tanto jurídicos como prácticos.



	- Por las razones señaladas, se rechazó en forma unánime con la misma votación anterior.





Nº 6



	Elimina la mención de la calidad de legítimo en el artículo 30, relativo al plazo para solicitar la inscripción de nacimiento.



	- Fue aprobado unánimemente, con la misma votación anterior.



Nº 7



	Sustituye en el artículo 31 -que señala el contenido de las partidas de nacimiento-, su número 4º, estableciendo que deben indicarse los nombres, apellidos, nacionalidad, profesión u oficio y domicilio de los padres, y, si el hijo hubiere nacido fuera del matrimonio, los del padre o madre que le reconozca o haya reconocido.



	Este número simplemente suprime las referencias a los hijos legítimos e ilegítimos en uno y otro caso, respectivamente, reemplazando esta última por la de hijo nacido fuera del matrimonio.



	Tal alusión, sin embargo, no resulta correcta, ya que el solo hecho de que el hijo nazca fuera del matrimonio no importa que sea de filiación no matrimonial.



	Por otra parte, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 182 del texto que proponemos -en orden a que la maternidad no sólo se determina por reconocimiento o sentencia recaida en juicio de filiación, sino por el nacimiento del hijo cuando este hecho y la identidad del nacido constan en la inscripción del Registro Civil-, se agregó una oración en este número, que ordena dejar constancia de los nombres y apellidos de la madre, aunque no haya reconocimiento, si la declaración del requirente coincide con el comprobante del médico que haya asistido al parto, en cuanto a la identidad del nacido.



	- Se aprobó por unanimidad y con igual votación a la señalada en los números precedentes.



Nº 8



	En el artículo 32, cambia la referencia a la disposición legal en que se trata el reconocimiento que pueden hacer los padres al momento de practicarse la inscripción del nacimiento, hoy contenida en el número 1º del artículo 271.



	La referencia, en el texto que proponemos, corresponde a los artículos 186, Nº 1, y 187, inciso primero.



	-  Se aprobó por la unanimidad de los HH. Senadores presentes señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



Nº 9



	Incorpora un nuevo inciso en el artículo 33 estableciendo que, cuando un menor aparezca inscrito como hijo de padre o madre desconocido, el Registro Civil deberá comunicarlo al Servicio Nacional de Menores, el cual procurará, en los casos en que el menor se encuentre bajo su cuidado y protección, obtener la determinación de la paternidad y el reconocimiento del hijo.



	Suscitó dudas en la Comisión el alcance de este inciso, que no se hace cargo de la representación legal del menor, la que podría entenderse que asume el Servicio Nacional de Menores para estos efectos; deja en la incertidumbre si la actividad del Servicio estará limitada a gestiones extrajudiciales o se le confiere la titularidad de la acción para solicitar la citación judicial de los supuestos padres a confesar paternidad o maternidad bajo juramento, o, incluso, para interponer acciones de reclamación de la filiación, y motiva otra serie de inquietudes, como la disponibilidad de recursos que tenga ese organismo para abordar esta tarea.



	Todo ello, a juicio de la Comisión, hace recomendable estudiar este tema en el contexto de una modificación al decreto ley Nº 2.465, de 1979, Ley Orgánica del Servicio Nacional de Menores, la que tendrá que ser propuesta por S.E. el Presidente de la República, en la medida que, de acuerdo al artículo 62, inciso cuarto, Nº 2, de la Constitución Política, determina nuevas funciones y atribuciones de ese servicio público.  Dicha modificación, a su vez, podrá ser propuesta por vía de indicación a este proyecto de ley o estar contenida en una iniciativa separada.



	Al respecto, los señores representantes del Ejecutivo tomaron nota de los puntos de vista de la Comisión, e hicieron saber que la materia será objeto de un estudio más detenido, por lo que no se formularía indicación en esta oportunidad.



	- En esa virtud, se rechazó por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.









Nº 10



	Deroga el artículo 37, que contiene la obligación del Oficial del Registro Civil de informar a quienes contraen matrimonio que pueden legitimar los hijos comunes nacidos con anterioridad.



	La Comisión estuvo de acuerdo en suprimir la referencia a la legitimación, en concordancia con lo ya aprobado, pero consideró que subsiste la conveniencia de informar a los contrayentes que pueden reconocer los hijos comunes, por lo que resolvió sustituir el artículo, con esta finalidad.



	- Se aprobó en la forma antedicha por unanimidad, por los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.



Nº 11



	Sustituye los incisos primero y segundo del artículo 38, indicando que en el acto del matrimonio podrán los contrayentes pactar separación de bienes o participación en los gananciales.



	De esa forma, al recogerse solamente el contenido del actual inciso segundo, se elimina el primero, que permite a los cónyuges hacer en esa oportunidad la declaración de legitimación de los hijos comunes habidos con anterioridad.



	La Comisión fue partidaria de mantener la posibilidad, ya no de legitimar, pero sí de reconocer los hijos habidos con anterioridad por los contrayentes y que pasan a ser matrimoniales, de acuerdo a las normas que por el proyecto se incorporan al Código Civil.  Contempló esta situación en un nuevo inciso primero de este artículo.



	En cuanto al inciso segundo, resolvió precisar, para mayor claridad, que la separación que se permite pactar en el acto del matrimonio es total.



	- Con la nueva redacción se aprobó por unanimidad, al recibirse los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.





Nº 12



	Suprime en el número 10 del artículo 39 la calificación de “ilegítimos”, referida a los hijos que se hayan reconocido en el acto del matrimonio.



	- Se aprobó por unanimidad, sin observaciones y con la misma votación anterior.



Nº 13



	Elimina en el artículo 86, incisos primero y final, las alusiones a la legitimación.



	- Fue aprobado con la misma unanimidad de los números anteriores.





Artículo 3º



	Contiene dos números, que modifican la Ley Nº 17.344, que autoriza cambio de nombres y apellidos.



Nº 1



	Sustituye la letra c) del artículo 1º, que permite solicitar judicialmente, en los casos en que la naturaleza de la filiación fuera no matrimonial, que se agregue un apellido cuando la persona hubiera sido inscrita con uno solo o se cambie uno de los que se le hubieren impuesto, cuando fueren iguales.



	La Comisión prefirió hablar simplemente de filiación no matrimonial, e incluir el caso del hijo que no tenga determinada su filiación, manteniendo de esta forma las distintas situaciones que regula hoy el precepto, toda vez que se refiere a los casos de filiación natural y de hijos ilegítimos.



	- Con estas modificaciones se acogió por unanimidad, al darle su aprobación los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.



Nº 2



	Reemplaza el inciso segundo del artículo 4º, indicando que el cambio de apellido ordenado por el juez no podrá hacerse extensivo a los padres del solicitante, y no alterará la filiación, pero alcanzará a sus descendientes sujetos a patria potestad.



	Las alteraciones consisten en eliminar la mención a la legitimidad de los descendientes y en excluir la parte final del actual inciso, que extiende el cambio de apellido a los demás descendientes -no sometidos a patria potestad-, que consientan en ello.



	La Comisión aceptó la primera de esas modificaciones, pero consideró injustificada la segunda, que entrega a la decisión de los otros descendientes cambiar o no su apellido, según crean conveniente, por lo que decidió mantener en esta parte la norma vigente.



	- En la forma señalada, se acogió por la unanimidad de los HH. Senadores presentes, señores Fernández, Larraín y Otero.



Artículo 4º



	Deroga la ley Nº 17.999, que se refiere las actas extendidas ante un Oficial del Registro Civil en que se legitima un hijo o se reconoce a un hijo natural.



	En lo sustancial, las disposiciones contenidas en el artículo 1º de esa ley quedarán incorporadas en el Código Civil en virtud de esta misma iniciativa, y los del artículo 2º son innecesarios, en la medida que S.E. el Presidente de la República podrá dictar los reglamentos que estime adecuados en el solo ejercicio de la potestad reglamentaria de ejecución de ley que le está entregada por el artículo 32, Nº 8, de la Constitución Política.



	- Se aprobó por unanimidad, con la misma votación anterior.



Artículo 5º



	Modifica, en ocho números, la Ley Nº 7.613, que establece disposiciones sobre la adopción.



	Los cambios que se plantean en todos los números, salvo el 5º, son de mera concordancia con el acuerdo adoptado por la Comisión de suprimir las actuales categorías de hijos legítimos, naturales y simplemente ilegítimos.



	El Nº 5º, a su vez, que sustituye el artículo 24 de dicha ley, regula la porción hereditaria del adoptado y su concurrencia con otros herederos en la sucesión del causante, lo que se hace necesario por las modificaciones que contempla el proyecto en cuanto a la parte de la herencia que corresponde al hijo no matrimonial y a los órdenes de sucesión.



	Sin embargo, tuvo en vista la Comisión que se encuentra también sometido a su estudio -e incluido en la convocatoria a Legislatura Extraordinaria-, el proyecto de ley que dicta normas sobre adopción de menores (Boletín Nº 899-07), que ha sido despachado en el primer trámite constitucional por la H. Cámara de Diputados, y que, por regular en forma orgánica la adopción, deroga expresamente la ley Nº 7.613.



	En esa medida, le pareció adecuado a la Comisión no introducir modificaciones en esta iniciativa a una ley que separadamente se propone derogar, sino que estudiar los cambios que sea preciso hacer en el aludido proyecto de ley sobre adopción.



	- Consecuentemente, fue rechazado por la unanimidad de la Comisión, integrada por los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



Artículo 6º



	Consulta tres modificaciones, de simple concordancia, en la Ley Nº 18.703, sobre Adopción de Menores.



	La Comisión, considerando que el cuerpo legal que se modifica también se propone derogar expresamente en el proyecto de ley que dicta normas sobre adopción de menores, a que se acaba de aludir, resolvió aplicar el mismo criterio que tuvo respecto del artículo precedente.



	- Se rechazó por igual unanimidad de los señores integrantes de la Comisión.



Artículo 7º



	Introduce, en cuatro números, sendas modificaciones en la Ley Nº 16.618, Ley de Menores.



Nº 1



	Sustituye el inciso primero del artículo 46, con el objeto de declarar que se entienden comprendidos en los artículos del Código Civil referidos al cuidado personal de los hijos cuando los padres viven separados o los afecta alguna inhabilidad física o moral, los casos de nulidad de matrimonio, separación de hecho o convencional de los cónyuges y aquellos en que los padres no estén unidos en matrimonio, sea que ambos o ninguno hayan reconocido a los hijos, en cuanto esas disposiciones sean aplicables a estas situaciones.



	Cabe añadir que el inciso segundo, que no se propone modificar, contempla la alteración de estas reglas por vía judicial y como sanción por la falta de contribución a la mantención del hijo.



	Este artículo mereció varios reparos de orden técnico-jurídico a la Comisión, pero hubo coincidencia en que, en virtud del proyecto de ley en informe, el ejercicio del cuidado personal del hijo queda regulado en el Código Civil de manera orgánica, y comprensiva de las distintas situaciones que pueden presentarse, por lo que estas normas pierden razón de ser, y procede derogarlas.



	- El acuerdo anterior se adoptó por unanimidad, con los votos favorables de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.



Nº 2



	Reemplaza en el artículo 47 la alusión al artículo 239 del Código Civil, concerniente al abandono de un menor, como consecuencia del cambio de numeración del articulado.



	De acuerdo al texto que proponemos, la referencia debe hacerse al artículo 233 del mismo Código.



	- Se acogió unánimemente, con la misma votación anterior.





Nº 3



	Elimina, en el inciso segundo del artículo 48, la mención a la legitimidad de los ascendientes o hermanos.



	- Por tratarse de una adecuación, se aprobó sin observaciones por la misma unanimidad ya señalada.





Nº 4



	Modifica el artículo 49, a fin de tratar en un solo inciso la autorización que se necesita para la salida de un menor del país, señalando que deben prestarla ambos padres o el que lo hubiere reconocido voluntariamente, en su caso.  Para este efecto elimina la calificación de legitimo del hijo en los incisos primero y segundo, y deroga el inciso cuarto, que versa sobre la salida de un menor que sea hijo natural.



	La Comisión rectificó la referencia a los incisos primero y segundo, que en realidad corresponden al segundo y tercero, respectivamente, y suprimió la referencia al carácter voluntario del reconocimiento, porque de acuerdo a este proyecto de ley siempre el reconocimiento lo será.



	- De esta forma se aprobó por unanimidad y con la misma votación de los números anteriores.





Artículo 8º





	Se compone de cuatro números que modifican la Ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias.





Nº 1



	En su artículo 3º consulta tres cambios, dos de ellos de mera concordancia con las disposiciones de esta iniciativa, consistentes en eliminar en el inciso final las calidades de legítimo, natural, ilegítimo o adoptivo que puede tener el padre o madre, y el carácter de “necesarios” de los alimentos.



	El otro cambio es la derogación del inciso cuarto.  Se tuvo presente que, con ello, se suprimiría la competencia que actualmente tienen los juzgados de menores para conocer de las citaciones a confesar paternidad, y tal gestión pasaría a ser de competencia de los tribunales ordinarios, modificándose a la vez el procedimiento aplicable.   La Comisión no advirtió razones que justificasen esta innovación, especialmente si se considera que esta es una excepción, ya que el resto de las acciones que contempla hoy el artículo 271 del Código Civil son de competencia de la justicia ordinaria.



	Por tal motivo, prefirió mantener el inciso cuarto, reemplazando solamente la referencia al Código Civil, que corresponde hacerla a los incisos segundo y tercero del artículo 187, conforme al texto que proponemos más adelante.



	Además, se perfeccionó la redacción con que quedaría el inciso final al suprimirse la referencia al carácter de necesarios de los alimentos.



	- En la forma señalada se aprobó por unanimidad, con los votos favorables de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.



Nº 2



	Elimina el inciso segundo del artículo 4º, referido a la posibilidad de solicitar alimentos para los hijos simplemente ilegítimos.



	- Dado que el proyecto no contempla tal acción judicial, en términos de que un hijo sin filiación determinada reclame alimentos de una persona que sería supuestamente su padre o madre, se acogió el número con la misma unanimidad de los anteriores.



Nº 3



	En el artículo 5º -relativo a la obligación de los Oficiales del Registro Civil de hacer saber los derechos de los hijos ilegítimos a la persona que inscribe un hijo de padre desconocido-, suprime la palabra “ilegítimos”.



	La Comisión resolvió precisar que se trata de los derechos de los hijos que no tienen determinada su filiación para reclamarla legalmente, optando por sustituir el inciso por razones de mayor claridad.



	- Se aprobó por unanimidad con los votos favorables de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



Nº 4



	Sustituye el inciso primero del artículo 15, relativo a los apremios aplicables al alimentante que no cumpla su obligación, con el único propósito de aludir a padres e hijos en lugar de distinguir entre ellos de acuerdo al carácter de legítimos o ilegítimos que tengan.



	El inciso propuesto, en lo demás, repite la norma vigente, por lo que la Comisión estuvo por acogerlo, con algunas adecuaciones gramaticales menores.



	- Se aprobó en la forma antedicha, con la misma unanimidad de los números precedentes.



Artículo 9º



	Introduce dos modificaciones a la Ley Nº 16.271, de Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones.



Nº 1



	Sustituye el inciso segundo del artículo 2º, estableciendo las exenciones de las asignaciones por causa de muerte y de donaciones, tratándose del cónyuge, ascendiente, adoptante, hijo, o adoptado, o de la descendencia de ellos.



	El único propósito que se persigue, según explicaron a la Comisión los señores representantes del Ejecutivo, es contemplar, en la forma señalada, la enunciación de las personas beneficiadas por la exención, suprimiendo con ello la atribución de la calidad de legítimo o natural que hoy se asigna a los padres y a los hijos.



	En atención a lo anterior, la Comisión no consideró necesario sustituir por completo el inciso segundo, y prefirió reemplazar solamente su frase inicial, que es la que hace la correspondiente referencia.



	- Fue aprobado, en la forma antedicha, por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.



Nº 2



	Elimina, en el inciso primero del artículo 26, los calificativos de “legítimos o naturales”, referidos a los padres e hijos.



	La Comisión acogió esa modificación, pero observó que, además, era procedente derogar el inciso tercero del mismo artículo, que se refiere a los hijos ilegítimos, por ser contradictorio con lo resuelto precedentemente en esta iniciativa.



	- Los acuerdos aludidos se adoptaron con la misma votación del número anterior.



- - -





	La Comisión estimó conveniente incorporar, entre los artículos permanentes de este proyecto de ley, una norma de clausura, que evite tener que reformar expresamente todas las leyes o reglamentos que hagan referencia al estado filial de acuerdo con las normas actuales.



	Por este motivo agregó un artículo 8º, cuyas disposiciones se aplicarán también a las estipulaciones contenidas en actos o contratos anteriores a la entrada en vigencia de la ley, salvo que a ello se oponga la intención, claramente manifestada, de quienes los hayan ejecutado o celebrado.



	- La Comisión adoptó el acuerdo anterior por mayoría de votos. Lo hicieron a favor los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, y en contra se manifestaron los HH. Senadores señores Hamilton y Sule, quienes, si bien admitieron la conveniencia de una disposición de esta naturaleza, reiteraron su oposición a distinguir entre hijos matrimoniales y no matrimoniales.



	Por otro lado, la Comisión estimó conveniente, por unanimidad, fijar un plazo de ciento ochenta días para la entrada en vigencia de esta ley a contar de su publicación en el Diario Oficial.



	- Para tal efecto, insertó un artículo nuevo, que figura como 9º en el texto que proponemos, con los votos conformes de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



- - -



Disposiciones transitorias.



	- Por unanimidad, y con la misma votación anterior, se acordó denominarlos "Artículos Transitorios", en lugar de "Disposiciones transitorias".







Artículo 1°



	Establece que todos los que posean la calidad de hijo natural a la fecha de entrada en vigencia de esta ley tendrán los derechos que ésta establece para todos los hijos, cualquiera que sea el origen de su filiación. Con todo, los derechos hereditarios se regirán por la ley vigente al tiempo de fallecer la persona de cuya sucesión se trata.



	La Comisión, por mayoría, resolvió modificar la redacción de este artículo, ya que juzgó que daba lugar a dudas de interpretación, por lo que prefirió regular concretamente algunas materias en vez de dejarlas entregadas a la aplicación de la ley sobre efecto retroactivo de las leyes.



	De esta forma, se precisa que los hijos que tengan el estado civil de legítimos o legitimados por subsiguiente matrimonio, una vez entrada en vigor la presente ley, tendrán la calidad, derechos y deberes que se atribuyen a los hijos matrimoniales, y lo mismo se aplicará a quienes tuvieren el estado de padres o ascendientes legítimos.



	Por su parte, los hijos que tuvieran la calidad de naturales respecto del padre, madre o ambos, tendrán la calidad, derechos y deberes que se atribuyen a los hijos no matrimoniales.



	Ahora bien, el padre o la madre que hayan reconocido al hijo voluntariamente tendrán la calidad de padres no matrimoniales que han reconocido al hijo, en tanto que si la paternidad o maternidad ha sido establecida judicialmente, tendrán la de padre o madre no matrimonial cuya paternidad o maternidad ha sido determinada judicialmente contra su oposición. Lo mismo se aplicará a los demás ascendientes del padre o madre.



	No obstante lo anterior, los derechos sucesorios se reglarán por la ley vigente al tiempo de la apertura de la sucesión, conforme a las reglas generales.



	- Sometida a votación esta norma resultó aprobada por mayoría de votos. A favor lo hicieron los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, y en contra los HH. Senadores señores Hamilton y Sule, por no compartir la distinción entre hijos matrimoniales y no matrimoniales.





Artículo 2°



	Señala que las sentencias ejecutoriadas que hubieren sido dictadas al amparo de las normas que por esta ley se derogan, no impedirán el ejercicio de las acciones relativas a la filiación que se funden en pruebas nuevas previstas por esta ley, aunque entre la antigua acción y la nueva, exista identidad legal de personas.



	Añade que quienes hayan ejercitado las acciones concedidas por el artículo 280 del Código Civil, sea cual fuere el resultado de ese ejercicio, podrán, invocando las pruebas nuevas previstas por esta ley, acceder al estado civil de hijo.



	Hubo unanimidad entre los señores miembros presentes en considerar que esta norma infringe el artículo 73 de la Constitución Política, que impide al Congreso Nacional hacer revivir procesos fenecidos, y vulnera la cosa juzgada, si bien se tomó nota del parecer discrepante de los señores representantes del Ejecutivo.



	- Por la razón señalada fue rechazado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.





Artículo 3°



	Faculta al Presidente de la República, por el plazo de un año, para fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código Civil y de sus leyes complementarias como, asimismo, respecto de todas aquellas normas legales que contemplen los parentescos y categorías de padres, madres e hijos legítimos, naturales e ilegítimos, para lo cual podrá incorporar las modificaciones y derogaciones de que hayan sido objeto tanto expresa como tácitamente; reunir en un mismo texto disposiciones directa y sustancialmente relacionadas entre sí que se encuentren dispersas; introducir cambios formales, sea en cuanto a redacción, para mantener la correlación lógica y gramatical de las frases, a titulación, a ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, pero sólo en la medida que sean indispensables para su coordinación y sistematización.



	Concluye expresando que el ejercicio de estas facultades no podrá importar, en caso alguno, la alteración del verdadero sentido y alcance de las disposiciones legales vigentes.



	La mayoría de la Comisión, compuesta por los HH. Senadores señores Fernández y Larraín, fue partidaria de otorgar las facultades mencionadas, haciendo mención a las leyes que son modificadas expresamente por el proyecto, en lugar de las leyes complementarias del Código Civil, por la dificultad de precisar las que configurarían esa categoría, y, aún cuando hubiese certeza de algunas, es evidente que no todas son afectadas por el proyecto de ley, de manera que no se justificaría extender a ellas la facultad delegada de que se trata.



	Por otra parte, se manifestó a favor de incluir también la mención expresa de aquellos cuerpos legales que hagan referencia a los ascendientes, parientes, descendientes o hermanos.



	Además, estimó conveniente ubicar este mandato dentro de las normas permanentes y no transitorias, ya que es una disposición llamada a producir efectos permanentes.



	La minoría de la Comisión, integrada por el H. Senador señor Otero, estimó que la delegación de facultades legislativas es excesivamente amplia, porque debería comprender solamente la fijación del texto refundido del Código Civil, ya que admitirla respecto de toda la legislación que tenga alguna mención a esta materia, por irrelevante que sea, priva al Congreso Nacional de la evaluación detenida que le corresponde hacer sobre la conveniencia del cambio, que afectará a los más variados ordenamientos, como el comercial, administrativo, penal, de seguridad social, de salud, y tantos otros, en temas tan variados que comprenden incompatibilidades, inhabilidades, beneficios e incluso elementos de tipos penales, como en el caso del parricidio.



	- Sometido a votación, resultó aprobado con los cambios aludidos por la mayoría de los Senadores presentes. Votaron por la aprobación los HH. Senadores señores Fernández y Larraín, en tanto que el H. Senador señor Otero se abstuvo.



- - -





	Por la misma razón de evitar dificultades de interpretación que se señaló a raíz de la discusión del artículo 1º transitorio, la Comisión decidió incluir otro artículo transitorio -que llevará el número 2º-, que regula la situación de las personas que hayan adquirido el derecho a pedir alimentos en la calidad de hijos simplemente ilegítimos, y los que hayan ejercido respecto de todas las citaciones a confesar paternidad sin haber obtenido la calidad de hijo natural o,en su caso, simplemente ilegítimo con derecho a alimentos.



	Asimismo, en un artículo transitorio, que lleva el número 3º, se da normas respecto de quienes tengan determinado, por sentencia judicial o transacción aprobada por la justicia, el derecho a percibir alimentos necesarios.



	En seguida, para salvar el hecho de que el hijo no matrimonial pasa a estar sujeto a patria potestad, se estableció en el artículo 4º transitorio, también nuevo, que la guarda a que estuviere sujeto el hijo natural expirará por la entrada en vigencia de esta ley, y el respectivo padre o madre entrará de pleno derecho en el ejercicio de la patria potestad que le corresponde.  Se conserva, además, el valor y los efectos de las emancipaciones voluntarias ya realizadas.



	El nuevo artículo 5º transitorio da reglas para la aplicación temporal de la ley, con respecto a los plazos para impugnar, desconocer o reclamar la filiación, paternidad o maternidad, o para repudiar un reconocimiento o legitimación por subsiguiente matrimonio, distinguiendo si han comenzado a correr o no lo han hecho.  Advierte que, en todo caso, no podrá reclamarse la paternidad o maternidad respecto de personas fallecidas con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.



	La Comisión acordó también incorporar un nuevo artículo 6º transitorio, destinado a resguardar la cosa juzgada.  Señala que esta ley no alterará el efecto de cosa juzgada de las sentencias ejecutoriadas con anterioridad a su entrada en vigencia, aunque resolvieren sobre acciones de estado civil, de desconocimiento, impugnación o reclamación de la filiación, paternidad o maternidad, atribución y suspensión de la patria potestad o emancipación del hijo.



	Para evitar dudas, aclara que la persona que hubiere solicitado judicialmente alimentos invocando la calidad de hijo ilegítimo -salvo el caso de citación judicial, de que se trata en el artículo 2º transitorio-, y no hayan obtenido en el pleito, podrá demandar la reclamación del estado de hijo de acuerdo con las disposiciones que establece la presente ley.  Esto, porque estrictamente esta otra acción no afecta la cosa juzgada en los términos del artículo 177 del Código de Procedimiento Civil.



	Finalmente, se agregó un artículo transitorio, con el número 7, que dispone la aplicación supletoria de las normas de la Ley sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes de fecha 7 de octubre de 1861, en todo lo no previsto por los artículos transitorios precedentes.



	- Estos nuevos artículos transitorios se aprobaron en cada caso por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín,Otero y Sule.



- - -





	En consecuencia, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra proponeros que aprobéis el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:







Artículo 1º

Número 1



	Reemplazarlo por el siguiente:

	1. Sustitúyense, en el artículo 28, las expresiones "legítimo" por "matrimonial" y "legítimos" por "matrimoniales".



Número 2

	Sustituirlo por el siguiente:

	2. En el artículo 29, reemplázanse las expresiones "ilegítima" e "ilegítimo" por "no matrimonial", y la palabra "legítimos" por "matrimoniales".



- - -



	Introducir un nuevo número del siguiente tenor:

	3. Derógase el artículo 30.

- - -



Número 3

	Pasa a ser número 4.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	4. Sustitúyese, en el artículo 31, la expresión "legítima" por "matrimonial", y la palabra "legítimos" por "matrimoniales".





Número 4

	Pasa a ser número 5.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	5. Sustitúyese el artículo 32 por el siguiente:

	“Artículo 32. Es afinidad no matrimonial la que existe entre una de dos personas que no han contraido matrimonio y se han conocido carnalmente y los consanguíneos de la otra, o entre una de dos personas que están o han estado casadas y los consanguíneos no matrimoniales de la otra."





Número 5

	Pasa a ser número 6.

	Sustituirlo por el siguiente:

	6. Reemplázase en el artículo 33, la expresión "ilegítima" por "no matrimonial" y la palabra "legítima" por "matrimonial".





Número 6

	Pasa a ser número 7.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	7. Sustitúyense los artículos 35 y 36 por los siguientes:

	"Artículo 35. Son hijos matrimoniales los concebidos o nacidos durante el matrimonio verdadero de sus padres o durante el matrimonio nulo en los casos del artículo 122.

	Son también matrimoniales aquellos hijos cuyos padres contraen matrimonio con posterioridad a su nacimiento, conforme a lo dispuesto en el artículo 180.

	Artículo 36. Son hijos no matrimoniales de una persona los que no se encuentran en los casos previstos en el artículo anterior y cuya filiación se ha determinado en conformidad a lo dispuesto en este Código.".



- - -



	Introducir un nuevo número del siguiente tenor:

	8. Intercálase el siguiente artículo 37:

	"Artículo 37. Son hijos sin filiación determinada respecto del padre, de la madre o ambos, aquellos a los que no se apliquen los artículos anteriores.".

- - -



Número 7

	Pasa a ser número 9, reemplazado por el siguiente:

	9. Reemplázase el artículo 40 por el siguiente:

	"Artículo 40. Las denominaciones de matrimoniales y no matrimoniales, que según las definiciones precedentes se dan a los hijos, se aplican correlativamente a sus padres.".



Número 8

	Pasa a ser número 10, sin enmiendas.



Número 9

	Pasa a ser número 11.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	11. Sustitúyese el inciso primero del artículo 42 por el siguiente:

	"Artículo 42.- En los casos en que la ley dispone que se oiga a los parientes de una persona, se entenderán comprendidos en esa denominación el cónyuge de ésta, sus consanguíneos matrimoniales de uno y otro sexo mayores de edad, y si fuere hijo no matrimonial, su padre y madre que le hayan reconocido, y sus hermanos no matrimoniales mayores de edad. A falta de consanguíneos en suficiente número serán oídos los afines matrimoniales.".





Número 10

	Pasa a ser número 12, en los mismos términos.



Número 11

	Pasa a ser número 13.

	Sustituirlo por el siguiente:

	13. Sustitúyese el artículo 107, por el siguiente:

	“Artículo 107.- Los que no hubieren cumplido dieciocho años no podrán casarse sin el consentimiento expreso de sus padres; si falta uno de ellos, el del otro padre o madre; o a falta de ambos, el del ascendiente o de los ascendientes de grado más próximo.

	En igualdad de votos contrarios preferirá el favorable al matrimonio.”.





Número 12

	Pasa a ser número 14, sin enmiendas.



- - -



	Introducir un nuevo número del siguiente tenor:

	15. Sustitúyese el artículo 109 por el siguiente:

	"Artículo 109. Se entenderá faltar el padre o madre u otro ascendiente, no sólo por haber fallecido, sino por estar demente; o por hallarse ausente del territorio de la República, y no esperarse su pronto regreso; o por ignorarse el lugar de su residencia.

	También se entenderá faltar el padre o madre, y sus respectivos ascendientes, cuando la paternidad o maternidad haya sido determinada judicialmente contra su oposición.".

- - -



Número 13

	Pasa a ser número 16.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	16. En el artículo 111:

	a) Sustitúyese en el inciso primero las expresiones "los dichos padres" por "padre", y

	b) Reemplázase el inciso final por el siguiente:

	"Si se tratare de un hijo cuya filiación no ha sido determinada respecto de ninguno de sus padres, el consentimiento para el matrimonio lo dará su curador general. A falta de éste, será aplicable lo dispuesto en el inciso anterior.".





Número 14

	Pasa a ser número 17.

	Sustituirlo por el siguiente:

	17. Reemplázase la causal 5ª del artículo 113 por la siguiente:

	"5ª. Haber sido condenada esa persona por delito que merezca pena aflictiva;”.





Número 15

	Pasa a ser número 18.

	Sustituirlo por el siguiente:

	18. Reemplázase el inciso segundo del artículo 122, por el siguiente:

	"Con todo, la nulidad declarada por incompetencia del funcionario, por no haberse celebrado el matrimonio ante el número de testigos requeridos por la ley o por inhabilidad de éstos, no afectará la filiación matrimonial de los hijos, en los términos del artículo 35, aunque no haya habido buena fe ni justa causa de error.".





Número 16

	Pasa a ser número 19.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	19. Introdúcese el siguiente artículo 130, nuevo:

	“Artículo 130. Cuando por haber pasado la madre a otras nupcias se dudare a cuál de los dos matrimonios pertenece un hijo, y se invocare una decisión judicial de conformidad a las reglas del Título VIII, el juez decidirá, tomando en consideración las circunstancias, y oyendo además el dictamen de facultativos, si lo creyere conveniente.

	Serán obligados solidariamente a la indemnización de todos los perjuicios y costas ocasionados a terceros por la incertidumbre de la paternidad, la mujer que antes del tiempo debido hubiere pasado a otras nupcias, y su nuevo marido.”.

- - -



	Intercalar un nuevo número, del siguiente tenor:

	20. Sustitúyese en el artículo 147 la frase "Durante el matrimonio o disuelto éste" por "Durante el matrimonio o después de la declaración de su nulidad".

- - -

Número 17

	Pasa a ser número 21.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	21. Sustitúyese el artículo 174, por el siguiente:

	"Artículo 174. Entre los cónyuges divorciados subsiste la obligación de alimentos, según las reglas generales.".





Número 18

	Suprimirlo.



Número 19

	Pasa a ser número 22, en los mismos términos.



- - -



	Introducir un número nuevo, del siguiente tenor:

	"23. Deróganse los Títulos VII a XV del Libro I, ambos inclusive, compuestos por los artículos 179 a 296.".



- - -



Número 20

	Pasa a ser número 24.

	Sustituir el encabezamiento por el siguiente:

	"24. Introdúcense al Libro I los siguientes Títulos VII a X:".



Párrafo 1

	Emplear en su título letra cursiva.



Artículo 179

	Sustituirlo por el siguiente:

	"Artículo 179. La filiación por naturaleza es matrimonial o no matrimonial. La adopción y los derechos entre adoptante y adoptado se rigen por la ley respectiva.".





Artículo 180

	Reemplazarlo por el siguiente:

	"Artículo 180. La filiación es matrimonial cuando existe matrimonio entre los padres al tiempo de la concepción  o del nacimiento del hijo.

	Es también filiación matrimonial la del hijo cuyos padres contraen matrimonio con posterioridad a su nacimiento, siempre que la paternidad y la maternidad hayan estado previamente determinadas por los medios que este Código establece, o bien se determinen por reconocimiento realizado por ambos padres en el acto del matrimonio o durante su vigencia, en la forma prescrita por el artículo 186. Esta filiación matrimonial aprovechará, en su caso, a la posteridad del hijo fallecido.

	En los demás casos, la filiación es no matrimonial.".





Artículo 181

	Cambiarlo por el que sigue:

	"Artículo 181. La filiación produce efectos civiles cuando queda legalmente determinada, pero se retrotraen a la época de la concepción del hijo.

	No obstante, subsistirán los derechos adquiridos y las obligaciones contraidas antes de su determinación, pero el hijo concurrirá en las sucesiones abiertas con anterioridad a la determinación de su filiación, cuando sea llamado en su calidad de tal.

	Todo lo anterior se entiende sin perjuicio de la prescripción de los derechos y de las acciones, que tendrá lugar conforme a las reglas generales.

	La acreditación de la filiación determinada se realizará conforme con las normas establecidas en el Título XVII.".





Artículo 182

	Suprimirlo.



Artículo 183

	Pasa a ser 182 con el siguiente texto:

	"Artículo 182. La maternidad, esto es, el hecho de ser una mujer la madre del hijo que pasa por suyo, queda determinada por el nacimiento cuando este hecho y la identidad del nacido constan en las inscripciones practicadas en el Registro Civil.

	Fuera del caso señalado en el inciso anterior, la maternidad se determina por reconocimiento o sentencia firme en juicio de filiación.".



Párrafo 2



	Pasa a ser 3, en letra cursiva y comprende al artículo 184, reemplazado por el que se indica, todo ello de la siguiente forma:



	"§ 3. De la determinación de la filiación matrimonial.

	Artículo 184. La filiación matrimonial queda determinada por el nacimiento del hijo durante el matrimonio de sus padres, con tal que la maternidad y la paternidad estén establecidas legalmente en conformidad con los artículos 182 y 183, respectivamente.

	Tratándose del hijo nacido antes de casarse sus padres, la filiación matrimonial queda determinada por la celebración de ese matrimonio, siempre que la maternidad y la paternidad estén ya determinadas con arreglo al artículo 185 o, en caso contrario, por el último reconocimiento conforme a lo establecido en el párrafo siguiente.

	La filiación matrimonial podrá también determinarse por sentencia dictada en juicio de filiación, que se subinscribirá al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.".



Párrafo 3

	Pasa a ser 2, comprendiendo a los artículos 185 y 186, que pasan a ser 183, refundidos y sustituidos por el que se señala, en los siguientes términos:

	"§ 2. De la determinación de la paternidad matrimonial.

	Artículo 183. Se presumen hijos del marido los nacidos después de la celebración del matrimonio y dentro de los trescientos días siguientes a su disolución o al divorcio de los cónyuges.

	No se aplicará esta presunción respecto del que nace antes de expirar los ciento ochenta días subsiguientes al matrimonio, si el marido lo desconoce como hijo suyo y comprueba judicialmente que no tuvo conocimiento de la preñez al tiempo de casarse, o que por actos positivos no ha manifestado reconocer al hijo después de nacido. La acción de desconocimiento se ejercerá en el plazo y forma que se expresa en los artículos 207 y siguientes.

	Regirá, en cambio, la presunción de paternidad respecto del nacido trescientos días después de decretado el divorcio, por el hecho de consignarse como padre el nombre del marido, a petición de ambos cónyuges, en la inscripción de nacimiento del hijo.

	La paternidad así determinada o desconocida podrá ser impugnada o reclamada, respectivamente, de acuerdo con las reglas establecidas en el Título VIII.".





Párrafo 4

	Destacarlo con letra cursiva.



Artículo 187

	Pasa a ser 185, en los mismos términos.



Artículo 188

	Pasa a ser artículo 186, con la siguiente redacción:

	"Artículo 186. El reconocimiento del hijo tendrá lugar mediante una declaración formulada con ese determinado objeto por el padre, la madre o ambos, según los casos:

	1.º Ante el Oficial del Registro Civil, al momento de inscribirse el nacimiento del hijo o en el acto del matrimonio de los padres;

	2.º En acta extendida en cualquier tiempo, ante cualquier oficial del Registro Civil;

	3.º En escritura pública, o

	4.º En acto testamentario. En este caso, el reconocimiento será irrevocable.

	Los actos de reconocimiento serán subinscritos al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.".



Artículo 189

	Pasa a ser artículo 187, con el siguiente tenor:

	"Artículo 187. El hecho de consignarse el nombre del padre o de la madre, a petición de cualquiera de ellos, al momento de practicarse la inscripción del nacimiento, es suficiente reconocimiento de filiación.

	También lo es la confesión de paternidad o maternidad, prestada bajo juramento por el supuesto padre o madre que sea citado a la presencia judicial con tal objeto por el hijo o, si éste es incapaz, por su representante legal o quien lo tenga bajo su cuidado. En la citación se expresará el objeto de la misma y se requerirá la presencia personal del supuesto padre o madre. El acta en que conste la confesión de paternidad o maternidad se subinscribirá al margen de la inscripción de nacimiento del hijo, para lo cual el tribunal remitirá al Registro Civil copia auténtica.

	La citación judicial a confesar paternidad o maternidad bajo juramento no podrá ejercerse más de una vez con relación a la misma persona.".





Artículos 190 y 191

	Pasan a ser artículos 188 y 189, reemplazados como sigue:

	"Artículo 188. No surtirá efectos el reconocimiento de un hijo que tenga legalmente determinada una filiación distinta, sin perjuicio del derecho a ejercer las acciones a que se refiere el artículo 202.

	El reconocimiento es irrevocable y no susceptible de modalidades.

	El reconocimiento no perjudicará los derechos de terceros de buena fe que hayan sido adquiridos con anterioridad a su subinscripción al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.



	Artículo 189. El reconocimiento por acto entre vivos señalado en el artículo 186, podrá realizarse por medio de mandatario constituido por escritura pública y especialmente facultado con este objeto."





- - -



	Incorporar los siguientes tres nuevos artículos:

	"Artículo 190. El hijo que, al tiempo del reconocimiento, fuere mayor de edad, podrá repudiarlo dentro del término de un año, contado desde que lo conoció. Si fuere menor, nadie podrá repudiarlo sino él y dentro de un año, a contar desde que, llegado a la mayor edad, supo del reconocimiento.

	El curador del mayor de edad que se encuentre en interdicción por demencia o sordomudez, necesitará autorización judicial para poder repudiar.

	El disipador bajo interdicción no necesitará autorización de su representante legal ni de la justicia para repudiar.

	El repudio deberá hacerse por escritura pública, dentro del plazo señalado en el presente artículo. Esta escritura deberá subinscribirse al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.

	La repudiación privará retroactivamente al reconocimiento de todos los efectos que beneficien exclusivamente al hijo o sus descendientes, pero no alterará los derechos ya adquiridos por los padres o terceros, ni afectará a los actos o contratos válidamente ejecutados o celebrados con anterioridad a la subinscripción correspondiente.

	Toda repudiación es irrevocable.



	Artículo 191. No podrá repudiar el hijo que, durante su mayor edad, hubiere aceptado el reconocimiento en forma expresa o tácita.

	La aceptación es expresa cuando se toma el título de hijo en instrumento público o privado, o en acto de tramitación judicial.

	Es tácita cuando se realiza un acto que supone necesariamente la calidad de hijo y que no se hubiere podido ejecutar sino en ese carácter.



	Artículo 192. Si es muerto el hijo que se reconoce o si el reconocido menor falleciere antes de llegar a la mayor edad, sus herederos podrán efectuar la repudiación dentro del año siguiente al reconocimiento, en el primer caso, o de la muerte, en el segundo, sujetándose a las disposiciones de los artículos anteriores.

	Si el reconocido mayor de edad falleciere antes de expirar el término que tiene para repudiar, sus herederos podrán efectuar la repudiación durante el tiempo que a aquél hubiese faltado para completar dicho plazo.".





Título VIII

Párrafo 1

	Utilizar letra cursiva en el título del párrafo.







Artículo 192

	Pasa a ser artículo 193, reemplazado en la forma que sigue:

	"Artículo 193. La ley posibilita la investigación de la paternidad o maternidad, en la forma y con los medios previstos en los artículos que siguen.

	El derecho de reclamar la filiación es imprescriptible e irrenunciable. Sin embargo, sus efectos patrimoniales quedan sometidos a las reglas generales de prescripción y renuncia.".





Artículo 193

	Pasa a ser artículo 194, reemplazado en la siguiente forma:

	"Artículo 194. En los juicios sobre determinación de la filiación, la maternidad y la paternidad podrán establecerse mediante toda clase de pruebas, decretadas de oficio o a petición de parte, con la salvedad de que será insuficiente para estos efectos la sola prueba testimonial.

	Las pruebas periciales de carácter biológico se practicarán por el Servicio Médico Legal o por laboratorios idóneos para ello, designados por el juez. Las partes siempre, y por una sola vez, tendrán derecho a solicitar un nuevo informe pericial biológico.

	La negativa injustificada del demandado a someterse a peritaje biológico servirá como base de presunción judicial en su contra.

	La posesión notoria de la calidad de hijo respecto de determinada persona servirá para acreditar la filiación, siempre que haya durado a lo menos cinco años continuos y se pruebe por un conjunto de testimonios fidedignos que la establezcan de un modo irrefragable.

	La posesión notoria consiste en que su padre, madre o ambos le hayan tratado como hijo, proveyendo a su educación y establecimiento de un modo competente, y presentándole en ese carácter a sus deudos y amigos; y que éstos y el vecindario de su domicilio, en general, le hayan reputado y reconocido como tal.".





Artículo 194

	Pasa a ser artículo 195, sustituído por el siguiente:

	"Artículo 195. El juez sólo dará curso a la demanda si con ella se presentan antecedentes suficientes que hagan plausibles los hechos en que se funda.".





Artículo 195

	Pasa a ser artículo 196, y se reemplaza por el siguiente:

	"Artículo 196. La acción para impetrar la nulidad del acto de reconocimiento por vicios de la voluntad prescribirá en el plazo de un año, contado desde la fecha de su otorgamiento o, en el caso de fuerza, desde el día en que ésta hubiere cesado.".







Artículo 196

	Pasa a ser artículo 203, con el siguiente tenor:

	"Artículo 203. Reclamada judicialmente la filiación, el juez podrá decretar alimentos provisionales en los términos del artículo 327.".





Párrafo 2

	Destacar su título con letra cursiva.



Artículo 197

	Pasa a ser artículo 198, sustituído por el siguiente:

	"Artículo 198. La acción de reclamación de la filiación matrimonial corresponde al hijo, al padre o a la madre.

	En el caso de los hijos, la acción deberá entablarse conjuntamente contra ambos padres.

	Si la acción es ejercida por el padre o la madre, deberá el otro progenitor intervenir forzosamente en el juicio, so pena de nulidad."





Artículo 198

	Pasa a ser artículo 199, reemplazado en la siguiente forma:

	"Artículo 199. La acción de reclamación de la filiación no matrimonial corresponde al hijo contra su padre o su madre, o a cualquiera de éstos cuando el hijo tenga determinada una filiación diferente, para lo cual se sujetarán a lo dispuesto en el artículo 202.

	Podrá, asimismo, reclamar la filiación el representante legal del hijo incapaz, en interés de éste."





Artículo 199

	Pasa a ser artículo 200, sustituído por el siguiente:





	"Artículo 200. Si el hijo que no se ha reconocido es póstumo, o fallece alguno de sus padres dentro de los ciento ochenta días siguientes al parto, la acción se dirigirá en contra de los herederos del padre o de la madre, dentro del plazo de un año, contado desde su muerte o desde que el hijo, alcanzada su plena capacidad, haya tomado conocimiento de la paternidad o maternidad que reclama."





Artículo 200

	Pasa a ser artículo 201 y se reemplaza por el siguiente:

	"Artículo 201. Si hubiere fallecido el hijo siendo incapaz, la acción podrá ser ejercida por sus herederos, dentro del plazo de un año contado desde la muerte.

	Si el hijo falleciere antes de transcurrir un año desde que alcanzare la plena capacidad, o desde que tomare conocimiento de la paternidad o maternidad, la acción corresponderá a sus herederos por todo el tiempo que faltare para completar dicho plazo.

	El plazo o su residuo empezará a correr para los herederos incapaces desde que alcancen la plena capacidad."





Artículo 201

	Pasa a ser artículo 202, reemplazado por el siguiente:

	"Artículo 202. Si estuviese determinada la filiación de una persona y quisiere reclamarse otra distinta, deberán ejercerse simultáneamente las acciones de impugnación de la filiación existente y de reclamación de la nueva filiación.

	En este caso, no regirán para la acción de impugnación los plazos señalados en el párrafo 3º de este Título.".





Artículo 202

	Pasa a ser artículo 204, sustituído en la forma que se indica:

	"Artículo 204. El concubinato de la madre con el supuesto padre, durante la época en que ha podido producirse legalmente la concepción, servirá de base para una presunción judicial de paternidad.

	Si el supuesto padre probare que la madre cohabitó con otro durante el período legal de la concepción, esta sola circunstancia no bastará para desechar la demanda.".





Artículo 203

	Pasa a ser artículo 205, reemplazado en la forma que sigue:

	"Artículo 205. La posesión notoria del estado civil de hijo, debidamente acreditada, preferirá a las pruebas periciales de carácter biológico en caso de que haya contradicción entre una y otras.

	Sin embargo, si hubiesen graves razones que demuestren la inconveniencia para el hijo de aplicar la regla anterior, prevalecerán las pruebas de carácter biológico.".





Párrafo 3

	Destacar el título del párrafo con letra cursiva.



- - -

	Incorporar un nuevo artículo del siguiente tenor:

	"Artículo 206. La filiación queda sin efecto por impugnación de la paternidad o de la maternidad conforme con los preceptos que siguen.".



- - -



Artículo 204



	Pasa a ser artículos 207 y 208, reemplazado por los siguientes:

	"Artículo 207. La paternidad del hijo concebido o nacido durante el matrimonio podrá ser impugnada por el marido dentro del año siguiente al día en que tuvo conocimiento del parto.

	La residencia del marido en el lugar del nacimiento del hijo hará presumir que lo supo inmediatamente; a menos de probarse que por parte de la mujer ha habido ocultación del parto.

	Si al tiempo del nacimiento se hallaba el marido ausente, se presumirá que lo supo inmediatamente después de su vuelta a la residencia de la mujer; salvo el caso de ocultación mencionado en el inciso precedente.



	Artículo 208. Si el marido muere sin conocer el parto, o antes de vencido el término para impugnar señalado en el artículo anterior, la acción corresponderá a sus herederos, y en general, a toda persona a quien la pretendida paternidad irrogare perjuicio actual, por ese mismo plazo, o el tiempo que faltare para completarlo.

	Cesará este derecho, si el padre hubiere reconocido al hijo como suyo en su testamento o en otro instrumento público.".





Artículo 205

	Pasa a ser artículo 209 y se sustituye por el que sigue:

	"Artículo 209. La paternidad matrimonial a que se refiere el artículo 207 también podrá ser impugnada por el representante legal del hijo incapaz, en interés de éste, durante el año siguiente al nacimiento.

	El hijo, por sí, podrá interponer la acción de impugnación dentro de un año, contado desde que alcance la plena capacidad.".









Artículo 206

	Pasa a ser artículo 210 y se sustituye por el siguiente:

	"Artículo 210. La filiación no matrimonial determinada por reconocimiento podrá ser impugnada por el propio hijo, dentro del plazo de dos años contado desde que supo de ese reconocimiento.

	Si el hijo fuese incapaz, esta acción se ejercerá conforme a las reglas previstas en el artículo anterior.

	Si el hijo muere desconociendo aquel acto, o antes de vencido el plazo para impugnar su filiación, la acción corresponderá a sus herederos por el mismo plazo o el tiempo que faltare para completarlo, contado desde la muerte del hijo.

	También podrá impugnar esta filiación toda persona que pruebe un interés actual en ello, en el plazo de un año desde que tuvo ese interés y pudo hacer valer su derecho.

	Todo lo anterior se aplicará también para impugnar la filiación matrimonial de los hijos nacidos antes del matrimonio de sus padres, pero el plazo de dos años a que se refiere el inciso primero se contará desde que el hijo supo del matrimonio o del reconocimiento que la producen.".



Artículo 207

	Pasa a ser artículos 211 y 212, reemplazado en la forma siguiente:

	"Artículo 211. La maternidad podrá ser impugnada, probándose falso parto, o suplantación del pretendido hijo al verdadero.

	Tienen derecho a impugnarla, dentro del año siguiente al nacimiento, el marido de la supuesta madre y la misma madre supuesta.

	Podrán también impugnarla, en cualquier tiempo, los verdaderos padre o madre del hijo, el verdadero hijo o el que pasa por tal si se reclama conjuntamente la determinación de la auténtica filiación del hijo verdadero o supuesto. La acción de impugnación de la maternidad del pretendido hijo que no cumpla con lo anterior, deberá ejercerse dentro del año contado desde que alcance su plena capacidad.

	No obstante haber expirado los plazos establecidos en este artículo, en el caso de salir inopinadamente a la luz algún hecho incompatible con la maternidad putativa, podrá subsistir o revivir la acción respectiva por un año contado desde la revelación justificada del hecho.



	Artículo 212. Se concederá también la acción de impugnación a toda otra persona a quien la maternidad aparente perjudique actualmente en sus derechos sobre la sucesión testamentaria, o abintestato, de los supuestos padre o madre, siempre que no exista posesión de estado.

	Esta acción expirará dentro de un año, contado desde el fallecimiento de dichos padre o madre.".



Artículo 208



	Suprimirlo.



- - -



	Incorporar los siguientes artículos 213 y 214, nuevos:



	"Artículo 213. No procederá la impugnación de una filiación determinada por sentencia firme, sin perjuicio de los recursos legales extraordinarios que puedan proceder en su contra y de lo que se dispone en el artículo 320.



	Artículo 214. La sentencia que de lugar a la acción de reclamación o de impugnación deberá subinscribirse al margen de la inscripción de nacimiento del hijo, y no perjudicará los derechos de terceros de buena fe que hayan sido adquiridos con anterioridad a la subinscripción.".



- - -





Título IX

Contemplarlo como Título X.



Párrafo 1



	Consultar su título en letras cursivas.



Artículo 209

	Pasa a ser artículo 236, reemplazado por el siguiente:

	"Artículo 236. La patria potestad es el conjunto de derechos y deberes que corresponden al padre o a la madre sobre los bienes de sus hijos no emancipados.

	La patria potestad se ejercerá también sobre los derechos eventuales del hijo que está por nacer.".





Artículo 210

	Suprimirlo.





Artículo 211

	Pasa a ser artículo 197 con el siguiente tenor:

	"Artículo 197. Cuando la filiación haya sido determinada judicialmente contra la oposición del padre o madre, aquél o ésta quedará privado de la patria potestad y, en general, de todos los derechos que por el ministerio de la ley se le confieren respecto de la persona y bienes del hijo o de sus descendientes. El juez así lo declarará en la sentencia y de ello se dejará constancia en la subinscripción correspondiente.

	El padre o madre conservará, en cambio, todas sus obligaciones legales cuyo cumplimiento vaya en beneficio del hijo o sus descendientes.

	Sin embargo, se restituirán al dicho padre o madre todos los derechos de los que esté privado, si el hijo, alcanzada su plena capacidad, manifiesta por escritura pública o por testamento su voluntad de restablecerle en ellos. El acto de restablecimiento producirá efectos desde su subinscripción al margen de la inscripción de nacimiento del hijo y será irrevocable.".





Artículo 212

	Pasa a ser artículo 237, sustituído como se indica:

	"Artículo 237. Ejercerá la patria potestad el padre o la madre, según convengan ambos en escritura pública o instrumento privado autorizado por notario público, que se subinscribirá al margen de la inscripción de nacimiento del hijo, dentro de los treinta días siguientes a su expedición.

	A falta de acuerdo, o si, vigente el acuerdo, variasen las circunstancias, el juez resolverá sobre la patria potestad del hijo, a petición de cualquiera de los padres o de quien tenga interés en ello. Ejecutoriada la resolución, se subinscribirá dentro del mismo plazo anterior.

	En defecto del padre o madre que tuviere la patria potestad, los derechos y deberes corresponderán al otro de los padres.".





Artículo 213

	Pasa a ser artículo 238, reemplazado por el siguiente:

	"Artículo 238. Si los padres viven separados, la patria potestad será ejercida por aquel que tenga a su cargo el cuidado personal del hijo, de conformidad al artículo 218.

	Sin embargo, por acuerdo de los padres, o resolución judicial fundada en el interés del hijo, podrá atribuirse al otro padre la patria potestad o alguno de sus derechos y deberes. Se aplicarán al acuerdo, o a la sentencia judicial, las normas sobre subinscripción previstas en el artículo precedente.".



- - -



	Incorporar dos nuevos artículos, del siguiente tenor:

	"Artículo 239. Mientras una subinscripción relativa al ejercicio de la patria potestad no sea cancelada por otra posterior, todo nuevo acuerdo o resolución será inoponible a terceros.

	Artículo 240. No obstará a las reglas previstas en los artículos 237 y 238 el régimen de bienes que pudiese existir entre los padres.".



- - -



Artículo 214

	Pasa a ser artículo 241, sustituido por el siguiente:

	"Artículo 241. Se nombrará tutor o curador al hijo siempre que la paternidad y la maternidad hayan sido determinadas judicialmente contra la oposición del padre y de la madre. Lo mismo sucederá respecto del hijo cuyos padres no tengan derecho a ejercer la patria potestad o cuya filiación no esté determinada legalmente ni respecto del padre ni respecto de la madre."

- - -



	Incorporar el siguiente artículo nuevo:

	"Artículo 242. La determinación legal de la paternidad o maternidad pone fin a la guarda en que se hallare el hijo menor de edad y da al padre o la madre, según corresponda, la patria potestad sobre sus bienes."

- - -



Artículo 215

	Sustituirlo por los siguientes artículos:

	"Artículo 222. El padre o madre que no tenga el cuidado personal del hijo no será privado del derecho ni quedará exento del deber, que consiste en mantener con él una relación directa y regular, la que ejercerá con la frecuencia y libertad acordada con quien lo tiene a su cargo, o, en su defecto, con las que el juez estimare conveniente para el hijo.

	Se suspenderá o restringirá el ejercicio de este derecho cuando manifiestamente perjudique el bienestar del hijo, lo que declarará el tribunal fundadamente."



	"Artículo 229. Los padres tendrán el derecho y el deber de educar a sus hijos, orientándolos hacia su pleno desarrollo en las distintas etapas de su vida.".





Párrafo 2



	Contemplado como nuevo Título IX.



Artículo 216

	Pasa a ser artículo 215, sin enmiendas.





Artículo 217

	Pasa a ser artículo 216, reemplazado por el siguiente:

	"Artículo 216. Aunque la emancipación de al hijo el derecho de obrar independientemente, queda siempre obligado a cuidar de los padres en su ancianidad, en el estado de demencia, y en todas las circunstancias de la vida en que necesitaren sus auxilios.

	Tienen derecho al mismo socorro todos los demás ascendientes, en caso de inexistencia o de insuficiencia de los inmediatos descendientes."





Artículo 218



	Pasa a ser artículo 217.

	Sustituir la expresión "y la crianza" por "de la crianza".





Artículo 219

	Pasa a ser artículo 218, reemplazado por el siguiente:

	"Artículo 218. Si los padres viven separados, el cuidado personal de los hijos menores se decidirá de común acuerdo mediante escritura pública o instrumento privado autorizado por notario público, que se subinscribirá al margen de la inscripción de nacimiento del hijo, dentro de los treinta días siguientes a su expedición.

	Si no constare ese acuerdo, la madre tendrá el cuidado personal de los hijos menores. Lo tendrá el padre, cuando se trate de un hijo que solamente haya sido reconocido por él.

	No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, cuando el interés del hijo lo haga indispensable, sea por maltrato, descuido u otra causa grave, el juez podrá entregar su cuidado personal al otro de los padres."





Artículo 220

	Pasa a ser artículo 219.

	Sustituir el punto final por una coma (,) y agregar la siguiente frase: "y sobre todo, a los ascendientes.".





Artículo 221

	Pasa a ser artículo 220, sustituído por el siguiente:

	"Artículo 220. En las materias a que se refieren los artículos precedentes, el juez conocerá y resolverá breve y sumariamente, oyendo a los hijos y a los parientes.

	Las resoluciones que se dicten, una vez ejecutoriadas, se subinscribirán en la forma y plazo que establece el artículo 218.".



- - -



	Incorporar el siguiente artículo nuevo:

	"Artículo 221. La persona casada no podrá, sin el consentimiento de su cónyuge, tener en el hogar común a un hijo no matrimonial.".

- - -





Artículo 222

	Pasa a ser artículo 223, reemplazado por el siguiente:

	"Artículo 223.- Los gastos de educación, crianza y establecimiento de los hijos son de cargo de la sociedad conyugal, según las reglas que tratando de ella se dirán. Si no la hubiere, los padres contribuirán en proporción a sus respectivas facultades económicas.

	En caso de fallecimiento del padre o madre, dichos gastos corresponden al sobreviviente."





Artículo 223

	Pasa a ser artículo 224, sustituído por el siguiente:

	"Artículo 224. Si el hijo tuviere bienes propios, los gastos de su establecimiento, y en caso necesario, los de su crianza y educación, podrán sacarse de ellos, conservándose íntegros los capitales en cuanto sea posible.".





Artículo 224

	Pasa a ser artículo 225.

	Reemplazar las palabras "los abuelos" por "sus abuelos".





Artículo 225

	Pasa a ser artículo 226, reemplazado por el siguiente:

	"Artículo 226. En caso de desacuerdo entre los obligados a la contribución de los gastos de crianza, educación y establecimiento del hijo, ésta será determinada de acuerdo a sus facultades económicas por el juez, el que podrá de tiempo en tiempo modificarla, según las circunstancias que sobrevengan.".





Artículo 226

	Pasa a ser artículo 227, sustituído por el siguiente:

	"Artículo 227. Los padres tendrán la facultad de corregir a los hijos, cuidando que ello no menoscabe su salud física o psíquica.

	Si se produjese tal menoscabo o se temiese fundadamente que ocurra, el juez, a petición de cualquiera persona o de oficio, decretará medidas en resguardo del hijo, sin perjuicio de las sanciones que correspondiere aplicar por la infracción.

	Cuando lo estimaren necesario, los padres podrán solicitar al tribunal que determine sobre la vida futura del hijo por el tiempo que estime más conveniente, el cual no podrá exceder del plazo que le falte para cumplir dieciocho años de edad.

	Las resoluciones del juez no podrán ser modificadas por la sola voluntad de los padres.".



- - -



	Incorporar los siguientes artículos nuevos:

	"Artículo 228. Las disposiciones contenidas en el artículo precedente se extienden, en ausencia, inhabilidad o muerte de ambos padres, a cualquiera otra persona a quien corresponda el cuidado personal del hijo."

	"Artículo 230. El derecho que por el artículo anterior se concede a los padres, cesará respecto de los hijos cuyo cuidado haya sido confiado a otra persona, la cual lo ejercerá con anuencia del tutor o curador, si ella misma no lo fuere.".



- - -



Artículo 227

	Pasa a ser artículo 231.

	Reemplazar las palabras ""que haya sido abandonado" por "que hayan abandonado".





Artículo 228

	Pasa a ser artículo 232, sustituído por el siguiente:

	"Artículo 232. En la misma privación de derechos incurrirán los padres que por su inhabilidad moral hayan dado motivo a la providencia de separar a los hijos de su lado; a menos que ésta haya sido después revocada.".





Artículo 229

	Pasa a ser artículo 233, en los mismos términos.



- - -



	Incorporar los siguientes artículos nuevos:

	"Artículo 234. Si el hijo de menor edad ausente de su casa se halla en urgente necesidad, en que no puede ser asistido por el padre o madre que tiene su cuidado personal, se presumirá la autorización de éste o ésta para las suministraciones que se le hagan, por cualquier persona, en razón de alimentos, habida consideración de su posición social.

	El que haga las suministraciones deberá dar noticia de ellas al padre o madre lo más pronto que fuere posible. Toda omisión voluntaria en este punto hará cesar la responsabilidad.

	Lo dicho del padre o madre en los incisos precedentes se extiende en su caso a la persona a quien, por muerte o inhabilidad de los padres, toque la sustentación del hijo.

	Artículo 235. Las resoluciones del juez bajo los respectos indicados en las reglas anteriores se revocarán por la cesación de la causa que haya dado motivo a ellas, y podrán también modificarse o revocarse por el juez, en todo caso y tiempo, si sobreviene motivo justo, y se cumple con los requisitos legales.".





Párrafo 3

	Ubicarlo como párrafo 2 del Título X, y destacar su denominación con letra cursiva.





Artículo 230

	Pasa a ser artículo 243, reemplazado por el siguiente:

	"Artículo 243. La patria potestad confiere el derecho legal de goce sobre todos los bienes del hijo, exceptuados los siguientes:

	1.º Los bienes adquiridos por el hijo en el ejercicio de todo empleo, oficio, profesión o industria. Los bienes comprendidos en este número forman su peculio profesional o industrial;

	2.º Los bienes adquiridos por el hijo a título de donación, herencia o legado, cuando el donante o testador ha estipulado que no tenga el goce o la administración quien ejerza la patria potestad; ha impuesto la condición de obtener la emancipación, o ha dispuesto expresamente que tenga el goce de estos bienes el hijo, y

	3.º Las herencias o legados que hayan pasado al hijo por incapacidad, indignidad o desheredamiento del padre o madre que tiene la patria potestad.

	En estos casos, el goce corresponderá al hijo o al otro padre, en conformidad con los artículos 244 y 246.

	El goce sobre las minas del hijo se limitará a la mitad de los productos y el padre que ejerza la patria potestad responderá al hijo de la otra mitad."





Artículo 231

	Pasa a ser artículo 244, redactado en la forma que sigue:

	"Artículo 244. El hijo se mirará como mayor de edad para la administración y goce de su peculio profesional o industrial, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 247.".



- - -



	Incluir el siguiente artículo nuevo:

	"Artículo 245. El derecho legal de goce es un derecho personalísimo que consiste en la facultad de usar los bienes del hijo y percibir sus frutos, con cargo de conservar la forma y sustancia de dichos bienes y de restituirlos, si no son fungibles; o con cargo de volver igual cantidad y calidad del mismo género, o de pagar su valor, si son fungibles.

	El padre o madre no es obligado, en razón de su derecho legal de goce, a rendir fianza o caución de conservación o restitución, ni tampoco a hacer inventario solemne, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 124. Pero si no hace inventario solemne, deberá llevar una descripción circunstanciada de los bienes desde que entre a gozar de ellos. 

	Cuando este derecho corresponda a la madre casada en sociedad conyugal, ésta se considerará separada parcialmente de bienes respecto de su ejercicio y de lo que en él obtenga. Esta separación se regirá por las normas del artículo 150.

	El derecho legal de goce recibe también la denominación de usufructo legal del padre o madre sobre los bienes del hijo. En cuanto convenga a su naturaleza, se regirá supletoriamente por las normas del Título IX del Libro II.".





Artículo 232

	Pasa a ser artículo 246, reemplazado por el siguiente:

	"Artículo 246. Aquél de los padres que tenga el derecho legal de goce sobre los bienes del hijo tendrá su administración, y el que se encuentre privado de ésta quedará también privado de aquél.

	Si el padre o la madre que tiene la patria potestad no puede ejercer sobre uno o más bienes del hijo el derecho legal de goce, éste pasará al otro; y si ambos estuviesen impedidos, la propiedad plena pertenecerá al hijo y se le dará un curador para la administración.".







Artículo 233

	Suprimirlo.





Artículo 234

	Pasa a ser artículo 247, reemplazado por el siguiente:

	"Artículo 247. No se podrán enajenar ni gravar en caso alguno los bienes raíces del hijo, aun pertenecientes a su peculio profesional o industrial, ni sus derechos hereditarios, sin autorización del juez con conocimiento de causa."





Artículo 235

	Pasa a ser artículo 248, sin enmiendas.





Artículo 236

	Pasa a ser artículo 249, reemplazándose el inciso segundo propuesto, por el siguiente:

	"La responsabilidad para con el hijo se extiende a la propiedad y a los frutos, en aquellos bienes del hijo en que tiene la administración, pero no el goce, y se limita a la propiedad cuando ejerce ambas facultades sobre los bienes.".





Artículo 237

	Pasa a ser artículo 250, reemplazado como sigue:

	"Artículo 250. Habrá derecho para quitar al padre o madre, o a ambos, la administración de los bienes del hijo, cuando se haya hecho culpable de dolo, o de grave negligencia habitual, y así se establezca por sentencia judicial, la que deberá subinscribirse al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.

	Perderá también la administración siempre que se suspenda la patria potestad, en conformidad con el artículo 260."





Artículo 238

	Pasa a ser artículo 251.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	"Artículo 251. Privado uno de los padres de la administración de los bienes, la tendrá el otro; si ninguno de ellos la tuviese, la propiedad plena pertenecerá al hijo, y se le dará un curador para la administración.".





Artículo 239

	Pasa a ser artículo 252, sustituído por el siguiente:

	"Artículo 252. Al término de la patria potestad, los padres pondrán a sus hijos en conocimiento de la administración que hayan ejercido sobre sus bienes."



Párrafo 4

	Consultarlo como párrafo 3, destacando su título con letra cursiva.





Artículo 240

	Ubicarlo como artículo 254, reemplazado por el siguiente:

	"Artículo 254. Si entre los padres hubiere sociedad conyugal, los actos y contratos que el hijo celebre fuera de su peculio profesional o industrial y que el padre o madre autorice o ratifique por escrito, o los que éstos efectúen en representación del hijo, obligan directamente al padre o madre en conformidad a las disposiciones de ese régimen de bienes y, subsidiariamente, al hijo, hasta concurrencia del beneficio que éste hubiere reportado de dichos actos o contratos.

	Si no hubiere sociedad conyugal, esos actos y contratos sólo obligarán los bienes propios del padre o madre que haya intervenido. Lo anterior no obsta a que pueda repetir contra el otro padre, en la parte en que de derecho haya debido proveer a las necesidades del hijo.".





Artículo 241

	Pasa a ser artículo 255, con la siguiente redacción:

	"Artículo 255. El menor adulto no necesita de la autorización de sus padres para disponer de sus bienes por acto testamentario que haya de tener efecto después de su muerte, ni para reconocer hijos.".





Artículo 242

	Contemplarlo como artículo 253, sustituído por el siguiente:

	"Artículo 253. Los actos y contratos del hijo no autorizados por el padre o la madre que lo tenga bajo su patria potestad, o por el curador adjunto, en su caso, le obligarán exclusivamente en su peculio profesional o industrial.

	Pero no podrá tomar dinero a interés, ni comprar al fiado (excepto en el giro ordinario de dicho peculio) sin autorización escrita de las personas mencionadas. Y si lo hiciere, no será obligado por estos contratos, sino hasta concurrencia del beneficio que haya reportado de ellos.".





Artículo 243

	Pasa a ser artículo 256, y se sustituye en la forma que sigue:

	"Artículo 256. Siempre que el hijo tenga que litigar como actor contra su padre o madre, le será necesario obtener la venia del juez y éste, al otorgarla, le dará un curador para la litis.

	El padre o madre que litigue con el hijo, sea como demandante o como demandado, le proveerá de expensas para el juicio, que regulará incidentalmente el tribunal, tomando en consideración la cuantía e importancia de lo debatido y la capacidad económica de las partes.".



- - -



	Incorporar los siguientes artículos nuevos:

	"Artículo 257. El hijo no puede parecer en juicio, como actor, contra un tercero, sino autorizado o representado por el padre o la madre que tiene la patria potestad.

	Si el padre o madre niega su consentimiento al hijo para la acción civil que quiera intentar contra un tercero, o si está inhabilitado para prestarlo, podrá el juez suplirlo, y al hacerlo así dará al hijo un curador para la litis.



	Artículo 258. En las acciones civiles contra el hijo deberá el actor dirigirse al padre o madre que tenga la patria potestad, para que autorice o represente al hijo en la litis.

	Si el padre o madre no pudiere o no quisiere prestar su autorización o representación, podrá el juez suplirla, y dará al hijo un curador para la litis."



- - -





Artículo 244



	Pasa a ser artículo 259, sustituido por el que se indica a continuación:

	"Artículo 259. No será necesaria la intervención paterna o materna para proceder criminalmente contra el hijo; pero el padre o madre que tiene la patria potestad será obligado a suministrarle los auxilios que necesite para su defensa.".



Párrafo 5

	Pasa a ser párrafo 4, destacando su título con letra cursiva.





Artículo 245

	Pasa a ser artículo 260, reemplazado por el siguiente:

	"Artículo 260. La patria potestad se suspende por la demencia del padre o madre que la ejerce, por su menor edad, por estar en entredicho de administrar sus propios bienes, y por su larga ausencia u otro impedimento físico, de los cuales se siga perjuicio grave en los intereses del hijo, a que el padre o madre ausente o impedido no provee.

	En estos casos la patria potestad la ejercerá el otro padre, respecto de quien se suspenderá por las mismas causales. Si se suspende respecto de ambos, el hijo quedará sujeto a guarda.".





Artículo 246

	Pasa a ser artículo 261, reemplazado por el siguiente:

	"Artículo 261. La suspensión de la patria potestad deberá ser decretada por el juez con conocimiento de causa, y después de oídos sobre ello los parientes del hijo y el defensor de menores; salvo que se trate de la menor edad del padre o de la madre, caso en el cual la suspensión se producirá de pleno derecho.

	El juez, en interés del hijo, podrá decretar que el padre o madre recupere la patria potestad cuando hubiere cesado la causa que motivó la suspensión.

	La resolución que decrete o deje sin efecto la suspensión deberá subinscribirse al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.".



Párrafo 6

	Pasa a ser párrafo 5, con su título en letra cursiva.





Artículo 247

	Pasa a ser artículo 262.

	Consignar el vocablo "emancipación" en letra cursiva, y anteponer las expresiones "de la" antes de la palabra "madre".





Artículo 248

	Pasa a ser artículo 263 y se reemplaza por el siguiente:

	"Artículo 263. La emancipación legal se efectúa:

	1.º Por la muerte del padre o madre, salvo que corresponda ejercitar la patria potestad al otro;

	2.º Por el decreto que da la posesión provisoria, o la posesión definitiva en su caso, de los bienes del padre o madre desaparecido, salvo que corresponda al otro ejercitar la patria potestad;

	3.º Por el matrimonio del hijo, y

	4.º Por haber cumplido el hijo la edad de dieciocho años.".





Artículo 249

	Pasa a ser artículo 264, sustituído por el siguiente:

	"Artículo 264. La emancipación judicial se efectúa por decreto del juez:

	1.º Cuando el padre o la madre maltrata habitualmente al hijo, salvo que corresponda ejercer la patria potestad al otro;

	2.º Cuando el padre o la madre ha abandonado al hijo, salvo el caso de excepción del número precedente;

	3.º Cuando por sentencia ejecutoriada el padre o la madre ha sido condenado por delito que merezca pena aflictiva, aunque recaiga indulto sobre la pena, a menos que, atendida la naturaleza del delito, el juez estime que no existe riesgo para el interés del hijo, o deba asumir el otro padre la patria potestad, y

	4.º En caso de inhabilidad física o moral del padre o madre, si no le corresponde al otro ejercer la patria potestad.

	La resolución judicial que decrete la emancipación deberá subinscribirse al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.".





Artículo 250

	Pasa a ser artículo 265.

	Agregar los dos incisos que a continuación se indican:

	"Se exceptúa de esta regla la emancipación por muerte presunta o por sentencia judicial fundada en la inhabilidad moral del padre o madre, las que podrán ser dejadas sin efecto por el juez, a petición del respectivo padre o madre, cuando se acredite fehacientemente su existencia o que ha cesado la inhabilidad, según el caso, y además conste que la recuperación de la patria potestad conviene a los intereses del hijo. La resolución judicial que de lugar a la revocación sólo producirá efectos desde que se subinscriba al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.

	La revocación de la emancipación procederá por una sola vez.".







Artículo 251

Pasa a ser artículo 266, reemplazado por el siguiente:

	"Artículo 266. El hijo menor que se emancipa queda sujeto a guarda.”.



Número 21

	Pasa a ser número 25.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	25. Sustitúyese el artículo 305, por el siguiente:

	“Artículo 305. El estado civil de casado o viudo, y de padre, madre o hijo, se acreditará frente a terceros y se probará por las respectivas partidas de matrimonio, de muerte, y de nacimiento o bautismo.

	El estado civil de padre, madre o hijo se acreditará o probará también por la correspondiente inscripción o subinscripción del acto de reconocimiento o del fallo judicial que determina la filiación.

	La edad y la muerte podrán acreditarse o probarse por las respectivas partidas de nacimiento o bautismo, y de muerte.”.



- - -



	Intercalar un número nuevo, del tenor siguiente:

	26. Sustitúyese el artículo 309 por el siguiente:

	“Artículo 309. La falta de la partida de matrimonio podrá suplirse por otros documentos auténticos, por declaraciones de testigos que hayan presenciado la celebración del matrimonio, y en defecto de estas pruebas por la notoria posesión de ese estado civil.

	La filiación, a falta de partida o subinscripción, sólo podrá acreditarse o probarse por los instrumentos auténticos mediante los cuales se haya determinado legalmente. A falta de éstos, el estado de padre, madre o hijo deberá probarse en el correspondiente juicio de filiación en la forma y con los medios previstos en el Título VIII.”.



- - -



Número 22

	Pasa a ser número 27.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	27. Derógase el artículo 311.



Número 23

	Pasa a ser número 28.

	Sustituirlo por el siguiente:

	28. Sustitúyese, en el artículo 312, el vocablo "civil" por las palabras "de matrimonio".



- - -



	Incorporar un número nuevo, del siguiente tenor:

	"29. En el artículo 313, reemplázase la palabra "civil" por "de matrimonio".



- - -



Número 24

	Pasa a ser número 30.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	30. Sustitúyese el artículo 315 por el siguiente:

	“Artículo 315. El fallo judicial pronunciado en conformidad con lo dispuesto en el Título VIII que declara verdadera o falsa la paternidad o maternidad del hijo, no sólo vale respecto de las personas que han intervenido en el juicio, sino respecto de todos, relativamente a los efectos que dicha paternidad o maternidad acarrea.”



Número 25

	Pasa a ser número 31.

	Suprimir las comillas que rodean a las palabras "legítimos contradictores" y la coma (,) que las sucede.



Número 26

	Pasa a ser número 32 y se sustituye por el que sigue:

	32. Reemplázase el artículo 318 por el siguiente:

	"Artículo 318. El fallo pronunciado a favor o en contra de cualquiera de los herederos aprovecha o perjudica a los coherederos que citados no comparecieron.”.



Número 27



	Pasa a ser número 33.



	Sustituirlo por el siguiente:

	33. Reemplázase el artículo 320 por el siguiente:

	“Artículo 320. Ni prescripción ni fallo alguno, entre cualesquiera otras personas que se haya pronunciado, podrá oponerse a quien se presente como verdadero padre o madre del que pasa por hijo de otros, o como verdadero hijo del padre o madre que le desconoce.

	Las acciones que correspondan se ejercerán en conformidad con las reglas establecidas en el Título VIII y, en su caso, se notificarán a las personas que hayan sido partes en el proceso anterior de determinación de la filiación.”.



Número 28

	Pasa a ser número 34, sin modificaciones.



Número 29

	Pasa a ser número 35.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	35. Sustitúyese el artículo 323, por el siguiente:

	“Artículo  323. Los alimentos deben habilitar al alimentado para subsistir modestamente de un modo correspondiente a su posición social.

	Comprenden la obligación de proporcionar al alimentario menor de veintiún años la enseñanza básica y media, y la de alguna profesión u oficio. Los alimentos que se concedan según el artículo 332 al descendiente o hermano mayor de veintiún años comprenderán también la obligación de proporcionar la enseñanza de alguna profesión u oficio.”.



Número 30

	Pasa a ser número 36.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	36. Sustitúyese el artículo 324, por el siguiente:

	“Artículo 324. En el caso de injuria atroz cesará la obligación de prestar alimentos.

	Sólo constituyen injuria atroz las conductas descritas en el artículo 968.

	Quedarán privados del derecho a pedir alimentos al hijo el padre o la madre que le haya abandonado en su infancia, cuando la filiación haya debido ser establecida por medio de sentencia judicial contra su oposición.”.



Número 31

	Pasa a ser número 37.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	37. Sustitúyese el artículo 326 por el siguiente:

	“Artículo 326. El que para pedir alimentos reúna varios títulos de los enumerados en el artículo 321, sólo podrá hacer uso de uno de ellos, en el siguiente orden:

	1.º El que tenga según el número 5º.

	2.º El que tenga según el número 1º.

	3.º El que tenga según el número 2º.

	4.º El que tenga según el número 3º.

	5.º El del número 4º no tendrá lugar sino a falta de todos los otros.

	Entre varios ascendientes o descendientes debe recurrirse a los de próximo grado. Entre los de un mismo grado, como también entre varios obligados por un mismo título, el juez distribuirá la obligación en proporción a sus facultades. Habiendo varios alimentarios respecto de un mismo deudor, el juez distribuirá los alimentos en proporción a las necesidades de aquéllos.

	Sólo en el caso de insuficiencia de todos los obligados por el título preferente, podrá recurrirse a otro.”.





Número 32

	Pasa a ser número 38, en los mismos términos.



Número 33

	Pasa a ser número 39

	Sustituirlo por el siguiente:

	39. Reemplázase el inciso segundo del artículo 332 por el siguiente:

	"Con todo, los alimentos concedidos a los descendientes y a los hermanos se devengarán hasta que cumplan veintiún años, salvo que estén estudiando una profesión u oficio, caso en el cual cesarán a los veinticinco años; que les afecte una incapacidad física o mental que les impida subsistir por sí mismos, o que, por circunstancias muy calificadas, el juez los considere indispensables para su subsistencia.".



Número 34



	Pasa a ser número 40.



	Sustituirlo por el siguiente:

	40. En el inciso primero del artículo 348, elimínase la frase "por decreto de juez" y sustitúyese el guarismo "262" por "260".



Número 35 

	Pasa a ser número 41.

	Suprimir las expresiones "y la palabra "puede" por "pueden"", reemplazando la coma (,) que las antecede por un punto (.) aparte.



Número 36

	Suprimirlo.



Número 37

	Suprimirlo.



Número 38

	Pasa a ser número 42.

	Sustituirlo por el siguiente:

	42.  En el artículo 357:

	a. Intercálase la expresión  “o madre” entre las palabras “padre” y “que”, y reemplázase el guarismo “267” por “264”; y

	b. Agrégase el siguiente inciso:

	"También carecerá de estos derechos el padre o madre cuando la filiación ha sido determinada judicialmente contra su oposición.”.





Número 39

	Pasa a ser número 43.

	Sustituirlo por el siguiente:

	43. Reemplázase el artículo 358, por el siguiente:

	“Artículo 358. Si tanto el padre como la madre han nombrado guardador por testamento, se atenderá  en primer lugar al nombramiento realizado por aquél de los padres que ejercía la patria potestad del hijo.”.



Número 40

	Pasa a ser número 44.

	Reemplazarlo por el siguiente:



	44. Sustitúyese el artículo 359, por el siguiente:

	“Artículo 359. Si no fuere posible aplicar la regla del artículo anterior, se aplicará a los guardadores nombrados por el testamento del padre y de la madre, las reglas de los artículos 361 y 363.”.



Número 41

	Pasa a ser número 45.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	45. Sustitúyese el artículo 360, por el siguiente:

	“Artículo 360. No obstante lo dispuesto en el artículo 357, el padre, la madre y cualquier otra persona, podrán nombrar un curador, por testamento o por acto entre vivos, cuando donen o dejen al pupilo alguna parte de sus bienes, que no se les deba a título de legítima.

	Esta curaduría se limitará a los bienes que se donan o dejan al pupilo.”.



Número 42

	Pasa a ser número 46.

	Sustituirlo por el siguiente:

	"46. Reemplázase en el inciso final del artículo 367 la palabra "legítimos" por "matrimoniales".



Número 43

	Pasa a ser número 47.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	47 .  Sustitúyese el artículo 368 por el siguiente:

	"Artículo 368. Es llamado a la guarda legítima del hijo no matrimonial el padre o madre que primero le haya reconocido, y si ambos le han reconocido a un tiempo, el padre.

	Este llamamiento pondrá fin a la guarda en que se hallare el hijo que es reconocido, salvo el caso de inhabilidad o legítima excusa del que, según el inciso anterior, es llamado a ejercerla.

	Si la filiación no ha sido determinada o si la filiación ha sido establecida judicialmente contra la oposición del padre o madre, la guarda del hijo será dativa.".



Número 44

	Pasa a ser número 48, sin cambios.



Número 45

	Pasa a ser número 49, en los mismos términos.



Número 46

	Pasa a ser número 50.

	Introducirle los siguientes cambios:

	a) Suprimir la coma (,) que aparece después de la palabra "contrato".

	b) Incluir la preposición "de" antes de la expresión "sus hermanos" y antes de los vocablos "sus consanguíneos".

	c) Intercalar entre las palabras "afines" y "hasta", la expresión "matrimoniales".



Número 47

	Pasa a ser número 51.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	"51. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 428 la expresión "los Títulos IX y XIII" por "el Título IX".



Número 48

	Pasa a ser número 52, sin enmiendas.



Número 49

	Pasa a ser número 53, en igual forma.



Número 50

	Pasa a ser número 54.

	Introducir las siguientes modificaciones:

	a) En el inciso primero, reemplazar las expresiones "una profesión, oficio, comercio o industria." por "un empleo, oficio, profesión o industria.".

	b) En el inciso segundo, sustituir el guarismo"242" por "253".



Número 51

	Pasa a ser número 55.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	55.  Sustitúyese en el artículo 443, la palabra “legítimos” por "matrimoniales" y la expresión “naturales” por "no matrimoniales".



Número 52

	Pasa a ser número 56.

	Reemplazarlo por el que sigue:

	56 . Modifícase el artículo 448, en la forma siguiente:

	a. Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

	“Artículo  448.- Se deferirá la curaduría:

	1º A los ascendientes, pero el padre o madre no matrimonial cuya paternidad o maternidad haya sido determinada judicialmente contra su oposición o que esté casado con un tercero no podrá ejercer este cargo;

	2º A los hermanos, y

	3º A otros colaterales matrimoniales hasta en el cuarto grado.”;

	b. Sustitúyense en su inciso segundo los ordinales "2º y 3º" por el vocablo "anteriores".



Número 53

	Pasa a ser número 57.

	En la letra a, reemplazar las expresiones ", además," por "de pleno derecho" e intercalar la preposición "de" entre las palabras "en caso" y "que la madre".

	En la letra b, insertar una coma (,) entre las comillas (") que aparecen antes de la frase que se agrega y el adverbio "cuando".







Número 54

	Pasa a ser 58 y se sustituye por el siguiente:

	58. Agrégase al artículo 450 el siguiente inciso segundo:

	"La mujer casada en sociedad conyugal cuyo marido disipador sea sujeto a curaduría, si es mayor de dieciocho años o después de la interdicción los cumpliere, tendrá derecho para pedir separación de bienes.".



Número 55

	Pasa a ser número 59.

	Sustituirlo por el siguiente:

	59 . Sustitúyese el artículo 451 por el siguiente:

	"Artículo 451. El padre o madre que ejerza la curaduría del hijo disipador podrá nombrar por testamento a la persona que, a su fallecimiento, haya de sucederle en la guarda.".



Número 56

	Pasa a ser número 60.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	60. Sustitúyese el inciso primero del artículo 462, por el siguiente:

	“Artículo  462. Se deferirá la curaduría del demente:

	1º A su cónyuge no divorciado, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 503;

	2º A sus descendientes;

	3º A sus ascendientes, pero el padre o madre no matrimonial cuya paternidad o maternidad haya sido determinada judicialmente contra su oposición o que esté casado con un tercero no podrá ejercer el cargo;

	4º A sus hermanos, y

	5º A otros colaterales matrimoniales hasta en el cuarto grado.".



Número 57

	Pasa a ser número 61, sin enmiendas.



Número 58

	Suprimirlo.



Número 59

	Pasa a ser número 62.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	62. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 486, la expresión "si mientras él está en el vientre materno" por "si antes de su nacimiento".



Número 60

	Pasa a ser número 63.

	Sustituirlo por el que sigue:

	63. En el artículo 497:

	a. Reemplázase su número 9º por el siguiente:

	“9.º Los condenados por delito que merezca pena aflictiva, aunque se les haya indultado de ella;”;

	b. Elimínase en su número 10, la frase “en conformidad a lo dispuesto en los artículos 223 y 224”, y 

	c. Reemplázase en su número 11, el guarismo “267" por “264”.



Número 61

	Pasa a ser número 64.

	Reemplazar las palabras"legítimo o natural" por ", legítimo o natural,".



Número 62

	Pasa a ser número 65.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	65. Elimínase, en los números 8º y 9º del artículo 514, la palabra “legítimos”.



Número 63

	Pasa a ser número 66, en los mismos términos.



Número 64

	Pasa a ser número 67, sin cambios.



Número 65

	Pasa a ser número 68, manteniendo su redacción.



Número 66

	Pasa a ser número 69.

	Intercalar la contracción "del" antes del sustantivo "padre".



Número 67

	Suprimirlo.



Número 68

	Pasa a ser número 70, sin enmiendas.



Número 69

	Pasa a ser número 71.

	Sustituirlo por el siguiente:

	71. En el artículo 959, reemplázase el punto y coma del número 4º por un punto aparte, y elíminase el número 5º.



Número 70

	Pasa a ser número 72.

	Suprimir las expresiones "del inciso primero".



Número 71

	Pasa a ser número 73, en igual forma.



Número 72

	Pasa a ser número 74 agregándole el siguiente inciso segundo:

	" Fuera de estas descendencias no hay lugar a la representación.".





Número 73

	Pasa a ser número 75.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	75 . Sustitúyese el artículo 988, por el siguiente:

	“Artículo  988. Los hijos excluyen a todos los otros herederos, a menos que hubiere también cónyuge sobreviviente, caso en el cual éste concurrirá con aquéllos.

	El cónyuge sobreviviente recibirá una porción equivalente al doble de lo que por legítima rigorosa o efectiva corresponda a cada hijo.”.



Número 74

	Pasa a ser número 76.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	76. Sustitúyese el artículo 989, por el siguiente:

	“Artículo 989. Si el difunto no ha dejado posteridad, le sucederán el cónyuge sobreviviente y sus ascendientes de grado más próximo.

	En este caso, la herencia se dividirá en tres partes, dos para el cónyuge y una para los ascendientes. A falta de éstos, llevará todos los bienes el cónyuge, y, a falta de cónyuge, los ascendientes.

	Habiendo un solo ascendiente en el grado más próximo, sucederá éste en todos los bienes, o en toda la porción hereditaria de los ascendientes.”.



Número 75

	Pasa a ser número 77, en los mismos términos.





Número 76

	Pasa a ser número 78, conservando su redacción.



Número 77

	Pasa a ser número 79, con los cambios que se indican:

	a) Reemplazar el inciso segundo propuesto por el siguiente:

	"Los colaterales de simple conjunción, esto es, los que sólo son parientes del difunto por parte de padre o por parte de madre, tendrán derecho a la mitad de la porción de los colaterales de doble conjunción, esto es, los que a la vez son parientes del difunto por parte de padre y por parte de madre.”.

	b) Agregar el siguiente inciso tercero:

	"El colateral o los colaterales del grado más próximo excluirán siempre a los otros.".



Número 78

	Pasa a ser número 80, sin enmiendas.



- - -



	Incorporar un número nuevo, con el siguiente tenor:

	81. Sustitúyese el artículo 994 por el siguiente:

	"Artículo 994. El cónyuge divorciado temporal o perpetuamente no tendrá parte alguna en la herencia abintestato de su mujer o marido, si hubiere dado motivo al divorcio por su culpa.".



- - -



Número 79

	Pasa a ser número 82.

	Sustituir el punto final por una coma y agregar la siguiente frase "y la coma que las antecede.".



Número 80

	Pasa a ser número 83, de la misma manera.



Número 81

	Pasa a ser número 84, de igual forma.



Número 82

	Pasa a ser número 85, manteniendo sus términos.



Número 83

	Pasa a ser número 86.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	86 . Modifícase el artículo 1167, en la forma siguiente:

	a. Suprímese el número 2°, pasando el actual número 3º a ser número 2º.

	b. Sustitúyese el número 4°, que pasa a ser 3º, por el siguiente:

	“3º. La cuarta de mejoras en la sucesión de los descendientes y el cónyuge.”. 



Número 84

	Pasa a ser número 87.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	87. Derógase el párrafo 2. De la porción conyugal del Título V del Libro III, y los artículos 1172 a 1178 y 1180 que lo componen.



Número 85

	Pasa a ser número 88.

	Agregar el siguiente inciso segundo:

	"No serán legitimarios los ascendientes del causante si la paternidad o la maternidad que constituye o de la que deriva su parentesco, ha sido determinada judicialmente contra la oposición del respectivo padre o madre, salvo el caso del inciso final del artículo 197. Tampoco lo será el cónyuge que por culpa suya haya dado ocasión al divorcio perpetuo o temporal.”.



Número 86

	Pasa a ser número 89.

	Suprimir, en el nuevo inciso segundo del artículo 1184, la coma que figura entre el verbo "suceder" y la palabra "ni".



Número 87

	Pasa a ser número 90, con los siguientes cambios:

	Sustituir la palabra "anterior" por "precedente" y reemplazar la frase "según el valor que hayan tenido las cosas donadas a la época de la muerte del causante." por la siguiente: "según el estado que hayan tenido las cosas donadas al tiempo de la entrega, pero cuidando de actualizar prudencialmente su valor a la época de la apertura de la sucesión.”.



Número 88

	Pasa a ser número 91.

	Reemplazar la palabra "desheredamiento" por "exheredación" y la expresión "a representarle" por "de representarle".



- - -



	Introducir un número nuevo, del siguiente tenor:

	92 . Elimínase en el artículo 1193 la frase "y el cónyuge sobreviviente".



- - -



Número 89

	Pasa a ser número 93.

	Introducir las siguientes modificaciones:

	a) En el inciso primero, intercalar entre las palabras "uno" y "de ellos", la expresión "o más".

	b) Reemplazar en el inciso segundo la frase "sus descendientes" por "los descendientes del testador".



- - -



	Incorporar como número nuevo, el siguiente:

	94 . Elíminase en el artículo 1199 la frase ", pero sí al cónyuge sobreviviente en el caso del artículo 1178, inciso segundo".

- - -



Número 90

	Pasa a ser número 95, conservando su redacción.



Número 91

	Pasa a ser número 96, reemplazando en su inciso segundo la frase "o alguno de sus descendientes" por "descendiente del donante".



Número 92

	Pasa a ser número 97, sin enmiendas.



Número 93

	Pasa a ser número 98.

	Reemplazar el adverbio "uno" por "alguno".



Número 94

	Pasa a ser número 99.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	99. Introdúcense en el artículo 1208 las siguientes modificaciones:

	a. Elimínase en su causal 1.ª, la palabra “legítimos”;

	b. Reemplázase en su causal 5.ª las expresiones “Por haber cometido un delito a que se haya aplicado alguna de las penas designadas en el número 7º del artículo 267" por las palabras “Por haber cometido un delito que merezca pena aflictiva”, y

	c. Sustitúyese el inciso final por el siguiente:

	"Los ascendientes y el cónyuge podrán ser desheredados por cualquiera de las tres primeras causas.".



- - -

	Introducir un número 100, nuevo, del siguiente tenor:

	100. Elimínase, en el inciso segundo del artículo 1210, la palabra "necesarios".



- - -



Número 95

	Pasa a ser número 101.

	Poner acento ortográfico en el pronombre "aquellos" y reemplazar las expresiones "la palabra "descendientes"", por los términos "las palabras "descendientes o cónyuge"".



Número 96

	Pasa a ser número 102, sin cambios.



- - -



	Incorporar como nuevos números 103 y 104, los siguientes:

	103 . Elimínase en el inciso primero del artículo 1255 las expresiones "el cónyuge sobreviviente,".

	104. Agrégase, en el artículo 1318, el siguiente inciso:

	"En especial, la partición se considerará contraria a derecho ajeno si no ha respetado el derecho que el artículo 1337, regla 10.ª, otorga al cónyuge sobreviviente.".



- - -



Número 97

	Pasa a ser número 105.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	105. Agrégase en el artículo 1337 la siguiente regla 10.ª nueva, pasando la actual 10.ª a ser 11.ª:

	“10.ª Con todo, el cónyuge sobreviviente tendrá derecho a que su cuota hereditaria se entere con preferencia mediante la adjudicación en favor suyo de la propiedad del inmueble en que resida y que sea o haya sido la vivienda principal de la familia, así como del mobiliario que lo guarnece, siempre que ellos formen parte del patrimonio del difunto.

	Si el valor total de dichos bienes excede la cuota hereditaria del cónyuge, éste podrá pedir que sobre las cosas que no le sean adjudicadas en propiedad se constituya en su favor derechos de habitación y de uso, según la naturaleza de las cosas. Estos derechos durarán mientras permanezca en estado de viudez.

	Las adjudicaciones preferentes, sea en propiedad o en derechos de uso y habitación, podrán exceder el valor de la cuota hereditaria que corresponda al cónyuge cuando éste se avenga a pagar en numerario la diferencia a los demás partícipes de la sucesión.

	El derecho de habitación no será oponible a terceros de buena fe mientras no se inscriba la resolución que lo constituye en el Registro del Conservador de Bienes Raíces. En todo lo no previsto, el uso y la habitación se regirán por lo dispuesto en el Título X del Libro II.

	El derecho a la adjudicación preferente de que habla esta regla no puede transferirse ni transmitirse.”.



- - -



	Agregar el siguiente número nuevo:

	106. Elimínase, en el inciso segundo del artículo 1411, la palabra "legítimo".



- - -



Número 98

	Pasa a ser número 107, sin cambios.



Número 99

	Pasa a ser número 108, en los mismos términos.



Número 100

	Pasa a ser número 109, en igual forma.



Número 101

	Pasa a ser número 110 reemplazado por el siguiente:

	110. Reemplázase en el artículo 1579, la frase "los padres o madres de familia por sus hijos, en iguales términos" por la frase "los padres o madres que ejerzan la patria potestad por sus hijos".



Número 102

	Pasa a ser número 111.

	Suprimir el pronombre posesivo "su".



Número 103

	Pasa a ser número 112, sin enmiendas.



Número 104

	Pasa a ser número 113.

	Reemplazar los números ordinales "1º", "2º", "3º" y "4º", por los números cardinales "1", "2", "3" y "4".



Número 105

	Pasa a ser número 114.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	114. Sustitúyese el artículo 2049 por el siguiente:

	"Artículo 2049. Concurriendo hijos concebidos o nacidos en matrimonio con hijos nacidos antes del matrimonio de sus padres, se contará la edad de estos últimos desde el día del matrimonio. Concurriendo entre sí hijos nacidos antes del matrimonio, se contará la edad de cada uno de ellos desde el día de su nacimiento.".



Número 106

	Pasa a ser número 115, sin modificaciones.



Número 107

	Pasa a ser número 116.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	116. Sustitúyese el inciso final del artículo 2466, por el siguiente:

	"Sin embargo, no será embargable el usufructo del marido sobre los bienes de la mujer, ni el del padre o madre sobre los bienes del hijo sujeto a patria potestad, ni los derechos reales de uso o de habitación.".



Número 108

	Pasa a ser número 117, en los mismos términos.



Número 109

	Pasa a ser número 118.

	Sustituirlo por el siguiente:

	118. Modifícase el artículo 2483, en la siguiente forma:

	a. Sustitúyese en su inciso primero, la frase “hijos de familia” por “hijos bajo patria potestad”, y

	b. Reemplázanse en su inciso segundo, las palabras “de familia” por la frase “bajo patria potestad”.



Número 110

	Pasa a ser número 119.

	Sustituir la frase "los padres que ejerzan la patria potestad" por "del padre o madre que ejerza la patria potestad".





Artículo 2º



Número 1

	Reemplazarlo por el siguiente:

	1. Sustitúyese el artículo 6º, por el siguiente:

	“Artículo 6º. Se subinscribirán al margen de la inscripción de nacimiento del hijo al que se refieran, los siguientes actos:

	1.º Los instrumentos por los cuales se le reconoce como hijo o por los cuales se repudia ese reconocimiento;

	2.º Las sentencias que dan lugar a la demanda de desconocimiento de la paternidad del nacido antes de expirar los ciento ochenta días subsiguientes al matrimonio;

	3.º Las sentencias que determinan la filiación, o que dan lugar a la impugnación de la filiación determinada;

	4.º Los acuerdos de los padres relativos al cuidado personal del hijo o al ejercicio de la patria potestad;

	5.º Las sentencias que resuelven sobre el cuidado personal del hijo, decretan la suspensión de la patria potestad o dan lugar a la emancipación judicial, y

	6.º Los demás documentos que las leyes ordenen subinscribir al margen de la inscripción de nacimiento.

	Pero no se subinscribirán reconocimientos que contradigan la filiación que conste en las inscripciones vigentes.”.



- - -



	Incorporar un nuevo número del siguiente tenor:

	2. Reemplázase el inciso primero del artículo 8º, por el siguiente:

	“Artículo 8º. Las sentencias judiciales y los instrumentos que, en conformidad a esta ley, deben ser inscritos o subinscritos en los registros, no podrán hacerse valer en juicio sin que haya precedido la inscripción o subinscripción que corresponda.”.



- - -



Número 2

	Pasa a ser número 3 y se reemplaza por el siguiente:

	3. Sustitúyese el inciso tercero del artículo 17, por el siguiente:

	“Asimismo, el Director podrá ordenar de oficio la rectificación de una inscripción en que aparezca subinscrito el reconocimiento de un hijo o la sentencia que determina su filiación, con el solo objeto de asignar al inscrito el o los apellidos que le correspondan y los nombres y apellidos del padre, madre o ambos, según los casos.”.



Número 3

	Pasa a ser número 4, sin enmiendas.



Número 4

	Pasa a ser número 5 y se sustituye por el siguiente:

	5. Suprímense, en el inciso final del artículo 20, las expresiones "legitimados o" y "como naturales".



Número 5

	Suprimirlo.



Número 7

	Reemplazarlo por el siguiente:

	7. Sustitúyese el número 4º del artículo 31, por el siguiente:

	“4º Los nombres, apellidos, nacionalidad, profesión u oficio y domicilio de los padres, o los del padre o madre que le reconozca o haya reconocido. Se dejará constancia de los nombres y apellidos de la madre, aunque no haya reconocimiento, cuando la declaración del requirente coincida con el comprobante del médico que haya asistido al parto, en lo concerniente a la identidad del nacido.”



Número 8

	Sustituir la frase "número 1º del artículo 188 y al artículo 189," por la siguiente: "al número 1.º del artículo 186 y al inciso primero del artículo 187".



Número 9

	Suprimirlo.



Número 10

	Pasa a ser 9.

	Sustituirlo por el siguiente:

	9. Reemplázase el artículo 37 por el siguiente:

	“Artículo 37. El Oficial del Registro Civil privadamente manifestará, también, a los contrayentes, que pueden reconocer los hijos comunes nacidos antes del matrimonio, para los efectos de lo dispuesto en el artículo siguiente.”.



Número 11

	Pasa a ser número 10.

	Reemplazarlo por el siguiente:

	10 . Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 38, por los siguientes:

	“Artículo 38. En el acto del matrimonio podrán los contrayentes reconocer los hijos habidos con anterioridad, y la inscripción que contenga esa declaración producirá los efectos señalados en el inciso segundo del artículo 184 del Código Civil.

	Podrán, asimismo, pactar separación total de bienes o participación en los gananciales.”.



Número 12

	Pasa a ser número 11, en iguales términos.



Número 13

	Pasa a ser número 12, sin cambios.





Artículo 3º



Número 1



	Reemplazar la frase "En los casos que la naturaleza de la filiación fuera no matrimonial", por la siguiente: “En los casos de filiación no matrimonial o en que no se encuentre determinada la filiación".



Número 2

	Reemplazarlo por el siguiente:

	2. Suprímese, en el inciso segundo del artículo 4º, la palabra "legítimos".





Artículo 5º

	Suprimirlo.





Artículo 6º

	Suprimirlo.



Artículo 7

Pasa a ser artículo 5º.



Número 1

	Sustituirlo por el siguiente:

	"1. Derógase el artículo 46.".



Número 2

	Sustituir el guarismo "229" por "233".



Número 4

	Sustituir la letra a. por la siguiente:

	a. En su inciso segundo, elimínase la palabra “legítimo” y agrégase la siguiente frase final, reemplazándose el punto aparte por una coma: “o de aquel que lo hubiere reconocido, en su caso”.

	En la letra b. reemplazar la palabra "segundo" por "tercero".





Artículo 8º

Pasa a ser artículo 6º.





Número 1

	Reemplazar la letra a. por la siguiente:

	a. Sustitúyese en su inciso cuarto la oración "el número 5 del artículo 271 del Código Civil" por la siguiente: "los incisos segundo y tercero del artículo 187 del Código Civil".

	En la letra b. reemplazar la forma verbal "elimínanse" por "elimínase", y sustituir las expresiones " y la palabra "necesarios"" por "y reemplázanse las expresiones "otorgar los alimentos necesarios" por "otorgarlos"".



Número 3

	Sustituirlo por el siguiente:

	3. Reemplázase el artículo 5º, por el siguiente:

	“Artículo 5º. Los Oficiales del Registro Civil tendrán la obligación de hacer saber a la madre o a la persona que inscriba un hijo de filiación no determinada, los derechos de los hijos para reclamar la determinación legal de la paternidad o maternidad y la forma de hacerlos valer ante los tribunales.”.



Número 4



	Intercalar una coma (,) entre las palabras "Si" y "decretados" y sustituir la palabra "sea" por "será".





Artículo 9º

Pasa a ser artículo 7º.



Número 1

	Reemplazarlo por el siguiente:

	1. Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 2º, la frase: “Las asignaciones por causa de muerte que correspondan al cónyuge y a cada ascendiente legítimo, o padre o madre natural, o adoptante, o a cada hijo legítimo o natural, o adoptado, o a la descendencia legítima de ellos, estarán exentas de este impuesto en la parte que no exceda de cincuenta unidades tributarias anuales.”, por la siguiente:

	“Las asignaciones por causa de muerte que correspondan al cónyuge y a cada ascendiente, o adoptante, o a cada hijo, o adoptado, o a la descendencia de ellos, estarán exentas de este impuesto en la parte que no exceda de cincuenta unidades tributarias anuales.”.



Número 2

Sustituirlo por el siguiente:

	2. Modifícase el artículo 26 en la siguiente forma:

	a. Elimínanse en el inciso primero las palabras “legítimos o naturales”, y

	b. Derógase el inciso tercero.



- - -



	Incorporar dos artículos nuevos, del siguiente tenor:

	"Artículo 8º.- Las disposiciones legales o reglamentarias anteriores a la entrada en vigor de la presente ley que se refieran a los hijos, padres, descendientes, ascendientes, hermanos, colaterales o parientes legítimos, se entenderán referidas a hijos, padres, descendientes, ascendientes, hermanos, colaterales o parientes matrimoniales. Si aluden a hijos, padres o hermanos naturales, se entenderán referidas a hijos, padres o hermanos no matrimoniales.

	Si dichas disposiciones hacen referencia a la filiación, paternidad, maternidad, ascendencia, descendencia o parentesco por consanguinidad o afinidad legítimos, se entenderán referidas a la filiación, paternidad, maternidad, ascendencia, descendencia o parentesco por consanguinidad o afinidad matrimoniales. Si se refieren a la filiación, paternidad, maternidad o parentesco por consanguinidad o afinidad naturales o ilegítimos se entenderán aludir a la filiación, paternidad, maternidad o parentesco por consanguinidad o afinidad no matrimoniales.

	Las disposiciones que hagan referencia a hijos o padres simplemente ilegítimos se entenderán aludir a hijos de filiación no determinada.

	Las disposiciones que hagan referencia a hijos legitimados o legítimos por legitimación por subsiguiente matrimonio se entenderán referidas a hijos matrimoniales concebidos o nacidos antes del matrimonio de sus padres. El mismo sentido, respectivamente, se dará a las disposiciones que aludan a la filiación, paternidad, maternidad, padre o madre legítimos por legitimación por subsiguiente matrimonio.

	Todo lo anterior se aplicará también a las estipulaciones contenidas en actos o contratos anteriores a la entrada en vigencia de esta ley, salvo que a ello se oponga la intención, claramente manifestada, de la parte o partes que los hayan ejecutado o celebrado."

	"Artículo 10.- Esta ley entrará en vigencia ciento ochenta días después de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.".

- - -



Disposiciones transitorias

Cambiar su denominación por la de "Artículos transitorios".



Artículo 1º

	Reemplazarlo por el siguiente:

	Artículo 1°.- Los hijos que tengan el estado civil de legítimos o legitimados por subsiguiente matrimonio, una vez entrada en vigor la presente ley, tendrán la calidad, derechos y deberes que se atribuyen a los hijos matrimoniales. Lo mismo se aplicará a quienes estuvieren gozando del estado de padres o ascendientes legítimos.

	Los hijos que a la fecha de la entrada en vigencia de esta ley tuvieren la calidad de naturales respecto del padre, la madre o ambos, tendrán la calidad de hijos no matrimoniales y los derechos y deberes que se atribuyen a estos hijos.

	El padre o la madre que haya reconocido al hijo conforme con los números 1º y 5º del anterior artículo 271 del Código Civil, desde la entrada en vigencia de esta ley, tendrán la calidad, obligaciones y derechos de padres no matrimoniales que han reconocido al hijo. Si la paternidad o maternidad naturales ha sido determinada judicialmente conforme con los números 2º, 3º y 4º del referido artículo, el padre o madre tendrá la calidad, obligaciones y derechos que la presente ley atribuye al padre o a la madre no matrimonial cuya paternidad o maternidad ha sido determinada judicialmente contra su oposición. Lo propio se aplicará a los ascendientes de los referidos padre o madre.

	No obstante, los derechos sucesorios se reglarán por la ley vigente al tiempo de la apertura de la sucesión.



- - -





	Incorporar como nuevos artículos 2º, 3º, 4º y 5º transitorios los siguientes:

	"Artículo 2º.- Las personas que hayan adquirido el derecho a pedir alimentos en conformidad con los anteriores artículos 280 a 291 del Código Civil, se considerarán como hijos de filiación no determinada, pero conservarán su derecho a los alimentos hasta su expiración conforme a las normas en actual vigencia.

	Aquellos que hayan ejercido respecto de una persona todas las citaciones que prevén los anteriores artículos 271 número 5º y 280 número 4º del Código Civil, sin haber obtenido la calidad de hijo natural o simplemente ilegítimo con derecho a alimentos, no podrán solicitar la citación judicial de la misma persona de acuerdo con el nuevo artículo 187 del mismo Código.

	Estas personas podrán reclamar la filiación en conformidad con las normas que establece esta ley.

	En todo caso, los derechos sucesorios se reglarán por la ley vigente al tiempo de la apertura de la sucesión.

	Artículo 3º.- Las personas que bajo la legislación que esta ley modifica tengan determinado por sentencia judicial o transacción aprobada por la justicia, el derecho a percibir alimentos necesarios, podrán solicitar la adecuación de la pensión alimenticia determinada, de acuerdo con el nuevo artículo 323 del Código Civil que esta ley establece.

	Pero no se alterarán en caso alguno las pensiones devengadas con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.

	En todo caso, los derechos sucesorios se reglarán por la ley vigente al tiempo de la apertura de la sucesión.

	Artículo 4º.- La guarda a que estuviere sujeto el hijo natural expirará por la entrada en vigencia de esta ley, cuando de acuerdo con ella el hijo debiere estar sujeto a patria potestad. El respectivo padre o madre entrará de pleno derecho en el ejercicio de la patria potestad que le corresponde.

	Las emancipaciones voluntarias realizadas en conformidad al anterior artículo 265 del Código Civil, conservarán el valor y los efectos que les atribuía el texto de esa disposición.

	Artículo 5º.- Los plazos para impugnar, desconocer o reclamar la filiación, paternidad o maternidad, o para repudiar un reconocimiento o legitimación por subsiguiente matrimonio, que hubieren comenzado a correr conforme a las disposiciones que esta ley deroga o modifica se sujetarán en su duración a aquellas disposiciones, pero la titularidad y la forma en que deben ejercerse esas acciones o derechos se regirá por la presente ley.

	Los plazos a que se refiere el inciso anterior que no hubieren comenzado a correr, aunque digan relación con hijos nacidos con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, se ajustarán a la nueva legislación.

	No obstante, no podrá reclamarse la paternidad o maternidad respecto de personas fallecidas con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.".



- - -



Artículo 2º

	Suprimirlo.





Artículo 3º

	Pasa a ser artículo 9º permanente, sustituyéndolo por el siguiente:

	"Artículo 9º.- Facúltase al Presidente de la República, por el plazo de un año, para fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código Civil y de las leyes que se modifican expresamente en la presente ley, como, asimismo, respecto de todos aquellos cuerpos legales que contemplen parentescos y categorías de ascendientes, parientes, padres, madres, hijos, descendientes o hermanos legítimos, naturales e ilegítimos, para lo cual podrá incorporar las modificaciones y derogaciones de que hayan sido objeto tanto expresa como tácitamente; reunir en un mismo texto disposiciones directa y sustancialmente relacionadas entre sí que se encuentren dispersas; introducir cambios formales, sea en cuanto a redacción, para mantener la correlación lógica y gramatical de las frases, a titulación, a ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, pero sólo en la medida en que sean indispensables para su coordinación y sistematización.

	El ejercicio de estas facultades no podrá importar en caso alguno, la alteración del verdadero sentido y alcance de las disposiciones legales vigentes.".



- - -





	Incorporar como nuevos artículos 6º y 7º transitorios los siguientes:

	"Artículo 6º.- La presente ley no alterará el efecto de cosa juzgada de las sentencias ejecutoriadas con anterioridad a su entrada en vigencia, aunque resolvieren sobre acciones de estado civil, de desconocimiento, impugnación o reclamación de la filiación, paternidad o maternidad, atribución y suspensión de la patria potestad o emancipación del hijo.

	No obstante, la persona que hubiere intentado una acción conforme con el anterior artículo 280, números 1º, 2º, 3º o 5º del Código Civil, sin obtener en el pleito, podrá demandar la reclamación del estado de hijo de acuerdo con las disposiciones que establece la presente ley. Los que hubieren recurrido a la citación del número 4º del mismo artículo, se estarán a lo que se dispone en el artículo 2º transitorio."

	"Artículo 7º.- En todo lo no previsto por estos artículos transitorios regirá la Ley sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes de fecha 7 de octubre de 1861.”.



- - -







	De acogerse las proposiciones que anteceden, el proyecto de ley quedaría como sigue:





PROYECTO DE LEY:



	“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Civil:

	1. Sustitúyense, en el artículo 28, las expresiones “legítimo” por “matrimonial” y “legítimos” por “matrimoniales”.

	2. En el artículo 29, reemplázanse las expresiones “ilegítima” e “ilegítimo” por “no matrimonial”, y la palabra “legítimos” por “matrimoniales”.

	3. Derógase el artículo 30.

	4. Sustitúyese, en el artículo 31, la expresión “legítima” por “matrimonial”, y la palabra “legítimos” por “matrimoniales”.

	5. Sustitúyese el artículo 32  por el siguiente:

	“Artículo 32. Es afinidad no matrimonial la que existe entre una de dos personas que no han contraido matrimonio y se han conocido carnalmente y los consanguíneos de la otra, o entre una de dos personas que están o han estado casadas y los consanguíneos no matrimoniales de la otra.”.

	6. Reemplázase, en el artículo 33, la expresión “ilegítima” por “no matrimonial” y la palabra “legítima” por “matrimonial”.

	7. Sustitúyense los artículos 35 y 36 por los siguientes:

	“Artículo 35. Son hijos matrimoniales los concebidos o nacidos durante el matrimonio verdadero de sus padres o durante el matrimonio nulo en los casos del artículo 122.

	Son también matrimoniales aquellos hijos cuyos padres contraen matrimonio con posterioridad a su nacimiento, conforme a lo dispuesto en el artículo 180.”.

	“Artículo 36. Son hijos no matrimoniales de una persona los que no se encuentran en los casos previstos en el artículo anterior y cuya filiación se ha determinado en conformidad a lo dispuesto en este Código.”.

	8. Intercálase el siguiente artículo 37:

	“Artículo 37. Son hijos sin filiación determinada respecto del padre, de la madre o ambos, aquellos a los que no se apliquen los artículos anteriores.”.

	9. Reemplázase el artículo 40 por el siguiente:

	“Artículo 40. Las denominaciones de matrimoniales y no matrimoniales, que según las definiciones precedentes se dan a los hijos, se aplican correlativamente a sus padres.”.

	10. Derógase el inciso final del artículo 41.

	11. Sustitúyese el inciso primero del artículo 42 por el siguiente:

	“Artículo 42. En los casos en que la ley dispone que se oiga a los parientes de una persona, se entenderán comprendidos en esa denominación el cónyuge de ésta, sus consanguíneos matrimoniales de uno y otro sexo mayores de edad, y si fuere hijo no matrimonial, su padre y madre que le hayan reconocido, y sus hermanos no matrimoniales mayores de edad. A falta de consanguíneos en suficiente número serán oídos los afines matrimoniales.”.

	12.  Elimínase en el artículo 43, la palabra “legítimos”.

	13. Sustitúyese el artículo 107, por el siguiente:

	“Artículo 107. Los que no hubieren cumplido dieciocho años no podrán casarse sin el consentimiento expreso de sus padres; si falta uno de ellos, el del otro padre o madre; o a falta de ambos, el del ascendiente o de los ascendientes de grado más próximo.

	En igualdad de votos contrarios preferirá el favorable al matrimonio.”.

	14. Derógase el artículo 108.

	15. Sustitúyese el artículo 109 por el siguiente:

	“Artículo 109. Se entenderá faltar el padre o madre u otro ascendiente, no sólo por haber fallecido, sino por estar demente; o por hallarse ausente del territorio de la República, y no esperarse su pronto regreso; o por ignorarse el lugar de su residencia.

	También se entenderá faltar el padre o madre, y sus respectivos ascendientes, cuando la paternidad o maternidad haya sido determinada judicialmente contra su oposición.”.

	16. En el artículo 111:

	a) Sustitúyese en el inciso primero las expresiones “los dichos padre” por “padre”, y

	b) Reemplázase el inciso final por el siguiente:

	“Si se tratare de un hijo cuya filiación no ha sido determinada respecto de ninguno de sus padres, el consentimiento para el matrimonio lo dará su curador general. A falta de éste, será aplicable lo dispuesto en el inciso anterior.”.

	17. Reemplázase la causal 5ª del artículo 113 por la siguiente:

	“5.ª Haber sido condenada esa persona por delito que merezca pena aflictiva;”.

	18. Reemplázase el inciso segundo del artículo 122, por el siguiente:

	“Con todo, la nulidad declarada por incompetencia del funcionario, por no haberse celebrado el matrimonio ante el número de testigos requeridos por la ley o por inhabilidad de éstos, no afectará la filiación matrimonial de los hijos, en los términos del artículo 35, aunque no haya habido buena fe ni justa causa de error.”.

	19. Introdúcese el siguiente artículo 130, nuevo:

	“Artículo 130. Cuando por haber pasado la madre a otras nupcias se dudare a cuál de los dos matrimonios pertenece un hijo, y se invocare una decisión judicial de conformidad a las reglas del Título VIII, el juez decidirá, tomando en consideración las circunstancias, y oyendo además el dictamen de facultativos, si lo creyere conveniente.

	Serán obligados solidariamente a la indemnización de todos los perjuicios y costas ocasionados a terceros por la incertidumbre de la paternidad, la mujer que antes del tiempo debido hubiere pasado a otras nupcias, y su nuevo marido.”.

	20. Sustitúyese en el artículo 147 la frase “Durante el matrimonio o disuelto éste” por “Durante el matrimonio o después de la declaración de su nulidad”.

	21. Sustitúyese el artículo 174, por el siguiente:

	“Artículo 174. Entre los cónyuges divorciados subsiste la obligación de alimentos, según las reglas generales.”.

	22. Sustitúyese el artículo 177, por el siguiente:

	“Artículo 177. Si la culpabilidad del cónyuge contra quien se ha obtenido el divorcio fuere atenuada por circunstancias graves en la conducta del cónyuge que lo solicitó, podrá el juez moderar el rigor de las disposiciones precedentes.”.

	23. Deróganse los Títulos VII a XV del Libro I, ambos inclusive, compuestos por los artículos 179 a 296.

	24. Introdúcense al Libro I los siguientes Títulos VII a X:



“Título VII

DE LA FILIACIÓN



		§ 1. Reglas generales



	Artículo 179. La filiación por naturaleza es matrimonial o no matrimonial. La adopción y los derechos entre adoptante y adoptado se rigen por la ley respectiva.

	Artículo 180. La filiación es matrimonial cuando existe matrimonio entre los padres al tiempo de la concepción  o del nacimiento del hijo.

	Es también filiación matrimonial la del hijo cuyos padres contraen matrimonio con posterioridad a su nacimiento, siempre que la paternidad y la maternidad hayan estado previamente determinadas por los medios que este Código establece, o bien se determinen por reconocimiento realizado por ambos padres en el acto del matrimonio o durante su vigencia, en la forma prescrita por el artículo 186. Esta filiación matrimonial aprovechará, en su caso, a la posteridad del hijo fallecido.

	En los demás casos, la filiación es no matrimonial.

	Artículo 181. La filiación produce efectos civiles cuando queda legalmente determinada, pero se retrotraen a la época de la concepción del hijo.

	No obstante, subsistirán los derechos adquiridos y las obligaciones contraidas antes de su determinación, pero el hijo concurrirá en las sucesiones abiertas con anterioridad a la determinación de su filiación, cuando sea llamado en su calidad de tal.

	Todo lo anterior se entiende sin perjuicio de la prescripción de los derechos y de las acciones, que tendrá lugar conforme a las reglas generales.

	La acreditación de la filiación determinada se realizará conforme con las normas establecidas en el Título XVII.

	Artículo 182. La maternidad, esto es, el hecho de ser una mujer la madre del hijo que pasa por suyo, queda determinada por el nacimiento cuando este hecho y la identidad del nacido constan en las inscripciones practicadas en el Registro Civil.

	Fuera del caso señalado en el inciso anterior, la maternidad se determina por reconocimiento o sentencia firme en juicio de filiación.



	§ 2. De la determinación de la paternidad matrimonial.



	Artículo 183. Se presumen hijos del marido los nacidos después de la celebración del matrimonio y dentro de los trescientos días siguientes a su disolución o al divorcio de los cónyuges.

	No se aplicará esta presunción respecto del que nace antes de expirar los ciento ochenta días subsiguientes al matrimonio, si el marido lo desconoce como hijo suyo y comprueba judicialmente que no tuvo conocimiento de la preñez al tiempo de casarse, o que por actos positivos no ha manifestado reconocer al hijo después de nacido. La acción de desconocimiento se ejercerá en el plazo y forma que se expresa en los artículos 207 y siguientes.

	Regirá, en cambio, la presunción de paternidad respecto del nacido trescientos días después de decretado el divorcio, por el hecho de consignarse como padre el nombre del marido, a petición de ambos cónyuges, en la inscripción de nacimiento del hijo.

	La paternidad así determinada o desconocida podrá ser impugnada o reclamada, respectivamente, de acuerdo con las reglas establecidas en el Título VIII.



	§ 3. De la determinación de la filiación matrimonial.



	Artículo 184. La filiación matrimonial queda determinada por el nacimiento del hijo durante el matrimonio de sus padres, con tal que la maternidad y la paternidad estén establecidas legalmente en conformidad con los artículos 182 y 183, respectivamente.

	Tratándose del hijo nacido antes de casarse sus padres, la filiación matrimonial queda determinada por la celebración de ese matrimonio, siempre que la maternidad y la paternidad estén ya determinadas con arreglo al artículo 185 o, en caso contrario, por el último reconocimiento conforme a lo establecido en el párrafo siguiente.

	La filiación matrimonial podrá también determinarse por sentencia dictada en juicio de filiación, que se subinscribirá al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.



	§ 4. De la determinación de la paternidad y maternidad no matrimonial.



	Artículo 185. La paternidad o maternidad no matrimonial queda determinada legalmente por el reconocimiento del padre o madre, o por sentencia firme en juicio de filiación.

	Artículo 186. El reconocimiento del hijo tendrá lugar mediante una declaración formulada con ese determinado objeto por el padre, la madre o ambos, según los casos:

	1.º Ante el Oficial del Registro Civil, al momento de inscribirse el nacimiento del hijo o en el acto del matrimonio de los padres;

	2.º En acta extendida en cualquier tiempo, ante cualquier oficial del Registro Civil;

	3.º En escritura pública, o

	4.º En acto testamentario. En este caso, el reconocimiento será irrevocable.

	Los actos de reconocimiento serán subinscritos al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.

	Artículo 187. El hecho de consignarse el nombre del padre o de la madre, a petición de cualquiera de ellos, al momento de practicarse la inscripción del nacimiento, es suficiente reconocimiento de filiación.

	También lo es la confesión de paternidad o maternidad, prestada bajo juramento por el supuesto padre o madre que sea citado a la presencia judicial con tal objeto por el hijo o, si éste es incapaz, por su representante legal o quien lo tenga bajo su cuidado. En la citación se expresará el objeto de la misma y se requerirá la presencia personal del supuesto padre o madre. El acta en que conste la confesión de paternidad o maternidad se subinscribirá al margen de la inscripción de nacimiento del hijo, para lo cual el tribunal remitirá al Registro Civil copia auténtica.

	La citación judicial a confesar paternidad o maternidad bajo juramento no podrá ejercerse más de una vez con relación a la misma persona.

	Artículo 188. No surtirá efectos el reconocimiento de un hijo que tenga legalmente determinada una filiación distinta, sin perjuicio del derecho a ejercer las acciones a que se refiere el artículo 202.

	El reconocimiento es irrevocable y no susceptible de modalidades.

	El reconocimiento no perjudicará los derechos de terceros de buena fe que hayan sido adquiridos con anterioridad a su subinscripción al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.

	Artículo 189. El reconocimiento por acto entre vivos señalado en el artículo 186, podrá realizarse por medio de mandatario constituido por escritura pública y especialmente facultado con este objeto.

	Artículo 190. El hijo que, al tiempo del reconocimiento, fuere mayor de edad, podrá repudiarlo dentro del término de un año, contado desde que lo conoció. Si fuere menor, nadie podrá repudiarlo sino él y dentro de un año, a contar desde que, llegado a la mayor edad, supo del reconocimiento.

	El curador del mayor de edad que se encuentre en interdicción por demencia o sordomudez, necesitará autorización judicial para poder repudiar.

	El disipador bajo interdicción no necesitará autorización de su representante legal ni de la justicia para repudiar.

	El repudio deberá hacerse por escritura pública, dentro del plazo señalado en el presente artículo. Esta escritura deberá subinscribirse al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.

	La repudiación privará retroactivamente al reconocimiento de todos los efectos que beneficien exclusivamente al hijo o sus descendientes, pero no alterará los derechos ya adquiridos por los padres o terceros, ni afectará a los actos o contratos válidamente ejecutados o celebrados con anterioridad a la subinscripción correspondiente.

	Toda repudiación es irrevocable.

	Artículo 191. No podrá repudiar el hijo que, durante su mayor edad, hubiere aceptado el reconocimiento en forma expresa o tácita.

	La aceptación es expresa cuando se toma el título de hijo en instrumento público o privado, o en acto de tramitación judicial.

	Es tácita cuando se realiza un acto que supone necesariamente la calidad de hijo y que no se hubiere podido ejecutar sino en ese carácter.

	Artículo 192. Si es muerto el hijo que se reconoce o si el reconocido menor falleciere antes de llegar a la mayor edad, sus herederos podrán efectuar la repudiación dentro del año siguiente al reconocimiento, en el primer caso, o de la muerte, en el segundo, sujetándose a las disposiciones de los artículos anteriores.

	Si el reconocido mayor de edad falleciere antes de expirar el término que tiene para repudiar, sus herederos podrán efectuar la repudiación durante el tiempo que a aquél hubiese faltado para completar dicho plazo.



Título VIII

DE LAS ACCIONES DE FILIACIÓN



§ 1. Reglas generales.



	Artículo 193. La ley posibilita la investigación de la paternidad o maternidad, en la forma y con los medios previstos en los artículos que siguen.

	El derecho de reclamar la filiación es imprescriptible e irrenunciable. Sin embargo, sus efectos patrimoniales quedan sometidos a las reglas generales de prescripción y renuncia.

	Artículo 194. En los juicios sobre determinación de la filiación, la maternidad y la paternidad podrán establecerse mediante toda clase de pruebas, decretadas de oficio o a petición de parte, con la salvedad de que será insuficiente para estos efectos la sola prueba testimonial.

	Las pruebas periciales de carácter biológico se practicarán por el Servicio Médico Legal o por laboratorios idóneos para ello, designados por el juez. Las partes siempre, y por una sola vez, tendrán derecho a solicitar un nuevo informe pericial biológico.

	La negativa injustificada del demandado a someterse a peritaje biológico servirá como base de presunción judicial en su contra.

	La posesión notoria de la calidad de hijo respecto de determinada persona servirá para acreditar la filiación, siempre que haya durado a lo menos cinco años continuos y se pruebe por un conjunto de testimonios fidedignos que la establezcan de un modo irrefragable.

	La posesión notoria consiste en que su padre, madre o ambos le hayan tratado como hijo, proveyendo a su educación y establecimiento de un modo competente, y presentándole en ese carácter a sus deudos y amigos; y que éstos y el vecindario de su domicilio, en general, le hayan reputado y reconocido como tal.

	Artículo 195. El juez sólo dará curso a la demanda si con ella se presentan antecedentes suficientes que hagan plausibles los hechos en que se funda.

	Artículo 196. La acción para impetrar la nulidad del acto de reconocimiento por vicios de la voluntad prescribirá en el plazo de un año, contado desde la fecha de su otorgamiento o, en el caso de fuerza, desde el día en que ésta hubiere cesado.

	Artículo 197. Cuando la filiación haya sido determinada judicialmente contra la oposición del padre o madre, aquél o ésta quedará privado de la patria potestad y, en general, de todos los derechos que por el ministerio de la ley se le confieren respecto de la persona y bienes del hijo o de sus descendientes. El juez así lo declarará en la sentencia y de ello se dejará constancia en la subinscripción correspondiente.

	El padre o madre conservará, en cambio, todas sus obligaciones legales cuyo cumplimiento vaya en beneficio del hijo o sus descendientes.

	Sin embargo, se restituirán al dicho padre o madre todos los derechos de los que esté privado, si el hijo, alcanzada su plena capacidad, manifiesta por escritura pública o por testamento su voluntad de restablecerle en ellos. El acto de restablecimiento producirá efectos desde su subinscripción al margen de la inscripción de nacimiento del hijo y será irrevocable.



	§ 2. De las acciones de reclamación.



	Artículo 198. La acción de reclamación de la filiación matrimonial corresponde al hijo, al padre o a la madre.

	En el caso de los hijos, la acción deberá entablarse conjuntamente contra ambos padres.

	Si la acción es ejercida por el padre o la madre, deberá el otro progenitor intervenir forzosamente en el juicio, so pena de nulidad.

	Artículo 199. La acción de reclamación de la filiación no matrimonial corresponde al hijo contra su padre o su madre, o a cualquiera de éstos cuando el hijo tenga determinada una filiación diferente, para lo cual se sujetarán a lo dispuesto en el artículo 202.

	Podrá, asimismo, reclamar la filiación el representante legal del hijo incapaz, en interés de éste.

	Artículo 200. Si el hijo que no se ha reconocido es póstumo, o fallece alguno de sus padres dentro de los ciento ochenta días siguientes al parto, la acción se dirigirá en contra de los herederos del padre o de la madre, dentro del plazo de un año, contado desde su muerte o desde que el hijo, alcanzada su plena capacidad, haya tomado conocimiento de la paternidad o maternidad que reclama.

	Artículo 201. Si hubiere fallecido el hijo siendo incapaz, la acción podrá ser ejercida por sus herederos, dentro del plazo de un año contado desde la muerte.

	Si el hijo falleciere antes de transcurrir un año desde que alcanzare la plena capacidad, o desde que tomare conocimiento de la paternidad o maternidad, la acción corresponderá a sus herederos por todo el tiempo que faltare para completar dicho plazo.

	El plazo o su residuo empezará a correr para los herederos incapaces desde que alcancen la plena capacidad.

	Artículo 202. Si estuviese determinada la filiación de una persona y quisiere reclamarse otra distinta, deberán ejercerse simultáneamente las acciones de impugnación de la filiación existente y de reclamación de la nueva filiación.

	En este caso, no regirán para la acción de impugnación los plazos señalados en el párrafo 3º de este Título.

	Artículo 203. Reclamada judicialmente la filiación, el juez podrá decretar alimentos provisionales en los términos del artículo 327.

	Artículo 204. El concubinato de la madre con el supuesto padre, durante la época en que ha podido producirse legalmente la concepción, servirá de base para una presunción judicial de paternidad.

	Si el supuesto padre probare que la madre cohabitó con otro durante el período legal de la concepción, esta sola circunstancia no bastará para desechar la demanda.

	Artículo 205. La posesión notoria del estado civil de hijo, debidamente acreditada, preferirá a las pruebas periciales de carácter biológico en caso de que haya contradicción entre una y otras.

	Sin embargo, si hubiesen graves razones que demuestren la inconveniencia para el hijo de aplicar la regla anterior, prevalecerán las pruebas de carácter biológico.



	§ 3. De las acciones de impugnación.



	Artículo 206. La filiación queda sin efecto por impugnación de la paternidad o de la maternidad conforme con los preceptos que siguen.

	Artículo 207. La paternidad del hijo concebido o nacido durante el matrimonio podrá ser impugnada por el marido dentro del año siguiente al día en que tuvo conocimiento del parto.

	La residencia del marido en el lugar del nacimiento del hijo hará presumir que lo supo inmediatamente; a menos de probarse que por parte de la mujer ha habido ocultación del parto.

	Si al tiempo del nacimiento se hallaba el marido ausente, se presumirá que lo supo inmediatamente después de su vuelta a la residencia de la mujer; salvo el caso de ocultación mencionado en el inciso precedente.

	Artículo 208. Si el marido muere sin conocer el parto, o antes de vencido el término para impugnar señalado en el artículo anterior, la acción corresponderá a sus herederos, y en general, a toda persona a quien la pretendida paternidad irrogare perjuicio actual, por ese mismo plazo, o el tiempo que faltare para completarlo.

	Cesará este derecho, si el padre hubiere reconocido al hijo como suyo en su testamento o en otro instrumento público.

	Artículo 209. La paternidad matrimonial a que se refiere el artículo 207 también podrá ser impugnada por el representante legal del hijo incapaz, en interés de éste, durante el año siguiente al nacimiento.

	El hijo, por sí, podrá interponer la acción de impugnación dentro de un año, contado desde que alcance la plena capacidad.

	Artículo 210. La filiación no matrimonial determinada por reconocimiento podrá ser impugnada por el propio hijo, dentro del plazo de dos años contado desde que supo de ese reconocimiento.

	Si el hijo fuese incapaz, esta acción se ejercerá conforme a las reglas previstas en el artículo anterior.

	Si el hijo muere desconociendo aquel acto, o antes de vencido el plazo para impugnar su filiación, la acción corresponderá a sus herederos por el mismo plazo o el tiempo que faltare para completarlo, contado desde la muerte del hijo.

	También podrá impugnar esta filiación toda persona que pruebe un interés actual en ello, en el plazo de un año desde que tuvo ese interés y pudo hacer valer su derecho.

	Todo lo anterior se aplicará también para impugnar la filiación matrimonial de los hijos nacidos antes del matrimonio de sus padres, pero el plazo de dos años a que se refiere el inciso primero se contará desde que el hijo supo del matrimonio o del reconocimiento que la producen.

	Artículo 211. La maternidad podrá ser impugnada, probándose falso parto, o suplantación del pretendido hijo al verdadero.

	Tienen derecho a impugnarla, dentro del año siguiente al nacimiento, el marido de la supuesta madre y la misma madre supuesta.

	Podrán también impugnarla, en cualquier tiempo, los verdaderos padre o madre del hijo, el verdadero hijo o el que pasa por tal si se reclama conjuntamente la determinación de la auténtica filiación del hijo verdadero o supuesto. La acción de impugnación de la maternidad del pretendido hijo que no cumpla con lo anterior, deberá ejercerse dentro del año contado desde que alcance su plena capacidad.

	No obstante haber expirado los plazos establecidos en este artículo, en el caso de salir inopinadamente a la luz algún hecho incompatible con la maternidad putativa, podrá subsistir o revivir la acción respectiva por un año contado desde la revelación justificada del hecho.

	Artículo 212. Se concederá también la acción de impugnación a toda otra persona a quien la maternidad aparente perjudique actualmente en sus derechos sobre la sucesión testamentaria, o abintestato, de los supuestos padre o madre, siempre que no exista posesión de estado.

	Esta acción expirará dentro de un año, contado desde el fallecimiento de dichos padre o madre.

	Artículo 213. No procederá la impugnación de una filiación determinada por sentencia firme, sin perjuicio de los recursos legales extraordinarios que puedan proceder en su contra y de lo que se dispone en el artículo 320.

	Artículo 214. La sentencia que de lugar a la acción de reclamación o de impugnación deberá subinscribirse al margen de la inscripción de nacimiento del hijo, y no perjudicará los derechos de terceros de buena fe que hayan sido adquiridos con anterioridad a la subinscripción.



Título IX

DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES ENTRE LOS PADRES Y LOS HIJOS



	Artículo 215. Los hijos deben respeto y obediencia a sus padres.

	Artículo 216. Aunque la emancipación de al hijo el derecho de obrar independientemente, queda siempre obligado a cuidar de los padres en su ancianidad, en el estado de demencia, y en todas las circunstancias de la vida en que necesitaren sus auxilios.

	Tienen derecho al mismo socorro todos los demás ascendientes, en caso de inexistencia o de insuficiencia de los inmediatos descendientes.

	Artículo 217. Toca de consuno a los padres, o al padre o madre sobreviviente, el cuidado personal de la crianza y educación de sus hijos.

	Artículo 218. Si los padres viven separados, el cuidado personal de los hijos menores se decidirá de común acuerdo mediante escritura pública o instrumento privado autorizado por notario público, que se subinscribirá al margen de la inscripción de nacimiento del hijo, dentro de los treinta días siguientes a su expedición.

	Si no constare ese acuerdo, la madre tendrá el cuidado personal de los hijos menores. Lo tendrá el padre, cuando se trate de un hijo que solamente haya sido reconocido por él.

	No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, cuando el interés del hijo lo haga indispensable, sea por maltrato, descuido u otra causa grave, el juez podrá entregar su cuidado personal al otro de los padres.

	Artículo 219. Podrá el juez, en el caso de inhabilidad física o moral de ambos padres, confiar el cuidado personal de los hijos a otra persona o personas competentes.

	En la elección de estas personas se preferirá a los consanguíneos más próximos, y sobre todo, a los ascendientes.

	Artículo 220. En las materias a que se refieren los artículos precedentes, el juez conocerá y resolverá breve y sumariamente, oyendo a los hijos y a los parientes.

	Las resoluciones que se dicten, una vez ejecutoriadas, se subinscribirán en la forma y plazo que establece el artículo 218.

	Artículo 221. La persona casada no podrá, sin el consentimiento de su cónyuge, tener en el hogar común a un hijo no matrimonial.

	Artículo 222. El padre o madre que no tenga el cuidado personal del hijo no será privado del derecho ni quedará exento del deber, que consiste en mantener con él una relación directa y regular, la que ejercerá con la frecuencia y libertad acordada con quien lo tiene a su cargo, o, en su defecto, con las que el juez estimare conveniente para el hijo.

	Se suspenderá o restringirá el ejercicio de este derecho cuando manifiestamente perjudique el bienestar del hijo, lo que declarará el tribunal fundadamente.

	Artículo 223.- Los gastos de educación, crianza y establecimiento de los hijos son de cargo de la sociedad conyugal, según las reglas que tratando de ella se dirán. Si no la hubiere, los padres contribuirán en proporción a sus respectivas facultades económicas.

	En caso de fallecimiento del padre o madre, dichos gastos corresponden al sobreviviente.

	Artículo 224. Si el hijo tuviere bienes propios, los gastos de su establecimiento, y en caso necesario, los de su crianza y educación, podrán sacarse de ellos, conservándose íntegros los capitales en cuanto sea posible.

	Artículo 225. La obligación de alimentar y educar al hijo que carece de bienes, pasa, por la falta o insuficiencia de los padres, a sus abuelos, por una y otra línea, conjuntamente.

	Artículo 226. En caso de desacuerdo entre los obligados a la contribución de los gastos de crianza, educación y establecimiento del hijo, ésta será determinada de acuerdo a sus facultades económicas por el juez, el que podrá de tiempo en tiempo modificarla, según las circunstancias que sobrevengan.

	Artículo 227. Los padres tendrán la facultad de corregir a los hijos, cuidando que ello no menoscabe su salud física o psíquica.

	Si se produjese tal menoscabo o se temiese fundadamente que ocurra, el juez, a petición de cualquiera persona o de oficio, decretará medidas en resguardo del hijo, sin perjuicio de las sanciones que correspondiere aplicar por la infracción.

	Cuando lo estimaren necesario, los padres podrán solicitar al tribunal que determine sobre la vida futura del hijo por el tiempo que estime más conveniente, el cual no podrá exceder del plazo que le falte para cumplir dieciocho años de edad.

	Las resoluciones del juez no podrán ser modificadas por la sola voluntad de los padres.

	Artículo 228. Las disposiciones contenidas en el artículo precedente se extienden, en ausencia, inhabilidad o muerte de ambos padres, a cualquiera otra persona a quien corresponda el cuidado personal del hijo.

	Artículo 229. Los padres tendrán el derecho y el deber de educar a sus hijos, orientándolos hacia su pleno desarrollo en las distintas etapas de su vida.

	Artículo 230. El derecho que por el artículo anterior se concede a los padres, cesará respecto de los hijos cuyo cuidado haya sido confiado a otra persona, la cual lo ejercerá con anuencia del tutor o curador, si ella misma no lo fuere.

	Artículo 231. Los derechos concedidos a los padres en los artículos anteriores no podrán reclamarse sobre el hijo que hayan abandonado.

	Artículo 232. En la misma privación de derechos incurrirán los padres que por su inhabilidad moral hayan dado motivo a la providencia de separar a los hijos de su lado; a menos que ésta haya sido después revocada.

	Artículo 233. Si el hijo abandonado por sus padres hubiere sido alimentado y criado por otra persona, y quisieren sus padres sacarle del poder de ella, deberán ser autorizados por el juez para hacerlo, y previamente deberán pagarle los costos de su crianza y educación, tasados por el juez.

	El juez sólo concederá la autorización si estima que, por razones graves, conviene darla.

	Artículo 234. Si el hijo de menor edad ausente de su casa se halla en urgente necesidad, en que no puede ser asistido por el padre o madre que tiene su cuidado personal, se presumirá la autorización de éste o ésta para las suministraciones que se le hagan, por cualquier persona, en razón de alimentos, habida consideración de su posición social.

	El que haga las suministraciones deberá dar noticia de ellas al padre o madre lo más pronto que fuere posible. Toda omisión voluntaria en este punto hará cesar la responsabilidad.

	Lo dicho del padre o madre en los incisos precedentes se extiende en su caso a la persona a quien, por muerte o inhabilidad de los padres, toque la sustentación del hijo.

	Artículo 235. Las resoluciones del juez bajo los respectos indicados en las reglas anteriores se revocarán por la cesación de la causa que haya dado motivo a ellas, y podrán también modificarse o revocarse por el juez, en todo caso y tiempo, si sobreviene motivo justo, y se cumple con los requisitos legales.



Título X

DE LA PATRIA POTESTAD



§ 1. Reglas generales.



	Artículo 236. La patria potestad es el conjunto de derechos y deberes que corresponden al padre o a la madre sobre los bienes de sus hijos no emancipados.

	La patria potestad se ejercerá también sobre los derechos eventuales del hijo que está por nacer.

	Artículo 237. Ejercerá la patria potestad el padre o la madre, según convengan ambos en escritura pública o instrumento privado autorizado por notario público, que se subinscribirá al margen de la inscripción de nacimiento del hijo, dentro de los treinta días siguientes a su expedición.

	A falta de acuerdo, o si, vigente el acuerdo, variasen las circunstancias, el juez resolverá sobre la patria potestad del hijo, a petición de cualquiera de los padres o de quien tenga interés en ello. Ejecutoriada la resolución, se subinscribirá dentro del mismo plazo anterior.

	En defecto del padre o madre que tuviere la patria potestad, los derechos y deberes corresponderán al otro de los padres.

	Artículo 238. Si los padres viven separados, la patria potestad será ejercida por aquel que tenga a su cargo el cuidado personal del hijo, de conformidad al artículo 218.

	Sin embargo, por acuerdo de los padres, o resolución judicial fundada en el interés del hijo, podrá atribuirse al otro padre la patria potestad o alguno de sus derechos y deberes. Se aplicarán al acuerdo, o a la sentencia judicial, las normas sobre subinscripción previstas en el artículo precedente.

	Artículo 239. Mientras una subinscripción relativa al ejercicio de la patria potestad no sea cancelada por otra posterior, todo nuevo acuerdo o resolución será inoponible a terceros.

	Artículo 240. No obstará a las reglas previstas en los artículos 237 y 238 el régimen de bienes que pudiese existir entre los padres.

	Artículo 241. Se nombrará tutor o curador al hijo siempre que la paternidad y la maternidad hayan sido determinadas judicialmente contra la oposición del padre y de la madre. Lo mismo sucederá respecto del hijo cuyos padres no tengan derecho a ejercer la patria potestad o cuya filiación no esté determinada legalmente ni respecto del padre ni respecto de la madre.

	Artículo 242. La determinación legal de la paternidad o maternidad pone fin a la guarda en que se hallare el hijo menor de edad y da al padre o la madre, según corresponda, la patria potestad sobre sus bienes.



§ 2. Del derecho legal de goce sobre los bienes de los hijos y de su administración.



	Artículo 243. La patria potestad confiere el derecho legal de goce sobre todos los bienes del hijo, exceptuados los siguientes:

	1.º Los bienes adquiridos por el hijo en el ejercicio de todo empleo, oficio, profesión o industria. Los bienes comprendidos en este número forman su peculio profesional o industrial;

	2.º Los bienes adquiridos por el hijo a título de donación, herencia o legado, cuando el donante o testador ha estipulado que no tenga el goce o la administración quien ejerza la patria potestad; ha impuesto la condición de obtener la emancipación, o ha dispuesto expresamente que tenga el goce de estos bienes el hijo, y

	3.º Las herencias o legados que hayan pasado al hijo por incapacidad, indignidad o desheredamiento del padre o madre que tiene la patria potestad.

	En estos casos, el goce corresponderá al hijo o al otro padre, en conformidad con los artículos 244 y 246.

	El goce sobre las minas del hijo se limitará a la mitad de los productos y el padre que ejerza la patria potestad responderá al hijo de la otra mitad.

	Artículo 244. El hijo se mirará como mayor de edad para la administración y goce de su peculio profesional o industrial, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 247.

	Artículo 245. El derecho legal de goce es un derecho personalísimo que consiste en la facultad de usar los bienes del hijo y percibir sus frutos, con cargo de conservar la forma y sustancia de dichos bienes y de restituirlos, si no son fungibles; o con cargo de volver igual cantidad y calidad del mismo género, o de pagar su valor, si son fungibles.

	El padre o madre no es obligado, en razón de su derecho legal de goce, a rendir fianza o caución de conservación o restitución, ni tampoco a hacer inventario solemne, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 124. Pero si no hace inventario solemne, deberá llevar una descripción circunstanciada de los bienes desde que entre a gozar de ellos. 

	Cuando este derecho corresponda a la madre casada en sociedad conyugal, ésta se considerará separada parcialmente de bienes respecto de su ejercicio y de lo que en él obtenga. Esta separación se regirá por las normas del artículo 150.

	El derecho legal de goce recibe también la denominación de usufructo legal del padre o madre sobre los bienes del hijo. En cuanto convenga a su naturaleza, se regirá supletoriamente por las normas del Título IX del Libro II.

	Artículo 246. Aquél de los padres que tenga el derecho legal de goce sobre los bienes del hijo tendrá su administración, y el que se encuentre privado de ésta quedará también privado de aquél.

	Si el padre o la madre que tiene la patria potestad no puede ejercer sobre uno o más bienes del hijo el derecho legal de goce, éste pasará al otro; y si ambos estuviesen impedidos, la propiedad plena pertenecerá al hijo y se le dará un curador para la administración.

	Artículo 247. No se podrán enajenar ni gravar en caso alguno los bienes raíces del hijo, aun pertenecientes a su peculio profesional o industrial, ni sus derechos hereditarios, sin autorización del juez con conocimiento de causa.

	Artículo 248. No se podrá hacer donación de ninguna parte de los bienes del hijo, ni darlos en arriendo por largo tiempo, ni aceptar o repudiar una herencia deferida al hijo, sino en la forma y con las limitaciones impuestas a los tutores y curadores.

	Artículo 249. El padre o madre es responsable, en la administración de los bienes del hijo, hasta de la culpa leve.

	La responsabilidad para con el hijo se extiende a la propiedad y a los frutos, en aquellos bienes del hijo en que tiene la administración, pero no el goce, y se limita a la propiedad cuando ejerce ambas facultades sobre los bienes.

	Artículo 250. Habrá derecho para quitar al padre o madre, o a ambos, la administración de los bienes del hijo, cuando se haya hecho culpable de dolo, o de grave negligencia habitual, y así se establezca por sentencia judicial, la que deberá subinscribirse al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.

	Perderá también la administración siempre que se suspenda la patria potestad, en conformidad con el artículo 260.

	Artículo 251. Privado uno de los padres de la administración de los bienes, la tendrá el otro; si ninguno de ellos la tuviese, la propiedad plena pertenecerá al hijo, y se le dará un curador para la administración.

	Artículo 252. Al término de la patria potestad, los padres pondrán a sus hijos en conocimiento de la administración que hayan ejercido sobre sus bienes.



§ 3. De la representación legal de los hijos.



	Artículo 253. Los actos y contratos del hijo no autorizados por el padre o la madre que lo tenga bajo su patria potestad, o por el curador adjunto, en su caso, le obligarán exclusivamente en su peculio profesional o industrial.

	Pero no podrá tomar dinero a interés, ni comprar al fiado (excepto en el giro ordinario de dicho peculio) sin autorización escrita de las personas mencionadas. Y si lo hiciere, no será obligado por estos contratos, sino hasta concurrencia del beneficio que haya reportado de ellos.

	Artículo 254. Si entre los padres hubiere sociedad conyugal, los actos y contratos que el hijo celebre fuera de su peculio profesional o industrial y que el padre o madre autorice o ratifique por escrito, o los que éstos efectúen en representación del hijo, obligan directamente al padre o madre en conformidad a las disposiciones de ese régimen de bienes y, subsidiariamente, al hijo, hasta concurrencia del beneficio que éste hubiere reportado de dichos actos o contratos.

	Si no hubiere sociedad conyugal, esos actos y contratos sólo obligarán los bienes propios del padre o madre que haya intervenido. Lo anterior no obsta a que pueda repetir contra el otro padre, en la parte en que de derecho haya debido proveer a las necesidades del hijo.

	Artículo 255. El menor adulto no necesita de la autorización de sus padres para disponer de sus bienes por acto testamentario que haya de tener efecto después de su muerte, ni para reconocer hijos.

	Artículo 256. Siempre que el hijo tenga que litigar como actor contra su padre o madre, le será necesario obtener la venia del juez y éste, al otorgarla, le dará un curador para la litis.

	El padre o madre que litigue con el hijo, sea como demandante o como demandado, le proveerá de expensas para el juicio, que regulará incidentalmente el tribunal, tomando en consideración la cuantía e importancia de lo debatido y la capacidad económica de las partes.

	Artículo 257. El hijo no puede parecer en juicio, como actor, contra un tercero, sino autorizado o representado por el padre o la madre que tiene la patria potestad.

	Si el padre o madre niega su consentimiento al hijo para la acción civil que quiera intentar contra un tercero, o si está inhabilitado para prestarlo, podrá el juez suplirlo, y al hacerlo así dará al hijo un curador para la litis.

	Artículo 258. En las acciones civiles contra el hijo deberá el actor dirigirse al padre o madre que tenga la patria potestad, para que autorice o represente al hijo en la litis.

	Si el padre o madre no pudiere o no quisiere prestar su autorización o representación, podrá el juez suplirla, y dará al hijo un curador para la litis.

	Artículo 259. No será necesaria la intervención paterna o materna para proceder criminalmente contra el hijo; pero el padre o madre que tiene la patria potestad será obligado a suministrarle los auxilios que necesite para su defensa.



	§ 4. De la suspensión de la patria potestad.



	Artículo 260. La patria potestad se suspende por la demencia del padre o madre que la ejerce, por su menor edad, por estar en entredicho de administrar sus propios bienes, y por su larga ausencia u otro impedimento físico, de los cuales se siga perjuicio grave en los intereses del hijo, a que el padre o madre ausente o impedido no provee.

	En estos casos la patria potestad la ejercerá el otro padre, respecto de quien se suspenderá por las mismas causales. Si se suspende respecto de ambos, el hijo quedará sujeto a guarda.

	Artículo 261. La suspensión de la patria potestad deberá ser decretada por el juez con conocimiento de causa, y después de oídos sobre ello los parientes del hijo y el defensor de menores; salvo que se trate de la menor edad del padre o de la madre, caso en el cual la suspensión se producirá de pleno derecho.

	El juez, en interés del hijo, podrá decretar que el padre o madre recupere la patria potestad cuando hubiere cesado la causa que motivó la suspensión.

	La resolución que decrete o deje sin efecto la suspensión deberá subinscribirse al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.



§ 5. De la emancipación.



	Artículo 262. La emancipación es un hecho que pone fin a la patria potestad del padre, de la madre, o de ambos, según sea el caso. Puede ser legal o judicial.

	Artículo 263. La emancipación legal se efectúa:

	1.º Por la muerte del padre o madre, salvo que corresponda ejercitar la patria potestad al otro;

	2.º Por el decreto que da la posesión provisoria, o la posesión definitiva en su caso, de los bienes del padre o madre desaparecido, salvo que corresponda al otro ejercitar la patria potestad;

	3.º Por el matrimonio del hijo, y

	4.º Por haber cumplido el hijo la edad de dieciocho años.

	Artículo 264. La emancipación judicial se efectúa por decreto del juez:

	1.º Cuando el padre o la madre maltrata habitualmente al hijo, salvo que corresponda ejercer la patria potestad al otro;

	2.º Cuando el padre o la madre ha abandonado al hijo, salvo el caso de excepción del número precedente;

	3,º Cuando por sentencia ejecutoriada el padre o la madre ha sido condenado por delito que merezca pena aflictiva, aunque recaiga indulto sobre la pena, a menos que, atendida la naturaleza del delito, el juez estime que no existe riesgo para el interés del hijo, o deba asumir el otro padre la patria potestad, y

	4.º En caso de inhabilidad física o moral del padre o madre, si no le corresponde al otro ejercer la patria potestad.

	La resolución judicial que decrete la emancipación deberá subinscribirse al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.

	Artículo 265. Toda emancipación, una vez efectuada, es irrevocable.

	Se exceptúa de esta regla la emancipación por muerte presunta o por sentencia judicial fundada en la inhabilidad moral del padre o madre, las que podrán ser dejadas sin efecto por el juez, a petición del respectivo padre o madre, cuando se acredite fehacientemente su existencia o que ha cesado la inhabilidad, según el caso, y además conste que la recuperación de la patria potestad conviene a los intereses del hijo. La resolución judicial que de lugar a la revocación sólo producirá efectos desde que se subinscriba al margen de la inscripción de nacimiento del hijo.

	La revocación de la emancipación procederá por una sola vez.

	Artículo 266. El hijo menor que se emancipa queda sujeto a guarda.”.



	25. Sustitúyese el artículo 305, por el siguiente:

	“Artículo 305. El estado civil de casado o viudo, y de padre, madre o hijo, se acreditará frente a terceros y se probará por las respectivas partidas de matrimonio, de muerte, y de nacimiento o bautismo.

	El estado civil de padre, madre o hijo se acreditará o probará también por la correspondiente inscripción o subinscrición del acto de reconocimiento o del fallo judicial que determina la filiación.

	La edad y la muerte podrán acreditarse o probarse por las respectivas partidas de nacimiento o bautismo, y de muerte.”.

	26. Sustitúyese el artículo 309 por el siguiente:

	“Artículo 309. La falta de la partida de matrimonio podrá suplirse por otros documentos auténticos, por declaraciones de testigos que hayan presenciado la celebración del matrimonio, y en defecto de estas pruebas por la notoria posesión de ese estado civil.

	La filiación, a falta de partida o subinscripción, sólo podrá acreditarse o probarse por los instrumentos auténticos mediante los cuales se haya determinado legalmente. A falta de éstos, el estado de padre, madre o hijo deberá probarse en el correspondiente juicio de filiación en la forma y con los medios previstos en el Título VIII.”.

	27. Derógase el artículo 311.

	28. Sustitúyese, en el artículo 312, el vocablo “civil” por las palabras “de matrimonio”.

	29. En el artículo 313, reemplázase la palabra “civil” por “de matrimonio”.

	30. Sustitúyese el artículo 315 por el siguiente:

	“Artículo 315. El fallo judicial pronunciado en conformidad con lo dispuesto en el Título VIII que declara verdadera o falsa la paternidad o maternidad del hijo, no sólo vale respecto de las personas que han intervenido en el juicio, sino respecto de todos, relativamente a los efectos que dicha paternidad o maternidad acarrea.”

	31. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 317 por el siguiente:

	“Son también legítimos contradictores los herederos del padre o madre fallecidos en contra de quienes el hijo podrá dirigir o continuar la acción y, también, los herederos del hijo fallecido cuando éstos se hagan cargo de la acción iniciada por aquel o decidan entablarla.”.

	32. Reemplázase el artículo 318 por el siguiente:

	"Artículo 318. El fallo pronunciado a favor o en contra de cualquiera de los herederos aprovecha o perjudica a los coherederos que citados no comparecieron.”.

	33. Reemplázase el artículo 320 por el siguiente:

	“Artículo 320. Ni prescripción ni fallo alguno, entre cualesquiera otras personas que se haya pronunciado, podrá oponerse a quien se presente como verdadero padre o madre del que pasa por hijo de otros, o como verdadero hijo del padre o madre que le desconoce.

	Las acciones que correspondan se ejercerán en conformidad con las reglas establecidas en el Título VIII y, en su caso, se notificarán a las personas que hayan sido partes en el proceso anterior de determinación de la filiación.”.

	34. Sustitúyese el inciso primero del artículo 321, por el siguiente:

	“Artículo 321. Se deben alimentos:

	1.º Al cónyuge;

	2.º A los descendientes;

	3.º A los ascendientes;

	4.º A los hermanos, y

	5.º Al que hizo una donación cuantiosa, si no hubiere sido rescindida o revocada.”.

	35. Sustitúyese el artículo 323, por el siguiente:

	“Artículo 323. Los alimentos deben habilitar al alimentado para subsistir modestamente de un modo correspondiente a su posición social.

	Comprenden la obligación de proporcionar al alimentario menor de veintiún años la enseñanza básica y media, y la de alguna profesión u oficio. Los alimentos que se concedan según el artículo 332 al descendiente o hermano mayor de veintiún años comprenderán también la obligación de proporcionar la enseñanza de alguna profesión u oficio.”.

	36. Sustitúyese el artículo 324, por el siguiente:

	“Artículo 324. En el caso de injuria atroz cesará la obligación de prestar alimentos.

	Sólo constituyen injuria atroz las conductas descritas en el artículo 968.

	Quedarán privados del derecho a pedir alimentos al hijo el padre o la madre que le haya abandonado en su infancia, cuando la filiación haya debido ser establecida por medio de sentencia judicial contra su oposición.”.

	37. Sustitúyese el artículo 326 por el siguiente:

	“Artículo 326. El que para pedir alimentos reúna varios títulos de los enumerados en el artículo 321, sólo podrá hacer uso de uno de ellos, en el siguiente orden:

	1.º El que tenga según el número 5º.

	2.º El que tenga según el número 1º.

	3.º El que tenga según el número 2º.

	4.º El que tenga según el número 3º.

	5.º El del número 4º no tendrá lugar sino a falta de todos los otros.

	Entre varios ascendientes o descendientes debe recurrirse a los de próximo grado. Entre los de un mismo grado, como también entre varios obligados por un mismo título, el juez distribuirá la obligación en proporción a sus facultades. Habiendo varios alimentarios respecto de un mismo deudor, el juez distribuirá los alimentos en proporción a las necesidades de aquéllos.

	Sólo en el caso de insuficiencia de todos los obligados por el título preferente, podrá recurrirse a otro.”.

	38. Sustitúyese el artículo 330, por el siguiente:

	“Artículo 330. Los alimentos no se deben sino en la parte en que los medios de subsistencia del alimentario no le alcancen para subsistir de un modo correspondiente a su posición social.”.

	39. Reemplázase el inciso segundo del artículo 332 por el siguiente:

	“Con todo, los alimentos concedidos a los descendientes y a los hermanos se devengarán hasta que cumplan veintiún años, salvo que estén estudiando una profesión u oficio, caso en el cual cesarán a los veinticinco años, o que les afecte una incapacidad física o mental que les impida subsistir por sí mismos, o que, por circunstancias muy calificadas, el juez los considere indispensables para su subsistencia.”

	40. En el inciso primero del artículo 348, elimínase la frase “por decreto de juez” y sustitúyese el guarismo “262” por “260”.

	41. Reemplázase en el artículo 354, la palabra “legítimo” por la expresión “o madre”.

	42. En el artículo 357:

	a. Intercálase la expresión  “o madre” entre las palabras “padre” y “que”, y reemplázase el guarismo “267” por “264”; y

	b. Agrégase el siguiente inciso:

	"También carecerá de estos derechos el padre o madre cuando la filiación ha sido determinada judicialmente contra su oposición.”.

	43. Reemplázase el artículo 358, por el siguiente:

	“Artículo 358. Si tanto el padre como la madre han nombrado guardador por testamento, se atenderá  en primer lugar al nombramiento realizado por aquél de los padres que ejercía la patria potestad del hijo.”.

	44. Sustitúyese el artículo 359, por el siguiente:

	“Artículo 359. Si no fuere posible aplicar la regla del artículo anterior, se aplicará a los guardadores nombrados por el testamento del padre y de la madre, las reglas de los artículos 361 y 363.”.

	45. Sustitúyese el artículo 360, por el siguiente:

	“Artículo 360. No obstante lo dispuesto en el artículo 357, el padre, la madre y cualquier otra persona, podrán nombrar un curador, por testamento o por acto entre vivos, cuando donen o dejen al pupilo alguna parte de sus bienes, que no se les deba a título de legítima.

	Esta curaduría se limitará a los bienes que se donan o dejan al pupilo.”.

	46. Reemplázase en el inciso final del artículo 367 la palabra “legítimos” por “matrimoniales”.

	47. Sustitúyese el artículo 368 por el siguiente:

	“Artículo 368. Es llamado a la guarda legítima del hijo no matrimonial el padre o madre que primero le haya reconocido, y si ambos le han reconocido a un tiempo, el padre.

	Este llamamiento pondrá fin a la guarda en que se hallare el hijo que es reconocido, salvo el caso de inhabilidad o legítima excusa del que, según el inciso anterior, es llamado a ejercerla.

	Si la filiación no ha sido determinada o si la filiación ha sido determinada judicialmente contra la oposición del padre o madre, la guarda del hijo será dativa.”.

	48. Elimínase en el número 1º del artículo 375, la palabra “legítimos”.

	49. Elimínanse en el artículo 404, las palabras “legítimo o natural”.

	50. Modifícase el artículo 412, en la siguiente forma:

	a. Sustitúyese su inciso primero, por el siguiente:

	“Artículo 412. Por regla general, ningún acto o contrato en que directa o indirectamente tenga interés el tutor o curador, o su cónyuge, o cualquiera de sus ascendientes o descendientes, o de sus hermanos, o de sus consanguíneos o afines matrimoniales hasta el cuarto grado inclusive, o alguno de sus socios de comercio, podrá ejecutarse o celebrarse sino con autorización de los otros tutores o curadores generales, que no estén implicados de la misma manera, o por el juez en subsidio.”, y

	b. Elimínanse en su inciso segundo, las palabras “legítimos o naturales”.

	51. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 428 la expresión “los Títulos IX y XIII ” por “el Título IX ”.

	52. Elimínase en el inciso segundo del artículo 430, la frase “legítimos, ni los padres naturales”.

	53. Elimínase en el artículo 434, la palabra “congrua”.

	54. Sustitúyese el artículo 439, por el siguiente:

	“Artículo 439. El menor que está bajo curaduría tendrá las mismas facultades administrativas que el hijo sujeto a patria potestad, respecto de los bienes adquiridos por él en el ejercicio de un empleo, oficio, profesión o industria.

	Lo dispuesto en el artículo 253 se aplica al menor y al curador.”.

	55. Sustitúyese en el artículo 443, la palabra “legítimos” por "matrimoniales" y la expresión “naturales” por "no matrimoniales".

	56. Modifícase el artículo 448, en la forma siguiente:

	a. Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

	“Artículo 448. Se deferirá la curaduría:

	1.º A los ascendientes, pero el padre o madre no matrimonial cuya paternidad o maternidad haya sido determinada judicialmente contra su oposición o que esté casado con un tercero no podrá ejercer este cargo;

	2.º A los hermanos, y

	3.º A otros colaterales matrimoniales hasta en el cuarto grado.”;

	b. Sustitúyense en su inciso segundo los ordinales “2° y 3°” por el vocablo “anteriores”.

	57. Modifícase el artículo 449, en la siguiente forma:

	a. Sustitúyese su inciso primero, por el siguiente:

	“Artículo 449. El curador del marido disipador administrará la sociedad conyugal en cuanto ésta subsista y ejercerá de pleno derecho la guarda de los hijos en caso de que la madre, por cualquier razón, no ejerza la patria potestad.”, y

	b. Agrégase en su inciso segundo, la siguiente frase final antes del punto aparte (.) “, cuando ésta no le correspondiera al padre”.

	58. Agrégase al artículo 450 el siguiente inciso segundo:

	“La mujer casada en sociedad conyugal cuyo marido disipador sea sujeto a curaduría, si es mayor de dieciocho años o después de la interdicción los cumpliere, tendrá derecho para pedir separación de bienes.”.

	59. Sustitúyese el artículo 451 por el siguiente:

	“Artículo 451. El padre o madre que ejerza la curaduría del hijo disipador podrá nombrar por testamento a la persona que, a su fallecimiento, haya de sucederle en la guarda.”.

	60. Sustitúyese el inciso primero del artículo 462, por el siguiente:

	“Artículo 462. Se deferirá la curaduría del demente:

	1.º A su cónyuge no divorciado, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 503;

	2.º A sus descendientes;

	3.º A sus ascendientes, pero el padre o la madre no matrimonial cuya paternidad o maternidad haya sido determinada judicialmente contra su oposición o que esté casado con un tercero no podrá ejercer el cargo;

	4.º A sus hermanos, y

	5.º A otros colaterales matrimoniales hasta en el cuarto grado.”.

	61. Elimínase en el inciso primero del artículo 463, la frase “, y ejercerá de pleno derecho la guarda de sus hijos menores”.

	62. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 486, la expresión “si mientras él está en el vientre materno” por “si antes de su nacimiento”.

	63. En el artículo 497:

	a. Reemplázase su número 9º por el siguiente:

	“9.º Los condenados por delito que merezca pena aflictiva, aunque se les haya indultado de ella;”;

	b. Elimínase en su número 10, la frase “en conformidad a lo dispuesto en los artículos 223 y 224”, y 

	c. Reemplázase en su número 11, el guarismo “267" por “264”.

	64. Elimínase en el inciso segundo del artículo 500, la expresión “, legítimo o natural,”.

	65. Elimínase, en los números 8º y 9º del artículo 514, la palabra “legítimos”.

	66. Elimínanse en el artículo 515, las expresiones “legítimos o naturales,” y “legítimo o natural”.

	67. Elimínase en el artículo 516, la expresión “legítimo o natural”.

	68. Elimínase en el artículo 518, la frase final “legítimo, ni un padre o hijo natural”.

	69. Elimínase en el número 1º del artículo 766, la frase “, como el del padre de familia, sobre ciertos bienes del hijo”.

	70. Elimínase en el inciso tercero del artículo 815, la expresión “legítimos y naturales”.

	71. En el artículo 959, reemplázase el punto y coma del número 4º por un punto aparte, y elimínase el número 5º.

	72. Elimínase en el número 2º del artículo 968 la palabra “legítimos”.

	73. Sustitúyese el inciso primero del artículo 983, por el siguiente:

	“Artículo 983. Son llamados a la sucesión intestada los descendientes del difunto, sus ascendientes, el cónyuge sobreviviente, sus colaterales, el adoptado, en su caso, y el Fisco.”.

	74. Sustitúyese el artículo 986, por el siguiente:

	“Artículo 986. Hay siempre lugar a la representación en la descendencia del difunto y en la descendencia de sus hermanos.

	Fuera de estas descendencias no hay lugar a la representación.”.

	75. Sustitúyese el artículo 988, por el siguiente:

	“Artículo 988. Los hijos excluyen a todos los otros herederos, a menos que hubiere también cónyuge sobreviviente, caso en el cual éste concurrirá con aquéllos.

	El cónyuge sobreviviente recibirá una porción equivalente al doble de lo que por legítima rigorosa o efectiva corresponda a cada hijo.”.

	76. Sustitúyese el artículo 989, por el siguiente:

	“Artículo 989. Si el difunto no ha dejado posteridad, le sucederán el cónyuge sobreviviente y sus ascendientes de grado más próximo.

	En este caso, la herencia se dividirá en tres partes, dos para el cónyuge y una para los ascendientes. A falta de éstos, llevará todos los bienes el cónyuge, y, a falta de cónyuge, los ascendientes.

	Habiendo un solo ascendiente en el grado más próximo, sucederá éste en todos los bienes, o en toda la porción hereditaria de los ascendientes.”.

	77. Sustitúyese el artículo 990, por el siguiente:

	“Artículo 990. Si el difunto no hubiere dejado descendientes, ni ascendientes, ni cónyuge, le sucederán sus hermanos.

	Entre los hermanos de que habla este artículo se comprenderán aun los que solamente lo sean por parte de padre o de madre; pero la porción del hermano paterno o materno será la mitad de la porción del hermano carnal.”.

	78. Derógase el artículo 991.

	79. Sustitúyese el artículo 992, por el siguiente:

	“Artículo 992. A falta de descendientes, ascendientes, cónyuge y hermanos, sucederán al difunto los otros colaterales de grado más próximo, sean de simple o doble conjunción, hasta el sexto grado inclusive.

	Los colaterales de simple conjunción, esto es, los que sólo son parientes del difunto por parte de padre o por parte de madre, tendrán derecho a la mitad de la porción de los colaterales de doble conjunción, esto es, los que a la vez son parientes del difunto por parte de padre y por parte de madre.

	El colateral o los colaterales del grado más próximo excluirán siempre a los otros.”.

	80. Derógase el artículo 993.

	81. Sustitúyese el artículo 994 por el siguiente:

	“Artículo 994. El cónyuge divorciado temporal o perpetuamente no tendrá parte alguna en la herencia abintestato de su mujer o marido, si hubiere dado motivo al divorcio por su culpa.”

	82. Elimínanse del artículo 998 las palabras “de porción conyugal”, contenidas en el inciso primero, y la coma que las antecede.

	83. Elimínase en el inciso primero del artículo 1016 la expresión “o legitimados”.

	84. Elimínase en el artículo 1107 la palabra “legítimo”.

	85. Elimínanse en el artículo 1162 las palabras “legítimo” y “legítimos”.

	86. Modifícase el artículo 1167, en la forma siguiente:

	a. Suprímese el número 2°, pasando el actual número 3º a ser número 2º.

	b. Sustitúyese el número 4°, que pasa a ser 3º, por el siguiente:

	“3.° La cuarta de mejoras en la sucesión de los descendientes y el cónyuge.”.

	87. Derógase el párrafo 2. De la porción conyugal  del Título V del Libro III, y los artículos 1172 a 1178 y 1180 que lo componen.

	88. Sustitúyese el artículo 1182, por el siguiente:

	“Artículo 1182. Son legitimarios:

	1.º Los hijos, personalmente o representados por su descendencia;

	2.º Los ascendientes, y 

	3.° El cónyuge sobreviviente.

	No serán legitimarios los ascendientes del causante si la paternidad o la maternidad que constituye o de la que deriva su parentesco, ha sido determinada judicialmente contra la oposición del respectivo padre o madre, salvo el caso del inciso final del artículo 197. Tampoco lo será el cónyuge que por culpa suya haya dado ocasión al divorcio perpetuo o temporal.”.

	89. Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 1184, por los siguientes:

	“No habiendo descendientes con derecho a suceder ni cónyuge sobreviviente, la mitad restante es la porción de bienes de que el difunto ha podido disponer a su arbitrio.

	Habiendo tales descendientes o cónyuge, la masa de bienes, previas las referidas deducciones y agregaciones, se dividirá en cuatro partes: dos de ellas, o sea la mitad del acervo, para las legítimas rigorosas; otra cuarta, para las mejoras con que el difunto haya querido favorecer a su cónyuge o a uno o más de sus descendientes, sean o no legitimarios, y otra cuarta, de que ha podido disponer a su arbitrio.”.

	90. Sustitúyese el inciso primero del artículo 1185, por el siguiente:

	“Artículo 1185.- Para computar las cuartas de que habla el artículo precedente, se acumularán imaginariamente al acervo líquido todas las donaciones revocables e irrevocables, hechas en razón de legítimas o de mejoras, según el estado que hayan tenido las cosas donadas al tiempo de la entrega, pero cuidando de actualizar prudencialmente su valor a la época de la apertura de la sucesión.”.

	91. Sustitúyese el artículo 1190 por el que sigue:

	“Artículo 1190. Si un legitimario no lleva el todo o parte de su legítima por incapacidad, indignidad o exheredación, o porque la ha repudiado, y no tiene descendencia con derecho de representarle, dicho todo o parte se agregará a la mitad legitimaria y contribuirá a formar las legítimas rigorosas de los otros.”.

	92. Elimínase en el artículo 1193 la frase “y el cónyuge sobreviviente”.

	93. Sustitúyese el artículo 1195, por el siguiente:

	“Artículo 1195. De la cuarta de mejoras puede hacer el donante o testador la distribución que quiera entre sus descendientes y su cónyuge; podrá pues asignar a uno o más de ellos toda la dicha cuarta con exclusión de los otros.

	Los gravámenes impuestos a los partícipes de la cuarta de mejoras serán siempre en favor del cónyuge, o de uno o más de los descendientes del testador.”.

	94. Elimínase en el artículo 1199 la frase “, pero sí al cónyuge sobreviviente en el caso del artículo 1178, inciso segundo”.

	95. Sustitúyese el inciso tercero del artículo 1200, por el siguiente:

	“Si el donatario ha llegado a faltar de cualquiera de esos modos, las donaciones imputables a su legítima se imputarán a la de sus descendientes.”.

	96. Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 1201, por los siguientes:

	“Artículo 1201. Se resolverá la donación revocable o irrevocable que se hiciere a título de mejora a una persona que se creía descendiente del donante y no lo era.

	Lo mismo sucederá si el donatario, descendiente del donante, ha llegado a faltar por incapacidad, indignidad, desheredación o repudiación.”.

	97. Reemplázase en el inciso primero del artículo 1203 la frase “hijo legítimo o natural o descendiente legítimo de alguno de ellos” por la palabra “descendiente”.

	98. Reemplázase el inciso primero del artículo 1204 por el que sigue:

	“Artículo 1204. Si el difunto hubiere prometido por escritura pública entre vivos a su cónyuge o a alguno de sus descendientes, que a la sazón era legitimario, no donar, ni asignar por testamento parte alguna de la cuarta de mejoras, y después contraviniere a su promesa, el favorecido con ésta tendrá derecho a que los asignatarios de esa cuarta le enteren lo que le habría valido el cumplimiento de la promesa, a prorrata de lo que su infracción les aprovechare.”.

	99. Introdúcense en el artículo 1208 las siguientes modificaciones:

	a. Elimínase en su causal 1.ª, la palabra “legítimos”;

	b. Reemplázase en su causal 5.ª las expresiones “Por haber cometido un delito a que se haya aplicado alguna de las penas designadas en el número 7º del artículo 267” por las palabras “Por haber cometido un delito que merezca pena aflictiva”, y

	c. Sustitúyese el inciso final por el siguiente:

	“Los ascendientes y el cónyuge podrán ser desheredados por cualquiera de las tres primeras causas.”.

	100. Elimínase, en el inciso segundo del artículo 1210, la palabra “necesarios”.

	101. Reemplázase en el artículo 1220 la frase “hijos legítimos o naturales o descendientes legítimos de aquéllos o de éstos” por las palabras “descendientes o cónyuge”.

	102. Derógase el artículo 1221.

	103. Elimínase en el inciso primero del artículo 1255 las expresiones “el cónyuge sobreviviente,”.

	104. Agrégase, en el artículo 1318, el siguiente inciso:

	“En especial, la partición se considerará contraria a derecho ajeno si no ha respetado el derecho que el artículo 1337, regla 10.ª, otorga al cónyuge sobreviviente.”.

	105. Agrégase en el artículo 1337 la siguiente regla 10.ª nueva, pasando la actual 10.ª a ser 11.ª:

	“10.ª Con todo, el cónyuge sobreviviente tendrá derecho a que su cuota hereditaria se entere con preferencia mediante la adjudicación en favor suyo de la propiedad del inmueble en que resida y que sea o haya sido la vivienda principal de la familia, así como del mobiliario que lo guarnece, siempre que ellos formen parte del patrimonio del difunto.

	Si el valor total de dichos bienes excede la cuota hereditaria del cónyuge, éste podrá pedir que sobre las cosas que no le sean adjudicadas en propiedad se constituya en su favor derechos de habitación y de uso, según la naturaleza de las cosas. Estos derechos durarán mientras permanezca en estado de viudez.

	Las adjudicaciones preferentes, sea en propiedad o en derechos de uso y habitación, podrán exceder el valor de la cuota hereditaria que corresponda al cónyuge cuando éste se avenga a pagar en numerario la diferencia a los demás partícipes de la sucesión.

	El derecho de habitación no será oponible a terceros de buena fe mientras no se inscriba la resolución que lo constituye en el Registro del Conservador de Bienes Raíces. En todo lo no previsto, el uso y la habitación se regirán por lo dispuesto en el Título X del Libro II.

	El derecho a la adjudicación preferente de que habla esta regla no puede transferirse ni transmitirse.”.

	106. Elimínase, en el inciso segundo del artículo 1411, la palabra “legítimo”.

	107. Elimínase en el artículo 1424, la palabra “legítimos”.

	108. Elimínase en el artículo 1431, la palabra “legítimos”.

	109. Reemplázase en el artículo 1437, la frase “y los hijos de familia” por “y los hijos sujetos a patria potestad”.

 	110. Reemplázase en el artículo 1579, la frase “los padres o madres de familia por sus hijos, en iguales términos” por la frase “los padres o madres que ejerzan la patria potestad por sus hijos”.

	111. Reemplázase en el artículo 1796, las palabras “de familia” por la frase “sujeto a patria potestad”.

	112. Elimínanse en el artículo 1969, las palabras “de familia”.

	113. En el artículo 2045, elimínanse: en su número 1, la palabra “legítima”; en el número 2, la palabra “legítima” las dos veces que aparece; en el número 3, la palabra “legítima” las dos veces que aparece; y en el número 4, la palabra “legítima”.

	114. Sustitúyese el artículo 2049 por el siguiente:

	“Artículo 2049. Concurriendo hijos concebidos o nacidos en matrimonio con hijos nacidos antes del matrimonio de sus padres, se contará la edad de estos últimos desde el día del matrimonio. Concurriendo entre sí hijos nacidos antes del matrimonio, se contará la edad de cada uno de ellos desde el día de su nacimiento.”.

	115. Derógase el artículo 2050.

	116. Sustitúyese el inciso final del artículo 2466, por el siguiente:

	“Sin embargo, no será embargable el usufructo del marido sobre los bienes de la mujer, ni el del padre o madre sobre los bienes del hijo sujeto a patria potestad, ni los derechos reales de uso o de habitación.”.

	117. Reemplázanse en el número 4.º del artículo 2481, las palabras “de familia” por la frase “sujetos a patria potestad”.

	118. Modifícase el artículo 2483, en la siguiente forma:

	a. Sustitúyese en su inciso primero, la frase “hijos de familia” por “hijos bajo patria potestad”, y

	b. Reemplázanse en su inciso segundo, las palabras “de familia” por la frase “bajo patria potestad”.

	119. Reemplázase en el artículo 2485, la frase “del padre o madre de familia” por “del padre o madre que ejerza la patria potestad”.



	Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 4.808, sobre Registro Civil:

	1. Sustitúyese el artículo 6º, por el siguiente:

	“Artículo 6º. Se subinscribirán al margen de la inscripción de nacimiento del hijo al que se refieran, los siguientes actos:

	1.º Los instrumentos por los cuales se le reconoce como hijo o por los cuales se repudia ese reconocimiento;

	2.º Las sentencias que dan lugar a la demanda de desconocimiento de la paternidad del nacido antes de expirar los ciento ochenta días subsiguientes al matrimonio;

	3.º Las sentencias que determinan la filiación, o que dan lugar a la impugnación de la filiación determinada;

	4.º Los acuerdos de los padres relativos al cuidado personal del hijo o al ejercicio de la patria potestad;

	5.º Las sentencias que resuelven sobre el cuidado personal del hijo, decretan la suspensión de la patria potestad o dan lugar a la emancipación judicial, y

	6.º Los demás documentos que las leyes ordenen subinscribir al margen de la inscripción de nacimiento.

	Pero no se subinscribirán reconocimientos que contradigan la filiación que conste en las inscripciones vigentes.”.

	2. Reemplázase el inciso primero del artículo 8º, por el siguiente:

	“Artículo 8º. Las sentencias judiciales y los instrumentos que, en conformidad a esta ley, deben ser inscritos o subinscritos en los registros, no podrán hacerse valer en juicio sin que haya precedido la inscripción o subinscripción que corresponda.”.

	3. Sustitúyese el inciso tercero del artículo 17, por el siguiente:

	“Asimismo, el Director podrá ordenar de oficio la rectificación de una inscripción en que aparezca subinscrito el reconocimiento de un hijo o la sentencia que determina su filiación, con el solo objeto de asignar al inscrito el o los apellidos que le correspondan y los nombres y apellidos del padre, madre o ambos, según los casos.”.

	4. Elimínase en el inciso final del artículo 18, las palabras “legitimaciones o”.

	5. Suprímense, en el inciso final del artículo 20, las expresiones “legitimados o” y “como naturales”.

	6. Elimínase en el artículo 30, la palabra “legítimo”.

	7. Sustitúyese el número 4º del artículo 31, por el siguiente:

	“4º Los nombres, apellidos, nacionalidad, profesión u oficio y domicilio de los padres, o los del padre o madre que le reconozca o haya reconocido. Se dejará constancia de los nombres y apellidos de la madre, aunque no haya reconocimiento, cuando la declaración del requirente coincida con el comprobante del médico que haya asistido al parto, en lo concerniente a la identidad del nacido.”

	8. Reemplázase en el artículo 32, la expresión “al número 1º del artículo 271” por “al número 1.º del artículo 186 y al inciso primero del artículo 187”.

	9. Reemplázase el artículo 37 por el siguiente:

	“Artículo 37. El Oficial del Registro Civil privadamente manifestará, también, a los contrayentes, que pueden reconocer los hijos comunes nacidos antes del matrimonio, para los efectos de lo dispuesto en el artículo siguiente.”.

	10. Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 38, por los siguientes:

	“Artículo 38. En el acto del matrimonio podrán los contrayentes reconocer los hijos habidos con anterioridad, y la inscripción que contenga esa declaración producirá los efectos señalados en el inciso segundo del artículo 184 del Código Civil.

	Podrán, asimismo, pactar separación total de bienes o participación en los gananciales.”.

	11. Suprímese en el número 10 del artículo 39 la palabra “ilegítimos”.

	12. En el artículo 86, elimínanse en su inciso primero, las palabras “o de legitimación”, y en su inciso final, las palabras “y legitimación”.



	Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 17.344, que autoriza cambio de nombres y apellidos:

	1. Sustitúyese la letra c) del artículo 1º, por la siguiente:

	“c) En los casos de filiación no matrimonial o en que no se encuentre determinada la filiación, para agregar un apellido cuando la persona hubiera sido inscrita con uno solo o para cambiar uno de los que se hubieren impuesto al nacido, cuando fueren iguales.”.

	2. Suprímese, en el inciso segundo del artículo 4º, la palabra “legítimos”.



	Artículo 4º.- Derógase la ley Nº 17.999.



	Artículo 5º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 16.618, Ley de Menores:

	1. Derógase el artículo 46.

	2. Reemplázase, en el artículo 47, el guarismo “239”, por “233”.

	3. Elimínase en el inciso segundo del artículo 48, la palabra “legítimos”.

	4. En el artículo 49:

	a. En su inciso segundo, elimínase la palabra “legítimo” y agrégase la siguiente frase final, reemplazándose el punto aparte por una coma: “o de aquel que lo hubiere reconocido, en su caso”.

	b. En su inciso tercero, elimínase la palabra “legítimo”.

	c. Derógase su inciso cuarto.



	Artículo 6º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 14.908 sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias:

	1. En su artículo 3º:

	a. Sustitúyese en su inciso cuarto la oración “el número 5 del artículo 271 del Código Civil” por la siguiente: “los incisos segundo y tercero del artículo 187 del Código Civil ”.

	b. Elimínase en su inciso final la frase “legítimo, natural, ilegítimo o adoptivo”, y reemplázanse las expresiones “otorgar los alimentos necesarios” por “otorgarlos”.

	2. Elimínase el inciso segundo del artículo 4º.

	3. Reemplázase el artículo 5º, por el siguiente:

	“Artículo 5º. Los Oficiales del Registro Civil tendrán la obligación de hacer saber a la madre o a la persona que inscriba un hijo de filiación no determinada, los derechos de los hijos para reclamar la determinación legal de la paternidad o maternidad y la forma de hacerlos valer ante los tribunales.”.

	4. Sustitúyese el inciso primero del artículo 15, por el siguiente:

	“Artículo 15. Si, decretados los alimentos por resolución que cause ejecutoria, en favor del cónyuge, de los padres, de los hijos o del adoptado, el alimentante no hubiere cumplido su obligación en la forma ordenada o hubiere dejado de efectuar el pago de una o más cuotas, el tribunal que dictó la resolución o el juez competente según el artículo 3º, deberá, a petición de parte o de oficio y sin forma de juicio, apremiar al deudor del modo establecido en el inciso primero del artículo 543 del Código de Procedimiento Civil, pudiendo el juez en este caso ampliar el arresto hasta por treinta días y en caso de nuevo apremio le impondrá un arresto que será precisamente de treinta días.”.



	Artículo 7º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 16.271, de Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones:

	1. Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 2º, la frase: “Las asignaciones por causa de muerte que correspondan al cónyuge y a cada ascendiente legítimo, o padre o madre natural, o adoptante, o a cada hijo legítimo o natural, o adoptado, o a la descendencia legítima de ellos, estarán exentas de este impuesto en la parte que no exceda de cincuenta unidades tributarias anuales.”, por la siguiente:

	“Las asignaciones por causa de muerte que correspondan al cónyuge y a cada ascendiente, o adoptante, o a cada hijo, o adoptado, o a la descendencia de ellos, estarán exentas de este impuesto en la parte que no exceda de cincuenta unidades tributarias anuales.”.

	2. Modifícase el artículo 26 en la siguiente forma:

	a. Elimínanse en el inciso primero las palabras “legítimos o naturales”, y

	b. Derógase el inciso tercero.



	Artículo 8º.- Las disposiciones legales o reglamentarias anteriores a la entrada en vigor de la presente ley que se refieran a los hijos, padres, descendientes, ascendientes, hermanos, colaterales o parientes legítimos, se entenderán referidas a hijos, padres, descendientes, ascendientes, hermanos, colaterales o parientes matrimoniales. Si aluden a hijos, padres o hermanos naturales, se entenderán referidas a hijos, padres o hermanos no matrimoniales.

	Si dichas disposiciones hacen referencia a la filiación, paternidad, maternidad, ascendencia, descendencia o parentesco por consanguinidad o afinidad legítimos, se entenderán referidas a la filiación, paternidad, maternidad, ascendencia, descendencia o parentesco por consanguinidad o afinidad matrimoniales. Si se refieren a la filiación, paternidad, maternidad o parentesco por consanguinidad o afinidad naturales o ilegítimos se entenderán aludir a la filiación, paternidad, maternidad o parentesco por consanguinidad o afinidad no matrimoniales.

	Las disposiciones que hagan referencia a hijos o padres simplemente ilegítimos se entenderán aludir a hijos de filiación no determinada.

	Las disposiciones que hagan referencia a hijos legitimados o legítimos por legitimación por subsiguiente matrimonio se entenderán referidas a hijos matrimoniales concebidos o nacidos antes del matrimonio de sus padres. El mismo sentido, respectivamente, se dará a las disposiciones que aludan a la filiación, paternidad, maternidad, padre o madre legítimos por legitimación por subsiguiente matrimonio.

	Todo lo anterior se aplicará también a las estipulaciones contenidas en actos o contratos anteriores a la entrada en vigencia de esta ley, salvo que a ello se oponga la intención, claramente manifestada, de la parte o partes que los hayan ejecutado o celebrado.

	Artículo 9º.- Facúltase al Presidente de la República, por el plazo de un año, para fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código Civil y de las leyes que se modifican expresamente en la presente ley, como, asimismo, respecto de todos aquellos cuerpos legales que contemplen parentescos y categorías de ascendientes, parientes, padres, madres, hijos, descendientes o hermanos legítimos, naturales e ilegítimos, para lo cual podrá incorporar las modificaciones y derogaciones de que hayan sido objeto tanto expresa como tácitamente; reunir en un mismo texto disposiciones directa y sustancialmente relacionadas entre sí que se encuentren dispersas; introducir cambios formales, sea en cuanto a redacción, para mantener la correlación lógica y gramatical de las frases, a titulación, a ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, pero sólo en la medida en que sean indispensables para su coordinación y sistematización.

	El ejercicio de estas facultades no podrá importar en caso alguno, la alteración del verdadero sentido y alcance de las disposiciones legales vigentes.

	Artículo 10.- Esta ley entrará en vigencia ciento ochenta días después de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.





Artículos transitorios.



	Artículo 1°.- Los hijos que tengan el estado civil de legítimos o legitimados por subsiguiente matrimonio, una vez entrada en vigor la presente ley, tendrán la calidad, derechos y deberes que se atribuyen a los hijos matrimoniales. Lo mismo se aplicará a quienes estuvieren gozando del estado de padres o ascendientes legítimos.

	Los hijos que a la fecha de la entrada en vigencia de esta ley tuvieren la calidad de naturales respecto del padre, la madre o ambos, tendrán la calidad de hijos no matrimoniales y los derechos y deberes que se atribuyen a estos hijos.

	El padre o la madre que haya reconocido al hijo conforme con los números 1º y 5º del anterior artículo 271 del Código Civil, desde la entrada en vigencia de esta ley, tendrán la calidad, obligaciones y derechos de padres no matrimoniales que han reconocido al hijo. Si la paternidad o maternidad naturales ha sido determinada judicialmente conforme con los números 2º, 3º y 4º del referido artículo, el padre o madre tendrá la calidad, obligaciones y derechos que la presente ley atribuye al padre o a la madre no matrimonial cuya paternidad o maternidad ha sido determinada judicialmente contra su oposición. Lo propio se aplicará a los ascendientes de los referidos padre o madre.

	No obstante, los derechos sucesorios se reglarán por la ley vigente al tiempo de la apertura de la sucesión.

	Artículo 2º.- Las personas que hayan adquirido el derecho a pedir alimentos en conformidad con los anteriores artículos 280 a 291 del Código Civil, se considerarán como hijos de filiación no determinada, pero conservarán su derecho a los alimentos hasta su expiración conforme a las normas en actual vigencia.

	Aquellos que hayan ejercido respecto de una persona todas las citaciones que prevén los anteriores artículos 271 número 5º y 280 número 4º del Código Civil, sin haber obtenido la calidad de hijo natural o simplemente ilegítimo con derecho a alimentos, no podrán solicitar la citación judicial de la misma persona de acuerdo con el nuevo artículo 187 del mismo Código.

	Estas personas podrán reclamar la filiación en conformidad con las normas que establece esta ley.

	En todo caso, los derechos sucesorios se reglarán por la ley vigente al tiempo de la apertura de la sucesión.

	Artículo 3º.- Las personas que bajo la legislación que esta ley modifica tengan determinado por sentencia judicial o transacción aprobada por la justicia, el derecho a percibir alimentos necesarios, podrán solicitar la adecuación de la pensión alimenticia determinada, de acuerdo con el nuevo artículo 323 del Código Civil que esta ley establece.

	Pero no se alterarán en caso alguno las pensiones devengadas con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.

	En todo caso, los derechos sucesorios se reglarán por la ley vigente al tiempo de la apertura de la sucesión.

	Artículo 4º.- La guarda a que estuviere sujeto el hijo natural expirará por la entrada en vigencia de esta ley, cuando de acuerdo con ella el hijo debiere estar sujeto a patria potestad. El respectivo padre o madre entrará de pleno derecho en el ejercicio de la patria potestad que le corresponde.

	Las emancipaciones voluntarias realizadas en conformidad al anterior artículo 265 del Código Civil, conservarán el valor y los efectos que les atribuía el texto de esa disposición.

	Artículo 5º.- Los plazos para impugnar, desconocer o reclamar la filiación, paternidad o maternidad, o para repudiar un reconocimiento o legitimación por subsiguiente matrimonio, que hubieren comenzado a correr conforme a las disposiciones que esta ley deroga o modifica se sujetarán en su duración a aquellas disposiciones, pero la titularidad y la forma en que deben ejercerse esas acciones o derechos se regirá por la presente ley.

	Los plazos a que se refiere el inciso anterior que no hubieren comenzado a correr, aunque digan relación con hijos nacidos con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, se ajustarán a la nueva legislación.

	No obstante, no podrá reclamarse la paternidad o maternidad respecto de personas fallecidas con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.

	Artículo 6º.- La presente ley no alterará el efecto de cosa juzgada de las sentencias ejecutoriadas con anterioridad a su entrada en vigencia, aunque resolvieren sobre acciones de estado civil, de desconocimiento, impugnación o reclamación de la filiación, paternidad o maternidad, atribución y suspensión de la patria potestad o emancipación del hijo.

	No obstante, la persona que hubiere intentado una acción conforme con el anterior artículo 280, números 1º, 2º, 3º o 5º del Código Civil, sin obtener en el pleito, podrá demandar la reclamación del estado de hijo de acuerdo con las disposiciones que establece la presente ley. Los que hubieren recurrido a la citación del número 4º del mismo artículo, se estarán a lo que se dispone en el artículo 2º transitorio.

	Artículo 7º.- En todo lo no previsto por estos artículos transitorios regirá la Ley sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes de fecha 7 de octubre de 1861.”.



- - - -





	Acordado en sesiones de los días 10 de enero, 22 de marzo, 5 de abril, 4, 11 y 18 de julio, 1º y 8 de agosto, 10 y 24 de octubre, 7 y 14 de noviembre y 12 de diciembre de 1995; 3 de enero, 17 de abril, 7 y 14 de mayo, 5 y 12 de junio, 16 de julio y 9 de octubre de 1996, con asistencia de los HH. Senadores señores Miguel Otero Lathrop (Presidente) (Sergio Díez Urzúa), Sergio Fernández Fernández, Juan Hamilton Depassier, Hernán Larraín Fernández y Anselmo Sule Candia (Sergio Bitar Chacra y María Elena Carrera Villavicencio).



	Sala de la Comisión, a 20 de noviembre de 1996.























                                  JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA

                                Secretario
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VI.	INICIO TRAMITACION EN EL SENADO: 6 de diciembre de 1994.
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